
INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y PROPOSICIONES
CON PUNTO DE ACUERDO

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que corresponde a diversas iniciativas con proyecto de
decreto y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
martes 15 de octubre del 2019, de conformidad con los artículos 100, numeral 1,
y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

EXPIDE EL CÓDIGO PROCESALAGRARIO, ABROGA LA LEY ORGÁNICA
DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIO-
NES DE LA LEY AGRARIA

De la diputada María Teresa Marú Mejía, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que expide el Código Procesal Agra-
rio, abroga la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley Agraria. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a las
Comisiones de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Ali-
mentaria, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Hildelisa González Morales, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

De la diputada Hildelisa González Morales, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la
Ley Orgánica de la Fiscalía General de la Republica. Se turna a la Comisión de
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR Y LEY FEDERAL PARA
PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS COMETIDOS EN MATERIA DE
HIDROCARBUROS

Del diputado Luis Enrique Martínez Ventura, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona y de-
roga diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor y de
la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hi-
drocarburos. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Economía, Co-
mercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO MILITAR

Del diputado Carlos Alberto Valenzuela González, y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley del Ser-
vicio Militar. Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dictamen. . . . . . 

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA Y LEY DE AVIACIÓN CIVIL

Del diputado Carlos Alberto Valenzuela González y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de Seguridad Privada
y de la Ley de Aviación Civil. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para
dictamen, y a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para opinión. . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

Del diputado Jorge Eugenio Russo Salido, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el
artículo 78 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Se turna a la Comisión
de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

54

58

59

63

68

74



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice I3

LEY DE AGUAS NACIONALES

De la diputada Nohemí Alemán Hernández y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a la Co-
misión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen. . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Raúl Gracia Guzmán y diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 269 y 421 Bis de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

Del diputado Miguel Alonso Riggs Baeza y diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 43 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y deroga el ar-
tículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y
LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Cecilia Anunciación Patrón Laviada y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Tra-
bajo, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y de la Ley General de Salud. Se tur-
na a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen, y a la Comisión de Salud, para opinión. . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

De la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 169 y 170
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 153-T de la
Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, 
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

De la diputada Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 151 de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES

De la diputada María Lucero Saldaña Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
artículo 7 Bis a la Ley General en Materia de Delitos Electorales. Se turna a la Co-
misión de Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para
opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

De la diputada Julieta Kristal Vences Valencia, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 2o.
y 41 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Se turna a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD, CÓDIGO PENAL FEDERAL, LEY DEL
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS Y LEY DE
LOS IMPUESTOS GENERALES DE IMPORTACIÓN Y DE EXPORTACIÓN

De los diputados Luis Fernando Salazar Fernández e Hirepan Maya Martínez, del
Grupo Parlamentario de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma diversas disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal,
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y de la Ley de los
Impuestos Generales de Importación y de Exportación. Se turna a las Comisiones
Unidas de Salud, y de Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN ESTADÍSTICA Y
GEOGRÁFICA Y LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO

Del diputado Ignacio Benjamín Campos Equihua, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica y de la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarro-
llo Urbano. Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y
de Desarrollo Metropolitano, Urbano, Ordenamiento Territorial y Movilidad,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

APÉNDICE II

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Del diputado Sergio Mayer Bretón, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 2o.-A y 9o. de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Públi-
co, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE SANIDAD VEGETAL, LEY DE PRODUCTOS ORGÁNICOS,
LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, LEY GENERAL DE SALUD
Y LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

De la diputada Nancy Yadira Santiago Marcos, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Sanidad Vegetal, de la Ley de Productos Orgánicos,
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley General de Salud y de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a las Co-
misiones Unidas de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia
Alimentaria, y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen, y a la Comisión de
Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA

De la diputada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, al iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la Ley Fe-
deral de Cinematografía. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, 
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Marco Antonio Reyes Colín, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de
la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del Artículo 25
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo Referente al
Sector Social de la Economía. Se turna a la Comisión de Economía Social y Fo-
mento del Cooperativismo, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA EL CONTROL DE CANNABIS, Y
REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE 
SALUD, EL CÓDIGO PENAL FEDERAL, Y LA LEY DEL IMPUESTO 
ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado Mario Delgado Carrillo, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal, de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, y expide la Ley General para el
Control de Cannabis. Se turna a la Comisiones Unidas de Salud, y de Justicia, pa-
ra dictamen, y a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto
y Cuenta Pública, para opinión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Del diputado Carol Antonio Altamirano, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 2o.-A de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del diputado Carlos Iván Ayala Bobadilla, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 100 y 103
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Abril Alcalá Padilla y diputados integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática, la iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 97 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, LEY
GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS Y LEY GENERAL DE INSTITUCIONES
Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la
Ley General de Partidos Políticos y de Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dic-
tamen, y a la Comisión de Igualdad de Género, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

LEGISLAR Y DAR SEGUIMIENTO A LO ESTABLECIDO EN LA AGENDA
2030 Y A LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE DE LA ONU

De la diputada Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a las co-
misiones ordinarias de la Cámara de Diputados y a los 32 congresos estatales, a
legislar y dar seguimiento puntual a lo establecido en la Agenda 2030 y a los ob-
jetivos de desarrollo sostenible de la ONU. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

SE ENDUREZCAN LAS SANCIONES PARA ERRADICAR EL MERCADO
NEGRO DE AVES ENDÉMICAS O EN PELIGRO DE EXTINCIÓN

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
diversas autoridades, a endurecer las sanciones y redoblar los esfuerzos, para erra-
dicar el mercado negro de aves endémicas o en peligro de extinción. Se turna a la
Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Na-
turales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE REFUERCEN LOS PROTOCOLOS DE SEGURIDAD NUCLEAR EN LA
CENTRAL NUCLEOELÉCTRICA LAGUNA VERDE, EN VERACRUZ

De la diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhor-
ta a la Sener, a reforzar los protocolos de seguridad nuclear en la central nucleoe-
léctrica Laguna Verde, en el estado de Veracruz. Se turna a la Comisión de
Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EN RELACIÓN CON LAASIGNACIÓN PRESUPUESTADA EN EL PEF 2015,
RAMO 19, APOYO A JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL IMSS E ISSSTE

De los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, la pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SHCP y al IMSS, a hacer
público por qué la asignación presupuestada en el PEF 2015, ramo 19, Apoyo a Ju-
bilados y Pensionados del IMSS e ISSSTE, no aplicó al pago de diversas categorías
de jubilados. Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . 
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SE DÉ RESPUESTA A LO SOLICITADO POR LA CIDH, RESPECTO A LA
CONTAMINACIÓN DEL RÍO SANTIAGO

De la diputada Ana Priscila González García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Semarnat, a dar respuesta a lo solicitado por la CIDH, respecto a la contaminación
del río Santiago. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DÉ CUMPLIMIENTO A LAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE SALUD
MENTAL CONSIDERADAS EN LA LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Elba Lorena Torres Díaz, del Grupo Parlamentario de Encuentro
Social, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secreta-
ría de Salud, a dar cumplimiento de las disposiciones en materia de salud men-
tal consideradas en la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECRETARÍA DE SALUD A AMPLIAR LA COBERTURA
DE ATENCIÓN Y TRATAMIENTO DE CÁNCER EN MENORES DE EDAD

De diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecolo-
gista de México y de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, a ampliar la cobertura de atención y tratamiento
a las personas que les sea detectado cáncer siendo menores de edad. Se turna a la
Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INSTALE UNA MESA DE DIÁLOGO Y NEGOCIACIÓN CON ORGANI-
ZACIONES DE EX BRACEROS, EN RELACIÓN CON EL ADEUDO ECO-
NÓMICO HACIA ELLOS

Del diputado Samuel Herrera Chávez, del Grupo Parlamentario de Morena, la pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para que,
a través de la Segob y la SHCP, instale una mesa de diálogo y negociación con or-
ganizaciones representadas por ex braceros para establecer los criterios de solu-
ción relativos al adeudo económico que se tiene con ellos. Se turna a la Comisión
de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO ALACFE YAL MUNICIPIO DE NUEVO LAREDO, ARENEGOCIAR
LA DEUDA MONETARIA POR CONCEPTO DE LOS SERVICIOS DE LUZ

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la CFE y al municipio de Nuevo Laredo, a renegociar la deuda monetaria por con-
cepto de los servicios de luz que la entidad tiene. Se turna a la Comisión de Ener-
gía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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POLÍTICA PÚBLICA NACIONAL QUE COMBATA EL SOBREPESO Y LA
OBESIDAD INFANTIL

De la diputada Ana Laura Bernal Camarena, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a reforzar o generar una política pública nacional que combata el
sobrepeso y la obesidad infantil. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

REDUCCIÓN DE LOS TIEMPOS ENTRE DIAGNÓSTICO, REFERENCIA Y
ACCESO A TRATAMIENTO PARA PACIENTES CON CÁNCER DE MAMA

De diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecolo-
gista de México, y de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al IMSS, reducir los tiempos entre diagnóstico, referencia y acceso a tra-
tamiento adecuado para pacientes con cáncer de mama. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INVESTIGUE SI EXISTIERON IRREGULARIDADES EN LAS MEDIDAS
DE PROTECCIÓN EN UN JUICIO PENAL POR VIOLENCIA FAMILIAR

De la diputada Rocío del Pilar Villarauz Martínez, del Grupo Parlamentario de
Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Consejo de
la Judicatura de Tabasco, a investigar si existió alguna irregularidad en las medi-
das de protección o atención urgente en el juicio penal por violencia familiar, cu-
ya audiencia debía celebrarse el 26 de septiembre de 2019. Se turna a la Comisión
de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE FORTALEZCAN LOS CONTROLES DE CALIDAD EN LAS IMPORTA-
CIONES DE TRACTOCAMIONES, VEHÍCULOS PESADOS Y ESPECIALES,
PROVENIENTES DE EUA

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la SE y a la SHCP, a fortalecer los controles de calidad en las importaciones de
tractocamiones, vehículos pesados y especiales, provenientes de EUA. Se turna a
la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . 

SE ANALICE EL RIESGO DE LA VENTA DE LA RANITIDINA PARA
ADULTO EN PRESENTACIÓN ORAL

De la diputada Ana Laura Bernal Camarena, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Cofe-
pris, a analizar y, en su caso, clarificar el riesgo de la venta de la ranitidina para
adulto en presentación oral. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . 
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SE REVISE EL PERMISO OTORGADO A LA EMPRESA GAYA SINERGIA
CONSTRUCTIVA S.A. DE C.V. PARA EL PROYECTO BARRIO DE SANTIAGO,
DE QUERÉTARO

De la diputada Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al INAH, a revi-
sar y hacer pública la información sobre el permiso otorgado a la empresa Gaya
Sinergia Constructiva S.A. de C.V. para la construcción del proyecto Barrio de
Santiago, de Querétaro. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE REDISEÑEN LAS CAMPAÑAS DE DIFUSIÓN INFORMATIVA SOBRE
LOS RIESGOS DE LA AUSENCIA DE VACUNACIÓN

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
diversas autoridades, a rediseñar las campañas de difusión informativa sobre los
riesgos de la ausencia de vacunación en las diferentes etapas de vida de las perso-
nas. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LINEAMIENTOS O ACCIONES PARA QUE LOS VEHÍCULOS NUEVOS
CUENTEN CON UN MEDIDOR DIGITAL DE COMBUSTIBLE QUE 
INDIQUE LA CANTIDAD DE LITROS QUE CONTIENE EL TANQUE

Del diputado Luis Enrique Martínez Ventura, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SE,
a emitir los lineamientos y/o acciones necesarias, a fin de que los vehículos nue-
vos, cuenten con un medidor digital de combustible que indique la cantidad de li-
tros que contiene el tanque. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y
Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE PROMUEVA UNAALIMENTACIÓN SALUDABLE Y SE DÉ CONTINUIDAD
AL PROGRAMA NACIONAL DE BEBEDEROS EN LAS INSTITUCIONES
EDUCATIVAS

De la diputada Martha Robles Ortíz, del Grupo Parlamentario de Morena, la pro-
posición con punto de acuerdo por el que se exhorta a distintas secretarías, a pro-
mover una alimentación saludable y nutritiva, así como a dar continuidad al Pro-
grama Nacional de Bebederos en las instituciones educativas del nivel básico. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ADECUAR LA ESTRATEGIA Y LAS OFERTAS DE CAPACITACIÓN DEL
PROGRAMA JÓVENES CONSTRUYENDO EL FUTURO

Del diputado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la STPS, a adecuar la estrategia y las ofertas de capacitación del programa Jóve-
nes Construyendo el Futuro, en el segundo año de su implementación. Se turna a
la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO AL GOBIERNO DE PUEBLA, A PREVENIR Y ATENDER LOS
CASOS DE DENGUE

De la diputada Julieta Kristal Vences Valencia, del Grupo Parlamentario de More-
na, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno de Pue-
bla, a prevenir y atender los casos de dengue en la entidad. Se turna a la Comisión
de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INFORME EL DESTINO DE LA RECAUDACIÓN POR CONCEPTO DE
REEMPLACAMIENTO VEHICULAR EN VERACRUZ

De la diputada Mariana Dunyaska García Rojas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
al gobierno de Veracruz, a informar a la opinión pública, el destino que dará a los
recursos que se recauden por concepto de reemplacamiento vehicular. Se turna a
la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

SE MODIFIQUE LA NOM 005-SSA2-1993 Y SE CREE UN PROTOCOLO DE
PREVENCIÓN Y COMBATE A LA VIOLENCIA OBSTÉTRICA

De la diputada Martha Patricia Ramírez Lucero, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a distintas autori-
dades de salud, federales y de Baja California, a modificar la NOM 005-SSA2-
1993 y crear un protocolo de prevención y combate a la violencia obstétrica. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PLAN INTEGRAL PARA LAS ACTIVIDADES PRIMARIAS DEL ESTADO
DE QUERÉTARO

De la diputada Sonia Rocha Acosta y diputados integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta a la SHCP y a la Sader, a coordinar la creación de un plan integral pa-
ra las actividades primarias del estado de Querétaro, garantizando la asignación de
mayores recursos y mejores apoyos para el campo. Se turna a la Comisión de De-
sarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para 
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA DE ORDENAMIENTO Y REGULACIÓN DE LA TENENCIA DE
LA TIERRA EN VERACRUZ

De la diputada Lizeth Amayrani Guerra Méndez, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión pa-
ra la Regulación de la Tenencia de la Tierra del Estado de Veracruz, para que, en
coordinación con el gobierno federal, estatal y municipal, establezcan convenios
de colaboración para crear un Programa de Ordenamiento y Regulación de la Te-
nencia de la Tierra en dicha entidad. Se turna a la Comisión de Desarrollo Metro-
politano, Urbano, Ordenamiento Territorial y Movilidad, para dictamen.. . . . . . . 
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SE GARANTICE LA ESTABILIDAD ECONÓMICA DEL PERSONAL
MILITAR ACTIVO Y EN RETIRO

De la diputada Annia Sarahí Gómez Cárdenas, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
diversas autoridades, a desistir de realizar cualquier reducción en las prestaciones
o salario que actualmente percibe el personal militar y garanticen la estabilidad
económica del personal activo y en retiro. Se turna a la Comisión de Defensa Na-
cional, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE PROPONGA, ANTE LA UNESCO, LA INSCRIPCIÓN DEL CIRCO EN LA
LISTA REPRESENTATIVA DEL PATRIMONIO CULTURAL DE LA
HUMANIDAD

De los diputados César Agustín Hernández Pérez y Sergio Mayer Bretón, del Gru-
po Parlamentario de Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la SRE y a la Secretaría de Cultura, a proponer ante la Unesco, la ins-
cripción del circo en la lista representativa del patrimonio cultural de la humani-
dad. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . . . . . 

ELIMINAR TODA PROHIBICIÓN DISCRIMINATORIA BASADA EN LA
ORIENTACIÓN SEXUAL O IDENTIDAD DE GÉNERO QUE CONDICIONE
EL ACCESO A LA INSTITUCIÓN MATRIMONIAL

Del diputado Edgar Guzmán Valdez, del Grupo Parlamentario de Morena y dipu-
tados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios, la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los congresos de las entidades federativas, a eli-
minar toda prohibición discriminatoria basada en la orientación sexual o identidad
de género que condicione el acceso a la institución matrimonial. Se turna a la Co-
misión de Juventud y Diversidad Sexual, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AVANCES EN EL CUMPLIMIENTO DE LOS LINEAMIENTOS DE 
OPERACIÓN DEL PROGRAMA DE FERTILIZANTES 2019

Del diputado Manuel Huerta Martínez, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sader, a exponer los
avances en el cumplimiento de los lineamientos de operación del Programa de
Fertilizantes 2019, publicados en el DOF el 01 de marzo de 2019. Se turna a la
Comisión de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Ali-
mentaria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GENERAR ESTRATEGIAS Y LÍNEAS DE ACCIÓN DE CARÁCTER 
NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LA SALUD 
MENTAL Y SUS CONSECUENCIAS

Del diputado César Agustín Hernández Pérez, del Grupo Parlamentario de More-
na, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de
Salud, a incluir dentro del programa sectorial de salud, como objetivo prioritario,
generar estrategias y líneas de acción de carácter nacional para la prevención y
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atención de la salud mental y sus consecuencias. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL EJECUTIVO FEDERAL, A HACER PÚBLICO Y TRANSPA-
RENTE EL CENSO PARA EL BIENESTAR

De diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena, la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a hacer público y
transparente el Censo para el Bienestar. Se turna a la Comisión de Desarrollo So-
cial, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable asamblea los turnos dictados a diver-
sas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 15 de
octubre de 2019 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de octubre de 2019.— Dipu-
tada Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), Presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que expide el Código Procesal Agrario, abroga la Ley
Orgánica de los Tribunales Agrarios y deroga diversas dis-
posiciones de la Ley Agraria, a cargo de la diputada María
Teresa Marú Mejía, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen, y a las Comi-
siones de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Au-
tosuficiencia Alimentaria, y de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para opinión.

2. Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Hildelisa González Morales, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men, y a la Comisión de Igualdad de Género, para opinión.

3. Que reforma el artículo 19 de la Ley Orgánica de la Fis-
calía General de la Republica, a cargo de la diputada Hil-
delisa González Morales, del Grupo Parlamentario del Par-
tido del Trabajo.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

4. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal de Protección al Consumidor y de la Ley
Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos
en Materia de Hidrocarburos, a cargo del diputado Luis En-
rique Martínez Ventura, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo.

Turno: Comisiones Unidas de Justicia, y de Economía,
Comercio y Competitividad, para dictamen.

5. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley del Servicio Militar, suscrita por el diputado Car-
los Alberto Valenzuela González, y diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.

6. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Seguridad Privada y de la Ley de Aviación Civil, suscrita
por el diputado Carlos Alberto Valenzuela González y
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen, y a
la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para 
opinión.

7. Que reforma y adiciona el artículo 78 de la Ley Federal
de Protección al Consumidor, a cargo del diputado Jorge
Eugenio Russo Salido, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

8. Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Aguas
Nacionales, suscrita por la diputada Nohemí Alemán Her-
nández y diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

9. Que reforma los artículos 269 y 421 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, suscrita por el diputado Raúl Gracia Guz-
mán y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

10. Que reforma el artículo 43 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el
diputado Miguel Alonso Riggs Baeza y diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.
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11. Que reforma y deroga el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo, del Gru-
po Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para 
dictamen.

12. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta y
de la Ley General de Salud, suscrita por la diputada Cecilia
Anunciación Patrón Laviada y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social,
y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen, y a la Co-
misión de Salud, para opinión.

13. Que reforma los artículos 169 y 170 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Margarita
García García, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

14. Que reforma el artículo 153-T de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Margarita García García,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para 
dictamen.

15. Que deroga diversas disposiciones de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo de la diputada Margarita García Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para 
dictamen.

16. Que reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, a cargo de la diputada Margarita García Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para 
dictamen.

17. Que adiciona un artículo 7 Bis a la Ley General en Ma-
teria de Delitos Electorales, a cargo de la diputada María

Lucero Saldaña Pérez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen, y a la Comi-
sión de Igualdad de Género, para opinión.

18. Que reforma y adiciona los artículos 2o. y 41 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a
cargo de la diputada Julieta Kristal Vences Valencia, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

19. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, del Código Penal Federal, de la Ley del Impues-
to Especial sobre Producción y Servicios y de la Ley de los
Impuestos Generales de Importación y de Exportación,
suscrita por los diputados Luis Fernando Salazar Fernán-
dez e Hirepan Maya Martínez, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Salud, y de Justicia, para
dictamen, y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para opinión.

20. Que adiciona diversas disposiciones de la Ley del Sis-
tema Nacional de Información Estadística y Geográfica y
de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo del dipu-
tado Ignacio Benjamín Campos Equihua, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y
de Desarrollo Metropolitano, Urbano, Ordenamiento Terri-
torial y Movilidad, para dictamen.

21. Que reforma los artículos 2o.-A y 9o. de la Ley del Im-
puesto al Valor Agregado, a cargo del diputado Sergio Ma-
yer Bretón, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para 
dictamen.

22. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Sanidad Vegetal, de la Ley de Productos
Orgánicos, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de la
Ley General de Salud y de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo de la dipu-



tada Nancy Yadira Santiago Marcos, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, y de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen, y a la Comisión
de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y
Recursos Naturales, para opinión.

23. Que reforma el artículo 19 de la Ley Federal de Cine-
matografía, a cargo de la diputada Mirtha Iliana Villalvazo
Amaya, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para 
dictamen.

24. Que reforma diversas disposiciones de la Ley de la
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo
Octavo del Artículo 25 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social
de la economía, a cargo del diputado Marco Antonio Reyes
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Economía Social y Fomento del 
Cooperativismo, para dictamen.

25. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal, de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
y expide la Ley General para el Control de Cannabis, a car-
go del diputado Mario Delgado Carrillo, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Salud, y de Justicia, para
dictamen, y a las Comisiones de Hacienda y Crédito Públi-
co, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

26. Que reforma el artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado, a cargo del diputado Carol Antonio Alta-
mirano, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para 
dictamen.

27. Que reforma y adiciona los artículos 100 y 103 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Carlos Iván
Ayala Bobadilla, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para 
dictamen.

28. Que adiciona el artículo 115 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por la dipu-
tada Abril Alcalá Padilla y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

29. Que reforma el artículo 97 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

30. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la
Ley General de Partidos Políticos y de Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, suscrita por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men, y a la Comisión de Igualdad de Género, para opinión.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las comi-
siones ordinarias de la Cámara de Diputados y a los 32
congresos estatales, a legislar y dar seguimiento puntual a
lo establecido en la Agenda 2030 y a los objetivos de desa-
rrollo sostenible de la ONU, a cargo de la diputada Claudia
Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a endurecer las sanciones y redoblar los es-
fuerzos, para erradicar el mercado negro de aves endémi-
cas o en peligro de extinción, a cargo del diputado José Sal-
vador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener,
a reforzar los protocolos de seguridad nuclear en la central
nucleoeléctrica Laguna Verde, en el estado de Veracruz, a
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cargo de la diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y al IMSS, a hacer público por qué la asignación presu-
puestada en el PEF 2015, ramo 19, Apoyo a Jubilados y
Pensionados del IMSS e ISSTE, no aplicó al pago de di-
versas categorías de jubilados, suscrito por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semar-
nat, a dar respuesta a lo solicitado por la CIDH, respecto a
la contaminación del río Santiago, a cargo de la diputada
Ana Priscila González García, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a dar cumplimiento de las disposiciones en
materia de salud mental consideradas en la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Elba Lorena Torres Díaz, del
Grupo Parlamentario de Encuentro Social.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a ampliar la cobertura de atención y trata-
miento a las personas que les sea detectado cáncer siendo
menores de edad, suscrito por diputados integrantes de los
Grupos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de
México y de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que, a través de la Segob y la SHCP, insta-
le una mesa de diálogo y negociación con organizaciones
representadas por ex braceros para establecer los criterios
de solución relativos al adeudo económico que se tiene con
ellos, a cargo del diputado Samuel Herrera Chávez, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para 
dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CFE y
al municipio de Nuevo Laredo, a renegociar la deuda mo-
netaria por concepto de los servicios de luz que la entidad
tiene, a cargo del diputado José Salvador Rosas Quintani-
lla, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a reforzar o generar una política pública
nacional que combata el sobrepeso y la obesidad infantil, a
cargo de la diputada Ana Laura Bernal Camarena, del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IMSS, re-
ducir los tiempos entre diagnóstico, referencia y acceso a tra-
tamiento adecuado para pacientes con cáncer de mama, sus-
crito por diputados integrantes de los Grupos Parlamentarios
del Partido Verde Ecologista de México y de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Conse-
jo de la Judicatura de Tabasco, a investigar si existió algu-
na irregularidad en las medidas de protección o atención
urgente en el juicio penal por violencia familiar, cuya au-
diencia debía celebrarse el 26 de septiembre de 2019, a car-
go de la diputada Rocío del Pilar Villarauz Martínez, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE y
a la SHCP, a fortalecer los controles de calidad en las im-
portaciones de tractocamiones, vehículos pesados y espe-
ciales, provenientes de EUA, a cargo del diputado José
Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cofe-
pris, a analizar y, en su caso clarificar el riesgo de la venta
de la ranitidina para adulto en presentación oral, a cargo de
la diputada Ana Laura Bernal Camarena, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo.



Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al INAH,
a revisar y hacer pública la información sobre el permiso
otorgado a la empresa Gaya Sinergia Constructiva S.A. de
C.V. para la construcción del proyecto Barrio de Santiago,
de Querétaro, a cargo de la diputada Beatriz Silvia Robles
Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a rediseñar las campañas de difusión informa-
tiva, sobre los riesgos de la ausencia de vacunación en las
diferentes etapas de vida de las personas, a cargo del dipu-
tado José Salvador Rosas Quintanilla, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE, a
emitir los lineamientos y/o acciones necesarias, a fin de
que los vehículos nuevos, cuenten con un medidor digital
de combustible que indique la cantidad de litros que con-
tiene el tanque, a cargo del diputado Luis Enrique Martínez
Ventura, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a distintas
secretarías, a promover una alimentación saludable y nutri-
tiva, así como a dar continuidad al Programa Nacional de
Bebederos en las instituciones educativas del nivel básico,
a cargo de la diputada Martha Robles Ortíz, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS,
a adecuar la estrategia y las ofertas de capacitación del pro-
grama Jóvenes Construyendo el Futuro, en el segundo año
de su implementación, a cargo del diputadoJosé Salvador
Rosas Quintanilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para 
dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no de Puebla, a prevenir y atender los casos de dengue en
la entidad, a cargo de la diputada Julieta Kristal Vences Va-
lencia, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no de Veracruz, a informar a la opinión pública, el destino
que dará a los recursos que se recauden por concepto de re-
emplacamiento vehicular, a cargo de la diputada Mariana
Dunyaska García Rojas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a distintas
autoridades de salud, federales y de Baja California, a mo-
dificar la NOM 005-SSA2-1993 y crear un protocolo de
prevención y combate a la violencia obstétrica, a cargo de
la diputada Martha Patricia Ramírez Lucero, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y a la Sader, a coordinar la creación de un plan integral pa-
ra las actividades primarias del estado de Querétaro, ga-
rantizando la asignación de mayores recursos y mejores
apoyos para el campo, suscrito por la diputada Sonia Ro-
cha Acosta y diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
misión para la Regulación de la Tenencia de la Tierra del
Estado de Veracruz, para que, en coordinación con el go-
bierno federal, estatal y municipal, establezcan convenios
de colaboración para crear un Programa de Ordenamiento
y Regulación de la Tenencia de la Tierra en dicha entidad,
a cargo de la diputada Lizeth Amayrani Guerra Méndez,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Desarrollo Metropolitano, Urbano,
Ordenamiento Territorial y Movilidad, para dictamen.
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25. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a desistir de realizar cualquier reducción en
las prestaciones o salario que actualmente percibe el perso-
nal militar y garanticen la estabilidad económica del perso-
nal activo y en retiro, a cargo de la diputada Annia Sarahí
Gómez Cárdenas, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Turno: Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SRE
y a la Secretaría de Cultura, a proponer ante la Unesco la
inscripción del circo en la lista representativa del patrimo-
nio cultural de la humanidad, suscrito por los diputados
César Agustín Hernández Pérez y Sergio Mayer Bretón,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para 
dictamen.

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los con-
gresos de las entidades Federativas, a eliminar toda prohi-
bición discriminatoria basada en la orientación sexual o
identidad de género que condicione el acceso a la institu-
ción matrimonial, suscrito por el diputado Edgar Guzmán
Valdez, del Grupo Parlamentario de Morena y diputados
integrantes de diversos Grupos Parlamentarios.

Turno: Comisión de Juventud y Diversidad Sexual, para
dictamen.

28. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sader,
a exponer los avances en el cumplimiento de los linea-
mientos de operación del Programa de Fertilizantes 2019,
publicados en el DOF el 01 de marzo de 2019, a cargo del
diputado Manuel Huerta Martínez, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Turno: Comisión de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, para dictamen.

29. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud, a incluir dentro del programa sectorial de
salud, como objetivo prioritario, generar estrategias y líne-
as de acción de carácter nacional para la prevención y aten-
ción de la salud mental y sus consecuencias, a cargo del
diputado César Agustín Hernández Pérez, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

30. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a hacer público y transparente el censo para el
bienestar, suscrito por diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.»

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

EXPIDE EL CÓDIGO PROCESAL AGRARIO, 
ABROGA LA LEY ORGÁNICA DE LOS 

TRIBUNALES AGRARIOS Y DEROGA DIVERSAS
DISPOSICIONES DE LA LEY AGRARIA

«Iniciativa que expide el Código Procesal Agrario, abroga
la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley Agraria, a cargo de la diputada
María Teresa Marú Mejía, del Grupo Parlamentario del PT

La que suscribe, diputada María Teresa Marú Mejía, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, por medio del presen-
te somete a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se expide el Có-
digo Procesal Agrario, se abroga la Ley Orgánica de los Tri-
bunales Agrarios y se deroga el Título Décimo de la Ley
Agraria denominado de la Justicia Agraria. 

Exposición de Motivos

Esta iniciativa la realizo pensando en los miles de mexica-
nos que tienen por ocupación el cultivo de la tierra ya sea
en la forma ejidal, comunal o de la pequeña propiedad, que
por motivos diversos se encuentran con la necesidad de
acudir ante un Tribunal para que se les administre justicia
de manera pronta, expedita y honesta, pero que sin embar-
go han encontrado han si el burocratismo jurisdiccional, lo
enredado que significar llevar un juicio en donde la suple-
toriedad hace que rijan los procedimientos el Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles, que hace de todo procedi-
miento, algo técnicamente complicado y temporalmente
engorroso.



En particular me inspira provenir de una zona campesina de
la región norte del estado de México, San José Toxi, Atlaco-
mulco, estado de México, donde mis ancestros hicieron del
cultivo del maíz, una forma de ritual de vida en perfecta con-
sonancia con el medio ambiente y la vida familiar.

La base fundamental de la cuarta transformación de la
vida pública de México, por la que luchamos los legisla-
dores de la coalición Morena- PT- Encuentro Social,
tiene su asiento en poder resolver los problemas que por
años aquejan a los segmentos más desfavorecidos de la
población mexicana. En ese contexto ubicamos la grabe
problemática que subsiste desde hace bastante tiempo en
relación a la justica agraria.

Si bien es cierto que después de la revolución mexicana y
en cumplimiento en lo dispuesto en el artículo 27 constitu-
cional se realizó el reparto de tierras, por otra parte, no se
ha podido lograr tener un sistema de justica en este ramo,
más expedito y eficaz en los problemas que enfrenta el
campesino en caso de tener que litigar algún problema por
la defensa de sus derechos agrarios.

El derecho agrario en México se manifiesta mediante tres
clases de leyes: la legislación reglamentaria transitoria en
términos de los artículos transitorios de la Reforma Cons-
titucional del 6 de enero de 1992, la legislación agraria vi-
gente reglamentaria del texto constitucional y la legisla-
ción supletoria en materia civil que ha propiciado algunos
problemas en materia de justicia agraria. Además, en cada
caso concreto debe aplicarse ampliamente el control de la
constitucionalidad, el control de la convencionalidad, el
control de la jurisprudencialidad y el control de los princi-
pios generales del derecho. 

La aplicación de la legislación agraria supletoria en mu-
chos casos privilegia la verdad formal sobre la verdad, fe-
nómeno que limita el otorgamiento pleno de la justicia
agraria, que es diferente a la justicia en materia civil. La
materia agraria debe tratarse con una adecuada legislación
sobre la materia, en consecuencia, resulta procedente eli-
minar progresivamente la supletoriedad civil, razón por la
cual el Código Procesal Agrario, integra la legislación
agraria dispersa y facilita el acceso del demandante de jus-
ticia al órgano jurisdiccional. 

El Código Procesal Agrario estimula mayor calidad en
la administración de justicia agraria con la eliminación
de la supletoriedad civil, en virtud de que se elabora es-
pecialmente para la materia como un instrumento senci-

llo para el acceso del demandante de justicia agraria a los
órganos jurisdiccionales. 

La calidad en la administración de justicia agraria se logra
mediante la sencillez de las normas sustantivas y procesa-
les congruentes con la idiosincrasia de las comunidades
agrarias, de los ejidos, de los ejidatarios, de los comuneros
y de los titulares de la pequeña propiedad. 

Este Código Procesal Agrario está diseñado de conformi-
dad a la naturaleza de los conflictos agrarios, a efecto de lo-
grar mayor armonía en las relaciones jurídicas que se esta-
blecen con motivo de la tenencia de la tierra, su
explotación, la distribución de sus productos y su indus-
trialización, al dejar atrás la supletoriedad civil lograremos
resoluciones precisas, objetivas, justas e imparciales, aleja-
das del formalismo jurídico que limita la verdad por pre-
dominio de la verdad formal, hechos que se observan con-
trarios a la justicia como valor del derecho, inexplicables
para las familias del campo, lo cual constituye una cadena
de inconformidades, que pueden superarse con una mejor
legislación sustantiva y procesal. 

Desde hace años resalta la necesidad de mejorar la forma
en cómo se imparte la justicia agraria en el país. La carga
de trabajo de los tribunales es notable, por dar a conocer
sólo algunos datos y de acuerdo a la opinión técnico-jurí-
dica, emitida por el Centro de Estudios de Derecho e In-
vestigaciones Parlamentarias de la Cámara de Diputados,
de fecha agosto de 2019, a consulta de la suscrita legisla-
dora, se tiene la siguiente información sobre asuntos que se
tramitan en los tribunales agrarios:

El número de asuntos tramitados en los Tribunales Uni-
tarios Agrarios en sus diversas sedes jurisdiccionales en
la República Mexicana, en el periodo de enero de 2008
a diciembre de 2018.

De acuerdo al informe mensual de diciembre de 2018,1 pu-
blicado por la dirección de Estadística y Control Docu-
mental, de la Secretaría General de Acuerdos, de los Tribu-
nales Agrarios, el número de asuntos tramitados en los
Tribunales Unitarios Agrarios en sus diversas sedes (57)
jurisdiccionales en la República Mexicana, en el periodo
de enero de 2008 a diciembre de 2018, se recibieron 76,640
asuntos, en el periodo de referencia.

A continuación, se presenta la tabla con los datos desglo-
sados por Tribunal Unitario, Distrito, Sede y año.
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Datos estadísticos de la síntesis de la situación de los asun-
tos recibidos en los tribunales agrarios del periodo julio 21
de 1992 al 31 de diciembre de 2018.2

Tribunal Superior Agrario

Una de las causas fundamentales de carga de trabajo y que
en ocasiones se convierte en proceso de larga duración, se
debe a la falta de una legislación procesal auténticamente
agraria, que permita la celeridad en los procesos y cum-
pliendo con el sentido social que tiene como naturaleza el
derecho agrario, contemplado en el artículo 27 de la Cons-
titución Política de los estados Unidos Mexicanos.

Estos rezagos tienen, por consiguiente, una repercusión en
la certidumbre legal que debe de tener el campesino, para
poder avocarse a su misión fundamental que es la de pro-
ducir los productos alimenticios, que generan importantes
ganancias para las familias y para el país. De acuerdo a da-
tos económicos del país, el sector agrícola tiene una im-
portancia fundamental, aquí cito la publicación que hace el
Instituto Nacional de Economía Social, dependiente de la
Secretaría del Bienestar, sobre el aporte de la economía so-
cial a la economía social. En particular En un estudio de las
cuentas nacionales que miden la producción de un país en
un año determinado, de las cuales se desprende las cuentas
satélites que permiten describir y analizar actividades eco-



nómicas, sociales o ambientales particulares, con el objeto
de ampliar la capacidad analítica de la contabilidad nacio-
nal en sectores de intereses, sin distorsionar el sistema cen-
tral; en este estudio se cita de manera específica el aporte
del sector social al PIB, de la siguiente forma: 

2018: Estudio de línea base 2013

PIB de la Economía Social, 1.2 por ciento del PIB Nacional 

• Participación en personal remunerado: 3.2 por ciento
del PR Nacional 

• Agricultura (55.2 por ciento); Instituciones de inter-
mediación crediticia (17.9 por ciento); Cría y explota-
ción de animales (12.6 por ciento). Estudio de línea ba-
se 2013

• Forestal (41.2 por ciento)

• Agricultura (33.7 por ciento) 

• Pesca (33.5 por ciento) 

• Cría y explotación de animales (14.5 por ciento) 

• Instituciones de intermediación crediticia (7.7 por
ciento) 

• Servicios relacionados con actividades primarias (3.5
por ciento) 

• Ejidos (60.4 por ciento) 

• SCAP (17.5 por ciento) 

• Cooperativas (4.9 por ciento) 

• Comunidades (3.1 por ciento) 

• SSS (1.1 por ciento)3

Como es de apreciarse en el análisis de la cuenta satélite ci-
tada el aporte al PIB del sector social a la economía nacio-
nal en 2013 fue aproximadamente del 1.2 por ciento y en la
integración de este porcentaje los ejidos representaron el
60.4 por ciento. Es importante señalar que no existen cuan-
tas satélites actualizadas que permitan apreciar el aporte
del sector social de la economía, ya que en los últimos 20

años prácticamente se dejó al abandono a los productores
de este sector.

No debemos olvidar que la superficie de tierras ejidales y
comunales en el territorio nación es importante, según da-
tos del Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Susten-
table y la Soberanía Alimentaria de la Cámara de Dipu-
tados, la Superficie territorial de México y número de
hectáreas que abarca el régimen ejidal y comunal en la Re-
pública Mexicana, se calcula de la forma siguiente con res-
pecto del total del territorio nacional:4

Los Estados Unidos Mexicanos cuenta con un territorio
formado por una superficie continental, islas y el espacio
correspondiente al mar territorial.

La superficie de México se integra por la superficie conti-
nental y la superficie marítima. La superficie continental se
refiere a la parte del territorio nacional que está articulado
con el Continente Americano y la insular, a la superficie de
las islas del país. 

La superficie territorial de México abarca una exten-
sión de 1.96 millones de kilómetros cuadrados,5 es decir
196 millones de hectáreas.

El último Censo Ejidal 2007, realizado por el Inegi, seña-
la que existen 31 mil 514 ejidos y comunidades con una
extensión de 40.7 millones de hectáreas de las cuales 37.0
millones hectáreas pertenecen al régimen ejidal y 3.7 mi-
llones de hectáreas al régimen de propiedad comunal.

Tabla 1. Superficie que abarca la tenencia de la tierra
bajo el régimen ejidal y comunal en México
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De acuerdo a la página electrónica del gobierno federal en
el rubro del Registro Agrario Nacional se reporta la si-
guiente Información Estadística de la Estructura de la Pro-
piedad Social en México. Situación Agraria Nacional, Re-
sultados 2018.6

De acuerdo a los datos citados de 196 millones de hectáre-
as que conforman el territorio nacional, 40.7 millones de
hectáreas corresponden al régimen ejidal y comunal, en
donde se asientan 31 mil 514 ejidos y bienes comunales, lo
que por necesidad hace que se realicen un sin fin de activi-
dades de traslación de la propiedad y actividades de carác-
ter económico que devienen en algunas ocasiones en con-
flictos que tienen que ser conocidos y resueltos por los
tribunales agrarios, de ahí que se trate de un tema de gran
importancia para el país por su dimensión territorial y por
el aporte al sector alimentario del país que en mucho de-
pende de este sector agrícola ejidal.

Para lograr la calidad en la administración de justicia agra-
ria, no sólo es esencial la existencia de juzgadores impar-
ciales debidamente capacitados para el cargo, se requiere
además leyes sustantivas y procesales congruentes con el
derecho y adecuadas a las relaciones que regula. 

Con el Código Procesal Agrario lograremos un mejora-
miento sustancial del juicio oral que se aplica desde el año
1992 en los Tribunales Agrarios, a diferencia de otras áre-
as del derecho que apenas lo están introduciendo, juicio
oral que será enriquecido con el Código Procesal Agrario,
mediante una mayor simplificación del proceso y la emi-
sión de sentencias desde la primera audiencia jurisdiccio-
nal, también permitirá una mejor aplicación de los medios
alternativos de solución de conflictos, privilegiando per-

manentemente la conciliación y para casos graves con la
invitación a las audiencias de los representantes del sector
agrario en la entidad correspondiente. 

Con el Código Procesal Agrario, lograremos mejorar el
proceso oral agrario, aplicando el principio de inmediatez
integral que implica no sólo la obligación de los magistra-
dos de presidir las audiencias con la asistencia directa del
secretario(a) de acuerdos, sino además con la obligación
del magistrado de atender a las partes en cualquier mo-
mento, sin previa cita y en lugar público, con el fin de so-
lucionar de inmediato cualquier irregularidad en el proceso
y en la ejecución de sentencias, para acentuar la calidad de
la oralidad, la comunicación, la autoevaluación permanen-
te del tribunal con la participación de todos los demandan-
tes de justicia. 

El Código Procesal Agrario integra la legislación agraria
dispersa, lo que justifica plenamente su creación, como es
el caso de la integración de la Ley Orgánica de los Tribu-
nales Agrarios bajo el título de jurisdicción agraria y el tí-
tulo correspondiente denominado “la justicia agraria” de la
Ley Agraria. 

Se justifica plenamente el Código Procesal Agrario por la
inclusión de nuevos principios procesales para la realiza-
ción plena del derecho y sus valores, entre ellos los si-
guientes: A. Principio de aplicación integral del derecho.
En todas sus manifestaciones de ley, jurisprudencia, con-
venios, resolución jurisdiccional y doctrina científica que
implica los llamados principios generales del derecho. Es-
te principio fundamental ha sido reiteradamente marginado
por los diversos órganos jurisdiccionales, sin embargo en
forma limitada y parcial se empieza a considerar por la
doctrina y las últimas reformas constitucionales, en efecto
ya se está considerando a la Ley en su integridad con el lla-
mado control de la constitucionalidad, también ya se em-
piezan a considerar los convenios como expresiones fun-
damentales del derecho con el llamado control de la
convencionalidad; también se ha aplicado la jurisprudencia
como expresión del derecho en forma limitada porque mu-
chos juzgadores sólo la transcriben sin su correspondiente
análisis. Todo juzgador debe aplicar este principio en todo
acto procesal y en toda sentencia; quien se limita a aplicar
sólo literalmente la ley reglamentaria sin considerar las de-
más expresiones del derecho se convierte en un juzgador
mediocre que genera muchos problemas para las partes y
evidentemente aplaza las soluciones de los conflictos. B.
Principio de inmediatez integral y permanente. El conoci-
do principio de inmediatez permite el contacto del deman-



dante de justicia con el juzgador en las audiencias progra-
madas, que implica que los magistrados presidan las au-
diencias; sin embargo cuando éste principio adquiere el ca-
lificativo de integral y permanente se convierte en eje
central para la calidad en la administración de justicia en
beneficio de las partes, porque hace posible la atención in-
tegral y permanente del juzgador para las partes sin previa
cita en todo momento, hecho que promueve la confianza,
la imparcialidad, la transparencia y la calidad en la delica-
da tarea de administrar justicia y seguridad. Obviamente la
aplicación de este principio no es fácil, sin embargo, el es-
fuerzo hace posible además de lo anterior la autoevalua-
ción de los Tribunales en su conjunto y en todas sus áreas,
además promueve la conciliación, la mediación, la oralidad
y la aplicación del Código de Ética Judicial. C. Principio de
equidad; tratamiento proporcionadamente desigual a los
desiguales. Este principio de equidad tiene especial impor-
tancia porque en la materia agraria predominan relaciones
entre desiguales y en consecuencia debe darse a las partes
un tratamiento proporcionalmente desigual a su desigual-
dad por parte de la ley y del juzgador. D. Principio de pre-
dominio de las partes en el impulso procesal. Este es un
principio de complementación funcional entre dos princi-
pios procesales: el principio dispositivo y el principio in-
quisitivo; en consecuencia, no se excluye en forma absolu-
ta la participación del juzgador para dar impulso al
proceso, sin embargo, predomina la acción de las partes. E.
Otros principios procesales. Además de los anteriores, son
principios procesales en materia agraria: el principio de
mejor proveer, el principio de regularización del procedi-
miento en cualquier etapa del proceso, el principio de ple-
na jurisdicción, el principio de caducidad de la instancia, el
principio de atracción procesal, el principio de conciliación
y mediación en el proceso y en la ejecución de la senten-
cia, el principio de resolución motivada y fundamentada, el
principio de suplencia de las deficiencias de las partes, el
principio de igualdad de las partes en asesoría jurídica, el
principio de publicidad de la audiencia, el principio de ora-
lidad y el principio de justicia itinerante, entre otros. 

El Código Procesal Agrario incluye la figura del perito
único, atendiendo a la naturaleza y necesidades de la mate-
ria agraria y considerando la marginación y la pobreza de
muchos demandantes de justicia agraria, para quienes re-
sulta muy gravoso contratar peritos para el tratamiento de
sus asuntos, en consecuencia el nuevo Código Procesal
Agrario incluye su reglamentación, con la posibilidad de
que el perito único sea cuestionado e impugnado por las
partes; cuando las dos partes lo impugnen se prevé que el
Tribunal designe a otro perito único, pero cuando una sola

de las partes se abre la posibilidad de que la parte incon-
forme designe a su propio perito, con la consecuencia de
que ambos peritajes sean considerados por el juzgador. 

El Código Procesal Agrario permite mayor congruencia
de la legislación agraria con el texto constitucional y mejor
regulación de las relaciones jurídicas sobre la materia, en
consecuencia, conjuntamente con este Código Procesal se
deben realizar algunas reformas de la legislación sustanti-
va vigente, como es el caso de los artículos 17 y 18 de la
Ley Agraria sobre sucesiones. 

El Código Procesal Agrario incluye la reglamentación del
consentimiento tácito en materia agraria, como nuevo ins-
trumento procesal para proteger posesiones, expectativas
de derechos y derechos constituidos y evitar así actos con-
trarios a la justicia y a la civilidad jurídica como valores del
derecho. 

Es lamentable observar el lanzamiento de familias y grupos
de población de posesiones de tierras ocupadas de buena fe
por mucho tiempo mediante el consentimiento tácito de al-
gunos comisariados ejidales y comunales, en algunos casos
derivados de compra-venta y después por cambios admi-
nistrativos de los representantes de ejidos y comunidades.
Lo mismo sucede con el derecho del tanto que puede ejer-
cerse irregularmente sobre compra-ventas realizadas con el
consentimiento tácito de quienes tienen este derecho, mis-
mos que después de mucho tiempo lo ejercen, lesionando a
quienes en cadena adquieren posesiones y propiedades de
buena fe. 

El Código Procesal Agrario permite la autoevaluación pa-
ra el mejoramiento creciente de los tribunales, al conside-
rar la creación del Consejo de Autoevaluación, Adminis-
tración y Disciplina, así como el Sistema Nacional de
Permutas y Adscripciones. 

El Sistema Nacional de Permutas y Adscripciones tiene
como objetivo lograr mayor productividad en los Tribuna-
les Agrarios, mediante el estímulo permanente a los servi-
dores jurisdiccionales agrarios, al concederles la posibili-
dad permanente de permutar, tomando como referencia una
base de datos de los correspondientes solicitantes, quienes
para lograr su permuta deben cubrir el requisito del visto
bueno del superior jerárquico. 

Se prevé la creación del Sistema de Autoevaluación en ca-
da uno de los Tribunales Agrarios, mediante la interacción
y la comunicación permanente con las partes, el Sistema de
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Autoevaluación por reuniones generales y por áreas, el Sis-
tema de Autoevaluación Personalizada mediante la copia
de errores superados de los servidores jurisdiccionales y el
Sistema de Autoevaluación mediante resoluciones prove-
nientes de análisis colegiados. 

El Código Procesal Agrario prevé una mejor aplicación
de la conciliación y de la mediación como medios alterna-
tivos de solución de conflictos, al establecer la obligación
del Tribunal de atender en cualquier momento, sin previa
programación de audiencia a las partes, que de manera es-
pontánea o por intervención de autoridades del sector agra-
rio lleguen a un acuerdo conciliatorio, tanto dentro del pro-
ceso como fuera del proceso jurisdiccional. 

El Código Procesal Agrario prevé la solución de conflictos
graves mediante una nueva estrategia que consiste en otorgar
apoyos en infraestructura para el desarrollo rural, integral y
sustentable de aquellas comunidades y ejidos en conflicto
permanente. La estrategia consiste en realizar audiencias es-
peciales con invitación de autoridades vinculadas con el sec-
tor agrario en los tres niveles de gobierno, a efecto de pro-
gramar desarrollos rurales adecuados a cada región,
involucrando a comunidades y ejidos en conflictos para sus-
tituir progresivamente sus diferencias con este tipo de apoyos
y evitar la fabricación de conflictos artificiales para reclamar
recursos públicos a través de programas como el de Coso-
mer, promovidos por abogados y líderes agrarios que no bus-
can la paz en el campo sino el permanente conflicto que les
permita seguir cobrando por sus actividades. 

Diversos juristas especialistas en materia agraria, litigantes
y miembros de la judicatura agraria, han señalado la nece-
sidad de un ordenamiento procesal agrario, que ayude a
abatir el rezago que existe en la solución de asuntos agra-
rios y haga más rápida y justa, la solución de conflictos en
esta materia. En particular quiero reconocer y al mismo
tiempo agradecer al Dr. Luis Ponce de León Armenta, por
contribuir con su proyecto académico de Código Procesal
Agrario, que sirve de base fundamental en la elaboración
de la presente iniciativa. 

Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
el presente proyecto de 

Decreto por el que se expide el Código Procesal Agra-
rio, en los términos siguientes: 

Artículo Primero. Se expide el Código Procesal Agrario: 

Código Procesal Agrario

Libro Primero 
Disposiciones Generales

Título I 
Disposiciones Preliminares

Capítulo Único
Ámbito de Aplicación y Objeto

Artículo 1. Las disposiciones de este Código son de orden
público y de observancia general en toda la República Me-
xicana, para garantizar la expedita y honesta impartición de
la justicia agraria, con objeto de garantizar la seguridad ju-
rídica en la tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la pe-
queña propiedad, en el marco de los principios sociales y
derechos consagrados en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. 

Artículo 2. Objeto del Código

Este Código tiene por objeto establecer las normas que han
de observarse en la conciliación, sustanciación, tramitación
y resolución de conflictos que surjan con motivo de la te-
nencia de la tierra en materia ejidal, comunal y de la pe-
queña propiedad, procurando la solución de todo conflicto
de manera conciliatoria y para el caso de que esta vía se
agote, se sujete a un procedimiento ágil, certero y con el
menor costo para el campesino con apego en las disposi-
ciones de la Ley Agraria y de la Constitución Política de
los estados Unidos Mexicanos.

Artículo 3. Glosario

Para los efectos de este Código, según corresponda, se en-
tenderá por:

I. Código: El Código Procesal Agrario.

II. Constitución: La Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

III. Entidades federativas: Las partes integrantes de la
Federación a que se refiere el artículo 43 de la Constitu-
ción;

IV. Partes: Las personas físicas o colectivas que acudan
a los tribunales agrarios en demanda de impartición de
justicia.



V. Órgano Jurisdiccional: Los Tribunales Agrarios en
sus respectivas competencias.

VI. Procuraduría: La Procuraduría Agraria.

VII. Tratados: Los Tratados Internacionales en los que
el Estado mexicano sea parte.

Título II
Principios y Derechos en el Procedimiento

Capítulo I
Principios Procesales

Artículo 4. Los principios procesales en materia agraria
son parte integral del derecho agrario, mediante la aplica-
ción de éstos se suplen y se precisan los aspectos no pre-
vistos en la normatividad aplicable.

Son principios procesales en materia agraria:

I. Principio de inmediación integral y permanente

El principio de inmediación permite el contacto del de-
mandante de justicia con el juzgador en las audiencias
programadas, que implica que los magistrados presidan
las audiencias; y cuando éste principio adquiere el cali-
ficativo de integral y permanente se convierte en eje
central para la calidad en la administración de justicia en
beneficio de las partes, porque hace posible la atención
integral y permanente del juzgador para las partes sin
previa cita en todo momento y en forma pública, hecho
que promueve la confianza, la imparcialidad, la transpa-
rencia y la calidad en la delicada tarea de administrar
justicia y seguridad.

II. Principio de aplicación integral del derecho.

Este principio obliga al juzgador a aplicar el derecho
agrario en todas sus manifestaciones de ley y control de
la constitucionalidad, de jurisprudencia y control de la
jurisprudencialidad, de convenios y control de la con-
vencionalidad y doctrina científica que implica el con-
trol de los principios generales del derecho.

III. Principio de predominio de la disposición de las
partes en el impulso procesal.

Conforme a este principio el desarrollo del proceso
queda a cargo de las partes de forma predominante,

con limitadas facultades del juzgador para el impul-
so procesal.

IV. Principio de oralidad. 

Habrá predominio de la palabra hablada sobre la escri-
ta, los escritos darán debido soporte material a las ac-
tuaciones, como fundamento de pruebas y para docu-
mentar el proceso.

V. Principio de Publicidad.

Las audiencias serán públicas, con la intervención de las
partes y del público en general, con las excepciones pre-
vistas en este Código.

VI. Principio de contradicción.

Las partes podrán replicar y refutar lo aseverado por su
contraria, así como oponerse a las peticiones y alegatos
de la otra parte, salvo lo previsto en este Código.

VII. Principio de continuidad.

Las audiencias se llevarán a cabo de forma continua,
sucesiva y secuencial, por lo que el debate no deberá ser
interrumpido, salvo los casos excepcionales previstos en
este Código.

VIII. Principio de concentración.

El proceso se desarrollará preferentemente en una mis-
ma audiencia en un día o en días consecutivos hasta la
conclusión, en los términos en este Código, salvo los ca-
sos excepcionales establecidos en este ordenamiento.

Así mismo, las partes podrán solicitar la acumulación de
procesos en aquellos supuestos previstos en este Código.

lX. Principio de Imparcialidad. El tribunal tomará to-
das las medidas necesarias para asegurar la igualdad y la
equidad de las partes durante el desahogo de las pruebas
y durante el proceso, mantendrá la neutralidad para no
estar en favor o en contra de alguna de las partes.

X. Principio de mejor proveer.

Principio fundamental que permite al juzgador aplicar
toda prueba con independencia del formalismo del pe-
riodo de pruebas.
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XI. Principio de economía procesal.

Autoevaluación y regularización del procedimiento en
cualquier etapa del proceso.

Hace posible que el juzgador y las partes, concluyan con
rapidez el proceso, evitando en lo posible el amparo 
indirecto.

XII. Principio de Igualdad. 

El Tribunal brindará igualdad de oportunidades a las
partes, a fin de equilibrar el proceso. 

XIII. Principio de conciliación y mediación en el pro-
ceso y en la ejecución de sentencia.

Este principio es fundamental en la materia, ya que la
aplicación de los medios alternativos de solución de
conflictos contribuye a la economía procesal y a la ar-
monía de las partes mediante la estrategia más sencilla,
y más en materia agraria en la que se abre la posibilidad
de aplicar la mediación y la conciliación en la ejecución
de las sentencias.

Artículo 5. Además de los anteriores son principios pro-
cesales; el principio de plena jurisdicción, de caducidad de
la instancia, de equidad procesal de las partes, el principio
de atracción procesal, principio de resolución en concien-
cia y en verdad, principio de resolución motivada y funda-
mentada, principio de suplencia de las deficiencias de las
partes, principio de justicia itinerante y aquellos previstos
en la Constitución y leyes en materia agraria

Artículo 6. El principio de predominio de disposición de
las partes, para el impulso procesal implica la complemen-
tación funcional del llamado principio dispositivo y del
principio inquisitivo; en consecuencia, no se excluye en
forma absoluta la participación del juzgador en el impulso
procesal. 

Artículo 7. El principio de conciliación y mediación oral
extraordinaria establece la posibilidad de resolver por sim-
ple comparecencia de las partes, sin previa programación
de audiencia, para privilegiar los medios alternativos de re-
solución de conflictos, con certeza jurídica.

Capítulo II
Formalidades Jurisdiccionales

Artículo 8. Las actuaciones jurisdiccionales y promocio-
nes pueden efectuarse en cualquier forma, siempre que se-
an claras y precisas y la ley no haya previsto una especial.
Deberán escribirse en lengua española sin abreviaturas. Lo
que se presente escrito en idioma extranjero o en algún
idioma nacional de los pueblos indígenas se acompañará de
la correspondiente traducción al castellano, las fechas y
cantidades se escribirán con letra. 

Artículo 9. Las declaraciones ante los tribunales se rendi-
rán bajo protesta de decir verdad y bajo apercibimiento de
la pena en que incurre el que comete el delito de falsedad
en declaraciones judiciales. 

Artículo 10. Las audiencias serán públicas, hecha excep-
ción de las que, a juicio del tribunal, convenga que sean re-
servadas, previo acuerdo de audiencia reservada derivada
de suspensión de audiencia por imposibilidad material de
realización. 

Artículo 11. El juzgador recibirá, todas las declaraciones,
y presidirá todos los actos de prueba. En el Tribunal Supe-
rior Agrario el magistrado instructor tiene todas las facul-
tades y obligaciones del magistrado unitario. Las reclama-
ciones de las partes por violaciones del procedimiento se
resolverán de inmediato; cuando haya conformidad de las
partes, en caso de inconformidad se reservarán para decidir
sobre ellas, al pronunciar la sentencia. 

Artículo 12. Toda persona que requiera la atención del ór-
gano jurisdiccional presentará en su primera promoción; El
documento o documentos que acrediten el carácter con que
se presente en el Tribunal. El número de copias simples ne-
cesario para correr traslado a las demás partes, tanto de la
demanda principal o incidental como de los documentos
que con ellas se acompañen. No se dará entrada a la pro-
moción si no se acompañan las copias. Esta disposición es
aplicable a todos los casos en que haya que correrse trasla-
do de la promoción. La presentación extemporánea de las
copias tiene los mismos efectos que la presentación extem-
poránea de la promoción. 

Artículo 13. Los interesados pueden presentar una copia
más de sus escritos, para que se les devuelva firmada y se-
llada por el secretario, con anotación de la hora y fecha de
presentación; también pueden solicitar, en todo tiempo, a
su costa, copia certificada de cualquiera constancia o do-



cumento que obre en los autos, la que les mandará expedir
el tribunal, sin audiencia previa de las demás partes. Las
copias certificadas de constancias judiciales serán autoriza-
das por el secretario. 

Artículo 14. Las partes pueden pedir en todo tiempo, que
se les devuelvan los documentos originales que hubieren
presentado en el proceso, dejando en su lugar copia certifi-
cada en el caso de que no hayan sido objetados en su opor-
tunidad, o no se haya resuelto el punto relativo a las obje-
ciones formuladas Cuando se trate de planos, esquemas,
croquis y, en general, de otros documentos que no puedan
ser copiados por el personal del tribunal, no podrán devol-
verse mientras el asunto no haya sido resuelto definitiva-
mente; pero podrán expedirse, a costa del interesado, co-
pias cotejadas y autorizadas por un perito que nombre el
tribunal. Igualmente puede el interesado, al presentar los
documentos de que se trata, acompañar copias de ellos, que
se le devolverán previo cotejo y autorización por un perito
que nombre el tribunal. En la devolución de los originales
autorizados por el secretario, se harán las indicaciones ne-
cesarias para identificar el proceso en que fueron presenta-
dos, expresándose si está pendiente o ya fue resuelto defi-
nitivamente, y en este último caso, el sentido de la
sentencia. No es aplicable esta disposición a los documen-
tos con que se acredite la personalidad. Cuando no quepa
en el documento la relación que previene el párrafo ante-
rior, se le unirá una hoja en que se termine, poniendo el se-
llo de la secretaría de manera que abarque al documento y
a la hoja. De la entrega se asentará razón en autos. 

Capítulo III
Términos de los Actos Jurisdiccionales, 

Exhortos y Despachos

Artículo 15. Los actos jurisdiccionales se practicarán en
días y horas hábiles. Son días hábiles todos los del año, me-
nos los sábados y domingos y aquellos que la ley declare
festivos. Son horas hábiles las comprendidas entre las nue-
ve y las diecisiete horas. El tribunal puede habilitar los dí-
as y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo
exija, expresando cuál sea ésta y las diligencias que hayan
de practicarse. Si una diligencia se inició en día y hora há-
biles, puede llevarse hasta su fin, sin interrupción, sin ne-
cesidad de habilitación expresa. 

Artículo 16. Si un acto jurisdiccional previsto no se efec-
túa en el día y hora señalados, por cualquier circunstancia,
el secretario hará constar, en los autos, la razón por la cual
no se practicó, señalando si procede nueva fecha.

Artículo 17. Los términos empezarán a correr el día si-
guiente del en que surta efectos el emplazamiento, citación
o notificación, y se contará, en ellos, el día del vencimien-
to. Cuando fueren varias las partes, el término se contará
desde el día siguiente a aquél en que todas hayan quedado
notificadas, si el término fuere común a todas ellas. 

Artículo 18. En ningún término se contarán los días en que
no puedan tener lugar las actuaciones jurisdiccionales, sal-
vo disposición contraria de la ley. Cuando, en uno o más
días, dentro de un término, no haya habido, de hecho, des-
pacho en el tribunal, se aumentarán de oficio, con la debi-
da oportunidad para que no haya interrupción, al término,
los días en que no hubiere habido despacho. Esta resolu-
ción no es recurrible. 

Artículo 19. En los autos se asentará razón del día en que
comienza a correr un término y del en que deba concluir.
La constancia deberá asentarse precisamente el día en que
surta sus efectos la notificación de la resolución en que se
conceda o mande abrir el término. Lo mismo se hará en el
caso del artículo anterior. La falta de la razón no surte más
efectos que los de la responsabilidad del omiso. 

Artículo 20. Concluidos los términos fijados a las partes,
se tendrá por perdido el derecho que dentro de ellos debió
ejecutarse, sin necesidad de acuse de rebeldía. 

Artículo 21. Cuando la práctica de un acto jurisdiccional o
el ejercicio de un derecho, dentro de un proceso, deba efec-
tuarse fuera del lugar en que radique, y se deba fijar un tér-
mino para ello o esté fijado por la ley, se ampliará el tér-
mino en un día más por cada cuarenta kilómetros de
distancia o fracción que exceda de la mitad, entre el lugar
de radicación y el en que deba tener lugar el acto o ejerci-
tarse el derecho. La distancia se calculará sobre la vía de
transportes más usual. Se exceptúan de lo dispuesto en el
párrafo anterior los casos en que, atenta la distancia, se se-
ñale expresamente por la ley un término para los actos 
indicados. 

Artículo 22. Los términos que, por disposición de la ley no
son individuales, se tienen por comunes para todas las par-
tes y estos no pueden suspenderse ni abrirse después de
concluidos, salvo disposición en contrario, pero pueden
darse por terminados, por acuerdo de las partes, cuando es-
tén establecidos en su favor. 

Artículo 23. Para fijar la duración de los términos, los me-
ses se regularán según el calendario del año, y los días se
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entenderán de veinticuatro horas naturales, contadas de las
veinticuatro a las veinticuatro. 

Artículo 24. En caso de que hubieren de practicarse dili-
gencias o aportarse pruebas de fuera del lugar del proceso,
a petición del interesado se concederán los siguientes tér-
minos extraordinarios: 

I. Hasta dos meses, si el lugar está comprendido dentro
del territorio nacional; 

II. Hasta cuatro meses, si lo está en Estados Unidos de
América, en Canadá o en las Antillas; 

III. Hasta cinco meses, si está comprendido en 
Centroamérica; 

IV. Hasta seis meses, si estuviere en Europa o en la
América del Sur, y 

V. Hasta siete meses cuando esté situado en cualquiera
otra parte. 

Artículo 25. Para que puedan otorgarse los términos del ar-
tículo anterior, se requiere: 

I. Que se soliciten dentro de los tres días siguientes a la
notificación del auto que conceda la práctica de la dili-
gencia o que abra a prueba el proceso, y 

II. Que se ministren los datos necesarios para practicar
la diligencia, negándose, en su caso, los requisitos lega-
les para cada prueba; y, si ésta no ha de recibirse fuera
del lugar del proceso, sino simplemente ha de solicitar-
se su envío, los datos necesarios para su identificación.
Llenados los requisitos anteriores, el tribunal concederá,
de plano, el término, sin que sea recurrible su resolu-
ción. Los términos de que trata este artículo sólo sus-
penden la tramitación del juicio al llegar a la audiencia
final; todas las restantes diligencias deben practicarse
como si no hubiera pendiente un término extraordinario. 

Artículo 26. Sólo disfrutará del término extraordinario,
la parte a quien se conceda, y únicamente para los fines
indicados en el auto respectivo, cumplidos los cuales
concluirá, aunque no haya fenecido el plazo. En el cóm-
puto del término extraordinario no se excluirán días, por
ningún motivo. 

Artículo 27. Cuando la ley no señala término para la prác-
tica de algún acto jurisdiccional o para el ejercicio de algún
derecho, se tendrán por señalados los siguientes: 

I. Diez días para pruebas, y 

II. Tres días para cualquier otro caso. 

Artículo 28. Las diligencias que no puedan practicarse en el
lugar de la residencia del tribunal en que se siga el proceso,
deberán encomendarse por vía de exhorto o despacho. 

Artículo 29. Los exhortos y despachos se expedirán el si-
guiente día al en que cause estado el acuerdo que los pre-
venga, a menos de determinación judicial en contrario, sin
que, en ningún caso, el término fijado pueda exceder de
diez días. 

Artículo 30. Los exhortos y despachos que se reciban, se
proveerán dentro de los tres días siguientes a su recepción,
y se diligenciarán dentro de los cinco siguientes, a no ser
que lo que haya de practicarse exija necesariamente mayor
tiempo, en este caso, el tribunal requerido fijará el que crea
conveniente. Para ser diligenciados los exhortos de los tri-
bunales de la República, no se requiere la previa legaliza-
ción de las firmas del tribunal que los expida. 

Capítulo IV
Notificaciones, Citaciones y Emplazamientos

Artículo 31. En todo emplazamiento de competencia liti-
giosa se hará saber la posibilidad de conciliación y la invi-
tación a que solo conteste las pretensiones litigiosas para
facilitar la fijación de la litis. Las notificaciones, citaciones
y emplazamientos se efectuarán, el día siguiente al en que
se dicten las resoluciones que las prevengan, cuando el tri-
bunal, en éstas no dispusiere otra cosa. En las resoluciones
se expresará el objeto de la diligencia y los nombres de las
personas con quienes esta deba practicarse. 

Artículo 32. Los interesados, en el primer escrito o en la
primera diligencia jurisdiccional en que intervengan, deben
señalar domicilio para que se les hagan las notificaciones
que deban ser personales, si no lo señala, las notificaciones
personales se harán conforme las reglas para las notifica-
ciones no personales. Igualmente deben señalar domicilio
en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o
personas contra quienes promuevan, o a las que les intere-
se que se notifique, por la intervención que deben tener en
el asunto, si no lo señala, no se hará notificación alguna,



mientras no se subsane la omisión. No es necesario señalar
el domicilio de los funcionarios públicos. Estos siempre se-
rán notificados en su residencia oficial. 

Artículo 33. Los órganos jurisdiccionales deben de exami-
nar la primera promoción de cualquiera persona, o lo que
expusiere en la primera diligencia que con ella se practica-
re; y, si no contuviere la designación del domicilio en que
han de hacérsele las notificaciones personales, acordarán
desde luego, que las notificaciones personales se harán
conforme a las reglas para las notificaciones que no deban
ser personales, mientras la omisión no se subsane. 

Artículo 34. Las notificaciones serán personales: 

I. Para emplazar a proceso al demandado, y en todo caso
en que se trate de la primera notificación en el asunto. 

II. Cuando el tribunal estime que se trata de un caso ur-
gente, o que, por alguna circunstancia deben ser perso-
nales, y así lo ordene expresamente, y 

III. En todo caso, al Fiscal General de la República y
agentes del Ministerio Público Federal, y cuando la
ley expresamente lo disponga. 

Artículo 35. Las notificaciones personales se harán al in-
teresado o a su representante o procurador, en el domicilio
designado, dejándole copia íntegra, autorizada, de la reso-
lución que se notifica. Al Fiscal General de la República y
a los agentes del Ministerio Público Federal, en sus res-
pectivos casos, las notificaciones personales les serán he-
chas a ellos o a quienes las substituyan en el ejercicio de
sus funciones, en los términos de la ley orgánica de la ins-
titución. Si se tratare de la notificación de la demanda, y a
la primera busca no se encontrare a quien deba será notifi-
cado, se le dejará citatorio para que espere en el domicilio
designado, a hora fija del día siguiente, y, si no espera, se
le notificará por instructivo, entregando las copias respec-
tivas al hacer la notificación. 

Artículo 36. Para hacer una notificación personal, se cer-
ciorará el notificador, por cualquier medio, de que la per-
sona que deba será notificada vive en el domicilio designa-
do, y, después de ello, practicará la diligencia, de todo lo
cual asentará razón en autos. En caso de no poder cercio-
rarse el notificador de que vive en el domicilio designado
la persona que debe será notificada, se abstendrá de practi-
car la notificación, y lo hará constar para dar cuenta al tri-

bunal sin perjuicio de que pueda proceder en los términos
del artículo siguiente. 

Artículo 37. Si, en el domicilio, se negare el interesado o
la persona con quien se entienda la notificación, a recibir
ésta, la hará el notificador por medio de instructivo que fi-
jará en la puerta de la misma, y asentar razón de tal cir-
cunstancia. En igual forma se procederá si no ocurrieren al
llamado del notificador. Cuando hubiere sospecha fundada
de que se niegue que la persona por notificar vive en el do-
micilio, le hará la notificación en el lugar en que habitual-
mente trabaje, si la encuentra, según los datos que propor-
cione el que hubiere promovido. Puede igualmente hacerse
la notificación personalmente al interesado, en cualquier
lugar en que se encuentre; pero, en los casos de este ar-
tículo, deberá certificar, el notificador, ser la persona noti-
ficada de su conocimiento personal, o haberle sido identi-
ficada por dos testigos de su conocimiento, que firmarán
con él, si supieren hacerlo. Para hacer la notificación, en
los casos de este artículo, lo mismo que cuando el promo-
vente hiciere diversa designación del lugar en que ha de
practicarse, no se necesita nueva determinación judicial. 

Artículo 38. Cuando la persona que haya de ser notificada
por primera vez, resida fuera del lugar del proceso, será no-
tificada por exhorto o despacho. 

Artículo 39. Cuando hubiere que citar a proceso a alguna
persona que haya desaparecido, no tenga domicilio fijo o
se ignore dónde se encuentra, la notificación se hará por
edictos, que contendrán una relación sucinta de la deman-
da, y se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en
el “Diario Oficial” y en uno de los periódicos diarios de
mayor circulación en la República, haciéndosele saber que
debe presentarse dentro del término de treinta días, conta-
dos del siguiente al de la última publicación. Se fijará, ade-
más, en la puerta del tribunal, una copia íntegra de la reso-
lución, por todo el tiempo del emplazamiento. Si, pasado
este término, no comparece por sí, por apoderado o por
gestor que pueda representarla, se seguirá el juicio en re-
beldía, haciéndosele las ulteriores notificaciones por rotu-
lo, que se fijará en la puerta del juzgado, y deberá contener,
en síntesis, la determinación judicial que ha de notificarse. 

Artículo 40. Las notificaciones que no deban ser persona-
les se harán en el tribunal, si vienen las personas que han
de recibirlas a más tardar el día siguiente al en que se dic-
ten las resoluciones que han de notificarse, sin perjuicio de
hacerlo, dentro de igual tiempo, por rotulo, que se fijará en
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la puerta del tribunal. De toda notificación por rotulo se
agregará a los autos, un tanto de aquél, asentándose la ra-
zón correspondiente. 

Artículo 41. Deben firmar las notificaciones la persona que
las hace y aquéllas a quien se hacen. Si ésta no supiere o no
quisiere firmar, lo hará el notificador, haciendo constar esta
circunstancia. A toda persona se le dará copia simple de la re-
solución que se le notifique, sin necesidad de acuerdo judi-
cial. Las copias que no recojan las partes, se guardarán en la
secretaría, mientras esté pendiente el asunto. 

Artículo 42. Si los interesados, sus procuradores o las perso-
nas autorizadas para ello, no ocurren, al tribunal a notificarse
dentro del término señalado sobre notificaciones que no de-
ban ser personales, las notificaciones se darán por hechas, y
surtirán sus efectos el día siguiente al de la fijación del rotu-
lo. Cuando una notificación se hiciere en forma distinta de la
prevenida en este capítulo, o se omitiere, puede la parte agra-
viada promover incidente sobre declaración de nulidad de lo
actuado, desde la notificación hecha indebidamente u omiti-
da. Este incidente no suspenderá el curso del procedimiento,
y, si la nulidad fuere declarada, el tribunal determinará en su
resolución las actuaciones que son nulas, por estimarse que
las ignoró el que promovió el incidente de nulidad, o por no
poder subsistir, ni haber podido legalmente practicarse sin la
existencia previa y la validez de otras. Sin embargo, si el
asunto llegare a ponerse en estado de fallarse, sin haberse
pronunciado resolución firme que decida el incidente, se sus-
penderá hasta que éste sea resuelto. 

Artículo 43. No obstante, lo dispuesto en el artículo ante-
rior, si la persona mal notificada o no notificada se mani-
festare ante el tribunal sabedora de la providencia, antes de
promover el incidente de nulidad, la notificación mal hecha
u omitida surtirá sus efectos, como si estuviere hecha con
arreglo a la ley. En este caso, el incidente de nulidad que se
promueva será desechado de plano. Toda notificación sur-
tirá sus efectos el día siguiente al en que se practique. 

Capítulo V
La Mediación y la Conciliación

Artículo 44. Se establece la mediación y la conciliación
como medio permanente para resolver las controversias
agrarias antes del proceso agrario, durante el proceso y
después del proceso. 

Artículo 45. En la mediación y conciliación que se realice
antes del procedimiento por la Procuraduría Agraria, la Se-

cretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano yo las de-
pendencias de los gobiernos de las entidades federativas, los
Magistrados podrán intervenir para garantizar la seguridad
jurídica en la justicia en los convenios que se realicen. 

Artículo 46. En la mediación y conciliación dentro del
proceso los tribunales intervendrán desde el emplazamien-
to; en consecuencia, los actuarios tienen la obligación de
señalar en todo emplazamiento la posibilidad de la conci-
liación y asentar la respuesta del emplazado si la hubiere. 

Artículo 47. Para estimular la conciliación durante el pro-
ceso, los tribunales están obligados a fijar la litis inmedia-
tamente después de la contestación de la demanda o de la
reconvención, según el caso. 

Artículo 48. En los casos en los cuales el Magistrado ten-
ga la convicción anticipada del resultado final del proceso;
podrá hacer propuestas de resolución, cuando no surja nin-
guna propuesta por alguna de las partes. En caso de que
ninguna propuesta sea aceptada, continuará el desarrollo
del proceso, asentándose cada propuesta y cada respuesta. 

Artículo 49. Para calificar la legalidad de los convenios
que se suscriban con motivo de la conciliación, el tribunal
deberá apegarse a la fijación de la litis. 

Artículo 50. Para garantizar el libre ejercicio de la vo-
luntad de las partes, los convenios derivados de la conci-
liación, deberán ratificarse y después de su ratificación,
las partes tienen 15 días de plazo para impugnarlos ante
el propio Tribunal; impugnación que surtirá el efecto de
la nulidad para un nuevo convenio o el desarrollo ordi-
nario del proceso, transcurridos los términos señalados
los convenios tienen el carácter de resolución ejecutoria
y cosa juzgada. 

Artículo 51. La mediación y conciliación puede realizarse
también en la ejecución de sentencia, con el objetivo de
salvaguardar la paz y armonía en la relación humana. 

Capítulo VI
Sistema Probatorio

Sección Primera
Reglas Generales

Artículo 52. El juzgador tiene la facultad de valorarse de
cualquier prueba para conocer la verdad; puede valerse de
cualquiera persona, sea parte o tercero, y de cualquiera co-



sa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un
tercero, sin más limitaciones que las de que las pruebas es-
tén reconocidas por la ley y tengan relación inmediata con
los hechos controvertidos. Los tribunales no tienen límites
temporales para ordenar la aportación de las pruebas que
juzguen indispensables para formar su convicción respecto
del contenido de la litis, ni rigen para ellos las limitaciones
y prohibiciones, en materia de prueba, establecidas en rela-
ción con las partes; en consecuencia, en cualquier tiempo
puede ordenar diligencias de mejor proveer en el proceso. 

Artículo 53. Los tribunales podrán decretar, en todo tiem-
po, sea cual fuere la naturaleza del asunto, la práctica, re-
petición o ampliación de cualquiera diligencia probatoria,
siempre que se estime necesaria y sea conducente para el
conocimiento de la verdad sobre los puntos controvertidos.
En la práctica de esas diligencias, obrarán como lo estimen
procedente, para obtener el mejor resultado de ellas, sin le-
sionar los derechos de las partes, y procurando en toda su
igualdad. 

Artículo 54. El actor debe probar los hechos constitutivos
de su acción y el demandado los de sus excepciones, sólo
los hechos estarán sujetos a prueba, así como los usos y
costumbres en que se funda el derecho. El que niega sólo
está obligado a probar; cuando la negación envuelva la
afirmación expresa de un hecho; cuando se desconozca la
presunción legal que tenga a su favor el colitigante, y cuan-
do se desconozca la capacidad. 

Artículo 55. El que funda su derecho en una regla gene-
ral no necesita probar que su caso siguió la regla general
y no la excepción; pero quien alega que el caso está en la
excepción de una regla general, debe probar que así es;
el que afirma que otro contrajo una liga jurídica, sólo de-
be probar el hecho o acto que la originó, y no que la obli-
gación subsiste. 

Artículo 56. Son irrenunciables la prueba en general y los
medios de prueba establecidos por la ley, el tribunal debe re-
cibir las pruebas que le presenten las partes, siempre que es-
tén reconocidas por la ley. Los autos en que se admita alguna
prueba no son recurribles; los que la desechen son recurri-
bles. Cuando la recepción de una prueba pueda ofender la
moral o el decoro social, las diligencias respectivas podrán
ser reservadas, según el prudente arbitrio del tribunal. 

Artículo 57. Los hechos notorios pueden ser invocados por
el tribunal, aunque no hayan sido alegados ni probados por
las partes. 

Artículo 58. Cuando una de las partes se oponga a la ins-
pección o reconocimiento ordenados por el tribunal, para
conocer sus condiciones físicas o mentales, o no conteste
las preguntas que le dirija, deben tenerse por ciertas las
afirmaciones de la contraparte, salvo prueba en contrario.
Lo mismo se hará si una de las partes no exhibe, a la ins-
pección del tribunal, la cosa o documento que tiene en su
poder o de que puede disponer. 

Artículo 59. Los terceros están obligados, en todo tiempo, a
prestar auxilio a los tribunales, en las averiguaciones de la
verdad. Deben, sin demora, exhibir documentos y cosas que
tengan en su poder, cuando para ello fueren requeridos. Los
tribunales tienen la facultad y el deber de compeler a los ter-
ceros, por los medios de apremio más eficaces, para que cum-
plan con esta obligación; pero, en caso de oposición, oirán las
razones en que la funden, y resolverán sin ulterior recurso. De
la mencionada obligación están exentos los ascendientes,
descendientes, cónyuges y personas que deban guardar se-
creto profesional, en los casos en que se trate de probar con-
tra la parte con la que estén relacionados. 

Artículo 60. Los daños y perjuicios que se ocasionen a ter-
cero, por comparecer o exhibir cosas o documentos, serán
indemnizados por la parte que ofreció la prueba, o por am-
bas, si el tribunal procedió de oficio; sin perjuicio de lo que
se resuelva sobre condenación en costas, en su oportuni-
dad. La indemnización, en casos de reclamación, se deter-
minar por el procedimiento incidental. 

Artículo 61. En cualquier momento del proceso o antes de
iniciarse éste, cuando se demuestre que haya peligro de que
una persona desaparezca o se ausente del lugar del juicio, o
de que una cosa desaparezca o se altere, y la declaración de
la primera o la inspección de la segunda sea indispensable pa-
ra la resolución de la cuestión controvertida, pondrá el tribu-
nal ordenar la recepción de la prueba correspondiente. 

Artículo 62. Se reconocen como medios de prueba, los 
siguientes: 

I. La confesión; 

II. Los documentos públicos;

III. Los documentos privados; 

IV. Los dictámenes periciales; 

V. El reconocimiento o inspección judicial; 
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VI. Los testigos; 

VII. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas y, en
general, todos aquellos elementos aportados por los des-
cubrimientos de la ciencia, y VIII. Las presunciones. 

Sección Segunda
Confesión

Artículo 63. La confesión puede ser expresa o tácita: ex-
presa, la que se hace clara y distintamente, ya al formular
o contestar la demanda, ya absolviendo posiciones, o en
cualquier otro acto del proceso; tácita, la que se presume en
los casos señalados por la ley. 

Artículo 64. La confesión sólo produce efecto en lo que
perjudica al que la hace; pero si la confesión es la única
prueba contra el absolvente, debe tomarse íntegramente,
tanto en lo que lo favorezca como en lo que lo perjudique. 

Artículo 65. Pueden articularse posiciones al mandata-
rio, siempre que tenga poder bastante para absolverlas, o
se refieran a hechos ejecutados por él, en el ejercicio del
mandato. 

Artículo 66. En el caso de cesión, se considera el cesiona-
rio como apoderado del cedente, para absolver posiciones
sobre hechos de éste; pero, si los ignora, pueden articular-
se las posiciones al cedente, siendo a cargo del cesionario
la obligación de presentarlo. La declaración de confeso del
cedente obliga al cesionario, quedando a salvo el derecho
de este frente al cedente. 

Artículo 67. Las posiciones deben articularse en términos
claros y precisos; no han de ser insidiosas; deben ser afir-
mativas, procurándose que cada una no contenga más de
un hecho, y éste ha de ser propio del que declara. 

Artículo 68. Cuando la pregunta contenga dos o más he-
chos, el tribunal la examinará prudentemente, determinan-
do si debe resolverse en dos o más preguntas, o si, por la
íntima relación que existe entre los hechos que contiene, de
manera que no pueda afirmarse o negarse uno, sin afirmar
o negar el otro u otros, y teniendo en cuenta lo ya declara-
do por el absolvente al contestar las anteriores del interro-
gatorio, debe aprobarse cómo ha sido formulada. 

Artículo 69. Se tienen por insidiosas las preguntas que se di-
rigen a ofuscar la inteligencia del que ha de responder, con el
objeto de obtener una confesión contraria a la verdad. 

Artículo 70. Desde que se abre el proceso a prueba, hasta
antes de la audiencia final, todo litigante está obligado a
absolver posiciones personalmente, cuando así lo exige el
que las articula. 

Artículo 71. No se procederá a citar, para absolver posi-
ciones, sino después de haber sido presentado el pliego que
las contenga. Si éste se presentare cerrado, deberá guardar-
se así en el secreto del tribunal, asentándose la razón res-
pectiva en la cubierta, que firmará el secretario. 

Artículo 72. El que haya de absolver posiciones será cita-
do personalmente, a más tardar, el día anterior al señalado
para la diligencia, bajo apercibimiento de que, si dejare de
comparecer sin justa causa, será tenido por confeso. 

Artículo 73. Si el citado a absolver posiciones comparece, el
tribunal abrirá el pliego, e impuesto de ellas, las calificará. 

Artículo 74. Si fueren varios los que hayan de absolver posi-
ciones al tenor de un mismo interrogatorio, las diligencias se
practicarán separadamente y en un mismo día, siempre que
fuere posible, evitando que los que absuelvan primero se co-
muniquen con los que hayan de absolver después. 

Artículo 75. En ningún caso se permitirá que la parte que
ha de absolver un interrogatorio de posiciones esté asistida
por su abogado, procurador, ni otra persona; ni se le dará
traslado ni copia de las posiciones, ni término para que se
aconseje; pero, si el absolvente no hablare el español, pon-
drá ser asistido por un intérprete, si fuere necesario, y, en
este caso, el tribunal lo nombrará. Si la parte lo pide, se
asentará también su declaración en su propio idioma, con
intervención del intérprete. 

Artículo 76. Hecha, por el absolvente, la protesta de decir
verdad, el tribunal procederá al interrogatorio; las contes-
taciones serán categóricas, en sentido afirmativo o negati-
vo; pero el que las dé, podrá agregar las explicaciones que
considere necesarias, y, en todo caso, dará las que el tribu-
nal le pida. Si la parte estimare ilegal una pregunta, podrá
manifestarlo al tribunal, a fin de que vuelva a calificarla. Si
se declara procedente, se le repetirá para que la conteste,
apercibida de tenerla por confesa si no lo hace. 

Artículo 77. Terminado el interrogatorio, la parte que lo
formuló puede articular oral y directamente, en el mismo
acto y previo permiso del tribunal, nuevas posiciones al ab-
solvente. En este caso, cuando, al acabar de hacerse una
pregunta, advierta el tribunal que es ilegal, la reprobará y



declarará que no tiene la absolvente obligación de contes-
tarla; pero se asentará libremente en autos. 

Artículo 78. Si la parte absolvente se niega a contestar, o
contestare con evasivas, o dijere ignorar los hechos pro-
pios, el tribunal la apercibirá de tenerla por confesa, si in-
siste en su actitud; absueltas las posiciones el absolvente
tiene derecho a su vez, de formular en el acto, al articulan-
te, si hubiese asistido, las preguntas que desee. 

Artículo 79. El tribunal puede libremente, en el acto de la
diligencia, interrogar a las partes sobre todos los hechos y
circunstancias que sean conducentes la averiguación de la
verdad; las declaraciones serán asentadas literalmente, a
medida que se vayan produciendo, y serán firmadas al pie
de la última hoja y al margen de las demás en que se con-
tengan, así como el pliego de posiciones, por los absolven-
tes, después de leerlas por sí mismos, si quieran hacerlo, o
de que les sean leídas por la secretaría en caso contrario. Si
no supieren firmar, pondrán su huella digital, y sino qui-
sieren hacer lo uno ni lo otro, firmará sólo el tribunal y ha-
rá constar esta circunstancia. 

Artículo 80. Cuando el absolvente, al enterarse de su de-
claración, manifieste no estar conforme con los términos
en que se hayan asentado sus respuestas, el tribunal decidi-
rá, en el acto, lo que proceda, determinado si debe hacerse
alguna ratificación en el acta, contra esta decisión no habrá
recurso alguno, firmadas las declaraciones por los que se
haya producido, o, en su defecto, sólo por el tribunal, no
podrán variarse, ni en la sustancia ni en la redacción. 

Artículo 81. En caso de enfermedad debidamente compro-
bada del que deba declarar, el tribunal se trasladará al domi-
cilio de aquél o al lugar en que esté recluido donde se efec-
tuará la diligencia en presencia de la otra parte, si asistiere. 

Artículo 82. Cuando el proceso se siga en rebeldía, la cita-
ción para absolver posiciones se hará publicando la deter-
minación, por tres veces consecutivas, en el “Diario Ofi-
cial”; a no ser que el emplazamiento se haya entendido
personalmente con el demandado, su representante o apo-
derado, pues, en tal caso, la citación se hará por rotulo. 

Artículo 83. Si el que deba absolver las posiciones estuviere
ausente, aun cuando tenga casa señalada para recibirá notifi-
caciones se librará el correspondiente exhorto o despacho,
acompañando, en sobre cerrado y sellado, el pliego en que
consten las preguntas. En este caso, se abrirá el pliego, y, ca-
lificadas las preguntas, se sacará copia de las que fueren

aprobadas, la cual se guardará en el secreto del tribunal, de-
bidamente autorizada, remitiéndose el original con el exhor-
to o despacho, para que se haga el examen al tenor de las po-
siciones que hubiere aprobado el tribunal del proceso. Si el
interesado ignorare el lugar en que se encuentre el absolven-
te, la citación se hará por edictos, y, además, en el domicilio
señalado. Cuando, quien haya de absolver posiciones, haya
sido ya citado para ello, cualquier cambio de domicilio o de
residencia a población distinta de la en que fue citado, no sur-
te efecto alguno, sino que habrá de absolver las posiciones
ante el tribunal que lo citó. 

Artículo 84. Para los efectos del artículo anterior, el que
promueva la probable confesión deberá hacer su petición y
presentar el pliego que contenga las posiciones, con la an-
ticipación debida, a efecto de que el exhorto o despacho
pueda estar diligenciado, en poder del tribunal, antes de la
audiencia final del proceso. 

Artículo 85. El tribunal que fuere requerido para la prácti-
ca de una diligencia de confesión, se limitará a diligenciar
el exhorto o despacho, con arreglo a la ley, y a devolverlo
al tribunal de su origen; pero no pondrá declarar confeso a
quien deba absolver las posiciones. 

Artículo 86. Cuando la parte legalmente citada a absolver
posiciones no comparezca sin justa causa, se le hará saber
su falta de participación en la búsqueda de la verdad y se
establecerá la presunción de que son ciertas las posiciones
formuladas. 

Artículo 87. Las autoridades, las corporaciones oficiales y
los establecimientos que formen parte de la administración
pública, absolverán posiciones por medio de oficio, en que
se insertarán las preguntas que quiera hacerles la contra-
parte, para que, por vía de informe, sean contestadas den-
tro del término que señale el tribunal. En el oficio se aper-
cibirá a la parte absolvente de establecer presunción de
ciertas las preguntas si no contestare dentro del término
que se le haya fijado, o si no lo hiciere categóricamente,
afirmando o negando los hechos. 

Sección Tercera
Documentos Públicos y Privados

Artículo 88. Son documentos públicos aquellos cuya for-
mación está encomendada por la ley, dentro de los límites
de su competencia, a un funcionario público revestido de la
fe pública, y los expedidos por funcionarios públicos, en el
ejercicio de sus funciones. La calidad de públicos se de-
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muestra por la existencia regular, sobre los documentos, de
los sellos, firmas u otros signos exteriores que, en su caso,
prevengan las leyes. 

Artículo 89. Los documentos públicos expedidos por au-
toridades de la Federación, de los Estados, del Distrito Fe-
deral, o de los municipios, harán fe en el proceso, sin ne-
cesidad de legalización. 

Artículo 90. De la traducción de los documentos que se
presenten en idioma extranjero, se mandará dar vista a la
parte contraria, para que, dentro de tres días, manifieste si
está conforme. Si lo estuviere o no contestare la vista, se
pasará por la traducción; en caso contrario, el tribunal
nombrará traductor.

Artículo 91. Son documentos privados los que no reúnen
las condiciones previstas por el artículo 88. 

Artículo 92. Siempre que uno de los litigantes pidiere co-
pia o testimonio de parte de un documento o pieza que obre
en las oficinas públicas, el contrario tendrá derecho de que,
a su costa, se adicione con lo que crea conducente del mis-
mo documento o pieza. 

Artículo 93. Los documentos existentes en un lugar distin-
to de aquél en que se sigue el asunto, se compulsarán a vir-
tud de despacho o exhorto que dirija el tribunal de los au-
tos al juez de Distrito respectivo, o, en su defecto, al del
lugar en que aquellos se hallen. 

Artículo 94. Los documentos privados se presentarán ori-
ginales, y, cuando formen parte de un libro, expediente o
legajo, se exhibirán para que se compulse la parte que se-
ñalen los interesados. 

Artículo 95. Si el documento se encuentra en libros o pa-
peles de casa de comercio o de algún establecimiento in-
dustrial, el que pida el documento o la constancia deberá fi-
jar con precisión cuál sea, y la copia testimonial se tomará
en el escritorio del establecimiento, sin que los directores
de él estén obligados a llevar al tribunal los libros de cuen-
tas, ni a más que a presentar las partidas o documentos 
designados. 

Artículo 96. Podrá pedirse el cotejo de firmas, letras o hue-
llas digitales, siempre que se niegue o que se ponga en du-
da la autenticidad de un documento privado. La persona
que pida el cotejo designará el documento o documentos
indubitados, con que deba hacerse, o pedir al tribunal que

cite al interesado, para que, en su presencia, ponga la fir-
ma, letra o huella digital que servirá para el cotejo. 

Artículo 97. Se considerarán indubitados para el cotejo: I.
Los documentos que las partes reconozcan como tales, de
común acuerdo; II. Los documentos privados cuya letra o
firma haya sido reconocida, en proceso, por aquél a quien
se atribuya la dudosa; III. Los documentos cuya letra, fir-
ma o huella digital haya sido judicialmente declarada pro-
pia de aquél a quien se atribuya la dudosa, exceptuando el
caso en que la declaración haya sido hecha en rebeldía; IV.
El escrito impugnado, en la parte en que reconozca la letra
como suya aquél a quien perjudique, y V. Las firmas o hue-
llas digitales puestas en actuaciones judiciales, en presen-
cia del secretario del tribunal, o de quien haga sus veces,
por la parte cuya firma, letra o huella digital se trate de
comprobar, y las puestas ante cualquier otro funcionario re-
vestido de la fe pública. 

Artículo 98. Cuando alguna de las partes sostenga la fal-
sedad de un documento, se observarán las prescripciones
relativas de las leyes penales aplicables. En este caso, si el
documento puede ser de influencia en el pleito, no se efec-
tuará la audiencia final del juicio, sino hasta que se decida
sobre la falsedad, por las autoridades judiciales del orden
penal, a no ser que la parte a quien beneficie el documento
renuncie a que se tome como prueba. Cuando concluya el
procedimiento penal sin decidir si el documento es o no
falso, el tribunal concederá un término de diez días para
que rindan las partes sus pruebas, sobre esos extremos, a
fin de que, en la sentencia, se decida sobre el valor proba-
torio del documento. 

Artículo 99. Las partes sólo podrán objetar los documentos
dentro de los tres días siguientes a la apertura del término de
prueba, tratándose de los presentados hasta entonces; los ex-
hibidos con posterioridad podrán serlo en igual término, con-
tado desde que surta efectos la notificación del auto que los
haya tenido como pruebas. 

Sección Cuarta
Prueba Pericial: El perito único

Artículo 100. La prueba pericial tendrá lugar en las cues-
tiones de un asunto relativas a alguna ciencia o arte, y en
los casos en que expresamente lo prevenga la ley. 

Artículo 101. Los peritos deben tener título en la ciencia o
arte a que pertenezca la cuestión sobre que ha de oírse su
parecer, si la profesión o el arte estuviere legalmente regla-



mentado. Si la profesión o el arte no estuviere legalmente
reglamentado, o, estándolo, no hubiere peritos en el lugar,
podrán ser nombradas cualesquiera personas entendidas, a
juicio del tribunal, aun cuando no tengan título. 

Artículo 102. Cada parte nombrará un perito, a no ser que
se pusieren de acuerdo en el nombramiento de uno solo; o
que hayan aceptado el nombramiento del perito único por
el Tribunal, en tal caso habrá mayor celeridad en el proce-
so. Si fueren más de dos litigantes, nombrarán un perito los
que sostuvieren unas mismas pretensiones, y otro los que
las contradigan. Si los que deben nombrar un perito no pu-
dieren ponerse de acuerdo, el tribunal designará uno de en-
tre los que propongan los interesados. 

Artículo 103. La parte que desee rendir prueba pericial de-
berá promoverla dentro de los diez primeros días del tér-
mino ordinario o del extraordinario, en su caso, por medio
de un escrito en que formulará las preguntas o precisará los
puntos sobre que debe versar; hará la designación del peri-
to de su parte, y propondrá un tercero para el caso de des-
acuerdo. El tribunal concederá; a las demás partes, el tér-
mino de cinco días para que adicionen el cuestionario con
lo que les interese, previniéndolas que, en el mismo térmi-
no, nombren el perito que les corresponda y manifiesten si
están o no conformes con que se tenga como perito tercero
al propuesto por el promovente. Si, pasados los cinco días,
no hicieren las demás partes el nombramiento que les co-
rresponde, ni manifestaren estar conformes con la proposi-
ción del perito tercero, el tribunal, de oficio, hará el o los
nombramientos pertinentes. 

Artículo 104. Los peritos nombrados por las partes serán
presentados por éstas al tribunal, dentro de los tres días si-
guientes de habérseles tenido como tales, a manifestar la
aceptación y protesta de desempeñar su encargo con arreglo
a la ley. Si no lo hicieren o no aceptaren, el tribunal hará, de
oficio, desde luego, los nombramientos que a aquéllas co-
rrespondía. Los peritos nombrados por el tribunal serán noti-
ficados personalmente de su designación, para que manifies-
ten si aceptan y protestan desempeñar el cargo.

Artículo 105- El tribunal señalará lugar, día y hora para
que la diligencia se practique, si él debe presidirla. En cual-
quier otro caso, señalará a los peritos un término prudente
para que presenten su dictamen. El tribunal deberá presidir
la diligencia cuando así lo juzgue conveniente, o lo solici-
te alguna de las partes y lo permita la naturaleza del reco-
nocimiento, pudiendo pedir, a los peritos, todas las aclara-

ciones que estime conducentes y exigirles la práctica de
nuevas diligencias. 

Artículo 106. En el caso del párrafo final del artículo an-
terior, se observarán las reglas siguientes: I. El perito que
dejare de concurrir, sin causa justa, calificada por el tribu-
nal, será responsable de los daños, y perjuicios que, por su
falta, se causaren; II. Los peritos practicarán unidos la dili-
gencia, pudiendo concurrir los interesados al acto, y hacer-
les cuantas observaciones quieran; pero deberán retirarse
para que los peritos discutan y deliberen solos. Los peritos
estarán obligados a considerar, en su dictamen, las obser-
vaciones de los interesados y del tribunal, y III. Los peritos
darán inmediatamente su dictamen, siempre que lo permi-
ta la naturaleza del reconocimiento; de lo contrario, se les
señalará un término prudente para que lo rindan. 

Artículo 107. Cuando el tribunal no asista a la diligencia,
los peritos practicarán sus peritajes conjunta o separada-
mente, con asistencia o no de las partes, según ellos lo es-
timaren conveniente. 

Artículo 108. Si los peritos están conformes, extenderán su
dictamen en un mismo escrito que presentarán, o en un ac-
ta que harán asentar por el secretario del tribunal, firman-
do los dos. Si no lo estuvieren, formularán su dictamen en
escrito por separado, del que acompañarán una copia.

Artículo 109. Rendidos los dictámenes, dentro de los tres
días siguientes del últimamente presentando, los examina-
rá el tribunal, y, si discordaren en alguno o algunos de los
puntos esenciales sobre que debe versar el parecer pericial,
mandará de oficio que, por notificación personal, se hagan
del conocimiento del perito tercero, entregándole las co-
pias de ellos y previniéndole que, dentro del término que le
señale, rinda el suyo. Si el término fijado no bastare, el tri-
bunal pondrá acordar, a petición del perito, que se le am-
plíe. El perito tercero no está obligado a adoptar alguna de
las opiniones de los otros peritos. 

Artículo 110. Si el perito nombrado por una parte no rinde su
dictamen, sin causa justificada, designará el tribunal nuevo
perito, en substitución del omiso, e impondrá a éste una mul-
ta hasta de mil pesos. La omisión hará, además, responsable,
al perito, de los daños y perjuicios que por ella se ocasionen
a la parte que lo nombró. Si el perito de que se trata no rinde
su dictamen dentro del plazo que se le fijó, pero sí antes de
que se haya hecho el nuevo nombramiento, sólo se le aplica-
rá la multa señalada en el párrafo precedente. 
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Artículo 111. Los peritos se sujetarán, en su dictamen, a
las bases que, en su caso, fije la ley. 

Artículo 112. Si el objeto del dictamen pericial fuere la
práctica de un avalúo, los peritos tenderán a fijar el valor
comercial, teniendo en cuenta los precios de plaza, los fru-
tos que, en su caso, produjere o fuere capaz de producir la
cosa objeto del avalúo, y todas las circunstancias que pue-
dan influir en la determinación del valor comercial, salvo
que, por convenio o por disposición de la ley, sean otras las
bases para el avalúo. 

Artículo 113. El perito tercero que nombre el tribunal, pue-
de ser recusado dentro de los tres días siguientes al en que
cause estado la notificación de su nombramiento a los liti-
gantes, por las mismas causas que pueden ser lo los jueces;
pero si se tratare de perito nombrado en rebeldía de una de
las partes, sólo ésta pondrá hacer uso de la recusación. 

Artículo 114. La recusación se resolver por el procedi-
miento incidental, a menos que el perito confesare la cau-
sa, caso en el cual se admitir desde luego la recusación y se
proceder al nombramiento de nuevo perito.

Artículo 115. Contra el auto en que se admita o deseche la
recusación, no procede recurso alguno. 

Artículo 116. Los honorarios de cada perito serán pagados
por la parte que lo nombró o en cuya rebeldía lo hubiere
nombrado el tribunal, y los del tercero, por ambas partes,
sin perjuicio de lo que se resuelva definitivamente sobre
condenación en costas. 

Artículo 117. Para el pago de los honorarios de que trata el
artículo anterior los peritos presentarán, al tribunal, la corres-
pondiente regulación, de la cual se dará vista por el término
de tres días a la parte o partes que deban pagarlos. Transcu-
rrido dicho término, contesten o no contesten las partes, hará
el tribunal la regulación definitiva, y ordenar su pago, tenien-
do en consideración, en su caso, las disposiciones arancela-
rias. Esta resolución es apelable si los honorarios reclamados
exceden de mil pesos. En caso de que el importe de honora-
rios se hubiere fijado por convenio, se estará a lo que en él se
establezca. 

Sección Quinta
Reconocimiento o Inspección Judicial

Artículo 118. La inspección judicial puede practicarse, a
petición de parte o por disposición del tribunal, con opor-

tuna citación, cuando pueda servir para aclarar o fijar he-
chos relativos a la contienda que no requieran conocimien-
tos técnicos especiales. 

Artículo 119. Las partes, sus representantes y abogados
podrán concurrir a la inspección, y hacer las observaciones
que estimen oportunas. 

Artículo 120. De la diligencia se levantará acta circuns-
tanciada, que firmarán los que a ella concurran. A juicio del
tribunal o a petición de parte, se levantarán planos o se to-
marán fotografías del lugar u objetos inspeccionados. 

Sección Sexta
Prueba Testimonial

Artículo 121. Todos los que tengan conocimiento de los
hechos que las partes deben probar, están obligados a de-
clarar como testigos. 

Artículo 122. Una parte sólo puede presentar hasta cinco
testigos sobre cada hecho, salvo disposición diversa de la
ley. 

Artículo 123. Los testigos serán citados a declarar cuando
la parte que ofrezca su testimonio manifiesta no poder, por
sí misma, hacer que se presenten. La citación se hará con
apercibimiento de apremio si faltaren sin justa causa. 

Los que, habiendo comparecido, se nieguen a declarar, se-
rán apremiados por el tribunal. 

Artículo 124. Los gastos que hicieren los testigos y los
perjuicios que sufran por presentarse a declarar, serán sa-
tisfechos por la parte que los llamare, en los términos del
artículo 123, salvo siempre lo que se decida sobre conde-
nación en costas.

Artículo 125. Los funcionarios públicos o quienes lo ha-
yan sido, no están obligados a declarar, a solicitud de las
partes, respecto al asunto de que conozcan o hayan conoci-
do por virtud de sus funciones. Solamente cuando el tribu-
nal lo juzgue indispensable para la investigación de la ver-
dad, podrán ser llamados a declarar. 

Artículo 126. A los ancianos de más de sesenta años, a las
mujeres y a los enfermos, pondrá el tribunal, según las cir-
cunstancias, recibirles la declaración en la casa que se ha-
llen, en presencia de las partes, si asistieren. 



Artículo 127. Los funcionarios públicos de la federación y
de los estados a que alude el artículo 108 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, rendirán su decla-
ración por oficio; pero, si los expresados funcionarios lo esti-
maren prudente y lo ofrecieren así en respuesta al oficio que
se les dirija, podrán rendir su declaración personalmente. 

Artículo 128. La parte que desee rendir prueba testimonial,
deberá promoverla dentro de los quince primeros días del
término ordinario o del extraordinario, en su caso. 

Artículo 129. Para el examen de los testigos, no se presen-
tarán interrogatorios escritos. Las preguntas serán formula-
das verbal y directamente, por las partes o sus abogados, al
testigo. Primero interrogará el promovente de la prueba, y,
a continuación, las demás partes, pudiendo el tribunal, en
casos en que la demora puede perjudicar el resultado de la
investigación, a su juicio, permitir que, a raíz de una res-
puesta, hagan las demás partes las preguntas relativas a
ella, o formularlas el propio tribunal. 

Artículo 130. No obstante lo dispuesto en el artículo ante-
rior, cuando el testigo sea un funcionario o resida fuera del
lugar del asunto, deberá el promovente, al ofrecer la prue-
ba, presentar sus interrogatorios, con las copias respectivas
para las demás partes, las cuales serán puestas a su dispo-
sición, en el mismo auto en que se mande recibir la prue-
ba, para que, dentro de tres días, presenten, en pliego ce-
rrado, si quisieren, su interrogatorio de repreguntas; pero,
si lo presentaren después, no les será admitido, sin perjui-
cio de que, en todo caso, pueda la parte interesada presen-
tarse directamente, a repreguntar, ante el tribunal requeri-
do, el que hará la calificación de las repreguntas, cuidando
de asentar, literalmente en autos, las que deseche. Para el
examen de los testigos que no residan en el lugar del asun-
to, se librará recado al tribunal que ha de practicar la dili-
gencia, acompañándoles, en pliego cerrado, los interroga-
torios, previa la calificación correspondiente.

Artículo 131. Las preguntas y repreguntas deben estar
concebidas en términos claros y precisos; han de ser con-
ducentes a la cuestión debatida; se procurará que en una so-
la no se comprenda más de un hecho y no hechos o cir-
cunstancias diferentes, y pueden ser en forma afirmativa o
inquisitiva. Las que no satisfagan estos requisitos, serán
desechadas de plano, sin que proceda recurso alguno; pero
se asentarán literalmente en autos. 

Artículo 132. Después de tomarse, al testigo, la protesta de
conducirse con verdad, y de advertirlo de las penas en que

incurre el que se produce con falsedad, se hará constar su
nombre, edad, estado, lugar de su residencia, ocupación,
domicilio; si es pariente consanguíneo o afín de alguno de
los litigantes, y en qué, grado; si tiene interés directo en el
pleito o en otro semejante, y si es amigo íntimo o enemigo
de alguna de las partes. A continuación, se procederá al
examen. 

Artículo 133. Los testigos serán examinados separada y
sucesivamente, sin que unos puedan presenciar las declara-
ciones de los otros. Cuando no fuere posible terminar el
examen de los testigos en un solo día, la diligencia se sus-
penderá para continuarse al día siguiente hábil. 

Artículo 134. Cuando el testigo deje de contestar algún
punto, o haya incurrido en contradicción, o se haya expre-
sado con ambigüedad, pueden las partes llamar la atención
al tribunal para que, si lo estima conveniente, exija a aquél
las respuestas y aclaraciones que procedan. 

Artículo 135. El tribunal tendrá la más amplia facultad pa-
ra hacer, a los testigos y a las partes, las preguntas que es-
time conducentes a la investigación de la verdad, así como
para cerciorarse de la idoneidad de los mismos testigos,
asentándose todo en el acta. 

Artículo 136. Si el testigo no habla el castellano, rendirá su
declaración por medio de intérprete, que será nombrado
por el tribunal. Cuando el testigo lo pidiere, además de
asentarse su declaración en español, pondrá escribirse en
su propio idioma por él o por el intérprete. Este último de-
berá, antes de desempeñar su encargo, protestar hacerlo le-
almente, haciéndolo constar esta circunstancia. 

Artículo 137. Cada respuesta del testigo se hará constar en
autos, en forma que, al mismo tiempo, se comprenda en
ella el sentido o términos de la pregunta formulada. Sólo
cuando lo pida una parte, respecto a preguntas especiales,
puede el tribunal permitir que, primero, se escriba textual-
mente la pregunta, y, a continuación, la respuesta.

Artículo 138. Los testigos están obligados a dar la razón
de su dicho, respecto de las respuestas que no la lleven ya
en sí, y el tribunal deberá exigirla. 

Artículo 139. El testigo firmará al pie de su declaración y
al margen de las hojas en que se contenga, después de ha-
bérsele leído o de que la lea por sí mismo y la ratifique. Si
no quiere, no sabe o no puede leer, la declaración será leí-
da por el secretario, y, si no quiere, no sabe o no puede fir-
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mar, imprimirá sus huellas digitales, si puede y quiere ha-
cerlo, de todo lo cual se hará relación motivada en autos. 

Artículo 140. La declaración, una vez ratificada, no puede
variarse ni en la sustancia ni en la redacción, con respecto
a los hechos sobre que haya versado un examen de testigos
y con respecto a los directamente contrarios, no puede la
misma parte volver a presentar prueba testimonial, en nin-
gún momento del proceso. 

Artículo 141. En el acto del examen de un testigo o dentro
de los tres días siguientes, pueden las partes atacar el dicho
de aquél, por cualquiera circunstancia que, en su concepto,
afecte su credulidad. Para la prueba de las circunstancias
alegadas, se concederá un término de diez días, y, cuando
sea testimonial, no se podrán presentar más de tres testigos
sobre cada circunstancia. El dicho de estos testigos ya no
puede impugnarse por medio de prueba, sin perjuicio de las
acciones penales que procedan, y su valor se apreciará en
la sentencia, según el resultado de la discusión en la au-
diencia final del proceso. 

Artículo 142. Al valorar la prueba testimonial, el tribunal
apreciará las justificaciones relativas a las circunstancias a
que se refiere el artículo anterior, ya sea que éstas hayan si-
do alegadas, o que aparezcan en autos. 

Sección Séptima
Fotografías y demás Elementos 

para Probar los Hechos

Artículo 143. Para acreditar hechos o circunstancias en re-
lación con el asunto que se ventila, pueden las partes pre-
sentar fotografías, o escritos o notas taquigráficas, y, en ge-
neral, toda clase de elementos aportados por los
descubrimientos de la ciencia. 

Artículo 144. En todo caso en que se necesiten conoci-
mientos técnicos especiales para la apreciación de los me-
dios de prueba a que se refiere este capítulo, oír tal tribunal
el parecer de un perito nombrado por él, cuando las partes
lo pidan o él lo juzgue conveniente. 

Sección Octava
Presunciones

Artículo 145. Las presunciones son: I. Las que establece
expresamente la ley, y II. Las que se deducen de hechos
comprobados. 

Artículo 146. Las presunciones, sean legales o humanas,
admiten prueba en contrario, salvo cuando, para las prime-
ras, exista prohibición expresa de la ley. 

Artículo 147. La parte que alegue una presunción sólo de-
be probar los supuestos de la misma, sin que le incumba la
prueba de su contenido. 

Artículo 148. La parte que niegue una presunción debe
rendir la contraprueba de los supuestos de aquélla. 

Artículo 149. La parte que impugne una presunción debe
probar contra su contenido. 

Artículo 150. La prueba producida contra el contenido de
una presunción, obliga, al que la alegó, a rendir la prueba
de que estaba relevado en virtud de la presunción Si dos
partes contrarias alegan, cada una en su favor, presuncio-
nes que mutuamente se destruyen, se aplicará, indepen-
dientemente para cada una de ellas, lo dispuesto en los ar-
tículos precedentes. 

Artículo 151. Si una parte alega una presunción general
que es contradicha por una presunción especial alegada por
la contraria, la parte que alegue la presunción general esta-
rá obligada a producir la prueba que destruya los efectos de
la especial, y la que alegue ésta sólo quedará obligada a
probar contra la general, cuando la prueba rendida por su
contraparte sea bastante para destruir los efectos de la pre-
sunción especial. 

Sección Novena 
Valuación de la Prueba

Artículo 152. El tribunal goza de la más amplia libertad
para hacer análisis de las pruebas rendidas; para determinar
el valor de las mismas, unas enfrente de las otras, y para fi-
jar el resultado final de dicha valuación contradictoria; o no
ser que la ley fije las reglas para hacer esta valuación, ob-
servando, sin embargo, respecto de cada especie de prueba,
lo dispuesto en este capítulo. 

Artículo 153. No tendrán valor alguno legal las pruebas
rendidas con infracción de lo dispuesto en los artículos
precedentes de este título. 

Artículo 154. La confesión expresa hará prueba plena
cuando concurran en ellas las circunstancias siguientes: I.
Que sea hecha por persona capacitada para obligarse; II.
Que sea hecha con pleno conocimiento, y sin coacción ni



violencia, y III. Que sea de hecho propio o, en su caso, del
representado o del cedente, y concerniente al asunto. 

Artículo 155. Los hechos propios de las partes, aseverados
en la demanda, en la contestación o en cualquier otro acto
del juicio, harán prueba plena en contra de quien los ase-
vere, sin necesidad de ofrecerlos como prueba.

Artículo 156. La confesión ficta produce el efecto de una
presunción, cuando no haya pruebas que la contradigan. 

Artículo 157. Los documentos públicos hacen prueba ple-
na de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de
que aquéllos procedan; pero, si en ellos se contienen de-
claraciones de verdad o manifestaciones de hechos de par-
ticulares, los documentos sólo prueban plenamente que,
ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declara-
ciones o manifestaciones; pero no prueban la verdad de lo
declarado o manifestado. Las declaraciones o manifesta-
ciones de que se trata prueban plenamente contra quienes
las hicieron o asistieron al acto en que fueron hechas, y se
manifestaron conformes con ellas. Pierden su valor en el
caso de que judicialmente se declare su simulación. Tam-
bién harán prueba plena las certificaciones judiciales o no-
tariales de las constancias de los libros parroquiales relati-
vos a las actas del estado civil de las personas, siempre que
se refieran a época anterior al establecimiento del Registro
Civil. Igual prueba harán cuando no existan libros de re-
gistro, original y duplicado, y cuando, existiendo, estén ro-
tas o borradas las hojas en que se encontraba el acta. En ca-
so de estar contradicho su contenido por otras pruebas, su
valor queda a la libre apreciación del tribunal. 

Artículo 158. El documento privado forma prueba de los
hechos mencionados en él, sólo en cuanto sean contrarios
a los intereses de su autor, cuando la ley no disponga otra
cosa. El documento proveniente de un tercero sólo prueba
en favor de la parte que quiere beneficiarse con él y contra
su colitigante, cuando éste no lo objeta. En caso contrario,
la verdad de su contenido debe demostrarse por otras prue-
bas. El escrito privado que contenga una declaración de
verdad, hace fe de la existencia de la declaración; más no
de los hechos declarados. 

Artículo 159. Se reputa autor de un documento privado al
que lo subscribe. Se entiende por suscripción, la coloca-
ción, al pie del escrito, de las palabras que, con respecto al
destino del mismo, sean idóneas para identificar a la per-
sona que subscribe. La suscripción hace plena fe de la for-

mación del documento por cuenta del subscriptor, aun
cuando el texto no haya sido escrito ni en todo ni en parte
por él, excepto por lo que se refiere a agregados interline-
ales o marginales, cancelaciones o cualesquiera otras mo-
dificaciones contenidas en él, las cuales no se reputan pro-
venientes del autor, si no están escritas por su mano, o se
ha hecho mención de ellas antes de la suscripción. 

Artículo 160. Si la parte contra la cual se presenta un escri-
to privado suscrito, no objeta, dentro del término señalado
por el artículo 99, que la suscripción o la fecha haya sido
puesta por ella, ni declara no reconocer que haya sido pues-
ta por el que aparece como suscriptor, si éste es un tercero,
se tendrán, la suscripción y la fecha, por reconocidas. En ca-
so contrario, la verdad de la suscripción y de la fecha debe
demostrarse por medio de prueba directa para tal objeto, de
conformidad con los capítulos anteriores. Si la suscripción o
la fecha está certificada por notario o por cualquiera otro
funcionario revestido de la fe pública, tendrá el mismo valor
que un documento público indubitado. 

Artículo 161. Se considera autor de los libros de comercio,
registrados domésticos y demás documentos que no se
acostumbran suscribir, a aquél que los haya formado o por
cuya cuenta se hicieren. Si la parte contra la cual se propo-
ne un documento de esta naturaleza, no objeta, dentro del
término fijado por el artículo 99, ser su autor, ni declara no
reconocer como tal al tercero indicado por quien lo presen-
tó, se tendrá por reconocido. En caso contrario, la verdad
del hecho de que el documento haya sido escrito por cuen-
ta de la persona indicada, debe demostrarse por prueba di-
recta, de acuerdo con los capítulos anteriores de este título.
En los casos de este artículo y en los del anterior, no tendrá
valor probatorio el documento no objetado, si el juicio se
ha seguido en rebeldía, pues entonces es necesario el reco-
nocimiento del documento, el que se practicará con suje-
ción a las disposiciones sobre confesión, y surtirá sus mis-
mos efectos; y si el documento es de un tercero, la verdad
de su contenido debe demostrarse por otras pruebas. 

Artículo 162. Las copias hacen fe de la existencia de los
originales, conforme a las reglas precedentes; pero si se po-
ne en duda la exactitud, deberá ordenarse su cotejo con los
originales de que se tomaron. Se considera como autor del
documento a aquél por cuya cuenta ha sido formado. 

Artículo 163. Los escritos privados hacen fe de su fecha,
en cuanto ésta indique un hecho contrario a los intereses de
su autor. 
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Artículo 164. Si un documento privado contiene juntos
uno o más hechos contrarios a los intereses de su autor, y
uno o más hechos favorables al mismo, la verdad de los
primeros no puede aceptarse sin aceptar, al propio tiempo,
la verdad de los segundos, en los límites dentro de los cua-
les los hechos favorables suministren, a aquél contra el
cual está producido el documento, una excepción o defen-
sa contra la prestación que apoyan los hechos que le son
contrarios. 

Artículo 165. El documento privado que un litigante pre-
senta, prueba plenamente en su contra, de acuerdo con los
artículos anteriores. 

Artículo 163. El valor de la prueba pericial quedará a la
prudente apreciación del tribunal. 

Artículo 166. El reconocimiento o inspección judicial ha-
rá prueba plena cuando se refiere a puntos que no requie-
ran conocimientos técnicos especiales.

Artículo 167. En los casos en que se haya extraviado o
destruido el documento público o privado, y en aquél en
que no pueda disponer, sin culpa alguna de su parte, quien
debiera presentarlo y beneficiarse con él, tales circunstan-
cias pueden acreditarse por medio de testigos, los que ex-
clusivamente servirán para acreditar los hechos por virtud
de los cuales no puede la parte presentar el documento;
más de ninguna manera para hacer fe del contenido de és-
te, el cual se probará sólo por confesión de la contraparte,
y, en su defecto, por pruebas de otras clases aptas para
acreditar directamente la existencia de la obligación o de la
excepción que debía probar el documento, y que el acto o
contrato tuvo lugar, con las formalidades exigidas para su
validez, en el lugar y momento en que se efectuó. En este
caso, no ser admisible la confesión ficta cuando el empla-
zamiento se haya verificado por edictos y se siga el juicio
en rebeldía. 

Artículo 168. Salvo las excepciones del artículo anterior,
el testimonio de los terceros no hará ninguna fe cuando tra-
te de demostrar. I. El contrato o el acto de que debe hacer
fe un documento público o privado. II. La celebración, el
contenido o la fe de un acto o contrato que deba constar,
por lo menos, en escrito privado, y III. La confesión de uno
de los hechos indicados en las dos fracciones precedentes. 

Artículo 169. El valor de la prueba testimonial quedará al
prudente arbitrio del tribunal, quien, para apreciarla, tendrá

en consideración: I. Que los testigos convengan en lo esen-
cial del acto que refieran, aun cuando difieran en los acci-
dentes; II. Que declaren haber oído pronunciar las palabras,
presenciado el acto, o visto el hecho material sobre que de-
pongan; III. Que, por su edad, capacidad o instrucción, ten-
gan el criterio necesario para juzgar el acto; IV. Que, por su
probidad, por la independencia de su posición o por sus an-
tecedentes personales, tengan completa imparcialidad; V.
Que por sí mismos conozcan los hechos sobre que decla-
ren, y no por inducciones ni referencias de otras personas;
VI. Que la declaración sea clara, precisa, sin dudas ni reti-
cencias, sobre la sustancia del hecho y sus circunstancias
esenciales; VII. Que no hayan sido obligados por fuerza o
miedo, no impulsados por engaño, error o soborno, y VIII.
Que den fundada razón de su dicho. 

Artículo 170. Un solo testigo hace prueba plena cuando
ambas partes convengan expresamente en pasar por su di-
cho, siempre que éste no esté en oposición con otras prue-
bas que obren en autos. En cualquier otro caso, su valor
quedará a la prudente apreciación del tribunal. 

Artículo 171. El valor de las pruebas fotográficas, taqui-
gráficas y de otras cualesquiera aportadas por los descu-
brimientos de la ciencia, quedará al prudente arbitrio ju-
dicial. Las fotografías de personas, lugares, edificios,
construcciones, papeles, documentos y objetos de cual-
quiera especie deberán contener la certificación corres-
pondiente que acredite el lugar, tiempo y circunstancias
en que fueron tomadas, así como que corresponden a lo
representado en ella, para que constituyan prueba plena.
En cualquier otro caso, su valor probatorio queda al pru-
dente arbitrio judicial. 

Artículo 172. Las presunciones legales que no admitan
prueba en contrario, tendrán pleno valor probatorio. Las
demás presunciones legales tendrán el mismo valor mien-
tras no sea destruidas. El valor probatorio de las presun-
ciones restantes queda al prudente arbitrio del tribunal. 

Titulo Tercero 
La Jurisdicción Agraria 

Capítulo Primero 
Disposiciones Generales

Artículo 173. La jurisdicción agraria la ejercen los tribu-
nales agrarios que son los órganos federales dotados de
plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos



Artículo 174. Los Tribunales Agrarios se integrarán por
los servidores jurisdiccionales que se requieran y se distri-
buirán en todo el territorio nacional, de conformidad a las
necesidades de justicia agraria en cada región.

Artículo 175. Los Tribunales Unitarios estarán a cargo de
un Magistrado Numerario. 

Artículo 176. Para los efectos de esta ley, el territorio de la
República se dividirá en distritos, cuyos límites territoria-
les determinará el Consejo de la Judicatura.

Artículo 177. Los casos no previstos en este Código se re-
solverán de conformidad al orden jurídico en su conjunto,
con la concurrencia de todos los Tribunales Agrarios 

Artículo 178. Para ser magistrado se deben reunir los si-
guientes requisitos: I. Demostrar experiencia en materia
jurisdiccional, por lo menos por cinco años. II. Ser ciuda-
dano mexicano y estar en pleno ejercicio de sus derechos,
así como tener por lo menos treinta y cinco años cumpli-
dos el día de su designación. III. Haber ocupado cargos en
el sistema judicial. IV. Ser licenciado en derecho con títu-
lo debidamente registrado, expedido cuando menos cinco
años antes de la fecha de la designación; V. Comprobar
una práctica profesional mínima de diez años; y VI. No
ser miembro de ningún culto religioso o sectario. VII. Go-
zar de buena reputación y no haber sido condenado por
delito intencional que amerite pena privativa de libertad. 

Artículo 179. El retiro de los magistrados se producirá al
cumplir setenta y cinco años de edad o por padecer incapa-
cidad física o mental para desempeñar el cargo. 

Artículo 180. Los magistrados serán designados por la
Cámara de Senadores y, en los recesos de ésta por la Co-
misión Permanente del Congreso de la Unión, a propuesta
del Presidente de la República. La propuesta del Presiden-
te de la República será precedida por convocatoria abierta
para lograr un número determinado de candidatos de exce-
lencia que hayan reunido los requisitos correspondientes, y
en el grupo de excelencia se practique la insaculación cali-
ficada para integrar terna por cada magistratura vacante. 

Artículo 181. Recibida la propuesta del Ejecutivo Federal,
la Cámara de Senadores o la Comisión Permanente en su
caso, deberán resolver en los términos de los dispuesto por
los preceptos legales y reglamentarios aplicables o me-
diante procedimiento que al efecto acuerden. En caso de
que no se apruebe la designación del número de magistra-

dos requerido, el Ejecutivo Federal enviará otra lista para
completar el número necesario. 

Artículo 182. Los magistrados rendirán su protesta ante la
Cámara de Senadores o la Comisión Permanente, durarán
en su encargo seis años. Si concluido dicho término fueren
ratificados serán inamovibles. Los magistrados únicamen-
te podrán ser removidos en caso de falta grave en el de-
sempeño de su cargo, conforme al procedimiento aplicable
para los funcionarios del Poder Judicial de la Federación. 

Capítulo Segundo 
Competencia de los Tribunales Agrarios

Artículo 183. Los tribunales unitarios conocerán, por ra-
zón del territorio, de las controversias que se planteen con
relación a tierras ubicadas dentro de su jurisdicción, con-
forme a la competencia que les confiere este artículo. Los
tribunales unitarios serán competentes para conocer: I. Del
derecho de explotación de tierras, bosques y agua no ex-
plotadas. II. Del derecho de propiedad sobre los exceden-
tes de la pequeña propiedad. III. De las controversias por
límites de terrenos entre dos o más núcleos de población
ejidal o comunal, y de éstos con pequeños propietarios, so-
ciedades o asociaciones; IV. De la privación de derechos
agrarios. V. De la restitución de tierras, bosques y aguas a
los núcleos de población o a sus integrantes, contra actos
de autoridades administrativas o jurisdiccionales, fuera de
juicio, o contra actos de particulares; VI. Del derecho a la
protección ambiental y el equilibrio ecológico, contra actos
y omisiones de autoridades y particulares contrarios al or-
den jurídico. VII. Del reconocimiento del régimen comu-
nal; VIII. Del derecho a la distribución equitativa, racional
y equilibrada de recursos y apoyos a la producción. IX. De
proceso de nulidad contra resoluciones dictadas por las au-
toridades agrarias que alteren, modifiquen o extingan un
derecho o determinen la existencia de una obligación; X.
De conflictos relacionados con el derecho a la asistencia,
técnica y jurídica. XI. De los conflictos relacionados con la
tenencia de las tierras ejidales y comunales y de la peque-
ña propiedad. XII. De los conflictos relacionados con la
asistencia comercial y agroindustrial. XIII. De controver-
sias en materia agraria entre ejidatarios, comuneros, pose-
sionarios o avecindados entre sí; así como las que se susci-
ten entre éstos y los órganos del núcleo de población; XIV.
De las controversias sobre el derecho al crédito agrícola.
XV. De conflictos relativos sobre el derecho al seguro agrí-
cola. XVI. De controversias relativas a la sucesión de de-
rechos ejidales y comunales; XVII. De controversias rela-
tivas a los fondos municipales de seguridad social,
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vivienda y salud. XVIII. De las nulidades previstas en las
fracciones VIII y IX el artículo 27 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos en materia agraria,
así como los resultantes de actos o contratos que contra-
vengan las leyes agrarias; XIX. De los conflictos que se ge-
neren por importaciones de productos agropecuarios e in-
sumos para la producción. XX. De las omisiones en que
incurra la Procuraduría Agraria y que deparen perjuicio a
ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o comune-
ros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios, avecinda-
dos o jornaleros agrícolas, a fin de proveer lo necesario pa-
ra que sean eficaz e inmediatamente subsanadas; XXI. De
los asuntos de competencia no contenciosa o jurisdicción
voluntaria en materia agraria; y XXII. De las controversias
relativas a los contratos de asociación o aprovechamiento
de tierras ejidales. XXIII. Conflictos relativos a concesio-
nes forestales y mineras. XXIV. De la reversión. XXV. De
la ejecución de los convenios, así como de la ejecución de
laudos arbítrales en materia agraria, previa determinación
de que se encuentran apegados a las disposiciones legales
aplicables; y XXVI. De los conflictos que se presenten en
las Colonias agrícolas y ganaderas; XXVII. De los demás
asuntos que determinen las leyes. 

Capítulo Tercero
Disciplina Administración Vigilancia

y Autoevaluación de los Tribunales Agrarios

Artículo 184. El Congreso Federal es competente para la
disciplina, administración, vigilancia y autoevaluación de
los tribunales agrarios 

Artículo 185. El Congreso Federal determinará la estruc-
tura que corresponda

Capítulo Cuarto
De los Secretarios y demás 
Servidores Jurisdiccionales

Artículo 186. Los secretarios de acuerdos serán los jefes
inmediatos de la oficina en el orden administrativo, y diri-
girán las labores de ella de acuerdo con las instrucciones y
determinaciones del magistrado. 

Artículo 187. Son facultades de los secretarios de acuerdos
I. Dar cuenta diariamente al magistrado, bajo su responsa-
bilidad y dentro de las veinticuatro horas siguientes a su
presentación, de todos los escritos, promociones, oficios y
demás documentos que se reciban; II. Autorizar los exhor-

tos, actas, diligencias, autos y toda clase de resoluciones
que se expidan, asienten, practiquen o dicten; III. Asentar
en los expedientes las certificaciones relativas a términos
de prueba y las demás razones que señale la ley o se les or-
dene. Para estos efectos y para todo lo relativo a las fun-
ciones a su cargo, así como para los actos en materia agra-
ria previstos en la ley correspondiente, tendrán fe pública;
IV. Asistir a las diligencias de pruebas que se deban des-
ahogar; V. Expedir las copias certificadas que daban darse
a las partes, previo acuerdo del tribunal correspondiente;
VI. Cuidar que los expedientes sean debidamente foliados
al agregarse cada una de las hojas, sellando por sí mismas
las actuaciones, oficios y demás documentos que lo re-
quieran, rubricando aquéllas en el centro del escrito; VII.
Guardar en el secreto del tribunal las actuaciones y docu-
mentos, cuando así lo disponga la ley; VIII. Formular el in-
ventario de expedientes y conservarlos en su poder mien-
tras no se remitan al archivo; IX. Proporcionar a los
interesados los expedientes en los que fueren parte y que
soliciten para informarse del estado de los mismos, para to-
mar apuntes o para cualquier otro efecto legal, siempre que
sea en su presencia y sin extraer las actuaciones de la ofi-
cina; X. Devolver a las partes, previo acuerdo, las constan-
cias de autos en los casos en que lo disponga la ley; XI. No-
tificar en el tribunal, personalmente, a las partes en los
juicios o asuntos que se ventilen ante él, y realizar, en ca-
sos urgentes las notificaciones personales cuando se re-
quiera; XII. Ordenar y vigilar que se despache sin demora
los asuntos y correspondencia del tribunal, ya sea que se
refiera a asunto judiciales del mismo o al desahogo de los
oficios que se manden librar en las determinaciones res-
pectivas, dictadas en los expedientes; y XIII. Desempeñar
todas las demás funciones que la ley determine. Al Secre-
tario General de Acuerdos corresponde, además, llevar el
turno de los magistrados ponentes y entregarles los expe-
dientes para que instruyan el procedimiento y formule el
proyecto de resolución que corresponda. 

Artículo 188. Los actuarios deberán tener título de li-
cenciado en Derecho legalmente expedido por autoridad
competente.

Artículo 189. Los actuarios tendrán las obligaciones si-
guientes: I. Recibir las actuaciones que les sean turnadas, y
practicar las notificaciones y diligencias ordenadas por los
tribunales; II. Devolver las actuaciones, previas las anota-
ciones correspondientes; y III. Llevar el libro en el que se
asienten diariamente las diligencias y notificaciones que
llevan a cabo. 



Artículo 190. Los peritos adscritos al tribunal estarán obli-
gados a rendir dictamen en los juicios y asuntos en que pa-
ra tal efecto fueren designados, así como asesorar a los ma-
gistrados cuando éstos lo solicitaren. 

Capítulo Quinto
Impedimentos, Excusas y Recusaciones

Artículo 191. Fijada la competencia de un magistrado, és-
te conocerá del asunto, si no se encuentra dentro de los si-
guientes casos de impedimentos: I. Tener interés directo o
indirecto en el asunto; II. Tener dicho interés su cónyuge,
sus parientes consanguíneos en línea recta, sin limitación
de grado, los colaterales dentro del cuarto y los afines den-
tro del segundo; III. Tener, el funcionario de que se trate, su
cónyuge o sus hijos, relación de intimidad con alguno de
los interesados, nacida de algún acto religioso o civil, san-
cionado o respetado por la costumbre; IV. Ser pariente, por
consanguinidad o afinidad, del abogado o procurador de al-
guna de las partes, en los mismos grados a que se refiere la
fracción II; V. Ser, él, su cónyuge o alguno de sus hijos, he-
redero, legatario, donante, donatario, socio, acreedor, deu-
dor, fiado, fiador, arrendatario, arrendador, principal, de-
pendiente o comensal habitual de alguna de las partes, o
administrador actual de sus bienes; VI. Haber hecho pro-
mesas o amenazas, o manifestado de otro modo su odio o
afecto por alguno de los litigantes; VII. Haber asistido a
convites que diere o costeare especialmente para él alguno
de los litigantes, después de comenzado el asunto, o tener
mucha familiaridad con alguno de ellos, o vivir con él, en
su compañía, en una misma casa; VIII. Admitir, él, su cón-
yuge o alguno de sus hijos, dádivas o servicios de alguna
de las partes, después de empezado el asunto; IX. Haber si-
do abogado o procurador; perito o testigo, en el asunto de
que se trate; X. Haber, por cualquier motivo externado,
siendo funcionario judicial, su opinión, antes del fallo; XI.
Haber conocido como juez, magistrado o ministro, árbitro
o asesor; resolviendo algún punto que afecte el fondo de la
cuestión, en la misma instancia o en alguna otra; XII. Se-
guir, él o alguna de las personas de que trata la fracción II,
contra alguna de las partes, un proceso civil, como actor o
demandado, o una causa criminal, como acusador, quere-
llante o denunciante; XIII. Haber sido, alguna de las partes
o sus abogados o patronos, denunciante, querellante o acu-
sador del funcionario de que se trate o de alguna de las per-
sonas mencionadas en la fracción II; XIV. Ser, él o alguna
de las personas de que se trata la fracción II, contrario de
cualquiera de las partes, en asunto administrativo que afec-
te sus derechos; XV. Seguir, él o alguna de las personas de

que trata la fracción II, algún proceso civil o criminal en
que sea juez, agente del Ministerio Público, árbitro o arbi-
trador, alguno de los litigantes; XVI. Ser tutor de alguno de
los interesados, y XVII. Estar en una situación que pueda
afectar su imparcialidad en forma análoga o más grave que
las mencionadas. 

Artículo 192. No es aplicable a los magistrados lo dispues-
to en el artículo anterior en los siguientes casos: I. En las di-
ligencias preparatorias del juicio o de la ejecución; II. En la
cumplimentación de exhortos o despachos; III. En las dili-
gencias de mera ejecución, entendiéndose por tales aquéllas
en las que el tribunal no tenga que resolver cuestión alguna
de fondo; IV. En las diligencias precautorias, y V. En los de-
más casos que no radiquen jurisdicción o entra en conoci-
miento de causa. 

Artículo 193. Los magistrados, tienen el deber de excusar-
se del conocimiento de los asuntos en que ocurra alguno de
los impedimentos señalados en el artículo 191, expresando
concretamente en qué consiste el impedimento. 

Artículo 194. Si el impedimento está comprendido en
cualquiera de las dieciséis primeras fracciones del artículo
191, la resolución en que el magistrado se declare impedi-
do, será irrevocable, y, en su lugar conocerá del asunto
quien deba sustituir al impedido conforme a la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial de la Federación. En los casos de las
mismas fracciones, si el impedido fuese el secretario o mi-
nistro ejecutor, propondrá su excusa al tribunal que conoz-
ca del asunto, para que resuelva quién debe substituirlo. 

Artículo 195. Si el impedimento se fundase en la fracción
XVII del artículo 191, sólo será irrevocable la resolución si
se conformaren con ella las partes; en caso contrario, resol-
verá la oposición quien deba conocer de la excusa, conforme
a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, acom-
pañando para el efecto, un informe sobre el particular, el ex-
cusado. Con el informe del que se declaró impedido y con el
escrito de oposición resolverá el tribunal, y remitirá, en su ca-
so, los autos, a quien deba conocer, según el sentido de su re-
solución. Si la excusa fuere de un magistrado, la propondrá al
tribunal del conocimiento, el que, con audiencia de las partes,
resolverá si se acepta o no, designando, en caso afirmativo, a
quien deba sustituir al impedido. 

Artículo 196. Entretanto se resuelve una excusa, quedará
en suspenso el procedimiento. La resolución que decida
una excusa no es recurrible. 
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Artículo 197. Las partes pueden recusar a los funcionarios
de que trata este capítulo, cuando estén comprendidos en
alguno de los casos de impedimento. La recusación se in-
terpondrá ante el tribunal que conozca del asunto. 

Artículo 198. Puede interponerse la recusación en cual-
quier estado del juicio, hasta antes de empezar la audiencia
final, a menos de que, después de iniciada, hubiere cam-
biado el personal. En los procedimientos de ejecución, no
se dará curso a ninguna recusación antes de practicar el
aseguramiento o de hacer el embargo o desembargo, en su
caso. Tampoco se dará curso a la recusación cuando se in-
terponga en el momento de estarse practicando una dili-
gencia, sino hasta que ésta termine. 

Artículo 199. Interpuesta la recusación, se suspende el
procedimiento hasta que sea resuelta, para que se prosiga el
asunto ante quien deba seguir conociendo de él. 

Artículo 200. Interpuesta la recusación, no podrá la parte
alzarla en ningún tiempo, ni variar la causa, a menos de que
sea superveniente. 

Artículo 201. Los ministros, magistrados y jueces que co-
nozcan de una recusación, son irrecusables para este solo
efecto. 

Artículo 202. Toda recusación interpuesta con violación de
alguno de los preceptos anteriores, se desechará de plano. 

Artículo 203. Dada entrada a una recusación, si se tratare
de un secretario o de un ministro ejecutor, la resolverá, pre-
vio el informe del recusado, el tribunal que conozca del
asunto, por el procedimiento incidental. En la resolución se
determinará quién debe seguir interviniendo. Si el recusa-
do fuere un magistrado, enviará el asunto a quien deba co-
nocer de la recusación, acompañado de un informe; la fal-
ta de éste establece la presunción de ser cierta la causa de
la recusación. Si la causa debiere constar auténticamente,
no se admitirá si no se prueba en dicha forma. Recibido el
asunto en el tribunal que debe decidir la recusación, se re-
solverá por el procedimiento incidental. En todo caso, la
resolución que decida una recusación es irrevocable. 

Capítulo Sexto
Derechos y Obligaciones de los 

Servidores Jurisdiccionales 

Sección Primera 
De los Juzgadores

Artículo 204. Los juzgadores tienen el deber de mantener el
buen orden, y de exigir que se les guarde el respeto y consi-
deración debidos, tanto por parte de los litigantes y personas
que ocurran a los tribunales, como por parte de los funciona-
rios y empleados de éstos, y sancionarán inmediatamente,
con correcciones disciplinarias, cualquier acto que contra-
venga este precepto. Si algún acto llegare a constituir delito,
se levantará acta circunstanciada para consignarse al Minis-
terio Público. La imposición de la corrección disciplinaria se
decretará en cuaderno por separado. 

Artículo 205. Son correcciones disciplinarias: I. Apercibi-
miento; II. Multa que no exceda de quinientos pesos, y III.
Suspensión de empleo hasta por quince días. Esta última
fracción sólo es aplicable al secretario y demás empleados
del tribunal que imponga la corrección. 

Artículo 206. Dentro de los tres días de haberse hecho sa-
ber una corrección disciplinaria a la persona a quien se hu-
biere impuesto, podrá ésta pedir, ante el mismo tribunal,
que la oiga en justicia. Recibida la petición, citará el tribu-
nal, para dentro de los ocho días siguientes, a una audien-
cia, al interesado, en la que, después de escuchará lo que
expusiere en su descargo, resolverá en el mismo acto, sin
ulterior recurso. 

Artículo 207. Los tribunales no admitirán nunca inciden-
tes, recursos o promociones notoriamente maliciosos o im-
procedentes. Los desecharán de plano, sin necesidad de
mandarlos hacer saber a las otras partes, ni dar traslado, ni
formar artículo. 

Artículo 208. Los magistrados podrán ordenar que se sub-
sane toda omisión que notaren en la substanciación, para el
solo efecto de regularizar el procedimiento. 

Artículo 209. Los tribunales, para hacer cumplir sus deter-
minaciones, pueden emplear a discreción, los siguientes me-
dios de apremio: I. Multa hasta de mil pesos, y II. El auxilio
de la fuerza pública. Si fuere insuficiente el apremio, se pro-
cederá contra el rebelde por el delito de desobediencia. 



Artículo 210. Todo tribunal actuará con secretario o testi-
gos de asistencia. 

Sección Segunda 
De los Secretarios

Artículo 211. En todo acto de que deba dejarse constancia
en autos, intervendrá el secretario, y lo autorizará con su
firma, hecha excepción de los encomendados a otros 
funcionarios. 

Artículo 212. El secretario hará constar el día y la hora en
que se presente un escrito, y dará cuenta con él dentro del
día siguiente, sin perjuicio de hacerlo desde luego, cuando
se trate de un asunto urgente. 

Artículo 213. Los secretarios cuidarán de que los expe-
dientes sean exactamente foliados al agregarse cada una de
las hojas; rubricarán o firmarán todas éstas en el centro del
escrito, y pondrán el sello de la Secretaría en el centro del
cuaderno de manera que abarque las dos caras. 

Artículo 214. El secretario guardará, con la seguridad de-
bida, bajo su responsabilidad, los documentos originales
que presenten los interesados. Al expediente se agregarán
copias cuidadosamente cotejadas y autorizadas por el mis-
mo secretario sin perjuicio de que, a petición verbal de
cualquiera de los interesados, se le muestren los originales. 

Artículo 215. Los secretarios son responsables de los ex-
pedientes, libros y documentos que existan en el tribunal y
archivo correspondiente. Cuando, por disposición de la ley
o del tribunal, deban entregar alguno de los mencionados
objetos a otro funcionario o empleado, recabarán recibo
para su resguardo. En este caso la responsabilidad pasará a
la persona que lo reciba. 

Artículo 216. Nunca, ni por orden judicial, entregará el se-
cretario los expedientes a las partes, para llevarlos fuera del
tribunal, hecha excepción del Ministerio Público. La frase
“dar vista” o “correr traslado” sólo significa que los autos
quedan en la secretaría, para que se impongan de ellos los
interesados, o que se entreguen las copias. 

Titulo Cuarto
La Acción y la Acumulación Procesal

Capítulo Primero 
Los Sujetos Agrarios

Artículo 217. Son sujetos agrarios que pueden ejercitar la
acción agraria; los ejidos, las comunidades agrarias, los eji-
datarios, los comuneros, los pequeños propietarios, los
grandes propietarios, los avecindados, las colonias, los po-
seedores y las personas jurídicas que incluyan entre sus
miembros a ejidatarios y comuneros. 

Capítulo Segundo 
Personas que Pueden Intervenir en 

el Proceso Jurisdiccional

Artículo 218. Sólo puede iniciar un proceso judicial o inter-
venir en él, quien tenga interés en que el órgano jurisdiccio-
nal declare o constituya un derecho o imponga una condena,
y quien tenga el interés contrario. Actuarán, en el juicio, los
mismos interesados o sus representantes o apoderados, en los
términos de la ley. En cualquier caso, los efectos procésales
serán los mismos, salvo prevención en contrario. 

Artículo 219. Cuando haya transmisión, a un tercero, del
interés de que habla el artículo anterior, dejar de ser parte
quien haya perdido el interés, y lo será quien lo haya ad-
quirido. Estas transmisiones no afectan el proceso jurisdic-
cional, excepto en los casos en que hagan desaparecer, por
confusión substancial de intereses, la materia del litigio. 

Artículo 220. Las relaciones recíprocas de las partes, den-
tro del proceso, con sus respectivas facultades y obligacio-
nes, así como los términos, recursos y toda clase de medios
que este Código concede para hacer valer, los contendien-
tes, sus pretensiones en el litigio, no pueden sufrir modifi-
cación en ningún sentido, por virtud de leyes o estatutos re-
lativos al modo de funcionar o de ser especial de una de las
partes, sea actora o demandada. En todo caso, debe obser-
varse la norma tutelar de la igualdad de las partes dentro
del proceso, de manera tal que su curso fuera el mismo,
aunque se invirtieran los papeles de los litigantes. 

Artículo 221. Las instituciones, servicios y dependencias
de la administración pública de la Federación y de las enti-
dades federativas tendrán, dentro del proceso jurisdiccio-
nal, en cualquiera forma en que intervengan, la misma si-
tuación que otra parte cualquiera; pero nunca pondrá
dictarse, en su contra mandamiento de ejecución ni provi-
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dencia de embargo, y estarán exentos de prestar las garan-
tías que este Código exija de las partes. Las resoluciones
dictadas en su contra serán cumplimentadas por las autori-
dades correspondientes, dentro de los límites de sus atribu-
ciones. La intervención que, en diversos casos, ordena la
ley que se dé al Ministerio Público, no tendrá lugar cuando
en el procedimiento intervenga ya el Fiscal General de la
República o uno de sus agentes, con cualquier carácter o
representación. 

Artículo 222. Siempre que una parte, dentro de un proce-
so, esté compuesta de diversas personas, deber tener una
sola representación, para lo cual nombrarán los interesados
un representante común. Si se tratare de la actora, el nom-
bramiento de representante será hecho en la demanda o en
la primera promoción, sin lo cual no se le dará curso. Si
fuere la demandada, el nombramiento se hará en un plazo
que concluirá a los tres días siguientes al vencimiento del
término del último de los emplazados, para contestar la de-
manda. Cuando la multiplicidad de personas surja en cual-
quier otro momento del proceso, el nombramiento de re-
presentante común deber hacerse en el plazo de cinco días,
a partir del primer acto procesal en que se tenga conoci-
miento de esa multiplicidad. Si el nombramiento no fuere
hecho por los interesados, dentro del término correspon-
diente, lo hará de oficio el tribunal, de entre los interesados
mismos. El representante está obligado a hacer valer todas
las acciones o excepciones comunes a todos los interesados
y a las personales de cada uno de ellos; pero si éstos no cui-
dan de hacerlas conocer oportunamente al representante,
queda éste libre de toda responsabilidad frente a los omi-
sos. El representante común tendrá todas las facultades y
obligaciones de un mandatario judicial. 

Artículo 223. Los cambios de representante procesal de
una parte no causan perjuicio alguno a la contraria, mien-
tras no sean hechos saber judicialmente. Tampoco perjudi-
carán a una parte los cambios operados en la parte contra-
ria, por relaciones de causante o causahabiente, mientras
no se hagan conocer en igual forma. Cuando se verifiquen
estos cambios con infracción de lo dispuesto en el párrafo
anterior, la actividad procesal se desarrollará y producirá
sus efectos con toda validez, como si no se hubiese opera-
do el cambio, en tanto no se haga saber judicialmente. 

Capítulo Tercero 
Litigio y Acumulación Procesal

Artículo 224. La demanda ante el tribunal puede ser pro-
puesta, tanto para la resolución de todas, como para la re-

solución de algunas de las cuestiones que puedan surgir pa-
ra la decisión de una controversia. 

Artículo 225. Después de que se haya admitido, por un tri-
bunal, demanda para la decisión total o parcial de un litigio,
y en tanto éste no haya sido resuelto por sentencia irrevoca-
ble, no puede tener lugar para la decisión del mismo litigio,
otro proceso, ni ante el mismo tribunal ni ante tribunal diver-
so, salvo cuando se presente, dentro del juicio iniciado, nue-
va demanda ampliando la primera a cuestiones que en ella
fueron omitidas. Cuando, no obstante, esta prohibición, se
haya dado entrada a otra demanda, procederá la acumulación,
que, en este caso, no surte otro efecto que el de la total nuli-
ficación del proceso acumulado, con entera independencia de
la suerte del iniciado con anterioridad. La ampliación a que
se refiere el párrafo anterior sólo puede presentarse una vez,
hasta antes de la audiencia final de la primera instancia, y se
observarán las disposiciones aplicables como si se tratara de
un nuevo juicio.

Artículo 226. Dos o más litigios deben acumularse cuan-
do la decisión de cada uno exige la comprobación, la
constitución o la modificación de relaciones jurídicas,
derivadas, en todo o en parte, del mismo hecho, el cual
tiene necesariamente que comprobarse en todo caso, o
tienden en todo o en parte al mismo efecto, o cuando, en
dos o más juicios, debe resolverse, total o parcialmente,
una misma controversia. Para que proceda la acumula-
ción es necesario que los juicios no estén para verificar-
se la audiencia final de la primera instancia. La acumu-
lación se hará del más nuevo al más antiguo. La
acumulación no procede respecto de procesos que se
ventilen en el extranjero. 

Artículo 227. Si los procesos se encuentran en el mismo
tribunal, la acumulación puede ordenarse de oficio o a pe-
tición de parte, por el procedimiento incidental. 

Artículo 228. Cuando los procesos se encuentren en dife-
rentes tribunales, la acumulación se substanciar por el pro-
cedimiento señalado para la inhibitoria. El tribunal que de-
cida la acumulación enviar los autos al que deba conocer
de los juicios acumulados, cuando aquélla proceda, o de-
volverá, a cada tribunal, los que haya enviado, en caso con-
trario. La resolución que resuelva sobre la acumulación es
irrevocable. 

Artículo 229. El efecto de la acumulación es el de que
los asuntos acumulados se resuelvan en una sola senten-
cia, para lo cual se suspender la tramitación de una cues-



tión cuando esté para verificarse, en ella, la audiencia fi-
nal del juicio. 

Artículo 230. Es válido lo practicado por los tribunales
competentes antes de promoverse la acumulación. Lo que
practicaren después ser nulo, salvo lo dispuesto sobre pro-
videncias precautorias o disposición contraria de la ley. 

Artículo 231. Cuando un tribunal estime que no puede re-
solver una controversia, sino conjuntamente con otras
cuestiones que no han sido sometidas a su resolución. Lo
hará así saber a las partes, para que amplíen el litigio a las
cuestiones no propuestas, siguiendo las reglas ordinarias de
la demanda, contestación y demás trámites del juicio, y, en-
tretanto no lo hagan, no estar obligado el tribunal a resol-
ver. La resolución que ordene la ampliación es apelable en
ambos efectos. 

Artículo 232. Hecha excepción del caso del artículo 61 y de
disposición contraria de la ley, cuando un tercero tenga una
controversia con una o varias de las partes en juicio, y la sen-
tencia que en éste haya de pronunciarse deba influir en dicha
controversia, si en el juicio aún no se celebra la audiencia fi-
nal, pueden las partes interesadas hacer venir al tercero, for-
mulando su demanda dentro del mismo proceso, sujetándose
a las reglas ordinarias, o puede el tercero hacerlo de por sí,
formulando su demanda en los mismos términos, con la fina-
lidad, en ambos casos, de que se resuelva la tercería conjun-
tamente con la primitiva reclamación, para lo cual se suspen-
der el procedimiento en el juicio inicial hasta que la tercería
se encuentre en el mismo estado. Si el tercerista coadyuva
con una de las partes, deben ambos litigar unidos y nombrar
su representante común. 

Titulo Quinto 
Del Proceso Agrario

Capítulo I 
Disposiciones Preliminares

Artículo 233. Son procesos agrarios los que tienen por ob-
jeto sustanciar, dirimir y resolver las controversias que sus-
citen con motivo de la aplicación de las disposiciones con-
tenidas en este Código y en la Ley Agraria. 

Artículo 234. En la resolución de las controversias que se-
an puestas bajo su conocimiento, los tribunales se sujetarán
siempre al procedimiento previsto por este código y que-
dará constancia de ella por escrito. En los procesos en que

se involucren tierras de los grupos indígenas, los tribunales
deberán de considerar el derecho consuetudinario de cada
grupo mientras no contravengan lo dispuesto por este códi-
go ni se afecten derechos de tercero. Asimismo, cuando se
haga necesario, el tribunal se asegurará de que los indíge-
nas cuenten con traductores. Los tribunales suplirán la de-
ficiencia de las partes en sus planteamientos de derecho
cuando se trate de núcleos de población ejidales o comu-
nales, así como ejidatarios y comuneros. 

Artículo 235. Los Tribunales Agrarios, además, conocerán
de la competencia no contenciosa, llamada vía de jurisdic-
ción voluntaria de los asuntos no litigiosos que les sean plan-
teados, que requieran la intervención judicial, y proveerán lo
necesario para proteger los intereses de los solicitantes. 

Artículo 236. Los Tribunales Agrarios proveerán las dili-
gencias precautorias necesarias para proteger a los intere-
sados. Asimismo, podrán acordar la suspensión del acto de
autoridad en materia agraria que pudiere afectarlos en tan-
to se resuelve, en definitiva. La suspensión se regulará apli-
cando en lo conducente lo dispuesto en el Libro Primero,
Título Segundo, Capítulo III de la Ley de Amparo. En la
aplicación de las disposiciones de ese ordenamiento para
efectos de la suspensión del acto de autoridad en materia
agraria, los Tribunales Agrarios considerarán las condicio-
nes socioeconómicas de los interesados para el estableci-
miento de la garantía inherente a la reparación del daño e
indemnización que pudiere causarse con la suspensión, si
la sentencia no fuere favorable para el quejoso. 

Artículo 237. Cuando el tribunal, al recibir la demanda o
en cualquier estado del procedimiento agrario, se percate
de que el litigio o asunto no litigioso no es de su compe-
tencia, en razón de corresponder a tribunal de diversa ju-
risdicción o competencia por razón de la materia, del gra-
do o de territorio, suspenderá de plano el procedimiento y
remitirá lo actuado al tribunal competente. Lo actuado por
el tribunal incompetente será nulo, salvo cuando se trate de
incompetencia por razón del territorio. 

Artículo 238. Cuando el Tribunal Agrario recibiere inhibi-
toria de otro en que se promueva competencia y considera-
se debido sostener la suya, el mismo día lo comunicará así
al competidor y remitirá el expediente con el oficio inhibi-
torio, con informe especial al Tribunal Superior Agrario, el
cual decidirá, en su caso, la competencia. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice I49



Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados50

Capítulo II
Presentación de la Demanda y Emplazamiento

Artículo 239. El actor puede presentar su demanda por es-
crito o por simple comparecencia; en este caso, se solicita-
rá a la Procuraduría Agraria coadyuve en su formulación
por escrito de manera concisa. En su actuación, dicho or-
ganismo se apegará a los principios de objetividad e im-
parcialidad debidas. Recibida la demanda, se emplazará al
demandado para que comparezca a contestarla a más tardar
durante la audiencia. En el emplazamiento se expresará,
por lo menos, el nombre del actor, lo que demanda, la cau-
sa de la demanda la invitación a que conteste solo las pre-
tensiones litigiosas, el señalamiento de que el asunto pue-
de resolverse por conciliación y la fecha y hora que se
señale para la audiencia, la que deberá tener lugar dentro de
un plazo no menor a cinco ni mayor a diez días, contado a
partir de la fecha en que se practique el emplazamiento, y
la advertencia de que en dicha audiencia se desahogarán las
pruebas, salvo las que no puedan ser inmediatamente des-
ahogadas, en cuyo caso se suspenderá la audiencia y el tri-
bunal proveerá lo necesario para que sean desahogadas, en
un plazo de quince días. Atendiendo a circunstancias espe-
ciales de lejanía o apartamiento de las vías de comunica-
ción y otras que hagan difícil el acceso de los interesados
al tribunal, se podrá ampliar el plazo para la celebración de
la audiencia hasta por quince días más. Debe llevarse en
los Tribunales Agrarios en registro en que se asentarán por
días y meses, los nombres de actores y demandados y el
objeto de la demanda. 

Artículo 240. El emplazamiento se efectuará al demanda-
do por medio del secretario o actuario del Tribunal, en el
lugar que el actor designe para ese fin y que podrá ser: I. El
domicilio del demandado, su finca, su oficina o principal
asiento de negocios o el lugar en que labore y II. Su parce-
la u otro lugar que frecuente y en el que sea de creerse que
se halle al practicarse el emplazamiento. 

Artículo 241. El secretario o actuario que haga el emplaza-
miento se cerciorará de que el demandado se encuentra en el
lugar señalado y lo efectuará personalmente. Si no lo encon-
traren y el lugar fuere de los enumerados en la fracción I del
artículo anterior, cerciorándose de este hecho, dejará la ce-
dula con la persona de mayor confianza. Si no se encontrare
al demandado y el lugar no fuere de los enumerados en la
fracción I mencionada no se le dejará la cédula, debiéndose
emplazarse de nuevo cuando lo promueva el actor. 

Artículo 242. Cuando no se conociere el lugar en que el
demandado viva o tenga el principal asiento de sus nego-
cios, o cuando viviendo o trabajando en un lugar se nega-
ren la persona o las personas requerida a recibir el empla-
zamiento, se podrá hacer la notificación en el lugar donde
se encuentre, previa certificación de que no pudo hacerse la
notificación personal y habiéndose comprobado fehacien-
temente que alguna persona no tenga domicilio fijo o se ig-
nore dónde se encuentre y hubiere que emplazarla a juicio
o practicar por primera vez en autos una notificación per-
sonal; en estos casos, el tribunal acordará que el emplaza-
miento o la notificación se hagan por edictos que conten-
drán la resolución que se notifique, en su caso una breve
síntesis de la demanda y del emplazamiento y se publica-
rán por dos veces dentro de un plazo de diez días, en uno
de los diarios de mayor circulación en la región en que es-
té ubicado el inmueble relacionado con el procedimiento
agrario y en el periódico oficial del Estado en que se en-
cuentre localizado dicho inmueble, así como en la oficina
de la Presidencia Municipal que corresponda y en los es-
trados del tribunal. Las notificaciones practicadas en la for-
ma antes prevista surtirán efectos una vez transcurridos
quince días a partir de la fecha de la última publicación por
lo que, cuando se trate de emplazamiento, se deberá tomar
en cuenta este plazo al señalar el día para la celebración de
la audiencia. Si el interesado no se presenta dentro del pla-
zo antes mencionado, o no comparece a la audiencia de ley,
las subsecuentes notificaciones se le harán en los estrados
del tribunal. Sin prejuicio de realizar las notificaciones en
la forma antes señalada, el tribunal podrá, además, hacer
unos de otros medios de comunicación masiva, para hacer-
las del conocimiento de los interesados. Quienes compa-
rezcan ante los Tribunales Agrarios, en la primera diligen-
cia judicial en que intervengan, o en el primer escrito,
deben señalar domicilio ubicado en la población en que
tenga su sede el tribunal respectivo, o las oficinas de la au-
toridad municipal del lugar en que vivan, para que en ese
lugar se practiquen las notificaciones que deban ser perso-
nales, las que, en caso de que no esté presente el interesa-
do o su representante, se harán por instructivo. En este ca-
so, las notificaciones personales así practicadas surtirán
efectos legales plenos. Cuando no se señale domicilio para
recibir notificaciones personales, éstas se harán en los es-
trados del tribunal. 

Artículo 243. El actor tiene el derecho de acompañar al se-
cretario o actuario que practique el emplazamiento para ha-
cerle las indicaciones que faciliten la entrega. 



Artículo 244. El secretario o actuario que practique el em-
plazamiento o entregue la cédula recogerá el acuse de reci-
bo y, si no supere o no pudiere firmar la persona que de-
biera hacerlo, será firmado por alguna otra presente en su
nombre, asentándose el nombre de la persona con quien
haya practicado el emplazamiento en el acta circunstancia-
da que se levante y que será agregada al expediente. 

Artículo 245. En los casos a que se refiere el artículo 240,
el acuse de recibo se firmará por la persona con quien se
practicará el emplazamiento. Si no supiere o no pudiere fir-
mar lo hará a su ruego un testigo; si no quisiera firmar o
presentar testigo que lo haga, firmará el testigo requerido al
efecto por el notificador. Este testigo no puede negarse a
firmar, bajo multa del equivalente de tres días de salario
mínimo de la zona de que se trate. 

Artículo 246. Los peritos, testigos y, en general, terceros
que no constituyan parte pueden ser citados por cédula o
por cualquier otro medio fidedigno, cerciorándose quien
haga el citatorio de la exactitud de la dirección de la perso-
na citada. 

Capítulo III 
Contestación de la Demanda y Reconvención

Artículo 247. La copia de la demanda se entregará al de-
mandado o a la persona con quien se practique el emplaza-
miento respectivo. El demandado contestará la demanda a
más tardar en la audiencia, pudiendo hacerlo por escrito o
mediante su comparecencia. En este último caso, el tribu-
nal solicitará a la Procuraduría Agraria que coadyuve en su
formulación por escrito en forma concisa. En su actuación,
dicho organismo se apegará a los principios de objetividad
e imparcialidad debidas. En la tramitación del juicio agra-
rio los Tribunales se ajustarán al principio de oralidad, sal-
vo cuando se requiera de constancia escrita o mayor for-
malidad, o así lo disponga la ley.

Artículo 248. Será optativo para las partes acudir asesora-
das. En caso de que una de las partes se encuentre asesora-
da y la otra no, con suspensión del procedimiento, se soli-
citarán de inmediato los servicios de un defensor de la
Procuraduría Agraria, el cual, para enterarse del asunto, go-
zará de cinco días, contados a partir de la fecha en que se
apersone al procedimiento. 

Artículo 249. Si al ser llamado a contestar la demanda, no
estuviere presente el demandado y constare que fue debi-
damente emplazado, lo cual comprobará el tribunal con es-

pecial cuidado, se continuará la audiencia. Cuando se pre-
sente durante ella el demandado, continuará ésta con su in-
tervención según el estado en que se halle y no se le admi-
tirá prueba sobre ninguna excepción si no demostrare el
impedimento de caso fortuito o de fuerza mayor que le im-
pidiera presentarse a contestar la demanda. Confesada ex-
presamente la demanda en todas sus partes y explicados
sus efectos jurídicos por el magistrado, y cuando la confe-
sión sea verosímil, se encuentre apoyada en otros elemen-
tos de prueba y esté, apegada a derecho, el tribunal pro-
nunciará sentencia de inmediato; en caso contrario,
continuará con el desahogo de la audiencia. 

Artículo 250. Presentada la demanda o realizada la com-
parecencia, el tribunal del conocimiento la examinará y, si
hubiera irregularidades en la misma o se hubiere omitido
en ella alguno de los requisitos previstos legalmente, pre-
vendrá al promovente para que los subsane dentro del tér-
mino de ocho días. 

Artículo 251. Si el demandado opusiere reconvención, lo
hará precisamente al contestar la demanda y nunca des-
pués. En el mismo escrito o comparecencia deberá ofrecer
las pruebas que estime pertinentes. En este caso, se dará
traslado al actor para que esté en condiciones de contestar
lo que a su derecho convenga y el Tribunal diferirá la au-
diencia por un término no mayor de diez días, excepto
cuando el reconvenido esté de acuerdo en proseguir el des-
ahogo de la audiencia. 

Artículo 252. Si al iniciarse la audiencia no estuviere pre-
sente el actor y sí el demandado, se impondrá a aquél una
multa equivalente al monto de uno a diez días de salario
mínimo de la zona de que se trate. Si no se ha pagado la
multa no se emplazará de nuevo para el juicio. 

Artículo 253. Si al iniciarse la audiencia no estuvieren
presentes ni el actor ni el demandado, se tendrá por no
practicado el emplazamiento y podrá ordenarse de nuevo
si el actor lo pidiera. Lo mismo se observará cuando no
concurra el demandado y aparezca que no fue emplazado
debidamente. 

Capítulo IV
Desarrollo del Proceso; Pruebas y Alegatos

Artículo 254. El tribunal abrirá la audiencia y en ella se
observarán las siguientes prevenciones: I. Expondrán oral-
mente sus pretensiones por su orden, el actor su demanda
y el demandado su contestación y ofrecerán las pruebas
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que estimen conducentes a su defensa y presentarán a los
testigos y peritos que pretendan ser oídos; II. Las partes se
pueden hacer mutuamente las preguntas que quieran, inte-
rrogar los testigos y peritos y, en general, presentará todas
las pruebas que se puedan rendir desde luego; III. Todas las
acciones y excepciones o defensas se harán valer en el ac-
to mismo de la audiencia, sin sustanciar artículos o inci-
dentes de previo y especial pronunciamiento. Si de lo que
expongan las partes resultare demostrada la procedencia de
una excepción dilatoria, el tribunal lo declarará así desde
luego y dará por terminada la audiencia; IV. El magistrado
podrá hacer libremente las preguntas que juzgue oportunas
a cuantas personas estuvieren en la audiencia, carear a las
personas entre sí o con los testigos y a éstos, los unos con
los otros, examinar documentos, objetos o lugares y hacer-
los reconocer por peritos; V. Si el demandado no compare-
ciere o se rehusare a contestar las preguntas que se le ha-
gan, el tribunal podrá tener por ciertas las afirmaciones de
la otra parte, salvo cuando se demuestre que no compare-
ció por caso fortuito o de fuerza mayor a juicio del propio
tribunal; y VI. En cualquier estado de la audiencia y en to-
do caso antes de pronunciar el fallo, el tribunal realizará la
mediación y la conciliación, exhortará a las partes a una
composición amigable. Si se lograra la avenencia, se dará
por terminado el juicio y se suscribir el convenio respecti-
vo, el que una vez calificado y, en su caso, aprobado por el
tribunal, tendrá el carácter de sentencia. En caso contrario,
el tribunal oír los alegatos de las partes, para lo cual con-
cederá el tiempo necesario a cada una y en seguida pro-
nunciará su fallo en presencia de ellas de una manera clara
y sencilla. En caso de que la audiencia no estuviere presi-
dida por el magistrado, lo actuado en ella no producirá
efecto jurídico alguno. 

Artículo 255. En el procedimiento agrario serán admisi-
bles toda clase de pruebas, mientras no sean contrarias a la
ley. Asimismo, el tribunal podrá acordar en todo tiempo,
cualquiera que sea la naturaleza del asunto, la práctica, am-
pliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia, siem-
pre que sea conducente para el conocimiento de la verdad
sobre los puntos cuestionados. En la práctica de estas dili-
gencias, el tribunal obrará como estime pertinente para ob-
tener el mejor resultado de ellas, sin lesionar el derecho de
las partes, oyéndolas y procurando siempre su igualdad. 

Artículo 256. Las partes asumirán la carga de la prueba de
los hechos constitutivos de sus pretensiones. Sin embargo, el
tribunal podrá, si considerare que alguna de las pruebas
ofrecidas es esencial para el conocimiento de la verdad y la
resolución del asunto, girar oficios a las autoridades para que

expidan documentos, oportuna y previamente solicitados
por las partes; apremiar a las partes o a terceros, para que ex-
hiban los que tengan en su poder; para que comparezcan co-
mo testigos, los terceros señalados por las partes, si bajo pro-
testa de decir verdad manifiestan no poder presentarlos. 

Artículo 257. El despacho de los Tribunales Agrarios co-
menzará diariamente a las nueve de la mañana y continua-
rá hasta la hora necesaria para concluir todos los asuntos
citados y que se hayan presentado durante el curso del día,
pudiendo retirarse el personal, cuando fueren cuando me-
nos las diecisiete horas. 

Artículo 258. Las audiencias serán públicas, excepto
cuando a criterio del tribunal pudiera perturbarse el orden
o propiciar violencia. Si en la hora señalada para una au-
diencia no se hubiere terminado el procedimiento anterior,
las personas citadas deberán permanecer hasta que llegue a
su turno el asunto respectivo, siguiéndose rigurosamente
para la vista de los procedimientos el orden que les corres-
ponda, según la lista del día que se fijar en los tableros del
tribunal con una semana de anterioridad. Cuando fuere ne-
cesario esperar a alguna persona a quien se hubiere llama-
do a la audiencia o concede tiempo a los peritos para que
examinen las cosas acerca de las que hayan de emitir di-
rectamente u ocurre algún otro caso que lo exija a juicio del
tribunal, se suspenderá la audiencia por un plazo no mayor
a tres días. 

Artículo 259. Para cada asunto se formará un expediente
con los documentos relativos a él y en todo caso, con el ac-
ta de la audiencia en la que se asentarán las actuaciones y
se resaltarán los puntos controvertidos principales y se
asentará la sentencia, suficientemente razonada y fundada,
así como lo relativo a su ejecución. Bastará que las actas
sean autorizadas por el magistrado del tribunal y el secre-
tario o los testigos de asistencia en su caso; pero los intere-
sados tendrán el derecho de firmarlas también, pudiendo
sacar copias de ellas, las cuales podrán ser certificadas por
el secretario. El vencido en juicio que estuviere presente
firmar en todo caso el acta, a menos de no saber o estará fí-
sicamente impedido; si fuere posible se imprimirán sus
huellas digitales. 

Artículo 260. Los documentos y objetos presentados por las
partes, les serán devueltos al terminar la audiencia sólo si así
lo solicitaran, tomándose razón de ello en el expediente, pre-
via copia certificada que de los mismos se agregue a los au-
tos. Si la parte condenada manifestara su oposición a la de-
volución de las constancias, porque pretendiera impugnar la



resolución por cualquier vía, el tribunal, desde luego, negará
la devolución y agregará las constancias en mérito a sus au-
tos por el término que corresponda. 

Artículo 261. Para la facilidad y rapidez en el despacho,
los emplazamientos, citatorios, órdenes, actas y demás do-
cumentos necesarios, se extenderán de preferencia en for-
matos impresos que tendrán los espacios que su objeto re-
quiera y los cuales se llenarán haciendo constar en breve
extracto lo indispensable para la exactitud y precisión del
documento. 

Capítulo V
Sentencia

Artículo 262. El tribunal de conocimiento citará a las par-
tes para oír sentencia en el término que estime convenien-
te, sin que dicho término exceda en ningún caso de veinte
días, contados a partir de la audiencia a que se refieren los
artículos anteriores. 

Artículo 263. Las sentencias de los Tribunales Agrarios se
dictarán a verdad sabida sin necesidad de sujetarse a reglas
sobre estimación de las pruebas, sino apreciando los hechos
y los documentos según los tribunales lo estimaren debido en
conciencia, fundando y motivando sus resoluciones.

Artículo 264. En los procesos agrarios, la inactividad pro-
cesal o la falta de promoción del actor durante el plazo de
cuatro meses producirá la caducidad. 

Capítulo VI 
Ejecución de Sentencia

Artículo 265. Los tribunales agrarios están obligados a
proveer a la eficaz e inmediata ejecución de sus sentencias
y a ese efecto podrán dictar todas las medidas necesarias,
incluidas las de apremio, en la forma y términos que, a su
juicio, fueren procedentes sin contravenir las reglas si-
guientes: I. Si al pronunciarse la sentencia estuvieren pre-
sentes ambas partes, el tribunal las interrogará acerca de la
forma que cada una proponga para la ejecución y procura-
rá que lleguen a un avenimiento a ese respecto; y II. El ven-
cido en juicio podrá proponer fianza de persona arraigada
en el lugar o de institución autorizada para garantizar la
obligación que se le impone, y el tribunal, con audiencia de
la parte que obtuvo, calificar la fianza o garantía según su
arbitrio y si la aceptare podrá conceder un término hasta de
quince días para el cumplimiento y aún mayor tiempo si el

que obtuvo estuviera conforme con ella. Si transcurrido el
plazo no hubiere cumplido, se hará efectiva la fianza o ga-
rantía correspondiente. III. Si existiera alguna imposibili-
dad material o jurídica para ejecutar una sentencia relativa
a tierras de un núcleo de población, la parte que obtuvo
sentencia favorable podrá aceptar la superficie efectiva-
mente deslindada, en cuyo caso la sentencia se tendrá por
ejecutada, dejándose constancia de tal circunstancia en el
acta que levante el actuario. IV. En caso de inconformidad
con la ejecución de la parte que obtuvo sentencia favora-
ble, se presentarán al actuario los alegatos correspondien-
tes, los que asentará junto con las razones que impidan la
ejecución, en el acta circunstanciada que levante. V. Den-
tro de los quince días siguientes al levantamiento del acta
de ejecución, el tribunal del conocimiento dictará resolu-
ción definitiva sobre la ejecución de la sentencia y aprobar
el plano definitivo. 

Capítulo VII 
Los Incidentes

Artículo 266. Las cuestiones incidentales que se susciten
ante los tribunales agrarios, se resolverán conjuntamente
con lo principal, a menos que por su naturaleza sea forzo-
so decidirlas antes, o que se refieran a la ejecución de la
sentencia, pero en ningún caso se formar artículo de previo
y especial pronunciamiento, sino que se decidirán de pla-
no. La conexidad sólo procede cuando se trate de juicios
que sigan ante el mismo tribunal y se resolverá luego que
se promueva, sin necesidad de audiencia especial ni otra
actuación.

Titulo Sexto 
Los Medios de Impugnación

Artículo 267. Contra las resoluciones de los tribunales
agrarios procede el juicio de amparo directo ante los tribu-
nales colegiados, y el amparo indirecto ante los jueces de
distrito.

Artículo Segundo. Se abroga la Ley Orgánica de los Tri-
bunales Agrarios.

Artículo Tercero. Se deroga Título Décimo de la Ley
Agraria denominado de la Justicia Agraria. 
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Transitorios

Primero: El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo: Se deroga la Ley Orgánica de los Tribunales
Agrarios y el Título Décimo de la Ley Agraria denomina-
do de la Justicia Agraria, así como todas las disposiciones
legales contarías a este decreto. 

Notas

1 Tribunales Agrarios, Secretaría General de Acuerdos, Dirección de
Estadística y Control Documental, Informe mensual diciembre de
2018, disponible en internet: 

https://doctransp.tribunalesagrarios.gob.mx/share/proxy/alfresco-
noau th /ap i / in te rna l / sha red /node /G674qHsuSf6 i tpcD-
WNU_Q/content/Concentrado%20DICIEMBRE%202018.pdf?c=f
orce&noCache=1566242736753&a=true

2 Tribunales Agrarios, Secretaría General de Acuerdos, Dirección de
Estadística y Control Documental, Informe mensual diciembre de
2018, disponible en internet: 

https://doctransp.tribunalesagrarios.gob.mx/share/proxy/alfresco-
noau th /ap i / in te rna l / sha red /node /G674qHsuSf6 i tpcD-
WNU_Q/content/Concentrado%20DICIEMBRE%202018.pdf?c=f
orce&noCache=1566242736753&a=true

3 Presentación de INAES en la Comisión de Economía Social y Fo-
mento del Cooperativismo de Fecha 31 de julio del 2019.

4 Informe del Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable
y la Soberanía Alimentaria, agosto 2019.

5 Inegi. Un vistazo a la estadística y geografía. 

http://cuentame.inegi.org.mx/Territorio/extension/default.aspx?
tema=T

6 Registro Agrario Nacional, Información estadística de la estructura
de la propiedad social en México. Situación Agraria Nacional. Resul-
tados 2018. Disponible en internet: 

http://www.ran.gob.mx/ran/inf_intnal/RAN_Info_interes_nal-
2018.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de septiembre de 2019.— Dipu-
tada María Teresa Marú Mejía (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
las Comisiones de Desarrollo y Conservación Rural,
Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, y de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Hildelisa González Morales, del Grupo Parla-
mentario del PT

La suscrita, Hildelisa González Morales, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXIV
Legislatura, con fundamento en lo que se dispone en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, y 77
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a su
consideración la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforma el artículo 115, fracción II, párra-
fo tercero, inciso a), de la Constitución de los Estados Uni-
dos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 6 de junio se publicó en el Diario Oficial de la
Federación el decreto de reformas de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos en materia de igual-
dad de género.

Este decreto responde a la lucha que las mujeres han dado
desde la primera década del siglo pasado, por ampliar los
espacios de participación política para las mujeres.

Debemos tener presente que no fue sino hasta el gobierno
del presidente Adolfo Ruíz Cortines, cuando el 17 de octu-
bre de 1953 se pública el decreto de reforma al artículo 34
Constitucional para reconocer como ciudadanas de este pa-
ís a las mujeres, y, en consecuencia, reconocerles el dere-
cho a votar. Las mujeres votaron por vez primera, en las
elecciones federales intermedias de 1955 para elegir dipu-
tados federales.



De entonces a la fecha, nuestra participación política se ha
ampliado, pero aún persiste atavismos que impiden plena-
mente el acceso a iguales oportunidades que los varones.

El Estado mexicano ha suscrito diversos tratados interna-
cionales, cuyo propósito es impulsar el respeto a los dere-
chos de las mujeres. Destacan por su relevancia el Pacto
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, y la Con-
vención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer.

También es necesario mencionar la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia
contra la Mujer (Convención de Belén do Pará).

Parecería que la aplicación del derecho convencional, por
sí mismo, serviría para eliminar las asimetrías entre muje-
res y hombres, conforme a los dispuesto en el artículo 1o.
constitucional respecto a la aplicación del principio pro
persona y en cuanto a la eliminación de toda forma de dis-
criminación por cualquier motivo.

No debemos pasar por alto que, con derechos políticos o sin
ellos, las mujeres han contribuido a la construcción del Mé-
xico que hoy tenemos. Desde la Independencia, las reformas
y la Revolución siempre han estado a lado de los hombres, en
las batallas que por nuestra libertad se han dado.

Pero el desarrollo político ha sido de desigualdad, sin im-
portar que haya muchas mujeres que practiquen la docen-
cia, la ciencia, la investigación o en nuestras actividades ha-
bituales y luchemos para engrandecer esta patria que es de
todos. En materia política se dieron diversos subterfugios
para evitar que las mujeres ocuparán cargos de elección po-
pular como en el caso de las “Juanitas”, ya que se postula-
ba mujeres como candidata propietaria, y el hombre su-
plente, a tomar posesión el cargo la mujer pedía licencia
para separarse de sus funciones y el hombre entraba en ejer-
cicio del cargo.

Posteriormente, se pasa a que ningún género podría tener más
de 60 por ciento de candidatos ni menos de 40. Evidente-
mente, 60 por ciento era de hombres y 40 de mujeres. La re-
forma constitucional de 2014 estableció la obligación de pos-
tulación paritaria a todos los cargos de elección popular
siendo 50 por ciento hombres y 50 por ciento mujeres.

Parecería que está postulación paritaria por si misma ter-
minaría el problema de la subrepresentación de las muje-
res, ya que se postulaba a mujeres en los Distritos Electo-

rales donde los partidos políticos sabían que sus candidatos
difícilmente podían ganar y se reservaban los distritos con
mayores posibilidades de triunfo para los hombres.

El Instituto Nacional Electoral, a través de diversos acuer-
dos estableció tres segmentos de posibilidades de triunfo
electoral clasificándoos como: bajo, mediano y alto en
cuanto a las posibilidades de triunfo y ahí fue establecien-
do alternancias de postulación entre géneros.

Más aún, el Instituto Nacional Electoral parea efectos de la
representación proporcional estableció que, en al menos
dos de las cinco circunscripciones las fórmulas para dipu-
tados fueran encabezadas por mujeres y, en el caso de las
senadurías de representación proporcional encabezarán la
lista mujeres.

Esto ha permitido que la presente Sexagésima Cuarta Le-
gislatura de las Cámaras del Congreso de la Unión se le co-
nozca como la “Legislatura de la paridad de género”.

Se debe destacar el importante papel del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación, el que al resolver dife-
rentes juicios de reconsideración estableció el criterio de
paridad horizontal y de paridad vertical, estos dos criterios
se contienen en las jurisprudencias 6/2015 y 7/2015.

En la actualidad, la obligación de cumplir el principio
constitucional de paridad de género en el Poder Legislati-
vo aplica tanto para las Cámaras de Senadores y de Dipu-
tados Federal como congreso locales, ayuntamientos y al-
caldías de la Ciudad de México.

Éste es un tema en el que ya no hay reversa y que recono-
ce que a julio de 2019 las mujeres representan un poco más
de 52 por ciento de la población del país, y en la lista no-
minal de electores reflejamos el mismo porcentaje.

Esto significa que las mujeres, tendremos una mayor capa-
cidad para incidir en los asuntos públicos del país.

La reforma constitucional en materia de paridad de género
es un gran logro de las mujeres, en virtud de los importan-
tes elementos que se contienen en lo que se aprobó, desta-
ca el contenido de la fracción VII del apartado A, del ar-
tículo 2o. constitucional que establece que en los
Municipios con población indígena se elegirán represen-
tantes a los ayuntamientos con pleno respeto al principio de
paridad de género.
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Esta disposición es de gran importancia, porque en Muni-
cipios con mayoría de población indígena y alegando el
principio de “usos y costumbres”, se relega a las mujeres
para que puedan ocupar cargos públicos y aun en lugares
donde son postuladas y ganan la elección se les impide to-
mar posesión de sus cargos aún por medios violentos.

En el artículo 4o., primer párrafo se establece que la mujer
y el hombre son iguales ante la ley, estableciendo el prin-
cipio de igualdad formal. Sin embargo, el que se sustituya
la palabra varón por el hombre y se ponga primero a la mu-
jer, es muestra del reconocimiento a la importancia no so-
lo cuantitativa sino también cualitativa que las mujeres re-
presentamos en este país.

En el artículo 41, segundo párrafo, se contiene un elemento
que será de vital importancia para el desarrollo político del
país en los próximos años, dicho párrafo establece a la letra
“… La ley determinará las formas y modalidades que corres-
pondan para observar el principio de paridad de género en los
nombramientos de las personas titulares de las Secretarás del
Despacho del Poder Ejecutivo federal y sus equivalentes en
las entidades federativas, en la integración de los órganos au-
tónomos se observará el mismo principio…”

La anterior disposición ordena que en la administración pú-
blica federal o de las entidades federativas habrá el mismo
número de mujeres u hombres como titulares de las secre-
tarias de despacho, lo cual no significa ningún problema si
el número de dependencias es número par, pero las com-
plicaciones se darán, cuando el número sea impar.

Cito un ejemplo: “El artículo 26 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, estable el número de las Secre-
tarias del Estado siendo estas 19, por ser número impar ten-
drían que ser 10 Secretarias de Estado para un género,
pongamos por ejemplo el femenino con 10 y el masculino 9.

Si se agregara la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal,
sumarian 20 dependencias y entonces la aplicación del prin-
cipio constitucional es fácil en lo cuantitativo, 10 secretarías
para mujeres y 10 secretarías para hombres.

Pero donde verdaderamente se va a presentar el problema
es en el aspecto cualitativo, para decidir qué dependencia
se integra a uno y cual al otro. Aclarando desde ahora, que
las mujeres no vamos por cuotas, porque nos sabemos per-
fectamente capacitar, preparadas y con pleno conocimien-
to de los temas que en su oportunidad se nos presenten, pa-
ra conducir una secretaría de estado del gobierno federal.

Igual ocurrirá con la integración de los órganos constitu-
cionales autónomos, pues su composición para evitar em-
pates es de número impar. Por ejemplo, el organismo ga-
rante en materia de acceso a la información pública
gubernamental, conforme a lo que se establece en el ar-
tículo 6o., apartado A, fracción VIII, párrafo octavo, se in-
tegra por 7 comisionados.

En el caso del Inegi, el artículo 26, apartado B, párrafo ter-
cero, establece una junta de gobierno, integrada por 5
miembros, en el apartado C, del mismo artículo 26, se pre-
vé la existencia del Consejo Nacional de Evaluación de la
Política del Desarrollo Social, que está integrado por 7
miembros.

En el artículo 28, se prevé la existencia, tanto, de la Comi-
sión Federal de Competencia Económica, como del Insti-
tuto Federal de Telecomunicaciones con 7 integrantes y en
el artículo 41, fracción V, apartado A, párrafo segundo se
prevé la integración del Consejo General con 11 conseje-
ros, también número impar.

En la enumeración anterior se advierte que la paridad de
género en la integración de los órganos constitucionales
autónomos, solo se logrará si se reforma la Constitución
para que su integración sea número par.

Por lo que corresponde al Poder Judicial de la Federación,
la reforma del párrafo octavo del artículo 94 constitucional
prevé que “la ley establecerá la forma y procedimientos
mediante concursos abiertos para la integración de los ór-
ganos jurisdiccionales, observando el principio de paridad
de género”.

Desafortunadamente para el pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, que se integra por 11 ministros, no
aplica el principio de paridad de género, pero sí para la de-
signación de jueces de distritos y magistrados de tribunales
unitario de colegias de circuito.

En el caso de los ayuntamientos, el artículo 115, fracción I,
establece el principio de paridad conforme a lo que la ley
determine, para presidente o presidenta municipal y el nú-
mero de regidurías y de sindicaturas, por lo que de nueva
cuenta volvemos al mismo problema de que la paridad es
un número par, si es impar, podrá ser lo más cercano a pa-
ridad, pero no es paridad.

Conforme al transitorio segundo del decreto de reforma
constitucional del 6 de junio, el Congreso de la Unión tie-



ne un plazo improrrogable de un año, a partir de la entrada
de vigor del decreto para realizar las modificaciones ade-
cuadas, misma que vence el 7 de junio del 2020, entrando
en vigor la figura de paridad de género en secretarias de
despacho para el gobierno que inicia funciones el 1 de oc-
tubre de 2024.

Y para el caso de los gobiernos de las entidades federati-
vas, no existe plazo de reforma local, pero se entiende pa-
ra aquellos que sean electos a partir de la renovación del
poder ejecutivo local que se dé desde 2021 en adelante. En
esta breve reseña, hemos pretendido destacar el importante
logro alcanzado por las mujeres en la reforma constitucio-
nal de paridad de género.

Para que ésta pueda aplicarse de manera efectiva se re-
quiere un amplio proceso de reforma educativa, particular-
mente desde la infancia, para que enseñemos a los niños
que el hecho de pertenecer al género masculino, de suyo no
da ninguna ventaja y de igual forma a las niñas para ense-
ñarles que no por ser mujeres su rol en la vida debe de ser
servir a los hombres.

Estoy segura de que las mujeres que actualmente ocupan
una responsabilidad pública en los poderes de la unión, en
los órganos constitucionales autónomos, en los poderes pú-
blicos de los estados y en los ayuntamientos del país lo ha-
cen con una sola convicción: servir a la ciudadanía.

Por lo expuesto y con fundamento en el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en relación con los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración de esta soberanía la siguiente inicia-
tiva con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el párrafo tercero del inciso a) de la
fracción II del artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 115. …

I. …

…

…

…

…

II. …

…

…

a) Las bases generales de la administración pública
municipal, donde deberá prevalecer el principio
de paridad de género en todas las unidades admi-
nistrativas de la administración pública centrali-
zada o paraestatal del ayuntamiento; y de proce-
dimiento administrativo, incluyendo los medios de
impugnación y los órganos para dirimir las contro-
versias entre dicha administración y los particulares,
con sujeción a los principios de igualdad, audiencia
y legalidad.

b) a e) …

III. a X. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Las legislaturas de los estados, en un plazo no
mayor de 90 días, a partir de la publicación del presente
decreto, realizarán las adecuaciones normativas correspon-
dientes a la ley que regule la organización y el funciona-
miento de los ayuntamientos entidad federativa, para que
en la elección de ayuntamientos que se elijan en todo el pa-
ís en 2021 esta reforma pueda ser plenamente aplicada.

Tercero. Esta reforma no aplica por esta única vez para Hi-
dalgo, entidad donde se realizarán elecciones para ayunta-
mientos en junio de 2020.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de
2019.— Diputada Hildelisa González Morales (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
para dictamen, y a la Comisión de Igualdad de Género,
para opinión.
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LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA
GENERAL DE LA REPÚBLICA

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Ley Orgánica
de la Fiscalía General de la República, a cargo de la dipu-
tada Hildelisa González Morales, del Grupo Parlamentario
del PT

La suscrita, Hildelisa González Morales, diputada a la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en lo que se dis-
pone en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 6, numeral 1, fracción I, y 77, ambos del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona una fracción XXIV, corriéndose en su orden la ac-
tual fracción XXIV, para pasar a ser fracción XXV y se re-
forma el párrafo segundo del artículo 19 de la Ley Orgáni-
ca de la Fiscalía General de la Republica, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el decreto de reformas a la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos en materia de re-
forma política.

Destaca entre estas reformas la que corresponde al artículo
102, apartado A, con la creación de la Fiscalía General de
la República como órgano autónomo del Estado mexicano.

Además, en ese artículo 102, apartado A, párrafo sexto se
establece a la letra lo siguiente: “El fiscal general presenta-
rá anualmente a los Poderes Legislativos y Ejecutivos de la
Unión, un informe de actividades. Comparecerá ante cual-
quiera de las Cámaras cuando se le cite a rendir cuentas o
a informar sobre su gestión”.

Como se aprecia el fiscal general de la República se en-
cuentra obligado por mandato constitucional a rendir un in-
forme de sus actividades a las Cámaras del Congreso de la
Unión y al titular del Ejecutivo federal.

Dentro de las obligaciones para el Poder Legislativo deri-
vadas del artículo transitorio décimo sexto del decreto de
reformas de febrero de 2014, está la de expedir la Ley Or-
gánica de la Fiscalía General de la Republica, misma que
fue aprobada en diciembre de 2018 y publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 14 de diciembre de 2018.

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo décimo sex-
to transitorio, las Cámaras del Congreso de la Unión expi-
dieron el decreto de la autonomía constitucional de la Pro-
curaduría General de la República.

Ahora bien, nos encontramos ante el caso de que el artícu-
lo 102, apartado A, párrafo sexto de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos obliga al fiscal gene-
ral a rendir un informe a las Cámaras del Congreso, así
como al Ejecutivo de la Unión, sin embargo, en la Ley Or-
gánica de la Fiscalía General de la República el legislador
no previó la legislación de dicho informe.

Los informes gubernamentales son un acto de rendición de
cuentas ante la sociedad, a través de sus legítimos repre-
sentantes como lo son los diputados, senadores de la Re-
pública, así como el jefe del Ejecutivo.

Por mandato constitucional, contenido en el artículo 69 el
Ejecutivo federal debe enviar un informe en el que mani-
fiesta el estado general que guarda la administración públi-
ca del país, dicho informe se entrega en la apertura del pri-
mer periodo de sesiones ordinarias del Congreso de la
Unión.

En el artículo 102, apartado B, párrafo noveno, se estable-
ce la obligación del presidente de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos de rendir a los Poderes de la Unión
un informe de actividades, debiendo comparecer ante las
Cámaras del Congreso de la Unión en los términos que dis-
ponga la ley.

Es pertinente mencionar que, en la Ley Orgánica de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, se establece los
siguiente: “El presidente de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos presentará anualmente ante los Poderes de
la Unión, un informe sobre las actividades que haya realiza-
do en el periodo comprendido entre el 1o. de enero y el 31
de diciembre del año inmediato anterior. Al efecto compare-
cerá en el mes de enero ante el pleno de la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión; posteriormente, presen-
tará el informe ante el Presidente de los Estados Unidos
Mexicanos y ante el pleno de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación. Dicho informe será difundido en la forma más
amplia posible para el conocimiento de la sociedad”.

En los últimos años la sociedad mexicana ha padecido un cre-
cimiento exponencial de la delincuencia, particularmente los
delitos de alto impacto son de delincuencia organizada entre
los que destaca las actividades vinculadas al narcotráfico.



Todos los delitos del orden federal, así como los del fuero
común que sean conexos con los delitos federales pueden
ser atraídos por la Fiscalía General de la Republica o aún
sólo los delitos del fuero común cuando expresamente la
víctima lo solicite en términos del artículo 4 de la Ley Or-
gánica de la Fiscalía.

En el artículo 5 de la Ley Orgánica de la Fiscalía en ocho
fracciones, se establecen las importantes funciones de la
Fiscalía, todas ellas relevantes para investigar y perseguir
los delitos, ejercer la acción penal y en el proceso penal,
buscar sentencia condenatoria para los procesados.

Generalmente las estadísticas de incidencia delictiva se mi-
den del 1o. de enero al 31 de diciembre de cada año, es por
ello que en la presente iniciativa se propone la adición de
una fracción XXIV para establecer la obligación del fiscal
general de la República de presentar a las Cámaras del
Congreso de la Unión un informe de actividades y una vez
que esto ocurra entonces presentar dicho informe al Ejecu-
tivo federal.

Se propone que sea durante el mes de febrero, una vez
abierto el segundo periodo de sesiones ordinario del ho-
norable Congreso de la Unión, cuando se presente dicho
informe.

Asimismo se propone la adición del segundo párrafo de la
nueva fracción XXV entre las facultades indelegables del
fiscal general de la República.

Por las consideraciones antes expuestas someto a conside-
ración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona una fracción XXIV, co-
rriéndose en su orden la actual fracción XXIV para pasar a
ser fracción XXV y la XXV a ser XXVI; se adiciona el se-
gundo párrafo del artículo 19 de la Ley Orgánica de la Fis-
calía General de la Republica.

Decreto

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXIV, corrién-
dose en su orden la actual fracción XXIV para pasar a ser
fracción XXV y la XXV a ser XXVI; se adiciona el segun-
do párrafo del artículo 19 de la Ley Orgánica de la Fiscalía
General de la Republica.

Artículo 19. …

I. a la XXIII. …

XXIV. El fiscal general de la República presentará a
las Cámaras del Congreso de la Unión, durante el
mes de febrero, un informe de actividades del año in-
mediato anterior, asimismo presentará dicho infor-
me ante el titular del Ejecutivo federal.

XXV. …

XXVI. …

Serán facultades indelegables del fiscal general de la
República las establecidas en las fracciones I, IV, VII,
VIII, IX, XIV, XV, XVII, XX, XIV, XXV y XXVI. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Las Cámaras del Congreso de la Unión acorda-
rán el formato para la recepción del informe que rinda an-
te ellas el fiscal general de la República.

Tercero. El titular del Ejecutivo federal acordará con el
fiscal general de la República la fecha de presentación del
informe que se rinda ante él.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de 2019.—
Diputada Hildelisa González Morales (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL
CONSUMIDOR Y LEY FEDERAL PARA PREVENIR 

Y SANCIONAR LOS DELITOS COMETIDOS 
EN MATERIA DE HIDROCARBUROS

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de las Leyes Federales de Protección al Consumi-
dor, y para prevenir y sancionar los Delitos cometidos en
materia de Hidrocarburos, a cargo del diputado Luis Enri-
que Martínez Ventura, del Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, Luis Enrique Martínez Ventura, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la
LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice I59



Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados60

mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona una
fracción XIV Ter al artículo 24 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor; y se reforman el primer párrafo y
su fracción primera, se abrogan las actuales fracciones se-
gunda y tercera, añadiendo una nueva fracción segunda al
artículo 16, y se reforma el primer párrafo y se adiciona
una fracción IV al artículo 17 de la Ley Federal para pre-
venir y sancionar los Delitos cometidos en materia de Hi-
drocarburos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los grandes compromisos que tiene el presidente
Andrés Manuel López Obrador con la sociedad mexicana
es el combate de la corrupción, muestra de ello lo repre-
senta el combate frontal que desde el inicio de su adminis-
tración emprendió contra el robo de combustibles.

El 20 de diciembre de 2018, el presidente de la República
puso en marcha el plan conjunto de atención a instalacio-
nes estratégicas de Pemex con el objetivo de atacar de raíz
este ilícito, que tan sólo en 2018 representó una pérdida de
60 mil millones de pesos, que equivale al presupuesto
anual de la Universidad Nacional Autónoma de México.1

Derivado de estas acciones, también se conoció que el
robo de combustibles era un problema que iba más allá la
“ordeña” de ductos y que éste operaba a través de un sis-
tema de distribución que era tolerado desde el interior de
Pemex.

Los resultados para frenar el robo de combustibles han si-
do efectivos, estimaciones de Petróleos Mexicanos señalan
que, el robo de combustibles pasó de 81 mil barriles diarios
en noviembre de 2018 a 2 mil hasta abril de 2019, lo que
representa una reducción de 95 por ciento.

Pese a estos avances, una problemática que aún queda pen-
diente, es la relacionada con los ilícitos que cometen los
distribuidores de combustibles que despachan cantidades
menores a la que los usuarios pagaron, situación que re-
presenta un grave problema para la economía familiar.

En junio de este año, Ricardo Sheffield Padilla, procurador
federal del Consumidor, informó del hallazgo de un soft-

ware conocido como “rastrillo”, el cual tiene la función de
que las máquinas expendedoras de combustible no entre-
guen litros completos. El programa funciona mediante un
botón que se utiliza para modificar la cantidad de gasolina
que se despacha. Para dimensionar la magnitud de esta pro-
blemática basta señalar que la Profeco estima que cerca de
10 por ciento de las gasolineras utilizan dicho software.2

Asimismo, en una inspección realizada por la Profeco en
gasolineras de la Ciudad de México se detectó que de las
125 gasolineras verificadas 41 de ellas no despachan litros
completos, lo cual significa que casi 3 de cada 10 estacio-
nes de servicio no entregan completo el combustible.3

Aunque la Profeco instauró la aplicación Litro x Litro para
que los consumidores puedan conocer en qué estación de
servicio se ofrece la gasolina a mejor precio y para presen-
tar denuncias a dicha institución en caso de irregularidades
o abusos por parte de las concesionarias, no obstante, esta
medida no es suficiente en virtud de que las personas que
no han descargado la aplicación o que viven en zonas don-
de no se cuenta con buena señal de internet quedan des-
protegidas.

Además, esta práctica abusiva de despachar combustible
incompleto no sólo se presenta en las gasolineras, sino
también en los servicios de suministro de gas, ya sea a tra-
vés de cilindros que no tienen la cantidad que deberían
contener o en el servicio de pipas.

Ejemplo de ello es la verificación que la Profeco realizó 30
estaciones de venta de gas LP en la que 50 por ciento de
ellas fueron sancionadas en virtud de que presentaron ano-
malías. En conferencia de prensa, el procurador federal del
Consumidor mencionó: “De las 110 básculas verificadas,
14 fueron inmovilizadas porque no daban el peso adecua-
do, también se inmovilizaron cuatro de siete vehículos y 10
de 31 autotanques”.4

Pero éstos no son las únicas prácticas abusivas por la que
los consumidores sufren una afectación a su economía al
no recibir la cantidad completa de combustibles, la Ley Fe-
deral para prevenir y sancionar los Delitos cometidos en
materia de Hidrocarburos permite que las gasolineras en-
treguen hasta 1.4 por ciento menor de combustibles a la
que aparecen registrados en los instrumentos de medición;
es decir, las gasolineras pueden entregar 986 mililitros, sin
que esto constituya un ilícito.



Al respecto, el artículo 16 de la ley en comento señala:

[…] Se impondrá de 5 a 8 años de prisión y multa de
5,000 a 8,000 veces el valor de la Unidad de Medida y
Actualización vigente, a quien

I. Enajene o suministre gasolinas o diésel con conoci-
miento de que está entregando una cantidad inferior
desde 1.5 por ciento a la cantidad que aparezca registra-
da por los instrumentos de medición que se emplean pa-
ra su enajenación o suministro.

II. Enajene o suministre gas licuado de petróleo con co-
nocimiento de que está entregando una cantidad inferior
desde 3.0 por ciento a la cantidad que aparezca registra-
da por los instrumentos de medición que se emplean pa-
ra su enajenación o suministro.

III. Enajene o suministre gas natural, con conocimiento
de que está entregando una cantidad inferior desde 3.0
por ciento a la cantidad que aparezca registrada por los
instrumentos de medición que se emplean para su ena-
jenación o suministro.

En este sentido, de acuerdo con una estimación realizada
por la Cámara de Diputados, la cantidad de litros diarios no
entregados a los consumidores por este concepto asciende
a 1 millón 736 mil litros, lo que a un precio promedio de
19.32 pesos implicaría que las gasolineras obtienen ganan-
cias por este hecho que ascenderían a 33 millones 539 mil
520 pesos diarios.5

En ello radica la importancia y trascendencia de la pre-
sente iniciativa, en virtud de que tiene como objetivo
erradicar estas prácticas que afectan la economía de las
familias mexicanas. En la cuarta transformación no hay
cabida para estas conductas abusivas que propician que
los consumidores reciban una cantidad de combustible
inferior a la que pagaron.

Por ello proponemos que entre las atribuciones de la Pro-
feco se encuentre la de realizar inspecciones permanentes
para verificar que las concesionarias entreguen litros com-
pletos, en virtud de que actualmente, esta actividad se rea-
liza de forma aleatoria, no obstante, como lo señalamos an-
teriormente ante las prácticas de algunas concesionarias de
no despachar las cantidades correctas de combustible re-
sulta necesario que esta actividad se lleve a cabo de mane-
ra permanente a fin de prevenir e inhibir que se sigan pre-
sentando estas conductas.

Por otra parte, cualquier alteración de los concesionarios a
las máquinas que expenden combustibles con el objetivo
de alterar la cantidad de producto que surten, como es el
caso del software “rastrillo” debe ser sancionado con ma-
yor rigor y en caso de reincidencia podrán llegar a perder
la concesión.

También proponemos desaparecer el margen que actual-
mente tienen los concesionarios para no entregar cantida-
des completos, obligándolos a que el combustible que sur-
tan los aparatos de medición sea la misma a la que
aparecen en éstos.

En el Partido del Trabajo no somos omisos ni indiferentes
ante el saqueo de los que son objeto los consumidores, te-
nemos el firme compromiso de trabajar no sólo por erradi-
car cualquier hecho de corrupción, sino también por cuidar
el bolsillo de los mexicanos.

Con la propuesta que presentamos hoy buscamos prevenir
que los distribuidores de combustibles que incurren en
prácticas corruptas dejen de saquear al pueblo. Los legisla-
dores del PT estamos comprometidos por salvaguardar la
economía familiar de las y los mexicanos.

Cuadro comparativo

Ley Federal de Protección al Consumidor
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Ley Federal para prevenir y sancionar los Delitos co-
metidos en materia de Hidrocarburos

Por lo expuesto y fundado presento a consideración de es-
ta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XIV Ter al
artículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consu-
midor; y se reforman el primer párrafo y su fracción
primera, se abrogan las actuales fracciones segunda y
tercera, añadiendo una nueva fracción segunda al ar-
tículo 16, y se reforma el primer párrafo y se adiciona
una fracción IV al artículo 17 de la Ley Federal para
prevenir y sancionar los Delitos cometidos en materia
de Hidrocarburos

Primero. Se adiciona la fracción XIV Ter al artículo 24 de
la Ley Federal de Protección al Consumidor.

Artículo 24. […]

I. a XIV Bis. […]

XIV. Ter. Instrumentar un programa permanente de
verificación para garantizar que los concesionarios
que enajenen o suministre gasolinas o diésel, gas li-
cuado de petróleo, gas natural entreguen la cantidad
que aparezca registrada por los instrumentos de me-
dición que se emplean para su enajenación o sumi-
nistro o que éstos no hayan sido objeto de alteración
alguna para no entregar el combustible completo.

Segundo. Se reforman el primer párrafo y su fracción pri-
mera, se abrogan las actuales fracciones segunda y terce-
ra, añadiendo una nueva fracción segunda, del artículo 16,
y se reforma el primer párrafo y se adiciona una fracción
IV al artículo 17 de la Ley Federal para prevenir y sancio-
nar los Delitos cometidos en materia de Hidrocarburos.

Artículo 16. Se impondrá de 10 a 16 años de prisión y mul-
ta de 10 000 a 16 000 veces el valor de la unidad de medi-
da y actualización vigente, a quien

I. Enajene o suministre gasolinas o diésel, gas licuado
de petróleo, gas natural con conocimiento de que está
entregando una cantidad inferior a la cantidad que apa-
rezca registrada por los instrumentos de medición que
se emplean para su enajenación o suministro.

II. A los concesionarios que hayan sido sancionados
por incurrir en la conducta señalada en el párrafo
anterior y reincidan en este ilícito, además de las san-



ciones aplicables se harán acreedores a la pérdida de
la concesión.

III. Se abroga.

Artículo 17. Se impondrá pena de 24 a 40 años de prisión
y multa de 24 000 a 40 000 veces el valor de la unidad de
medida y actualización vigente, a quien

I. a III. […]

IV. A los concesionarios que hayan sido sancionados
por algunos de los supuestos contemplados en la
fracción I y II de este artículo y nuevamente sean
sancionados por incurrir en alguno de éstos ilícitos,
además de las sanciones aplicables se harán acreedo-
res a la pérdida de la concesión.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. La Secretaría de Economía, en un plazo no ma-
yor de 60 días naturales a la entrada en vigor del presente
decreto, deberá actualizar la Norma Oficial Mexicana
NOM-185-SCFI-2017, “Programas informáticos y siste-
mas electrónicos que controlan el funcionamiento de los
sistemas para medición y despacho de gasolina y otros
combustibles líquidos. 10 Especificaciones, métodos de
prueba y de verificación”, de acuerdo con lo establecido en
el presente decreto.

Notas

1 “Presidente López Obrador presenta plan conjunto de atención a ins-
talaciones estratégicas de Pemex”, Presidencia de la República, 

<https://www.gob.mx/presidencia/prensa/presidente-lopez-obra-
dor-presenta-plan-conjunto-de-atencion-a-instalaciones-estrategi-
cas-de-pemex-no-habra-tolerancia-para-nadie> Consultado el 29
de agosto de 2019.

2 “Profeco descubre esta forma en que te roban gasolineras”, UnoTV, 

<https://www.unotv.com/noticias/portal/nacional/detalle/progra-
ma-permite-gasolineros-darte-menos-litro-432418/> Consultado el
29 de agosto de 2019.

3 “Tres de cada 10 gasolineras no despachan litros completos: Profe-
co”, W Radio, 

<http://wradio.com.mx/radio/2019/05/06/nacional/1557165
360_657472.html> Consultado el 29 de agosto de 2019.

4 “Sanciona Profeco a 15 gaseras por anomalías tras verificación”, Ex-

célsior. Disponible en 

https://www.excelsior.com.mx/comunidad/sanciona-profeco-a-15-
gaseras-por-anomalias-tras-verificacion/1333952, Consultado el 3
de septiembre de 2019.

5 “Diputados detectan que gasolineras ‘se llevan’ 12 mmdp al año por
no cargar ‘litros de a litro’”.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de
2019.— Diputado Luis Enrique Martínez Ventura (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Eco-
nomía, Comercio y Competitividad, para dictamen.

LEY DEL SERVICIO MILITAR

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley del Servicio Militar, suscrita por el dipu-
tado Carlos Alberto Valenzuela González e integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe Carlos Alberto Valenzuela González, dipu-
tado federal integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional de la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 77 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman los artículos 1o., 4o., 11, 12, 15, 24,
fracción II, párrafo primero, 39, 40, 42 y 49; se adiciona un
segundo párrafo al artículo 49 y; se derogan el párrafo
quinto del artículo 5o., artículo 6o.; párrafo segundo de la
fracción II y la fracción III del artículo 24; 46 y 55, de la
Ley del Servicio Militar, con base a lo siguiente:

I. Planteamiento del problema

La Ley del Servicio Militar es un ordenamiento que data
del año 1940, cuyo origen se da en un entorno bélico a ni-
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vel internacional y con miras a procurar la defensa nacio-
nal para dotarle a las fuerzas armadas de las personas ne-
cesarias y hacer frente a cualquier posible amenaza a la so-
beranía nacional.

Sin embargo, a lo largo de casi ocho décadas, esta ley, si
bien es vigente, solo ha tenido en su historia cuatro refor-
mas; 1942, 1944, 1998 y la más reciente en 2017.

Esta vigencia no se ha adaptado con la misma velocidad a
los tiempos modernos, a los cambios constitucionales en
materia de igualdad de género y de derechos humanos, al
entorno internacional y tratados de protección de la niñez y
adolescencia, e incluso al uso de nuevas tecnologías de la
información. 

Además que se tiene un concepto de obligatoria prestación
del servicio militar, pero genera una excepción de cumpli-
miento al tener la figura de sorteo para su prestación, lo
cual es contradictorio; o referencias a instituciones como la
Guardia Nacional que es totalmente distinta a la que se
concibió en 1940.

II. Argumentos que sustentan la presente iniciativa

Tal como se señaló en el planteamiento del problema en el
que se requiere una actualización de la Ley del Servicio
Militar por lo siguiente:

a) El artículo 4o. constitucional establece la igualdad
ante la ley de hombres y mujeres, por lo cual debe tener
el mismo derecho para participar del servicio militar a
las mujeres.

b) El artículo 5o. constitucional establece de manera
obligatoria la prestación el servicio de las armas para to-
dos los mexicanos por nacimiento o naturalización, sin
distingo de género.

c) El artículo 31 constitucional, en su fracción III,
establece la obligación de alistamiento y servicio en
los cuerpos de reserva, igualmente sin distingo entre
géneros.

d) Desde el punto de vista de la obligatoriedad constitu-
cional, no pueden establecerse regímenes de excepción
para la prestación del servicio militar, aun cuando se al-
cancen los activos autorizados que están en una norma
secundaria, como lo es el Reglamento de la Ley del Ser-
vicio Militar.

e) La Guardia Nacional establecida en la Constitución
de 1917, cambió su naturaleza militar por civil con
atribuciones de seguridad pública en reforma de 2019,
y de lo que deriva una ley específica, siendo ya una
institución ajena a las funciones militares.

f) Derivado de la innovación tecnológica, el acceso a la
información pública como derecho humano establecida
en el artículo 6o. constitucional, así como la mejora re-
gulatoria en el país; se requiere que los documentos que
expidan las dependencias permitan su fácil trámite y
disponibilidad; que permitan su procesamiento estadís-
tico con mayor oportunidad; por lo que la comúnmente
conocida como “cartilla militar”, en su formato físico,
puede ser expedida también ya en un formato digital, tal
como ya sucede en documentos como la CURP, actas de
nacimiento o cédula profesional.

g) En el artículo 5o. de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes se establece que son ni-
ñas y niños los menores de doce años, y adolescentes las
personas de entre doce años cumplidos y menos de die-
ciocho años de edad. Para efectos de los tratados inter-
nacionales y la mayoría de edad, son niños los menores
de dieciocho años de edad. 

Por lo que refiere a la prestación de servicio militar obli-
gatorio o voluntario –ya sea en tiempos de paz o guerra-
no pueden incorporarse menores de dieciocho años. La
actual ley se contrapone con la referida ley vigente des-
de 2014.

h) El artículo 2o. del Protocolo Facultativo de la Con-
vención sobre los Derechos del Niño relativo a la Parti-
cipación de Niños en los Conflictos Armados, establece
la prohibición de reclutar a menores de 18 años de ma-
nera obligatoria.

De lo anterior, se hace necesaria la actualización de la Ley
del Servicio Militar a las nuevas características del contex-
to internacional, social, legal y de derechos humanos.

III. Fundamento legal de la iniciativa

A esta iniciativa les son aplicables diversas disposiciones
contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

-Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

-Ley del Servicio Militar;
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-Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública;

-Ley General de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de Sujetos Obligados; y

-Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública.

IV. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 1o., 4o., 11, 12, 15, 24, fracción II, párrafo pri-
mero, 39, 40, 42 y 49; se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 49 y; se derogan el párrafo quinto del artículo 5o., ar-
tículo 6o.; párrafo segundo de la fracción II y la fracción III
del artículo 24; 46 y 55, de la Ley del Servicio Militar.

V. Ordenamientos a modificar

a) Ley del Servicio Militar
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VI. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 1o., 4o., 11, 12, 15, 24, fracción II, párrafo primero, 39,
40, 42 y 49; se adiciona un segundo párrafo al artículo 49
y; se derogan el párrafo quinto del artículo 5o., artículo 6o.;
párrafo segundo de la fracción II y la fracción III del ar-
tículo 24; 46 y 55, de la Ley del Servicio Militar.

Único. Se reforman los artículos 1o., 4o., 11, 12, 15, 24,
fracción II, párrafo primero, 39, 40, 42 y 49; se adiciona
un segundo párrafo al artículo 49 y; se derogan el párrafo
quinto del artículo 5o., artículo 6o.; párrafo segundo de la
fracción II y la fracción III del artículo 24; 46 y 55, de la
Ley del Servicio Militar, para quedar como sigue:

Artículo 1o. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se declara obligatorio y de orden público el servicio de
las armas para hombres y mujeres mexicanos por naci-
miento o naturalización, quienes lo prestarán en el Ejército
o en la Armada, como soldados, clases u oficiales, de
acuerdo con sus capacidades y aptitudes.

(…)

(…)

Artículo 4o. Los preliminares del alistamiento de cada cla-
se para el servicio de las armas, se llevarán a cabo durante
el segundo semestre del año en que cumplan los individuos
18 años de edad, comenzando su servicio militar el 1o. de
enero del año siguiente. Sus obligaciones militares termi-
nan el 31 de diciembre del año en que cumplan los 40
años de edad. 

Artículo 5o. El servicio de las armas se prestará:

Por un año en el Ejército activo, quienes tengan 18 años de
edad.
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Hasta los 30 años, en la 1a. Reserva.

Hasta los 40 años, en la 2a. Reserva.

Se deroga.

(…)

Artículo 6o. Se deroga

Artículo 11. Todos los mexicanos hombres y mujeres de
edad militar de acuerdo con el artículo 5o. tienen la obli-
gación de inscribirse en las Juntas Municipales o en nues-
tros consulados en el extranjero, en las fechas que designe
la Secretaría de la Defensa Nacional. 

Artículo 12. Los reincidentes que por delitos del orden co-
mún o federal hayan sido condenados a sufrir una pena pri-
vativa de libertad mayor de dos años en sentencia ejecuto-
ria serán destinados para su servicio a los cuerpos que para
el efecto señale la Secretaría de la Defensa Nacional por
dos años.

Artículo 15. Aun cuando el efectivo de la clase exceda del
llamado al activo, integrarán el contingente.

Artículo 24. En el activo del Ejército se podrán admitir vo-
luntarios hasta completar la cifra que anualmente fije la Se-
cretaría de la Defensa Nacional, cuando se satisfagan los
siguientes requisitos:

I. (…)

II. Ser mexicano, hombre o mujer, mayor de 18 y me-
nor de 30 años de edad, y hasta los 40 años para el per-
sonal de especialistas del Ejército.

Se deroga.

III. Se deroga.

IV. (…)

Artículo 39. La Oficina Central de Reclutamiento tendrá a
su cargo, principalmente, la concentración de todos los da-
tos que le proporcionen las demás autoridades; llevará el
detalle y la estadística; ordenará la distribución del
contingente, así como el punto y fecha de presentación de
los conscriptos y su instrucción en materia de derechos
humanos. 

Artículo 40. La Oficina de Reclutamiento de Zona tendrá
a su cargo fundamentalmente: recibir de las oficinas de re-
clutamiento en los sectores toda la documentación que le
turnen las Juntas Municipales de Reclutamiento; examinar
toda la documentación a este respecto; ratificar o rectificar
los fallos de las oficinas de reclutamiento de los sectores
por lo que toca a reclamaciones basadas en incapacidad fí-
sica; resolver todas las demás reclamaciones que le turnen
las oficinas de reclutamiento de sus sectores; devolver
aprobadas a las Juntas Municipales de Reclutamiento, con
copia a las de Sector, las listas definitivas del personal
que debe integrar el contingente y en los períodos de ins-
trucción militar. Ordenar la concentración de los conscrip-
tos para su distribución en los cuerpos en la forma que or-
dene la Oficina Central de Reclutamiento.

Artículo 42. Las Juntas Municipales de Reclutamiento ten-
drán a su cargo principalmente el empadronamiento de to-
dos los individuos de edad militar y el reconocimiento mé-
dico, recibir todas las reclamaciones y solicitudes,
turnándolas con un informe a la Oficina de Reclutamiento
de Sector; una vez recibidas las listas aprobadas de la Ofi-
cina de Zona, mandarlas a publicar y dar a conocer a los
interesados su designación, obligaciones y delitos y faltas
en que incurren por actos contrarios u omisiones a esta Ley
y su Reglamento. Una vez verificado lo anterior, reunirá y
presentará a las autoridades militares encargadas de recibir
a los conscriptos en el lugar, día y hora que se designe y fi-
nalmente, hará cumplir con las disposiciones de esta Ley y
su Reglamento a los individuos que no vayan a prestar ser-
vicios en el activo. 

Artículo 46. Se deroga.

Artículo 49. Todos los mexicanos, hombre o mujer de
edad militar recibirán una tarjeta física y digital de identi-
ficación en la que consten sus generales, huellas digitales,
clase a que pertenezcan y si han cumplido con el servicio
de las armas o si están excluidos o aplazados. Esta tarjeta
se expedirá gratuitamente y deberá ser visada cada año por
la Oficina de Reclutamiento de Zona, de Sector o Consula-
dos. La Secretaría de la Defensa Nacional fijará oportuna-
mente la fecha desde la cual dicha tarjeta es exigible.

La información de esta tarjeta estará sujeta a lo dis-
puesto en las leyes de transparencia y protección de da-
tos personales.

Artículo 55. Se deroga.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Para los efectos de la eliminación del sorteo pa-
ra prestadores del servicio militar obligatorio, este aplicará
para la clase del año inmediato posterior a la entrada en vi-
gor del presente Decreto.

Tercero. Para los efectos de la reforma al artículo 39 de la
Ley del Servicio Militar, la Secretaría de la Defensa Na-
cional dispondrá de 180 días naturales posteriores a la en-
trada en vigor del presente Decreto para publicar en su Por-
tal Electrónico el material didáctico en materia de
Derechos Humanos el cual contará con el aval del organis-
mo público garante en materia de Derechos Humanos.

Cuarto. Para los efectos de la reforma al artículo 49 de la
Ley del Servicio Militar, la Secretaría de la Defensa Na-
cional dispondrá de hasta dos años calendario a partir de la
entrada en vigor del presente Decreto para implementar la
expedición de la tarjeta en su formato digital. 

Adicionalmente, deberá expedir en formato digital las car-
tillas que fueron generadas con anterioridad cuando menos
veintitrés clases previas a la publicación del presente De-
creto, mediante el procedimiento que la Secretaría de la
Defensa Nacional determine y que deberá publicarse en el
Diario Oficial de la Federación.

Quinto. Los recursos económicos necesarios para la im-
plementación de las obligaciones deberán estar considera-
dos en el presupuesto de egresos de la Secretaría de la De-
fensa Nacional y aprobados por la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de octubre de 2019.— Diputado
Carlos Alberto Valenzuela González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para 
dictamen.

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD 
PRIVADA Y LEY DE AVIACIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
Federal de Seguridad Privada, y de Aviación Civil, suscri-
ta por el diputado Carlos Alberto Valenzuela González e in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Carlos Alberto Valenzuela González, dipu-
tado federal del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 77 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 2o., 5o., 7o., 9o., 12o., 24o., 25o.,
32o., 33o., 46o. y nomenclatura del Título Segundo de la
Ley Federal de Seguridad Privada; se reforman los ar-
tículos 44o., 47o., 86o. y se adiciona el artículo 11 Bis de
la Ley de Aviación Civil, con base en el siguiente

I. Planteamiento del problema

La seguridad de las personas y de la población en general
son una de las obligaciones que el Estado debe garantizar;
ante la complejidad de esta obligación se ha apoyado de fi-
guras de prestación de servicios en materia de seguridad
prestados por particulares.

Sin embargo, el desarrollo tecnológico ha implicado que
existan nuevos equipos o aditamentos de vigilancia. Estos
equipos son los denominados “drones” (aeromodelos o ae-
ronaves autónomas) que pueden o no ser modificados, que
pueden vulnerar la seguridad pública o en este caso la pri-
vada, e incluso vulnerar temas como la aeronáutica civil, la
comercial o de mensajería, e incluso de seguridad nacional.
Toda vez que al ser modificados pueden corromper el pro-
pósito de su invención con fines delictivos, beligerantes o
de agresión a instalaciones estratégicas de la nación.

Es por ello, que este es un acercamiento a poder regular y
disponer de un control para el uso de equipos de vigilancia
basados en el uso de aeromodelos o aeronaves autónomas.

II. Argumentos que sustentan la presente iniciativa

De acuerdo con el artículo 150 de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, los servicios de se-
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guridad privada son auxiliares a la función de seguridad
pública.

En 2016, se aplicó por el Consejo Nacional de Seguridad
una encuesta que arrojó la siguiente información:

• 64 por ciento considera que la calle es el lugar más inse-
guro, y para el 30 por ciento sería el transporte público.

• 99 por ciento conoce la existencia de empresas que
brindan servicios de seguridad privada.

• 37 por ciento indicó haber contratado algún servicio de
seguridad privada.

• 46 por ciento se siente más seguro con el uso de servi-
cios de seguridad privada.

• 51 por ciento considero conveniente contratar algún
servicio de seguridad privada.1

De acuerdo a la información pública disponible, existen ac-
tualmente en el país mil 231 empresas de seguridad priva-
da con autorización federal vigente.2 Asimismo, con datos
del Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Sis-
tema Penitenciario Estatales 2016 y con datos de 2015, se
registraron 3 mil 990 empresas en el ámbito estatal;3 que si
comparamos las existentes en 2009 estas han tenido un cre-
cimiento del 43 por ciento de las prestadoras de servicios.

Del periodo 2011-2019, se registran 676 sanciones a em-
presas de seguridad privada (amonestaciones y clausuras).

Como identificador de riesgos y oportunidades en el uso de
drones el Ministerio de Fomento de España cuenta con un
plan estratégico que permite orientar y conducir el desarro-
llo ordenado y alcances, para que “la actividad se desarro-
lle de manera óptima y en condiciones de seguridad, por un
lado, adoptando normas que aporten certidumbre a través
de unas reglas de juego claras, y por otro, llevando a cabo
las actuaciones de supervisión necesarias para garantizar el
adecuado cumplimiento de las normas”.4

El uso en materia de seguridad (pública o privada) de
acuerdo a este plan más destacados son monitorizar áre-
as extensas, actividades de prevención, esencialmente a
través de trabajos de vigilancia general; primera respues-
ta ante incidentes, mejora de la capacidad de respuesta en
el futuro. 

Ante tal evolución de los esquemas y equipos de seguridad,
y la falta de regulación o control en la materia; es necesa-
rio minimizar el riesgo que implica la no regulación del uso
de estas nuevas tecnologías en la seguridad privada, ya que
puede impactar negativamente en la seguridad de las per-
sonas, de las empresas, del gobierno; y si no se cuenta con
controles de uso y registro de unidades aeromodelos o ae-
ronaves autónomas, los riesgos se incrementan y es un
asunto que debe atenderse de manera coordinada entre las
dependencias como la Secretaría de Comunicaciones y
Transporte (SCT) con la Secretaría de Seguridad y Protec-
ción Ciudadana (SSPC).

Si bien, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a tra-
vés de la Dirección General de Aeronáutica Civil, expidió la
Circular “COAV-23/10 R4” esta se refiere a la naturaleza de
seguridad de aviación civil, y no aborda desde el enfoque del
uso específico para labores de seguridad pública.5

Adicionalmente, la información pública de la Dirección
General de Aeronáutica Civil muestra únicamente infor-
mación en materia de aeronáutica civil y no de licencias
expedidas para el manejo de RSP o cuantas unidades de
Aeronaves Pilotadas a Distancia (RPA) se encuentran en
registro. 

La propuesta busca dar transversalidad normativa y opera-
tiva, mediante un registro de las aeronaves autónomas y ae-
romodelos que cuenten con permisos de la SCT y que la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana identifi-
que cuales de estas se utilizan para tareas de seguridad
prestadas por particulares; y emita los protocolos de actua-
ción que estime adecuados.

III. Fundamento legal de la iniciativa

A esta iniciativa les son aplicables diversas disposiciones
contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

• Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

• Ley Federal de Seguridad Privada.

• Ley de Aviación Civil.

IV. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 2o., 5o., 7o., 9o., 12o., 24o., 25o., 32o., 33o.,
46o. y nomenclatura del Título Segundo de la Ley Federal
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de Seguridad Privada; se reforman los artículos 44o., 47o.,
86o. y se adiciona el artículo 11 Bis de la Ley de Aviación
Civil.

V. Ordenamientos a modificar

a) Ley Federal de Seguridad Privada
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b) Ley de Aviación Civil

VI. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 2o., 5o., 7o., 9o., 12o., 24o., 25o., 32o., 33o., 46o. y no-
menclatura del Título Segundo de la Ley Federal de Segu-
ridad Privada; se reforman los artículos 44o., 47, 86 y se
adiciona el artículo 11 Bis de la Ley de Aviación Civil, pa-
ra quedar como sigue:

Primero. Se reforman los artículos 2o., 5o., 7o., 9o., 12o.,
24o., 25o., 32o., 33o., 46o. y nomenclatura del Título Se-
gundo de la Ley Federal de Seguridad Privada; para quedar
como sigue:

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

(…)

VI. Secretaría. La Secretaría de Seguridad y Protec-
ción Ciudadana

VII. Dirección General. La Dirección General de Regis-
tro y Supervisión a Empresas y Servicios de Seguridad

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice I71



Privada, dependiente de la Secretaría de Seguridad y
Protección Ciudadana.

VIII. Autorización. El acto administrativo por el que la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, a
través de la Dirección General de Registro y Supervi-
sión a Empresas y Servicios de Seguridad Privada, per-
mite a una persona física o moral prestar servicios de se-
guridad privada en dos o más entidades federativas.

(…)

XIII. Entidades federativas. Los estados y la Ciudad de
México.

Título Segundo
De la Secretaría y la 

Coordinación Interinstitucional

Capítulo I
De sus Atribuciones

Artículo 5. La Secretaría a través de la Dirección General,
tendrá las siguientes facultades en materia de seguridad
privada:

(…)

II. Establecer, operar y mantener actualizado el Registro
Nacional de Empresas, Personal y Equipo de Seguridad
Privada, que incluirá también el uso de aeromodelos
o aeronaves autónomas;

(…)

Artículo 7. La Secretaría, con la intervención que corres-
ponda al Sistema Nacional de Seguridad Pública, podrá
suscribir convenios o acuerdos con las autoridades compe-
tentes de los estados, la Ciudad de México y municipios,
con el objeto de establecer lineamientos, acuerdos y meca-
nismos relacionados con los servicios de seguridad priva-
da, que faciliten:

(…)

Artículo 9. Para la debida integración del Registro, la Se-
cretaría, por conducto del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, celebrará convenios de coordinación con los go-
biernos estatales y de la Ciudad de México, a fin de que

estos últimos remitan la información correspondiente a ca-
da uno de los prestadores de servicios autorizados en su
ámbito territorial, misma que podrá ser consultada por las
autoridades locales correspondientes.

Artículo 12. El Registro deberá contemplar los apartados
siguientes:

(…)

VIII. Opiniones sobre las consultas del prestador de ser-
vicios, respecto de la justificación para que sus elemen-
tos puedan portar armas de fuego en el desempeño del
servicio y de aeromodelos o aeronaves autónomas;
otorgadas, modificadas, en trámite, y desechadas o 
negadas;

(…)

X. Identificación del personal operativo, debiendo in-
cluir sus datos generales; información para su plena
identificación y localización; antecedentes laborales; al-
tas, bajas, cambios de adscripción, de actividad o rango,
incluidas las razones que los motivaron; de aeromode-
los o aeronaves autónomas, equipo y armamento asig-
nado; sanciones administrativas o penales aplicadas; re-
ferencias personales; capacitación; resultados de
evaluaciones y demás información para el adecuado
control, vigilancia, supervisión y evaluación de dicho
personal;

XI. Armamento, vehículos, de aeromodelos o aerona-
ves autónomas y equipo, incluyendo los cambios en los
inventarios correspondientes y demás medios relaciona-
dos con los servicios de seguridad privada, y

(…)

Artículo 24. El prestador de servicios solicitará a la Se-
cretaría, su opinión para que el personal operativo pueda
portar armas de fuego en el desempeño de sus funciones,
como requisito previo a efecto de obtener de la Secretaría
de la Defensa Nacional la licencia particular colectiva pa-
ra la portación de armas de fuego.

La portación de armas de fuego por parte del personal que
preste servicios de seguridad privada, quedará sujeta a lo
establecido por la Ley Federal de Armas de Fuego y Ex-
plosivos y demás disposiciones aplicables.
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Asimismo, en caso de hacer uso de aeromodelos o aero-
naves autónomas, el prestador de servicios solicitará a
la Secretaría, su opinión para el personal operativo, co-
mo requisito previo a efecto de obtener de la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes la licencia particular
colectiva.

Artículo 25. Para obtener autorización para prestar servi-
cios de seguridad privada en dos o más entidades federati-
vas, los prestadores de servicios deberán presentar su soli-
citud ante la Dirección General, señalando la modalidad y
ámbito territorial en que pretendan prestar el servicio, ade-
más de reunir los siguientes requisitos:

(…)

XVII. Copias certificadas del permiso para operar fre-
cuencia de radio o red de telecomunicaciones, contrato
celebrado con concesionaria autorizada, y de uso de ae-
romodelos o aeronaves autónomas;

(…)

XXIV. Registro de y de uso de aeromodelos o aerona-
ves autónomas y de su operador de acuerdo con los re-
quisitos establecidos por la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes y normatividad aplicable.

Artículo 32. Son obligaciones de los prestadores de 
servicios:

(…)

VII. Coadyuvar con las autoridades y las instituciones
de seguridad pública en situaciones de urgencia, desas-
tre o en cualquier otro caso, previa solicitud de la auto-
ridad competente de la Federación, los Estados, la Ciu-
dad de México y los Municipios;

(…)

XIII. Los vehículos, aeromodelos o aeronaves autóno-
mas que utilicen, deberán presentar una cromática uni-
forme, atendiendo a las especificaciones que al efecto
señale el Reglamento, además de ostentar en forma vi-
sible, en los vehículos que utilicen, la denominación, lo-
gotipo y número de registro. Bajo ninguna circunstancia
podrán llevar elementos que los confundan con aquellos
vehículos utilizados por las instituciones de seguridad
pública o las Fuerzas Armadas;

(…)

Artículo 33. Son obligaciones del personal operativo de
seguridad privada:

(…)

II. Utilizar, únicamente el equipo de radio y telecomu-
nicación, de aeromodelos o aeronaves autónomas, en
los términos del permiso otorgado por autoridad compe-
tente o concesionaria autorizada;

(…)

VIII. En caso de hacer uso de vehículos automotores, de
aeromodelos o aeronaves autónomas, cumplir con las
especificaciones que al efecto dispongan los ordena-
mientos Federales, estatales y municipales.

(…)

Artículo 46. La autorización otorgada por la Dirección
General sólo es de operador del servicio de alarma y moni-
toreo electrónico o de aeromodelos o aeronaves autóno-
mas, el prestador de servicio no cumple funciones de em-
presa de seguros de bienes, en ninguno de sus tipos.

El monitoreo mediante de aeromodelos o aeronaves au-
tónomas deberán garantizar la privacidad de los con-
tratantes y su seguridad.

Segundo. Se reforman los artículos 44, 47, 86 y se adicio-
na el artículo 11 Bis de la Ley de Aviación Civil, para que-
dar como sigue:

Artículo 11 Bis. También serán sujetos de permiso los
prestadores de servicios de seguridad privada median-
te el uso de aeromodelos o aeronaves autónomas, de
acuerdo a los criterios del artículo 11 párrafo segundo
de la Ley.

Artículo 44. Toda aeronave civil deberá llevar marcas dis-
tintivas de su nacionalidad y matrícula. Las aeronaves me-
xicanas deberán ostentar además, la bandera nacional.

(…)

(…)
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Para el caso de las aeromodelos y aeronaves autónomas,
estas deberán estar inscritos en un registro público que
deberá renovarse periódicamente según establezca la Se-
cretaría y; en el caso de que se utilicen para labores de se-
guridad privada este deberá vincularse a los registros de
la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana.

Artículo 47. El Registro Aeronáutico Mexicano es público,
estará a cargo de la Secretaría, y en él deberán inscribirse:

I al VI (…)

El reglamento respectivo determinará los requisitos
a que deberán sujetarse las inscripciones, las cance-
laciones y las certificaciones que deban expedirse.
Así como de los requisitos propios para el caso de ae-
romodelos y aeronaves autónomas.

Artículo 86. Las infracciones a lo dispuesto en la presente
Ley cometidas por el concesionario o permisionario, según
se trate, serán sancionadas por la Secretaría de acuerdo con
lo siguiente:

I al VIII. (…)

IX. Incumplir con el registro de aeromodelos y aero-
naves autónomas con multa de ochenta y hasta qui-
nientas Unidades de Medida y Actualización.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara? en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Para los efectos del registro de aeromodelos y
aeronaves autónomas, el Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, dispondrá de ciento ochenta días a partir de la
entrada en vigor del Presente decreto para la implementa-
ción correspondiente y la adecuación del correspondiente
reglamento.

Tercero. Para los efectos de la incorporación de aeromo-
delos y aeronaves autónomas al Registro Nacional de Em-
presas, Personal y Equipo de Seguridad Privada, la Secre-
taría de Seguridad y Protección Ciudadana dispondrá de un
año calendario a partir de la entrada en vigor del presente
decreto para la implementación correspondiente y la ade-
cuación de la normatividad aplicable.

Notas

1 Consejo Nacional de Seguridad. Encuesta en materia de seguridad.
Secretaría de Gobernación. Julio 2016. Consultado en: 

http://siesp.ssp.gob.mx/estadisticas/encuesta_2016.pdf 

2 Dirección General de Seguridad Privada. Empresas de Seguridad Pri-
vada con permiso federal. Secretaría de Seguridad y Protección Ciuda-
dana. México 2019. Datos actualizados a agosto 2019. Consultado en: 

http://dgsp.cns.gob.mx/Transparencia/pModConsultas/wConsul-
tas.aspx?entidadId=15

3 Consultado en: http://siesp.ssp.gob.mx/inegi/inegi.html 

4 Ministerio de fomento. Plan estratégico para el desarrollo del sector
civil de los drones en España 2018-2021. España. Consultado en: 

https://www.fomento.gob.es/recursos_mfom/paginabasica/recur-
sos/plan_estrategico_drones_2018-2021_0.pdf

5 SCT. Dirección General de Aeronáutica Civil. Consultada en: 

http://www.sct.gob.mx/fileadmin/DireccionesGrales/DGAC-archi-
vo/modulo3/co-av-23-10-r4.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2019.— Dipu-
tado Carlos Alberto Valenzuela González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen, y a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para opinión.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 78 de la Ley
Federal de Protección al Consumidor, a cargo del diputado
Jorge Eugenio Russo Salido, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El suscrito, Jorge Eugenio Salido Russo, diputado del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano, de la LXIV
Legislatura, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
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Congreso de la Unión, sometemos a consideración de esta
honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto de
decreto que se reforman y adicionan diversas disposiciones
al artículo 78 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor en materia de derechos del consumidor de pólizas y ga-
rantías , conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. En la actualidad la relación entre comprador y vendedor
ya no solamente consta de una transacción económica en la
adquisición de un producto o servicio, sino que dicho in-
tercambio se orienta a una relación a largo plazo, lo que
implica contar con un comprador mejor informado que pre-
mie a los mejores oferentes y un vendedor que brinde fide-
lidad en sus productos o servicios, es decir que muestre
respeto hacia el consumidor proporcionándole una garantía
que surta efecto en sus términos.

Según el Diccionario del español jurídico de la Real Aca-
demia Española, una garantía es el “aseguramiento de un
derecho o una obligación”, para efectos civiles y mercanti-
les la garantía es un “medio procesal que permite asegurar
el disfrute efectivo de un derecho”, a su vez, también es
considerada como un “compromiso temporal del fabrican-
te o vendedor por el que se obliga a reparar gratuitamente
algo vendido en caso de avería”,1 además de lo anterior, es
importante señalar que nuestra legislación prevé en mate-
ria de consumidores que los contratos o pólizas pueda se-
ñalarse en algunos casos el derecho de evicción, como son
los automóviles. 

Las garantías son de gran relevancia para los consumido-
res, ya que estas permiten tener certeza de que el servicio o
producto adquirido tendrá un correcto funcionamiento y de
no ser así los responsables se harán cargo de su reparación
para que esté tenga las condiciones óptimas que fueron
ofrecidas en el momento de su adquisición.

Por tanto, es imperante contar con un marco normativo en
el que se regule y equilibre la relación consumidor provee-
dor para que ambas partes tengan conocimiento de sus de-
rechos y obligaciones, lo que permitirá no sobreproteger al
consumidor, permitiéndole ejercer sus derechos de una ma-
nera efectiva, clara y fluida, pero sin abusos o engaños.

II. En Estados Unidos, el ordenamiento jurídico federal
que regula las garantías de los productos que adquieren los
consumidores es La Ley de la Comisión Federal de Co-
mercio de Mejora de Garantías Magnuson – Moss, la cual

tiene como objetivo que los fabricantes y vendedores de
productos para los consumidores proporcionen a éstos in-
formación completa y en un lenguaje común sobre los tér-
minos y condiciones de garantías escritas por los productos
que compran. 

Con lo anterior se logró que los consumidores pudieran ha-
cer comparaciones entre un producto u otro eligiendo la
mejor combinación entre el precio, la calidad y la cobertu-
ra de la garantía de estos para satisfacer sus necesidades in-
dividuales. Así mismo, esta ley tiene el objetivo de promo-
ver la competencia basándose en una cobertura de garantía
que ayudará a aumentar la satisfacción del cliente, con es-
to los consumidores sabrían qué hacer si algo hubiera sali-
do mal con los productos que compraron; de igual manera,
el congreso pretendía que las empresas al cumplir con los
acuerdos de garantía de forma completa y oportuna, redu-
jeran los retrasos y gastos incurridos por los consumidores.

En nuestro país el ordenamiento jurídico que regula las ga-
rantías comerciales es la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor, cuyo objeto es “promover y proteger los derechos
y cultura del consumidor y procurar la equidad, certeza y
seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y
consumidores”.2

A su vez, dicha Ley tiene como principios básicos en las re-
laciones de consumo:

I. La protección de la vida, salud y seguridad del consu-
midor contra los riesgos provocados por productos,
prácticas en el abastecimiento de productos y servicios
considerados peligrosos o nocivos; 

II. La educación y divulgación sobre el consumo ade-
cuado de los productos y servicios, que garanticen la li-
bertad para escoger y la equidad en las contrataciones; 

III. La información adecuada y clara sobre los diferen-
tes productos y servicios, con especificación correcta
de cantidad, características, composición, calidad y
precio, así como sobre los riesgos que representen; 

IV. La efectiva prevención y reparación de daños patri-
moniales y morales, individuales o colectivos; 

V. El acceso a los órganos administrativos con vistas a
la prevención de daños patrimoniales y morales, indivi-
duales o colectivos, garantizando la protección jurídica,
económica, administrativa y técnica a los consumidores
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VI.  El otorgamiento de información y de facilidades a
los consumidores para la defensa de sus derechos; 

VII. La protección contra la publicidad engañosa y abu-
siva, métodos comerciales coercitivos y desleales, así
como contra prácticas y cláusulas abusivas o impuestas
en el abastecimiento de productos y servicios. 

VIII. La real y efectiva protección al consumidor en las
transacciones efectuadas a través del uso de medios
convencionales, electrónicos, ópticos o de cualquier
otra tecnología y la adecuada utilización de los datos
aportados; 

IX. El respeto a los derechos y obligaciones derivados
de las relaciones de consumo y las medidas que garan-
ticen su efectividad y cumplimiento

X. La protección de los derechos de la infancia, adultos
mayores, personas con discapacidad e indígenas, y 

XI. La libertad de constituir grupos u otras organiza-
ciones de consumidores que, sin contravenir las dis-
posiciones de esta ley, sean garantes de los derechos
del consumidor.3

Si bien es cierto que contamos con normas que protegen a
los consumidores, también es cierto que estos al descubrir
que el producto que adquirieron no funciona de manera
parcial o total, es muy probable que no sepan a donde se
debe recurrir, a sabiendas que la respuesta más sencilla es
verificar la garantía que tienen estos. 

Sin embargo, la realidad a la que se enfrenta el consumidor
en nuestros días hace que los instrumentos de defensa que le
ofrece la legislación ordinaria se hayan mostrado poco efec-
tivos a la hora de luchar contra el mercado y sus agentes. 

III. En Movimiento Ciudadano sabemos que la protección
a los consumidores hoy en día es un tema que es imperan-
te para el bienestar de la ciudadanía, por tal razón estamos
comprometidos a generar nuevas políticas públicas que co-
adyuven a proteger los derechos de los mexicanos. 

Por lo anterior el objetivo de esta iniciativa es mejorar las
condiciones en que se presentan las pólizas de garantías de
los productos, guiándonos en el modelo de la Ley de la
Comisión Federal de Comercio de Mejora de Garantías
Magnuson – Moss logrando de que su contenido sea más
claro y más sencillo de interpretar por los consumidores.

Por esta razón, se pretende establecer que las pólizas de ga-
rantía deberán tener las siguientes especificaciones:

• La identificación de los nombres y direcciones de los
proveedores.

• La identidad de la parte o partes a quienes se extiende
la garantía.

• Los bienes o servicios cubiertos.

• Una clausula en donde se especifiquen las obligacio-
nes que tendrá el proveedor en caso de un defecto, mal
funcionamiento o incumplimiento de dicha garantía por
escrito, a cuyo costo, y por qué período de tiempo.

• Una clausula en donde se establezca lo que el consu-
midor debe hacer y los gastos que debe asumir.

• Una clausula donde se establezcan las excepciones y
exclusiones de los términos de la garantía.

• El período de tiempo dentro del cual, después de la no-
tificación de un defecto, mal funcionamiento o incum-
plimiento de la garantía, el proveedor cumplirá con las
obligaciones de la misma.

• Las características o propiedades de los productos, o
partes de los mismos, que no están cubiertos por la 
garantía.

• El procedimiento que el consumidor debe seguir para
obtener el cumplimiento de cualquier obligación bajo la
garantía.

• Información sobre la disponibilidad de cualquier pro-
cedimiento informal de solución de controversias ofre-
cido por el proveedor y un considerando, cuando la ga-
rantía así lo estipule, que el comprador puede tener que
recurrir a dicho procedimiento antes de buscar cualquier
recurso legal en los tribunales.

• Una descripción general de los recursos legales dispo-
nibles para el consumidor.

A su vez, se establece que dicha póliza deberá ponerse a
disposición de los consumidores en un formato digital ac-
cesible en el sitio web de Internet del fabricante del pro-
ducto de consumo de manera clara y visible; y que de no
contar con un medio digital el proveedor deberá proporcio-
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nar el número de teléfono del fabricante, la dirección u otro
medio no basado en Internet para contactar al fabricante
para obtener y revisar dichos términos.

Por tal razón y para un mejor entendimiento de la reforma
que se pretende realizar en esta iniciativa ilustramos esta ex-
posición de motivos con el siguiente cuadro comparativo: 

IV. Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar
ante esta Soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones al artículo 78 de la Ley Federal de Pro-
tección al Consumidor

Artículo Único. Se reforma el artículo 78 de la Ley Fede-
ral de Cinematografía, para quedar cómo sigue:

Artículo 78.- La póliza de garantía deberá expedirse por el
proveedor por escrito, de manera clara y precisa expresan-
do, por lo menos las siguientes especificaciones:

I. La identificación de los nombres y direcciones de
los proveedores.

II. La identidad de la parte o partes a quienes se ex-
tiende la garantía.

III. Los bienes o servicios cubiertos.

IV. Una clausula en donde se especifiquen las obliga-
ciones que tendrá el proveedor en caso de un defec-
to, mal funcionamiento o incumplimiento de dicha
garantía por escrito, a cuyo costo, y por qué período
de tiempo.

V. Una clausula en donde se establezca lo que el con-
sumidor debe hacer y los gastos que debe asumir.

VI. Una clausula donde se establezcan las excepcio-
nes y exclusiones de los términos de la garantía.

VII. El período de tiempo dentro del cual, después de
la notificación de un defecto, mal funcionamiento o
incumplimiento de la garantía, el proveedor cumpli-
rá con las obligaciones de la misma.

VIII. Las características o propiedades de los pro-
ductos, o partes de los mismos, que no están cubier-
tos por la garantía.

IX. El procedimiento que el consumidor debe seguir
para obtener el cumplimiento de cualquier obliga-
ción bajo la garantía.

X. Información sobre la disponibilidad de cualquier
procedimiento informal de solución de controversias
ofrecido por el proveedor y un considerando, cuando
la garantía así lo estipule, que el comprador puede
tener que recurrir a dicho procedimiento antes de
buscar cualquier recurso legal en los tribunales.

XI. Una descripción general de los recursos legales
disponibles para el consumidor.

La póliza debe ser entregada al consumidor al momento de
recibir éste el bien o servicio de que se trate. 
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Asimismo, dicha póliza deberá ponerse a disposición de
los consumidores en un formato digital accesible en el
sitio web de Internet del fabricante del producto de
consumo de manera clara y visible.

De no contar con un medio digital el proveedor deberá
proporcionar el número de teléfono del fabricante, la di-
rección u otro medio no basado en Internet para contac-
tar al fabricante para obtener y revisar dichos términos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Real Academia Española, Diccionario del español jurídico, 07 de oc-
tubre de 2019, recuperado de:  

https://dej.rae.es/lema/garant%C3%ADa

2 Cámara de Diputados, Ley Federal de Protección al Consumidor, pá-
gina 1, recuperado de: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/113_120419.pdf

3 Cámara de Diputados, Ley Federal de Protección al Consumidor, pá-
gina 1 a 2, recuperado de: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/113_120419.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2019.— Dipu-
tado Jorge Eugenio Russo Salido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

LEY DE AGUAS NACIONALES

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Aguas Nacionales, suscrita por la diputada Nohemí Ale-
mán Hernández e integrantes del Grupo Parlamentario del
PAN

La que suscribe, Nohemí Alemán Hernández, diputada fe-
deral de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la

Unión, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, en
ejercicio de la facultad que otorga el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como lo dispuesto en los artículos 6, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley de Aguas Nacionales, a fin de fortalecer el acceso uni-
versal al agua potable, su disponibilidad y saneamiento pa-
ra todos, en forma segura y asequible.

Exposición de Motivos

Nada en el mundo funciona sin agua: ni en los ecosistemas
naturales, ni en la agricultura, en las ciudades, ni en el cuer-
po humano. Todos los procesos vitales de nuestro planeta
dependen, directa o indirectamente de este líquido vital y
cotidiano y, sin embargo, tan valioso.i

El agua es un derecho humano entrelazado con otros dere-
chos. Es indispensable para sustentar la vida humana, pero
también para cultivar y preparar alimentos, para el aseo
personal y para contar con espacios de convivencia sin
riesgo a la salud, mantener un ambiente sano con manan-
tiales, ríos, lagos y mares donde habiten diversidad de es-
pecies. No se pueden concebir tales actividades sin agua
limpia, en las cantidades suficientes y al alcance de toda la
población. Negar agua en estas condiciones es negar la vi-
da, es negar el derecho a vivir bien.ii

El tema del agua y los derechos humanos forman parte de
una reflexión progresiva, tanto en el ámbito internacional
como en el nacional. La noción del derecho al agua ha es-
tado implícita con mayor énfasis desde el siglo pasado y en
el presente:iii

“…en instrumentos legales internacionales de carácter
vinculante (obligatorio) para los Estados como la Con-
vención de Ginebra de protección a las personas civiles
en tiempos de guerra (1949), el Pacto Internacional de
Derechos Políticos y Civiles (1966), el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
(1966), la Convención sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer (1979) y la
Convención sobre los derechos de la niñez (1989). […]
Otros instrumentos internacionales, de carácter no vin-
culante, se han emitido desde 1948, como la Declarato-
ria Universal de Derechos Humanos. Sin embargo, es
[…] a partir de los años 1970, que se reconoció en dife-
rentes conferencias internacionales y foros mundiales
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(desde las Cumbres sobre Medio Ambiente hasta los Fo-
ros Mundiales del Agua), la importancia del agua para
la sociedad y los ecosistemas y su reivindicación como
un derecho humano y ambiental.” 

El 28 de julio de 2010, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas declaró, mediante su Resolución
A/RES/64/292, el acceso seguro a un agua potable salubre
y al saneamiento como un derecho humano fundamental
para el completo disfrute de la vida y de todos los demás
derechos humanos.

En esta sintonía, México institucionaliza el derecho huma-
no al agua el 8 de febrero de 2012, en el artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
El texto quedó redactado como sigue: 

“Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano pa-
ra su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respe-
to a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará
responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo
dispuesto por la ley (8 de febrero de 2012).

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sane-
amiento de agua para consumo personal y doméstico en
forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Esta-
do garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apo-
yos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sus-
tentable de los recursos hídricos, estableciendo la
participación de la federación, las entidades federativas y
los municipios, así como la participación de la ciudadanía
para la consecución de dichos fines. (Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4o., 8 de febre-
ro de 2012).” 

Han pasado casi seis años del reconocimiento del agua co-
mo derecho humano y aún no se cuenta con la ley regla-
mentaria para hacer operativo institucionalmente este dere-
cho y garantizarlo en todo el territorio nacional.

En México, el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 en
sus lineamientos rectores, no apareció el derecho humano
al agua y al saneamiento como una atención central, tam-
poco presentó su transversalidad para garantizar dicho de-
recho a toda la población. Las estrategias como se observa
no fueron las adecuadas, aunque se hicieron enunciados
novedosos, la incertidumbre prevalece, con grandes reza-
gos para hacer realidad el derecho humano al agua en for-
ma suficiente, salubre, aceptable y asequible.

Ante todos los retos que tiene México en el tema del agua
y los derechos humanos, esperamos que esta iniciativa ge-
nere inquietud para revertir los procesos contradictorios
manifestados en los grupos de población vulnerables.

Esta iniciativa tiene por objeto garantizar el acceso de agua y
su disponibilidad y el saneamiento para todos, a fin de cum-
plir el acceso universal al agua potable segura y asequible pa-
ra todos, por ello, este nuevo gobierno deberá asumir el com-
promiso de hacer realidad este derecho universal.

Es entonces que el Estado debe garantizar que toda perso-
na tenga derecho al acceso, disposición y saneamiento de
agua para consumo personal y doméstico en forma sufi-
ciente, salubre, aceptable y asequible conforme a lo que
mandata el artículo 4 constitucional. 

Sin embargo, la realidad actual del país se debe de consi-
derar, ya que como a continuación se exponen las siguien-
tes cifras, son significativas:iv

• La disponibilidad de agua renovable per cápita se re-
dujo en 2015 a 3 mil 338 m3/hab/año, cuando en 1950
era de 18 mil 35 m3/hab/ año; 

• 9,08 millones de habitantes no tienen acceso a agua se-
gura para su salud; 

• 1.5 millones de indígenas no tiene servicio de agua en-
tubada en la vivienda y 3.2 millones carecen de drenaje. 

• Solo se sanea el 35.36 por ciento de aguas residuales; 

• Cada segundo se vierte a las redes de descarga y cuer-
pos de agua 89.2 m3/s de aguas contaminadas sin trata-
miento alguno; 

• Se vierten 138.74 m3/seg de aguas residuales de ori-
gen industrial a cuerpos de aguas.

• El 54 por ciento de las aguas negras se descargan en rí-
os o arroyos;

• Más del 70 por ciento de los ríos, lagos y presas está
con algún grado de contaminación;

• Se incrementa la cifra de acuíferos sobreexplotados,
actualmente son 144.
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Asimismo, la ONU en este año en curso menciona dentro
de sus desafíos del agua a nivel mundial, que 2,1 billones
de personas carecen de acceso a servicios de agua potable
gestionados de manera segura, 4,5 billones de personas ca-
recen de servicios de saneamiento gestionados de forma se-
gura (OMS/UNICEF 2017) y la escasez de agua ya afecta
a cuatro de cada 10 personas (OMS).

Estas condiciones obligan a tomar decisiones asertivas en
lo inmediato a través del fortalecimiento de nuestro marco
normativo y bajo marcos de equidad y justicia social para
plantear un escenario diferente a la población, que en el
2030 se espera que sea de 137.5 millones de habitantes y
en el 2050 alcanzará la cifra de 150.8 millones de habitan-
tes en el país.v Mientras que la disponibilidad de agua per
cápita se reduce de manera drástica, al pasar de 18 mil 35
m3/hab/año en el año 1950, a 7 mil 771 m3/hab/año cin-
cuenta años después y la cifra en el 2015 se estableció en 3
mil 338 m3/hab/año.vi

En México existen una serie de normas que regulan la ca-
lidad que debe tener el agua para su consumo y su uso, y
los límites de contaminantes permisibles. Cabe destacar
que, conforme a la Ley Federal sobre Metrología y Nor-
malización, las normas oficiales mexicanas (NOM) son re-
gulaciones técnicas de observancia obligatoria, en tanto
que las normas mexicanas (NMX) son de aplicación vo-
luntaria. La normatividad oficial para regular la calidad del
agua consiste de 23 instrumentos, de los cuales seis han si-
do emitidas por Semarnat, diez por Conagua, seis por Sa-
lud y una por Energía. Por otro lado, se cuenta con cinco
normas mexicanas.vii

Sin embargo, este panorama se transformó con la reforma
constitucional del 8 de febrero de 2012 que consagró el
derecho a un medio ambiente sano y el derecho al agua
como derechos fundamentales conforme a lo establecido
en el párrafo sexto del artículo 4 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos. 

En este sentido, también es importante mencionar que es-
ta reforma constitucional del 8 de febrero de 2012 en
materia del derecho al agua, exige el fortalecimiento de la
Ley General de Aguas que tome en consideración el de-
recho al agua no solo de manera orgánica sino también
como un derecho fundamental. La falta de un marco le-
gislativo actualizado de acuerdo con lo que mandata la
Constitución Política ocasiona que en general el marco
jurídico resulte por demás incierto.

Asimismo, el marco legislativo que consagra el derecho al
agua como un derecho fundamental se encuentra incom-
pleto, es entonces que al catalogarse como un derecho de
rango constitucional el derecho al agua se deben conside-
rar varios presupuestos inherentes a todo derecho en rela-
ción con su contenido y alcance, las obligaciones deriva-
das, su realización en condiciones de igualdad y no
discriminación y la interdependencia con otros
derechos.viii

En síntesis, la iniciativa propone el acceso al agua pota-
ble, en cantidad y calidad, y al saneamiento como dere-
chos para toda la población en el territorio nacional, de
acuerdo con el artículo 4o. constitucional, implica el
principio de universalidad al acceso del agua, apta para
consumo humano, implica el acceso además con igualdad
y no discriminación, al incluir a los grupos vulnerables,
en sí a los 9,08 millones de habitantes que no cuentan con
el servicio de agua potable.

A nivel nacional se encuentra contemplada la estructura
normativa en materia del derecho al agua en nuestro mar-
co jurídico, como a continuación se describe:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM)

Como se mencionó anteriormente en el cuerpo de esta ini-
ciativa, en el artículo 4o. en su párrafo sexto de la CPEUM,
en materia de agua, establece lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y domés-
tico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequi-
ble. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá
las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso
equitativo y sustentable de los recursos hídricos, esta-
bleciendo la participación de la Federación, las entida-
des federativas y los municipios, así como la participa-
ción de la ciudadanía para la consecución de dichos
fines. La Constitución mexicana establece, en primer lu-
gar, que el derecho al agua comprende el acceso, dispo-
nibilidad y saneamiento. Accesible y asequible. El
agua y las instalaciones y servicios de agua deben ser
accesibles para todos sin discriminación alguna.”

La accesibilidad al derecho al agua debe ser tanto física,
económica, libre de discriminación y con acceso a la infor-
mación según lo ha dispuesto el Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales en la Observación General
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15, a continuación se menciona qué se entiende por cada
una de ellas:ix

Accesibilidad física. El agua y las instalaciones y ser-
vicios de agua deben estar al alcance físico de todos los
sectores de la población. Debe poderse acceder a un su-
ministro de agua suficiente, salubre y aceptable en cada
hogar, institución educativa o lugar de trabajo o en sus
cercanías inmediatas. Todos los servicios e instalaciones
de agua deben ser de calidad suficiente y culturalmente
adecuados, y deben tener en cuenta las necesidades re-
lativas al género, el ciclo vital y la intimidad. La seguri-
dad física no debe verse amenazada durante el acceso a
los servicios e instalaciones de agua. 

Accesibilidad económica. El agua y los servicios e ins-
talaciones de agua deben estar al alcance de todos. Los
costos y cargos directos e indirectos asociados con el
abastecimiento de agua deben ser asequibles y no deben
comprometer ni poner en peligro el ejercicio de otros
derechos reconocidos en el Pacto.

No discriminación. El agua y los servicios e instalacio-
nes de agua deben ser accesibles a todos de hecho y de
derecho, incluso a los sectores más vulnerables y mar-
ginados de la población, sin discriminación alguna por
cualquiera de los motivos prohibidos. 

Acceso a la información. La accesibilidad comprende
el derecho de solicitar, recibir y difundir información
sobre las cuestiones del agua. (Comité DESC, Observa-
ción General 15, párrafo 12).

Disponible y suficiente para uso y saneamiento. El
abastecimiento de agua de cada persona debe ser conti-
nuo y suficiente para los usos personales y domésticos
(Anglés, 2016: 29 y 30). Así, cada persona debe recibir
la cantidad de agua suficiente y sin cortes para el uso
personal y doméstico tanto para beber, higiene personal,
preparación de alimentos, limpieza personal y del hogar,
así como el lavado de ropa. P. 19 También es posible
que algunos individuos y grupos necesiten recursos de
agua adicionales en razón de salud, el clima y las con-
diciones de trabajo. Esto también incluye el “sanea-
miento” que es el agua necesaria para la evacuación de
las excretas humanas. Dentro del derecho al agua tam-
bién se contempla que se pueda tener acceso a este ser-
vicio. (Comité DESC, OG 15: párr. 12) 

Salubre y aceptable. El agua necesaria para cada uso
personal o doméstico debe ser salubre y, por lo tanto, no
ha de contener microorganismos o sustancias químicas
o radiactivas que puedan constituir una amenaza para la
salud de las personas. Además, el agua debería tener un
color, un olor y un sabor aceptables para cada uso per-
sonal o doméstico.”x

A juicio del Comité, pueden identificarse al menos algunas
obligaciones básicas en relación con el derecho al agua,
que tienen efecto inmediato:xi

a) Garantizar el acceso a la cantidad esencial mínima
de agua, que sea suficiente y apta para el uso personal y
doméstico y prevenir las enfermedades;

b) Asegurar el derecho de acceso al agua y las instala-
ciones y servicios de agua sobre una base no discrimi-
natoria, en especial en lo que respecta a los grupos vul-
nerables o marginados;

c) Garantizar el acceso físico a las instalaciones o servi-
cios de agua que proporcionen un suministro suficiente
y regular de agua salubre; que tengan un número sufi-
ciente de salidas de agua para evitar unos tiempos de es-
pera prohibitivos; y que se encuentren a una distancia
razonable del hogar;

d) Velar por que no se vea amenazada la seguridad per-
sonal cuando las personas tengan que acudir a obtener el
agua;

e) Velar por una distribución equitativa de todas las ins-
talaciones y servicios de agua disponibles;

f) Adoptar y aplicar una estrategia y un plan de acción
nacionales sobre el agua para toda la población;

g) Vigilar el grado de realización, o no realización, del
derecho al agua;

h) Adoptar programas de agua orientados a fines con-
cretos y de relativo bajo costo para proteger a los grupos
vulnerables y marginados;

i) Adoptar medidas para prevenir, tratar y controlar las
enfermedades asociadas al agua, en particular velando
por el acceso a unos servicios de saneamiento adecuados.
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Estas obligaciones mínimas constituyen el núcleo esencial
del derecho al agua y son exigibles en todo momento por
cualquier persona.

El derecho al agua debe ser garantizado sin que medie
discriminación alguna. La discriminación puede venir
desde el ordenamiento legal o desde los hechos. También
puede ser parte de algo más complejo como discrimina-
ción estructural.

En el mismo sentido, autoras como Marisol Anglés des-
taca la relación del derecho al agua con el derecho a la
vida, a un medio ambiente sano, a la salud, y el derecho
a la alimentación.xii

En el marco formal, la política hídrica en México se plas-
ma en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) y de ma-
nera específica en el Programa Nacional Hídrico (PNH).
Junto con la Ley de Aguas Nacionales (LAN), dicho Plan
y Programa deben estar ceñidos al artículo 27 constitu-
cional, en el que se señala que las aguas comprendidas
dentro de los límites del territorio nacional corresponden
originalmente a la nación y que su uso o aprovechamien-
to será a partir de concesiones o asignaciones autorizadas
por el Ejecutivo federal. La edición vigente del PNH im-
prime como estrategia de largo plazo la sustentabilidad
hídrica:xiii

Visión de largo plazo en el Programa Nacional Hí-
drico 2014-2018.

Programa Nacional Hídrico 2014-2018

Visión de largo plazo: Lograr la seguridad y la susten-
tabilidad hídrica en México.

Objetivos:

1. Fortalecer la gestión integrada y sustentable del agua;

2. Incrementar la seguridad hídrica ante sequías e 
inundaciones;

3. Fortalecer el abastecimiento de agua y el acceso a los
servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento;

4. Incrementar las capacidades técnicas, científicas y
tecnológicas del sector;

5. Asegurar el agua para el riego agrícola, energía, in-
dustria, turismo y otras actividades económicas y finan-
cieras de manera sustentable;

6. Consolidar la participación de México en el contexto
internacional en materia de agua.

El acceso al agua potable, en cantidad y calidad, y al sa-
neamiento como derechos para toda la población en el terri-
torio nacional, de acuerdo con el artículo 4o. constitucional,
como se mencionó antes, implica el principio de universali-
dad. La universalidad en el acceso al agua, apta para consu-
mo humano, implica el acceso con igualdad y no discrimina-
ción, al incluir a los grupos vulnerables, en sí a los 9,08
millones de habitantes que no tienen agua potable.xiv

El derecho humano al agua debe cumplirse en cuanto a
cantidad suficiente, con la calidad de ser segura para el
consumo humano, en forma regular, debe ser accesible y
asequible. Pero en las familias con pobreza, el gasto en la
obtención de agua para las necesidades básicas se incre-
menta, especialmente cuando no se cuenta con agua entu-
bada hasta la vivienda, o cuando el flujo de agua no se re-
cibe, es intermitente y limitado.xv

En este sentido, las políticas públicas, planes y proyectos
deberían enfocarse a los grupos más vulnerables, como son
la población indígena, las que habitan en zonas rurales y
urbanas precarias, para garantizar que toda persona tenga
agua en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible,
de acuerdo al artículo 4o. constitucional.

Para el caso de los hogares con población indígena, las ca-
rencias de servicios de agua es un indicador más de vulnera-
bilidad, que debe ser tomado en cuenta en las acciones gu-
bernamentales hasta el nivel municipal y sus localidades.

Asimismo, de acuerdo con datos de la UNESCO anotan
que en el mundo más del 80 por ciento de las aguas resi-
duales (más del 95 por ciento en algunos países en desa-
rrollo) se vierte al medio ambiente sin tratamiento alguno.
Mientras que, en 2012, se registraron más de 800 mil muer-
tes en el mundo a causa del consumo de agua contamina-
da, además de las instalaciones para el lavado de manos y
servicios de saneamiento inadecuados.xvi

Es entonces, que la relación agua salubre con la salud hu-
mana y de los ecosistemas es trascendente para todas las
formas de vida. Poner atención en la política pública es
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atender parte de los compromisos de México sobre los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible. Según cifras de la Orga-
nización Mundial de la Salud (OMS) estiman que el 10 por
ciento de la población mundial consume alimentos regados
con aguas residuales sin tratar, y que el 32 por ciento de la
población mundial no tiene acceso a servicios adecuados
de saneamiento básico. Se estima que el 4 por ciento del
total de muertes en el mundo están relacionadas con la ca-
lidad del agua, higiene y saneamiento. En América Lati-
na y el Caribe, las enfermedades diarreicas agudas son una
de las diez causas principales de muertes por año, debido a
problemas en la calidad del agua, especialmente por el
manejo inadecuado de aguas residuales.xvii

Finalmente, como resultado de los informes realizados por
la sociedad civil organizada y el reporte del relator de na-
ciones en materia de derecho humano al agua y sanea-
miento (ONU, 2017), es claro que el gobierno mexicano
tiene varios retos para cumplir con los compromisos inter-
nacionales asumidos en el Derecho Humano al Agua y al
Saneamiento (DHAyS) y que han sido plasmados en la
Constitución Política Mexicana desde el año 2012. De lo
contrario, el gobierno se convertirá en violador de este de-
recho humano por omisión o comisión frente al resto de las
naciones; situación que puede llegar a exhortos internacio-
nales por su incumplimiento o a sanciones por no adoptar
medidas graduales o atender las necesidades de los más
desprotegidos.xviii

En este sentido, en el año 2030, México contará con 137.5
millones de habitantes, y se estima que cada año la pobla-
ción se vea incrementada con 1.1 millón de mexicanos.
Mientras que la disponibilidad del agua se reduce. Los te-
mas de agua, su administración por el gobierno federal a
través de Conagua, se deben ver con una óptica diferente a
la que actualmente se emplea.xix

A pesar del avance que representa el reconocimiento a ni-
vel constitucional del derecho al agua, la armonización con
nuestro marco jurídico que le dé sentido a tal disposición
no ha podido ser llevada a cabo. Esto ha sido originado
principalmente por la existencia de diversas discusiones no
resueltas en torno al modelo de gestión del agua, el mode-
lo de extracción de hidrocarburos y minerales con técnicas
como la fracturación hidráulica (fracking), los intereses
económicos que han hecho lobby y presionado con el fin
de administrar concesiones, en particular en la prestación
del servicio de agua potable, entre otros factores. Esto ha
traído como consecuencia que lejos de lograr una armoni-
zación entre los postulados del libre mercado y los dere-

chos humanos nos encontremos en una parálisis legislativa
e institucional.xx

El derecho al agua, tal cual ha sido interpretado por el
Comité de Derechos Económicos, Sociales, Culturales,
implica que las instalaciones y servicios deben ser acce-
sibles (física y económicamente) para todos sin discrimi-
nación alguna. Asimismo, el abastecimiento de agua de
cada persona debe ser continuo y suficiente para los
usos personales y domésticos. Así, cada persona debe re-
cibir la cantidad de agua suficiente y sin cortes para el
uso personal y doméstico tanto para beber, higiene per-
sonal, preparación de alimentos, limpieza personal y del
hogar, así como el lavado de ropa. Esto también incluye
el “saneamiento” que es el agua necesaria para la eva-
cuación de las excretas humanas. El agua necesaria para
cada uso personal o doméstico debe ser salubre y, por lo
tanto, no ha de contener microorganismos o sustancias
químicas o radiactivas que puedan constituir una amena-
za para la salud de las personas. Además, el agua debería
tener un color, un olor y un sabor aceptables para cada
uso personal o doméstico.xxi

A nivel internacional, existen diversos tratados internacio-
nales e instrumentos de los cuales el Estado mexicano es
parte que incluyen el derecho al agua, como a continuación
se menciona.

Tratados internacionales

En el marco internacional, los tratados internacionales en
materia de derecho al agua tratan en su mayoría temas de
derechos humanos y han sido adoptados en el marco de los
organismos internacionales más importantes como la Or-
ganización de las Naciones Unidas, la Organización de los
Estados Americanos y el Consejo Europeo, es entonces,
que se fundamenta en tratados internacionales, y se señalan
las obligaciones de México en materia del derecho huma-
no al agua, como se muestra en el cuadro siguiente:

(Tratado/Objeto)

Convención Internacional sobre todas las Formas de
Discriminación Racial. Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, 21 de diciembre de 1965.

Parte I. Artículo 5.

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios
destinados al uso público, tales como los medios de
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transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y
parques.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
Asamblea General de las Naciones Unidas, 16 de di-
ciembre de 1966.

Parte I. Artículo 1.

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden
disponer libremente de sus riquezas y recursos natura-
les, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la
cooperación económica internacional basada en el prin-
cipio del beneficio recíproco, así como del derecho in-
ternacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo
de sus propios medios de subsistencia.

Parte III. Artículo 6 1. El derecho a la vida es inherente a
la persona humana. Este derecho estará protegido por la
ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales. Asamblea General de las Naciones
Unidas, 16 de diciembre de 1966.

Parte III. Artículo 11.

2. Los Estados parte en el presente Pacto, reconociendo
el derecho fundamental de toda persona a estar protegi-
da contra el hambre, adoptarán, individualmente y me-
diante la cooperación internacional, las medidas, inclui-
dos los programas concretos, que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y
distribución de alimentos mediante la plena utilización
de los conocimientos técnicos y científicos, la divulga-
ción de principios sobre nutrición y el perfeccionamien-
to o la reforma de los regímenes agrarios de modo que
se logren la explotación y la utilización más eficaces de
las riquezas naturales.

Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer. Asamblea
General de las Naciones Unidas, 18 de diciembre de
1979.

Parte III. Artículo 14.

2. Los Estados parte adoptarán todas las medidas apro-
piadas para eliminar la discriminación contra la mujer

en las zonas rurales a fin de asegurar, en condiciones de
igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el
desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le
asegurarán el derecho a: 

...

c. Gozar de condiciones de vida adecuadas, particular-
mente en las esferas de la vivienda, los servicios sanita-
rios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el trans-
porte y las comunicaciones.

Protocolo adicional a la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos en materia de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San
Salvador”. Asamblea General de la Organización de los
Estados Americanos, 17 de noviembre de 1988.

Artículo 11. Derecho a un Medio Ambiente Sano. 

1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio am-
biente sano y a contar con servicios públicos básicos.

Las disposiciones antes mencionadas en los tratados inter-
nacionales en materia del derecho humano al agua estable-
cen obligaciones específicas para el Estado mexicano en
materia del derecho al agua, por lo que constituyen instru-
mentos jurídicos que guían la actuación de México en
cuanto a este derecho humano.xxii

En materia de argumentación jurídica, la Ley de Aguas Na-
cionales fue concebida como el marco legal base para ase-
gurar la gestión de las aguas propiedad de la nación, a tra-
vés de la gestión por cuencas en donde se norma la
participación de los distintos niveles de gobierno, órganos
colegiados de gestión y técnicos. 

Con la inclusión del derecho de toda persona al acceso,
disposición y saneamiento del agua para consumo perso-
nal y doméstico en el artículo 4o. de la CPEUM, se re-
quiere plasmar en los objetivos de la Ley de Aguas Na-
cionales, esta nueva visión desde los derechos humanos,
asegurando así que el Estado los garantice al precisarlos
en la ley que regula la materia a nivel de todo el territo-
rio nacional.

Es por lo anterior que la presente iniciativa propone reformar
el artículo 1 de la Ley de Aguas Nacionales con el objeto de
asegurar el derecho de toda persona al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y doméstico,
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además de regular la explotación, uso o aprovechamiento
sustentable de dichas aguas.

La reforma a este artículo, se considera de necesaria, por-
que al no cumplirse a la fecha con lo establecido en el ar-
tículo transitorio del decreto de febrero del 2012, fecha en
que se realizó la reforma al artículo 4o. de nuestra Carta
Magna, respecto el derecho al agua y al saneamiento que
tiene toda persona, la propuesta específica es incluirlo en el
artículo primero que aborda los objetivos de la Ley e inte-
grar las características de acceso a este derecho en el ar-
tículo 14 Bis 5 en el que se detallan los principios que sus-
tentan la política hídrica nacional.xxiii

Por lo que se considera necesario reformar la fracción V
del artículo 14 Bis 5 de la ley, a fin de establecer que se
le dará especial atención a la población marginada y me-
nos favorecida social y económicamente asegurando el
acceso y uso equitativo del agua.

Asimismo, se modifica la fracción XXII del artículo 14
Bis 5 de la ley en comento, a fin de que en los principios
que sustentan la política hídrica nacional, el uso domésti-
co y el uso público urbano que tengan preferencia con
cualquier otro uso, este deberá ser en forma suficiente, sa-
lubre, aceptable y asequible en concordancia con lo esta-
blecido en la Constitución y Tratados internacionales de
los que México forma parte.

Atendiendo al espíritu de brindar protección a la sociedad
garantizando su derecho al agua, propongo reformar la
fracción VII del artículo 14 Bis 6 de la ley, tiene el propó-
sito de establecer que son instrumentos básicos de la polí-
tica hídrica nacional los apoyos sociales para que las co-
munidades rurales y urbanas marginadas tengan el acceso
y disponibilidad y saneamiento de agua.

En Acción Nacional sabemos que el marco jurídico mexi-
cano contempla la gestión integral de los recursos hídricos
del país, que es no solamente una obligación del Estado si-
no también un derecho para el pueblo. La gestión integral
del agua debe reconocer que todos los mexicanos tengan el
acceso seguro al agua potable y garantizar la disponibilidad
del agua y al saneamiento como un derecho humano fun-
damental y como un bien social y común, adaptándolas en
todo momento a las normas que exige la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados In-
ternacionales de los que México forma parte.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tada federal del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
6, numeral 1, fracción I; 77.1 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración del pleno de
esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales

Único. Se reforma el artículo 1; la fracción V y XXII del
artículo 14 Bis 5; la fracción VII del artículo 14 Bis 6; to-
dos de la Ley de Aguas Nacionales, para quedar en los si-
guientes términos:

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del artículo 27
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en materia de aguas nacionales; es de observancia ge-
neral en todo el territorio nacional, sus disposiciones son
de orden público e interés social y tiene por objeto asegu-
rar el derecho de toda persona al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y domés-
tico, además de regular la explotación, uso o aprovecha-
miento sustentable de dichas aguas, su distribución y con-
trol, así como la preservación de su cantidad y calidad para
lograr su desarrollo integral sustentable.

Artículo 14 Bis 5. …

I. a IV….

V. La atención de las necesidades de agua provenientes
de la sociedad para su bienestar, de la economía para su
desarrollo y del ambiente para su equilibrio y conserva-
ción; se dará especial atención a la población margi-
nada y menos favorecida social y económicamente ase-
gurando el acceso y uso equitativo del agua;

VI a XXI…

XXII. El uso doméstico y el uso público urbano tendrán
preferencia en relación con cualesquier otro uso y el Es-
tado garantizará el acceso y disposición para uso
personal en forma suficiente, salubre, aceptable y
asequible.
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…

Artículo 14 Bis 6. …

I. a VI. …

VII. Los apoyos sociales para que las comunidades ru-
rales y urbanas marginadas tengan acceso, disponibili-
dad y saneamiento de agua; y 

VIII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. En el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el ejercicio fiscal del año 2019 y subsecuentes, se des-
tinarán recursos suficientes para dar cumplimiento a lo es-
tablecido en el presente decreto.

Notas

i German Water Partnership (GWP) (2013). Access to water: a human
right, consultado el 9 de noviembre de 2017 en: 

https://www.deutschland.de/en/topic/environment/earthclimate/ac-
cess-to-water-a-human-right.

ii Estudio sobre la protección de ríos, lagos y acuíferos desde la pers-
pectiva de los derechos humanos, 2018, Coordinación de Humanida-
des, Universidad Nacional Autónoma de México UNAM, México, ma-
yo de 2018, página 22.

iii Ibídem. 

iv Ibídem. 

v Consejo Nacional de Población (Conapo) (s/f). República Mexicana:
Indicadores demográficos, 2010-2050. Consultado el 1 de mayo de
2018 en: 

http://www.conapo.gob.mx/work/models/CONAPO/Proyeccio-
nes/Datos/Estimaciones_y_Proyecciones/2010_2030/Republica-
Mexicana_pr y.xlsx

vi Estudio sobre la protección de ríos, lagos y acuíferos desde la
perspectiva de los derechos humanos, 2018, Coordinación de Hu-

manidades, Universidad Nacional Autónoma de México UNAM,
México, mayo 2018.

vii Consejo Nacional de Población (Conapo) (s/f). República Mexica-
na: Indicadores demográficos, 2010-2050. Consultado el 1 de mayo de
2018 en: 

http://www.conapo.gob.mx/work/models/CONAPO/Proyeccio-
nes/Datos/Estimaciones_y_Proyecciones/2010_2030/Republica-
Mexicana_pr y.xlsx

viii Estudio sobre la protección de ríos, lagos y acuíferos desde la pers-
pectiva de los derechos humanos, 2018, Coordinación de Humanida-
des, Universidad Nacional Autónoma de México UNAM, México, Ma-
yo 2018.

ix Ibídem. 

x Ídem, página 88.

xi Ídem, página 92.

xii Anglés Hernández, Marisol (2016). Agua y derechos humanos. Mé-
xico: CNDH, página 105.

xiii Estudio sobre la protección de ríos, lagos y acuíferos desde la pers-
pectiva de los derechos humanos, 2018, Coordinación de Humanida-
des, Universidad Nacional Autónoma de México UNAM, México,
Mayo 2018, página 106.

xiv Vázquez, Luis Daniel, y Sandra Serrano (2011). “Los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
Apuntes para su aplicación práctica”, en Miguel Carbonell y Pedro Sa-
lazar (coordinadores) La reforma constitucional de derechos humanos:
un nuevo paradigma. México, Porrúa, 2011, páginas 135-165.

xv Ídem, página 147.

xvi WWAP (Programa Mundial de Evaluación de los Recursos Hídri-
cos de las Naciones Unidas). (2017). Informe Mundial de las Naciones
Unidas sobre el Desarrollo de los Recursos Hídricos 2017. Aguas resi-
duales: El recurso desaprovechado. París, UNESCO.

xvii Estudio sobre la protección de ríos, lagos y acuíferos desde la
perspectiva de los derechos humanos, 2018, Coordinación de Humani-
dades, Universidad Nacional Autónoma de México UNAM, México,
Mayo 2018, página 151.

xviii Ídem, página 189.
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xix Ídem, página 244.

xx Ibídem, página 246.

xxi Ibídem, página 246.

xxii Ibídem, página 29.

xxiii Decreto por el que se declara reformado el párrafo quinto y se
adiciona un párrafo sexto recorriéndose en su orden los subsecuentes,
al artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de febrero
de 2012.

Artículo Tercero Transitorio. El Congreso de la Unión contará con un
plazo de 360 días para emitir una Ley General de Aguas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de octubre de 2019.— Dipu-
tada Nohemí Alemán Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma los artículos 269 y 421 Bis de la
Ley General de Salud, suscrita por el diputado Raúl Gracia
Guzmán e integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El diputado Raúl Gracia Guzmán, así como quienes suscri-
ben, las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la LXIV Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; y
77 y 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que reforman los ar-
tículos 269 y 421 Bis de la Ley General de Salud, al tenor
de lo siguiente:

1. En los últimos 50 años, la producción de plástico ha
superado a cualquier material, muchos de los artículos
que se fabrican o se procesan con plástico están diseña-
dos para ser utilizados una vez y después se desechan,
sobre todo los que se procesan con plástico desechable y
de un sólo uso. El plástico termina por contaminar los

mares y los océanos porque no se maneja adecuadamen-
te y se recicla un porcentaje mínimo en relación con lo
que se produce. De acuerdo con la Organización de las
Naciones Unidas, “alrededor de 13 millones de toneladas
de plástico son vertidas en los océanos cada año, afec-
tando la biodiversidad, la economía y potencialmente
nuestra salud”.1

El plástico tiene características particulares que lo hacen
atractivo para su consumo y producción, a pesar de los
enormes problemas que genera después de ser empleado;
es barato, ligero y fácil de producir, lo que ha creado que
su producción alcance cantidades que somos incapaces de
procesar. Lo más preocupante es que, la ONU Medio Am-
biente, revela que de seguir las cosas como están, la pro-
ducción de plástico no sólo crecerá, sino que se duplicará
en las próximas décadas (ONU, 2018).

2. El uso del plástico ha contaminado enormes zonas de los
océanos y por ende, muchas especies que habitan en los
mares recienten esta contaminación y mueren por los daños
que les produce, el Vicepresidente Primero de la Unión Eu-
ropea, Frans Timmermans, responsable de desarrollo sos-
tenible, ha declarado: “Si no cambiamos el modo en que
producimos y utilizamos los plásticos, en 2050 habrá más
plástico que peces en el mar”.2

Hay productos cosméticos que contienen pequeñas canti-
dades de plástico y que son vertidas en los océanos año con
año; se les conoce como microplásticos y microperlas.
Respecto a estos productos, la ONU para el Medio Am-
biente señala:

Las microperlas plásticas son partículas sólidas que
usualmente tienen entre 10 micrómetros (0.00039 pulga-
das) y un milímetro (0.039 pulgadas).3

Los microplásticos son pequeños fragmentos microscópi-
cos de plásticos difícilmente biodegradables, se encuentran
por lo regular en exfoliantes faciales, geles de baño y pas-
tas de dientes, goma de mascar, productos industriales de
limpieza, fibras textiles sintéticas y llantas.

3. Entre las consecuencias de los productos con micro-
plásticos se encuentra el transporte de otros contaminan-
tes como el DDT, hidrocarburos poliaromáticos y bifeni-
los policlorados. Cuando son ingeridos por la vida
silvestre o los seres humanos (ya sea directa o indirecta-
mente), estos plásticos contienen altas concentraciones
de estas toxinas peligrosas que pueden volverse aún más
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concentradas y peligrosas a medida que se bioacumulan
en la cadena alimentaria.

Se estima que aproximadamente 80 por ciento de los
desechos marinos provienen del medio terrestre. La
mayoría de las muestras recogidas por Algalita, un
centro estadounidense que lleva 20 años haciendo in-
vestigación sobre contaminación de los plásticos en el
mundo entero, han detectado que, en columnas de
agua a 1, 10, 30 y 100 metros de profundidad, los plás-
ticos contienen principalmente polietileno de baja
densidad, estireno expandido (espuma de poliestire-
no), polipropileno y PET (tereftalato de polietileno).
Hay otros, pero éstos son los plásticos predominantes4

(Farbiarz, 2018).

4. En el Programa de las Naciones Unidas para el Medio
Ambiente, en el informe Lucha contra la basura plástica
marina y los microplásticos: evaluación de la eficacia de
las estrategias y los enfoques de gobernanza internaciona-
les, regionales y subregionales. Resumen para responsa-
bles de formular políticas, de fecha 8 de mayo de 2018, se
expone:

Se calcula que

• a la fecha se han producido 8 mil 300 millones de
toneladas métricas de plástico virgen;

• hasta 2015 se habían generado 6 mil 300 toneladas
métricas de desechos plásticos;

• de ellos, 9 por ciento se recicló, 12 se incineró y el
restante 79 se acumula en vertederos o en el medio
natural;

• de proseguir las tendencias actuales en materia de
producción y gestión de desechos, de aquí a 2050,
habrá 12.000 Tm de desechos plásticos en vertederos
o en el medio natural.5

La Primera Evaluación Integrada del Medio Marino a
Escala Mundial señala que la eliminación y acumula-
ción de desechos en el medio marino representa una de
las amenazas para la salud de los océanos que más rá-
pidamente aumenta. Se trata de un problema complejo
de índole social, ambiental, económica y mundial que
debe considerar una serie de factores, especialmente la
equidad intrageneracional.

Aunque nuestros océanos sufren la acción de múltiples
factores de estrés de forma visible, la cuestión de la ba-
sura plástica y los microplásticos marinos es un proble-
ma que tiene solución. En vista de la urgencia que plan-
tea la situación, se proponen diversas opciones para
lograr un progreso inmediato en la materia.

Gráfico 1. Comparación cronológica de la producción
prevista de plásticos y la elaboración de un instrumen-
to jurídico internacional basado en el proceso del Con-
venio de Minamata.

(Programa, 2018)

Consideraciones

I. Como diputado federal, considero de gran importancia
ser sensible a los acontecimientos sociales que afectan
nuestra localidad y ser la voz de quien no la tiene para
dar a conocer y exigir estabilidad social, transparencia y
liderazgo.

II. En derecho comparado, la fabricación e importación de
productos cosméticos que contienen microperlas o micro-
plásticos, encuentra su regulación en parte de los sistemas
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jurídicos del mundo, diversos países han prohibido los pro-
ductos cosméticos que contienen microplásticos por el alto
costo ambiental y los problemas a la salud que producen.
Para una mayor precisión, expondré algunos de los países
que prohíben la fabricación e importación de productos que
contienen microperlas o microplásticos.

Estados Unidos, la Microbead-Free Waters, o Ley de
Aguas Libres de Microcuentas, prohíbe la fabricación, el
envasado y la distribución de cosméticos enjuagados que
contienen microperlas de plástico, aprobada a finales de
2015. El Congreso aprobó esta ley para abordar las pre-
ocupaciones sobre las microperlas en el suministro de
agua. Después de que te hayas lavado la cara o cepilla-
do los dientes, las diminutas cuentas de plástico se van
por el desagüe. La preocupación es que las microperlas
no se pueden filtrar a través de los sistemas de filtración
de tratamiento y terminan en nuestros lagos y océanos,
donde los peces pequeños y otras especies silvestres
pueden confundirlos con alimentos.

La nueva ley no trata la seguridad del consumidor, y no
tenemos evidencia que sugiera que las microperlas de
plástico, como se usan en los cosméticos, representan un
problema para la salud humana.

Varios estados ya han prohibido los productos que con-
tienen microperlas. Debido a que las distintas leyes es-
tatales son diferentes, el Congreso sintió la necesidad de
tener una sola ley federal que se aplique a nivel nacio-
nal6 (Microcuentas, 2015).

Francia, mediante el decreto número 2017-291, el 6 de
marzo de 2017, se prohíbe la comercialización de produc-
tos cosméticos enjuagados para el uso de exfoliación o
limpieza, que comprenden partículas de plástico sólido e
hisopos de algodón para uso doméstico cuyo tallo es de
plástico. El decreto especifica las condiciones para la
aplicación de las disposiciones legales que prohíben la
comercialización de productos cosméticos enjuagados
con fines de exfoliación o limpieza que contengan partí-
culas plásticas sólidas, a excepción de las partículas que
se producen de forma natural, a partir del 1 de enero de
20187 (decreto, 2017).

Reino Unido, en 2018, entró en vigor la regulación 2017,
Protección Ambiental, Inglaterra la protección del ambien-
te (microperlas, Inglaterra), donde se regula la prohibición
de los microplásticos. El ordenamiento considera una defi-

nición extensa del concepto microplástico y expone cuáles
son los productos y artículos que contienen este tipo de
plástico.

III. Los microplásticos que se encuentran en los productos
cosméticos, contaminan, dañan el medio ambiente y la sa-
lud de las personas, los plásticos llegan a nuestros pulmo-
nes y nuestras mesas, en forma de microplásticos en el ai-
re, el agua y los alimentos, con efectos desconocidos para
nuestra salud. Sin embargo, el hecho de que los efectos aún
no son develados completamente, eso no implica que los
Estados no deban tomar medidas para anticiparse y aplicar
el criterio de precaución establecido en el principio 15 de
la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desa-
rrollo, donde se señala:

Con el fin de proteger el ambiente, los Estados deberán
aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a
sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irre-
versible, la falta de certeza científica absoluta no deberá
utilizarse como razón para postergar la adopción de medi-
das eficaces en función de los costos para impedir la de-
gradación del ambiente.

Es verdad que los Estados no se encuentran obligados a
cumplir en todo momento el criterio de precaución, sin em-
bargo, las legislaciones en los países referidos en el núme-
ro II, de estas consideraciones, muestran que, muchos paí-
ses han comenzado a adoptar medidas para prohibir el uso
de los microplásticos en los productos cosméticos, inde-
pendientemente de tener la certeza científica de los daños
que causan a la salud.

IV. En México, la regulación en cuanto al tema de los mi-
croplásticos en los cosméticos es nula, mientras que en el
resto del mundo se ha estado atendiendo.

No debemos ser omisos a la problemática actual que en-
frentamos. Si bien es cierto, el uso del plástico abre un mar
de posibilidades para su uso por sus características y su fá-
cil producción, es necesario que este material se recicle de
forma mucho más eficaz, y los productos con contenido de
microplásticos se pueden evitar.

Por todo lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforman los artículos 269 y 421
Bis de la Ley General de Salud

Único. Se reforman los artículos 269 y 421 Bis de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 269. Para los efectos de esta ley, se consideran
productos cosméticos las sustancias o formulaciones desti-
nadas a ser puestas en contacto con las partes superficiales
del cuerpo humano: epidermis, sistema piloso y capilar,
uñas, labios y órganos genitales externos, o con los dientes
y mucosas bucales con el fin exclusivo o principal de lim-
piarlos, perfumarlos, ayudar a modificar su aspecto, prote-
gerlos, mantenerlos en buen estado o corregir los olores
corporales o atenuar o prevenir deficiencias o alteraciones
en el funcionamiento de la piel sana.

Queda prohibida la venta, fabricación, manufactura,
distribución e importación de productos cosméticos que
contengan microplásticos.

Se considerarán microplástico las pequeñas partículas
de plástico de hasta 5 milímetros de diámetro.

No se considerará producto cosmético una sustancia o
mezcla destinada a ser ingerida, inhalada, inyectada o im-
plantada en el cuerpo humano.

La secretaría dará a conocer mediante acuerdo o listados
todas las sustancias restringidas o prohibidas para la elabo-
ración de productos cosméticos.

En la elaboración de productos cosméticos se podrán utili-
zar de manera inmediata las sustancias que hayan sido eva-
luadas y aprobadas por la Secretaría, independientemente
de su posterior inclusión en el acuerdo o listados para uso
general.

Artículo 421 Bis. Se sancionará con multa equivalente de
doce mil hasta dieciséis mil veces la unidad de medida y
actualización, la violación de las disposiciones contenidas
en los artículos 100, 122, 126, 146, 166 Bis 19, 166 Bis 20,
205, 235, 254, 264, 269, 281, 289, 293, 298, 325, 327 y
333 de esta ley.

Para explicar de manera detallada la iniciativa propuesta a
esta Soberanía, a continuación, expongo el siguiente cua-
dro comparativo:

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Las personas físicas y morales que tengan produc-
tos que contengan microplásticos contarán con 3 años, conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para
agotar la existencia de aquellos productos cosméticos.
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Tercero. Al momento de la entrada en vigor del presen-
te decreto quedan sin efecto todas las disposiciones con-
trarias a él.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas. Objetivos de Desarrollo Sos-

tenible. Recuperado de 

<https://news.un.org/es/story/2018/06/1435111> Revisión hecha el
3 de octubre de 2019.
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Ciudad de México, a 15 de octubre de 2019.— Diputado Raúl Gracia
Guzmán (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 43 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por el diputado Miguel Alonso Riggs Baeza e inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PAN

Diputado Miguel Alonso Riggs Baeza, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad que me con-
fiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, además del 6o., fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Desde sus orígenes, la Cámara de Diputados ha sido depo-
sitaria de la voluntad del pueblo de México, aunque esto de
poco o nada haya servido. En los tiempos del presidencia-
lismo recalcitrante que nos gobernó, esta Cámara era la pa-
lestra donde el Presidente se mostraba para recibir halagos
y lisonjas; en los tiempos actuales la misma se ha conver-
tido en una arena política donde con argumentos, o sin
ellos, se defienden y discuten determinadas posturas e ide-
as. Debemos pugnar siempre por el avance del Congreso,
pues la historia nos demuestra que en la medida que tenga-

mos Diputados sometidos al poder, carentes de preparación
y faltos de voluntad, en esa medida será el atraso y paráli-
sis en la vida nacional. Nadie en su sano juicio debiera pen-
sar que regresar al pasado es la opción. Nadie, en su sano
juicio, puede creer que Acción Nacional lo va a permitir.

En tiempos pues de un presidencialismo autoritario, un
Congreso solido era vital, pero en los tiempos actuales un
Congreso responsable, preparado y honesto es indispensa-
ble pues solo así, desde aquí, se generarán los mecanismos
que permitan que nuestro país se enfrente a los retos de es-
te siglo. En una época en que la preparación es clave,
nuestra Cámara de Diputados no se puede quedar atrás; en
tiempos donde se valora por sobre todas las cosas a la ex-
perticia, experiencia y capacidad de una persona, el Con-
greso no puede cerrar los ojos y permitir que temas técni-
cos o específicos sean tratados por quien poco o nada
conoce de la materia.

En la historia de esta Cámara y, por supuesto, entre los 500
diputados que aquí estamos presentes, existen especialistas
en determinadas ramas que por los vaivenes de la política
están dejando de aportar en el grado que pudieran, porque
alguien, atendiendo a quién sabe qué intereses, así lo deci-
dió, y esto, por supuesto, es en perjuicio de todos. Los que
más saben de determinada materia, más pueden aportar en
ella. No se les puede cerrar la puerta porque una negocia-
ción y una repartición impúdica, de la que no se puede ha-
blar en lo público, así lo determinó. 

Ahora bien, las comisiones de esta Cámara son órganos
constituidos por el Pleno que, a través de la elaboración de
dictámenes, informes, opiniones o resoluciones, contribu-
yen a que la misma cumpla sus atribuciones constituciona-
les y legales. Es decir, son los órganos por medio de los
cuales la Cámara cumple su labor legislativa por lo que se
vuelve imperativo que al frente de las mismas esté quien
sea capaz de encabezar sus trabajos con conocimiento de
causa y no vaya dando traspiés o palos de ciego a cada mo-
mento. Si la idea es avanzar, avancemos de la mano de los
mejores y no de la mano de aquellos que fueron puestos sin
conocer del tema, sin saber al respecto, porque la cúpula y
el capricho así lo decidieron. 

Urge pues evitar en lo sucesivo que esto se vuelva a pre-
sentar; es necesario modificar la ley orgánica de este Con-
greso y establecer que al frente de las comisiones esté gen-
te que sepa qué se necesita en los temas que toque su
comisión y qué va a hacer para resolverlos.

Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados92



El Congreso no puede retroceder, ha de avanzar, y la Cá-
mara de Diputados y sus comisiones deben ser motivo de
orgullo y sinónimo de trabajo y resultados, no lo que hoy
están siendo. Nadie puede pretender que los Diputados se-
amos espectadores de la simulación. Ese tiempo ya pasó y
no va a regresar. Vamos a actuar y este Congreso tendrá al
frente de sus comisiones a los mejores de entre los que aquí
se encuentren, porque México así lo requiere y así lo de-
manda. Somos responsables de nuestro prestigio como le-
gisladores y responsables del respeto que se le dé a este re-
cinto. Debemos ser los primeros en vigilar que los trabajos
de las comisiones lleguen a buen puerto, porque en el mo-
mento histórico y político en que nos encontramos, hemos
de ser los primeros en cuidar que este Congreso, sus traba-
jos y su imagen, no se nos caiga. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me sirvo a someter
a esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 43, numeral 4, de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar redactado de la siguiente manera:

Artículo 43.

4. Al proponer la integración de las comisiones, la Junta
postulará también a los diputados que deban presidirlas y
fungir como secretarios, los cuales deberán tener expe-
riencia comprobable en la materia sobre la que versan
los trabajos de la comisión. Al hacerlo, cuidará que su
propuesta incorpore a los diputados pertenecientes a los
distintos Grupos Parlamentarios, de tal suerte que se refle-
je la proporción que representen en el Pleno, y tome en
cuenta los antecedentes y la experiencia legislativa de los
diputados.

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
15 de octubre de 2019.— Diputado Miguel Alonso Riggs Baeza
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma y deroga el artículo 2o. de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo,
del Grupo Parlamentario del PES

El que suscribe, Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración la presente
iniciativa con proyecto de decreto, por el cual se reforma el
párrafo segundo y se deroga el cuarto del artículo 2o., frac-
ción I, inciso G), de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La epidemia de obesidad y las consecuencias que esto tie-
ne en la salud de millones de mexicanos es una prioridad
que requiere una política integral de acciones para generar
impactos benéficos a corto, mediano y largo plazos en la
salud de quienes vivimos en este país. Sabemos que los
consumidores –en especial los más jóvenes– tienen un gus-
to definido a favor del consumo de productos dulces. Eso
no va a cambiar.

Sin embargo, entre las azúcares que encontramos en los
productos naturales como las frutas y verduras y las que se
obtienen en productos con azúcares añadidos y refinados,
podemos observar que la mayor concentración y uso de
azúcares tienden a desestabilizar la salud. Y entre mayor es
la cantidad ingerida y mientras se hace por más tiempo en
la vida, las consecuencias acumuladas son más graves.

De acuerdo con datos publicados en pasados días en el pe-
riódico Reforma, en un artículo del doctor Juan Rivera
Dommarco, director general del Instituto Nacional de Sa-
lud Pública,1 explica que más de 74 por ciento de los adul-
tos y un tercio de los niños y adolescentes tienen sobrepe-
so u obesidad, lo cual deriva en enfermedades como
diabetes, cardiovasculares e, incluso, cáncer.

El acumulado de dichas enfermedades son causantes de 47
por ciento de las muertes en el país. Esta prevalencia va en
aumento y amenaza con quebrar a los sistemas de salud pú-
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blica si una proporción cada vez mayor de la población tie-
ne estas enfermedades, por mayor tiempo.

Estas alarmantes cifras nos han llevado a discutir amplia-
mente la regulación a pesar de las barreras y resistencias
que la industria ha tratado de imponer. Muestra de ello, es
el dictamen que apenas hace unas semanas aprobamos en
la Comisión de Salud, en aras de generar un etiquetado de
advertencia que sea claro para toda la población, a fin de
generar un consumo consciente y saludable.

El sobreconsumo de azúcar es uno de los mayores factores
de riesgo para el sobrepeso, la obesidad, la diabetes e in-
cluso, pérdida de dientes. Y parte del problema es que en el
mercado se ofrecen cada vez más alternativas de productos
altos en azúcares, en particular enfocados en el mercado in-
fantil y juvenil. Estamos acostumbrando a los niños a vivir
cada vez más endulzados. En promedio, una sola lata de
una bebida azucarada contiene alrededor de 40 gramos de
azúcares libres (equivalentes a 10 cucharadas de azúcar).2

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud y la
Organización Panamericana de la Salud (OMS/OPS)3 y
con base en la evidencia internacional, el incremento de
impuestos a productos de consumo como las bebidas azu-
caradas, es una de las estrategias más costo-efectivas para
reducir la demanda y llevar a las empresas a reformular sus
productos para disminuir el uso de azúcares. Porque no se
trata de prohibir o atacar esos productos, se trata de refor-
mularlos y que se ofrezcan alternativas menos dañinas a la
salud.

Así, la evidencia recopilada por la OMS/OPS demuestra
que el impuesto deber ser de al menos 20 por ciento para
tener un impacto en la obesidad y en enfermedades cardio-
vasculares; esto es un impuesto progresivo ya que es un
gravamen que protege a la población contra enfermedades
que generan y preservan la pobreza.

En 2014 se impuso un gravamen de 1.00 pesos por litro,
cantidad que se actualizó en 2018 a 1.17 y que ahora, en la
propuesta de modificación a la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios contenida en la Ley de In-
gresos de la Federación propuesta a esta soberanía por el
Poder Ejecutivo, busca hacer solamente un ajuste en la
cuota para quedar en 1.27 pesos por litro.

Lo que tenemos hasta hoy, sin duda, ha tenido efectos po-
sitivos. El propio Instituto Nacional de Salud Pública, au-

toridad en la materia, ha ahondado en algunos de los bene-
ficios a cinco años de que inicio el impuesto a bebidas 
azucaradas:

• Disminución en la compra de bebidas que dañan la sa-
lud. Incluso, durante el segundo año, las compras de di-
chos productos disminuyeron 7.6 por ciento.

• Ayuda a prevenir la aparición de enfermedades deriva-
das del sobrepeso y obesidad.

• Favorece el crecimiento económico no por su efecto
recaudatorio, sino por el ahorro que puede significar por
la prevención de enfermedades.

• Aumento de 2.1 por ciento en la compra de bebidas sin
impuestos, particularmente agua embotellada.

• Con esta medida se preserva la libertad de los consu-
midores al tiempo que se recauda a partir de ellos recur-
sos para atender las consecuencias sociales de las deci-
siones individuales.

Es claro que estos beneficios pueden ser mucho mayores y
tener más efectos positivos en la salud, siempre y cuando
migremos hacia un gravamen diferente, como recomienda
la OPS/OMS, y bajo un modelo escalonado que permita fo-
mentar la reformulación entre la industria para lograr que
realmente pague más quien más azúcar añadida ofrece a la
población. Hoy, a pesar de tener un serio problema en ma-
teria de sobrepeso, obesidad y diabetes, en México no he-
mos seguido la recomendación de OMS/OPS de contar con
un impuesto de 20 por ciento4 para bebidas con alto conte-
nido de azúcares añadidos.

Por ello, la presente iniciativa busca reformar la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para im-
plantar un impuesto escalonado. Este modelo tributario
va enfocado en impulsar la reformulación de productos, ya
que su objetivo es llevar a la industria a cambiar sus con-
ductas en vez de solo estar transfiriendo el costo de un im-
puesto fijo al consumidor.

Este tipo de impuestos ya ha sido probado en el mundo,
con resultados satisfactorios en la disminución real de con-
sumo de bebidas saborizadas. Un caso emblemático es el
de Reino Unido,5 donde el impuesto logró reducir el con-
sumo de bebidas azucaradas en promedio en alrededor a 5
litros por persona en 2018.
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En el mundo, la tendencia a gradualizar impuestos está di-
rigida a modificar conductas por parte de los productores,
que a su vez se traduce en un cambio de conductas de los
consumidores. Ello aunado a otras políticas como un eti-
quetado claro y la regulación de publicidad, entre otras me-
didas, logra magnificar los efectos positivos en la salud.

Es indispensable que, más allá de hacer pequeños ajustes
anuales que solo corresponden a la inflación, busquemos
soluciones contundentes que, por un lado, garanticen el
efecto recaudatorio, pero que sobre todo busquen que la
población mexicana tenga opciones más saludables en ma-
teria de bebidas y que este gravamen sea realmente parte de
una política de salud, tal como fue diseñado en su origen.

Con esta reforma se busca establecer un impuesto ad való-
rem; es decir, un porcentaje de impuesto calculado con el
precio final de cada producto y no sujeto al volumen (en
este caso, por litro), lo que evita estrategias que la industria
ha tomado para evitar o disminuir el pago del impuesto, co-
mo transferirlo completamente al consumidor, subir el pre-
cio en latas pequeñas, dejar un precio bajo en formatos
grandes, generar nuevos empaques o presentaciones que
les permita evadir el ser sujetos de este impuesto, entre
otras.

Un impuesto de este tipo, además de tener un alto efecto
recaudatorio, impone una mayor tasa a aquellos produc-
tos que tienen más azúcar. Este gravamen se plantea de
manera escalonada, de acuerdo con el contenido de gra-
mos de azúcares añadidos para incentivar la reformula-
ción y que la industria cada vez ofrezca bebidas más sa-
ludables a las familias mexicanas.

Asimismo, con este modelo de impuesto no es necesario
que año con año se actualice la tasa impositiva, ya que és-
ta va adaptándose al efecto inflacionario y cualquier otra
variación directamente en el precio de los productos.

Es nuestra labor como legisladores velar en todo momento
por el bienestar de la mayoría. Si bien las políticas tributa-
rias no suelen ser populares, tenemos el deber de generar el
marco legal que impulse la creación de políticas que sean
realmente efectivas, que generen externalidades positivas
para la población, por lo que esta iniciativa tiene el objeti-
vo de volver al espíritu inicial de la creación de este im-
puesto, que era entablar una política pública que vele por la
salud y no se trate solamente de una recaudación fiscal.

Adicionalmente, está en concordancia con la propuesta del
Gobierno Federal de no crear nuevos gravámenes: simple-
mente, se plantea de manera diferente uno ya existente. Sus
fines no son sólo recaudatorios, sino que abonarán a aten-
der un grave problema de salud pública en el país.

La idea de que se proponga una tasa escalonada ayudará a
que se grave el contenido de azúcares añadidos al produc-
to, de manera proporcional: entre más alto sea el añadido,
más se paga. Esto tiene la ventaja de estimular a la reduc-
ción de contendios: si un producto baja de 5 a 4 gramos,
reduce en 50 por ciento su tasa; y el cambio de un gramo
será casi imperceptible para el consumidor. Apenas notará
que está “menos dulce” que antes. Por otra parte, pasar de
12 a 4 gramos le daría al fabricante una caída de hasta 75
por ciento en la tasa a pagar. Se generan, pues, los incenti-
vos adecuados para reformular los productos y reducir el
gramaje de azúcares añadidos. Es un estímulo adecuado en
pro de una conducta conveniente.

Como representantes del pueblo de México, estamos obli-
gados a hacer valer el derecho constitucional de protección
a la salud que marca el artículo 4o. de la Carta Magna y ge-
nerar un marco normativo que ayude a normar el compor-
tamiento y hábitos de consumo.

Por tal motivo, se debe considerar lo siguiente:

• Que el impuesto de 1 peso por litro (y su actualización
a 1.17) a bebidas azucaradas dio como resultados que la
compra de estas se redujera hasta en 9.7 por ciento en el
2015;6

• Que los hogares de menor nivel socioeconómico,
fueron quienes más redujeron la compra de bebidas
saborizadas;

• Que si bien el impuesto ha tenido impacto positivo, es
necesario fortalecer el gravamen para potenciar su efec-
to y lograr un ahorro en la atención a pacientes diabéti-
cos, ya que las complicaciones de esta enfermedad pue-
den tener implicaciones de pauperización;

• Que la epidemia de obesidad y enfermedades deriva-
das requiere atención urgente, inmediata, multidiscipli-
naria e integral para contrarrestar efectivamente el im-
pacto de una deficiente alimentación en la salud de los
mexicanos;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice I95



• Que es menester generar los estímulos adecuados a
través de políticas públicas para que los fabricantes re-
formulen sus productos hacia variedades con menos
azúcares añadidos, sin tener que imponer normas o su-
pervisión técnica que impliquen mayores costos e inje-
rencia del Estado;

• Que la tasa escalonada que se propone genera los estí-
mulos suficientes para que los fabricantes reformulen
sus productos para añadirles menos azúcares, sin inter-
ferir demasiado en sus procesos productivos y sin im-
poner nuevas obligaciones al Estado para supervisarlos;

• Que en la medida en que se ofrezcan variedades con
menor contenido de azúcar añadida, el consumidor pue-
de optar por productos relativamente más sanos y, al
mismo tiempo, pagar menos impuestos por ellos;

• Que es indispensable alinear la legislación en materia
de impuesto a bebidas saborizadas a las evidencias exi-
tosas y a las recomendaciones internacionales;

• Que la evidencia internacional ha demostrado que la
manera más efectiva de generar reformulación de pro-
ductos para migrar hacia bebidas saludables es un gra-
vamen escalonado; y

• Que la medida respeta la libertad del consumidor, pe-
ro lo hace corresponsable en el pago de las consecuen-
cias sociales de sus decisiones individuales.

Por lo expuesto, fundado y motivado someto a considera-
ción de este pleno la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo y se
deroga el cuarto del artículo 2o., fracción I, inciso G),
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios

Único. Se reforma el párrafo segundo y se deroga el cuar-
to del artículo 2o., fracción I, inciso G), de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, para quedar
como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas 
siguientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes:

A) a F) (…)

G) (…)

La tasa aplicable será de acuerdo con los gramos
de azúcares añadidos por cada 100 mililitros con-
tenidos en el producto, de la siguiente manera:

Contenido de azúcares 
añadidos/100 mililitros  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .Tasa

1. De 1 hasta 4 gramos  . . . . . . . . . . . . .5 por ciento

2. Más de 4 y hasta 8 gramos . . . . . . . .10 por ciento

3. Más de 8 y hasta 12 gramos . . . . . . .15 por ciento

4. Más de 12 gramos  . . . . . . . . . . . . . . 20 por ciento

(…)

Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2020, siendo publicado en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Se abrogan las disposiciones legales que se
opongan al presente decreto.

Notas

1 “Etiquetado de alimentos”, Juan Ángel Rivera Dommarco, para el
periódico Reforma, 17 de septiembre de 2019.

2 Taxes on sugary drinks: why do it?, World Health Organization, 

https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/260253/WHO-
NMH-PND-16.5Rev.1-eng.pdf;jsessionid=8136167D61A3
BC221235FB154C273F1A?sequence=1

3 Los impuestos a los refrescos y a las bebidas saborizadas como me-

dida de salud pública, Organización Panamericana de la Salud, 

https://www.paho.org/mex/index.php?option=com_content&view
=article&id=627:los-impuestos-refrescos-bebidas-azucaradas-me-
dida-salud-publica&Itemid=499
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4 Recomendación de la OPS/OMS.

5 https://www.gov.uk/topic/business-tax/soft-drinks-industry-levy

6 Instituto Nacional de Salud Pública, 

https:/ /www.insp.mx/epppo/blog/4378-continua-efecto-
impuesto.html

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de octubre de 2019.—
Diputado Manuel de Jesús Baldenebro Arredondo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO, LEY DEL IMPUESTO
SOBRE LA RENTA Y LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federal del Trabajo, del Impuesto sobre la
Renta, y General de Salud, suscrita por la diputada Cecilia
Anunciación Patrón Laviada e integrantes del Grupo Parla-
mentario del PAN

La suscrita, diputada Cecilia Anunciación Patrón Laviada,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 6, numeral 1; 76; 77 y; 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, se permite presentar para su análisis y
dictamen la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona la fracción XXIX-Ter del artículo
132 de la Ley Federal del Trabajo y reforma los artículos
27 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y el 194-Bis de
la Ley General de Salud.

Exposición de Motivos

Datos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)
señalan que en el mundo se producen más de 2,02 millones
de muertes debido a enfermedades provocadas por el tra-
bajo.1 Además, el número anual total de casos de enferme-
dades que se producen por la actividad laboral y que no son
mortales se calcula en 160 millones, lo que ocasiona un da-
ño y un atentado contra el derecho de que los trabajadores

deben gozar de un trabajo digno, en el cual no se involucre
el daño a su salud.2

En nuestro país, desde el 2001 el cáncer de piel ha sido el
segundo tipo de cáncer más frecuente, según lo afirmado
por Rodrigo Roldán Marín, director de la Clínica de Onco-
dermatología de la Facultad de Medicina de la UNAM ubi-
cada dentro de Ciudad Universitaria.3

De acuerdo con lo dicho por el director, la exposición re-
currente al sol sin cuidado es el factor número uno de los
detonantes del cáncer de piel.

Existe un riesgo inminente respecto de contraer enferme-
dades como el cáncer de piel por la exposición continua a
los rayos solares. Hay trabajadores que por la actividad que
prestan, se ven forzados a encontrarse en circunstancias en
las que se exponen continuamente a los rayos solares y la
ley no prevé medios claros de protección para ellos, colo-
cándolos en una situación de vulnerabilidad.

El derecho al trabajo es un derecho humano e indispensa-
ble para la realización de otros derechos humanos y cons-
tituye una parte inseparable e inherente de la dignidad hu-
mana. Toda persona tiene derecho a trabajar para acceder a
una vida con dignidad,4 por ello su gran importancia y re-
levancia en la agenda a tratar en las tareas legislativas. El
derecho humano del trabajo se encuentra plasmado en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM), en los artículos 5 y 123, siendo el segundo uno
de los mayores avances que denotó la Constitución de 1917
resultado del congreso Constituyente de Querétaro.

“Artículo 5. A ninguna persona podrá impedirse que se
dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que
le acomode, siendo lícitos… (art. 5 CPEUM, 2019).” 

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley (art. 123 CPEUM).”

El trabajo origina la necesidad del establecimiento de nor-
mas tendientes a la protección de todo trabajador. De este
modo, el derecho al trabajo implicó la aparición de un ca-
tálogo de derechos humanos, también conocidos como de-
rechos humanos laborales inherentes al trabajador.5

“El Estado no puede permitir que se lleve a efecto nin-
gún contrato, pacto o convenio que tenga por objeto el
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menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la
libertad de la persona por cualquier causa… (art.5
CPEUM 2019).

2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo for-
zoso u obligatorio (art. 6 CADH 2019).”

Es responsabilidad del Estado garantizar el acceso al traba-
jo a todas las personas. El Estado crea las garantías de eje-
cución para que este derecho sea realmente viable por lo
que suscribe tratados internacionales y adecúa su legisla-
ción vigente. El convenio 122 de la OIT, que habla sobre la
política del empleo, es muy claro cuando determina la for-
ma en la que se debe de garantizar el trabajo para todas las
personas. A continuación, se cita un fragmento de este 
instrumento:

“…Garantizar que habrá trabajo para todas las personas
disponibles y que busquen trabajo. Así mismo que dicho
trabajo debe ser tan productivo como sea posible; que
habrá libertad para escoger empleo y que cada trabaja-
dor tendrá las posibilidades de adquirir la formación ne-
cesaria para ocupar el empleo que le convenga…”

Pero en la misma escala de importancia encontramos que
no solo se tiene que garantizar el acceso a un trabajo, sino
que se tiene que garantizar las condiciones para que la ac-
tividad laboral sea óptima, respete la integridad de la per-
sona y permita el sano desarrollo de la persona, es decir, se
debe procurar el trabajo digno. El trabajo digno está con-
templado en la CPEUM en el artículo 123 en su primer pá-
rrafo, y que se precisa en el artículo segundo de la Ley Fe-
deral del Trabajo (LFT):

“Productividad. Los artículos 153-C, 153-E y 153-I,
de la Ley Federal del Trabajo que la regulan, no vul-
neran el derecho al trabajo digno y el principio de
progresividad (legislación vigente a partir del 1o. de
diciembre de 2012).

En los preceptos citados se reconoce a la productividad
como un elemento esencial del régimen de capacitación
y adiestramiento; se regula el diseño, la aprobación y la
ejecución de programas y acuerdos de productividad; y
se modifican la denominación y las atribuciones de las
Comisiones Mixtas de Capacitación, Adiestramiento y
Productividad. De las modificaciones en esa materia al
sistema normativo concerniente al Capítulo III bis, de-
nominado ‘De la productividad, formación y capacita-
ción de los Trabajadores’ de la Ley Federal del Trabajo,

se obtiene que la productividad se planteó como un ob-
jetivo, para el cual se establecerán sistemas, acuerdos y
programas donde deben concurrir patrones, trabajadores,
sindicatos, gobiernos y academia, y en cuya aprobación
se privilegiará el consenso. Asimismo, esas normas bus-
can garantizar que la productividad se refleje en una me-
jor distribución de los ingresos y, sobre todo, que se con-
crete en la remuneración de los trabajadores. Además,
debe considerarse que la productividad es un fin legítimo
reconocido por el artículo 25 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, cuya concreción no
debe estar alejada ni resultar contraria a los derechos de
los trabajadores. Por el contrario, es un supuesto necesa-
rio para mejorar las condiciones de empleo, y las medi-
das que se adopten para conseguirlas no pueden aplicar-
se en perjuicio de los derechos laborales y deben
redundar en beneficios para los trabajadores, por lo que
su reconocimiento y regulación no puede considerarse
lesivo del principio de progresividad previsto en el ar-
tículo 1o. constitucional. Así, las normas en materia de
productividad deben interpretarse para garantizar las
condiciones de trabajo digno exigido por el primer pá-
rrafo del artículo 123 de la Constitución Federal, cuyo
contenido se precisa en el numeral 2o. de la Ley Federal
del Trabajo.

Tesis 2ª./J.48/2014(10ª). Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta, Décima Época, t.I Junio 2014,
p.432.”

El artículo segundo de la Ley Federal retoma los preceptos
de la CPEUM para especificar de manera clara lo consa-
grado, y en especial, atendiendo lo relativo a lo que se en-
tiende por trabajo digno que se contempla con el artículo
tercero donde se establece la definición de lo que se debe
entender por trabajo donde engloba el respeto a la dignidad
de la persona:

“…El trabajo es un derecho y un deber social. No es ar-
tículo de comercio, exige respeto para las libertades y
dignidad de quien lo presta y debe efectuarse en condi-
ciones que aseguren la vida, la salud y un nivel econó-
mico decoroso para el trabajador y su familia.” (art. 2
LFT, 2019).

La CPEUM, dentro del artículo 123 apartado A, establece
los criterios en cuidado y en atención del aspecto de la se-
guridad en el empleo, debido a que es uno de los derechos
humanos que tenemos como ciudadanos. Así:
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“XIII. Las empresas, cualquiera que sea su actividad,
estarán obligadas a proporcionar a sus trabajadores, ca-
pacitación o adiestramiento para el trabajo. La ley re-
glamentaria determinará los sistemas, métodos y proce-
dimientos conforme a los cuales los patrones deberán
cumplir con dicha obligación. (art. 123 CPEUM, 2019).

XIV. Los empresarios serán responsables de los acci-
dentes del trabajo y de las enfermedades profesionales
de los trabajadores, sufridas con motivo o en ejercicio
de la profesión o trabajo que ejecuten; por lo tanto, los
patronos deberán pagar la indemnización correspon-
diente, según que haya traído como consecuencia la
muerte o simplemente incapacidad temporal o perma-
nente para trabajar, de acuerdo con lo que las leyes de-
terminen. Esta responsabilidad subsistirá aún en el caso
de que el patrono contrate el trabajo por un intermedia-
rio. (art. 123 CPEUM, 2019)”

El tema de seguridad en el empleo prevé en el Título Cuar-
to, Capítulo Primero, de la LFT que en las obligaciones de
los patrones se debe, entre otras, el dotar de instrumentos a
los trabajadores para la realización de la actividad. Así co-
mo también cumplir con las disposiciones de seguridad e
higiene para prevenir accidentes y enfermedades, y demás
relativa para resguardar la seguridad de los trabajadores.

“Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

…

XVII. Cumplir las disposiciones de seguridad e higiene
que fijen las leyes y los reglamentos para prevenir los
accidentes y enfermedades en los centros de trabajo y,
en general, en los lugares en que deban ejecutarse las
labores…

...

XIX.- Proporcionar a sus trabajadores los medicamen-
tos profilácticos que determine la autoridad sanitaria en
los lugares donde existan enfermedades tropicales o en-
démicas, o cuando exista peligro de epidemia (art. 132
LFT).”

El tema de prevención de enfermedades de los trabajadores
es de gran relevancia ya que es responsabilidad de los pa-
trones propiciar las condiciones adecuadas para que los tra-
bajadores puedan ejercer su actividad, aun cuando todos
los trabajadores estén afiliados a un programa de seguridad

social, es decir, de ninguna manera, el patrón podrá excu-
sarse de sus obligaciones. 

Es obligación del Estado facilitar las posibilidades para
la prevención y el cuidado a la salud, así como también
debe crear las condiciones adecuadas para que el patrón
y el trabajador puedan atender sus obligaciones y gozar
de sus derechos.

“Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, pro-
teger y garantizar los derechos humanos de confor-
midad con los principios de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresividad… (art
1 CPEUM, 2019).

A pesar de las figuras jurídicas y avances legislativos que
se tienen a la fecha, existen enfermedades propiciadas por
el trabajo que aquejan a los ciudadanos y que llevan en
ocasiones a la muerte. Por ello, resulta la importancia de
tomar las medidas más adecuadas que tengan como finali-
dad la de cuidar y mejorar la vida de los ciudadanos. La en-
fermedad de trabajo es aquella que se contrae derivada de
como su nombre lo dice, la prestación del servicio sujeto
del trabajo de las personas, y por lo que el artículo 475 de
la LFT refiere, y a continuación se cita:

“Artículo 475. Enfermedad de trabajo es todo estado
patológico derivado de la acción continuada de una cau-
sa que tenga su origen o motivo en el trabajo o en el me-
dio en que el trabajador se vea obligado a prestar sus
servicios.

El cáncer de piel es el segundo cáncer más frecuente en
México y una de sus causas es derivada de pasar largas ho-
ras expuesto al sol. Asimismo, la exposición tan larga a los
rayos del sol no solo es un riesgo latente para contraer cán-
cer, sino que también puede derivar en contraer otro tipo de
enfermedades que pongan en mucho riesgo a la salud.

Los protectores solares son aquellos productos que ayudan
a prevenir que los rayos ultravioletas (UV) lleguen a la
piel. Existen 2 tipos de radiación UV que son los rayos
UVA y los UVB los cuales aumentan el riesgo de cáncer de
piel y los protectores solares pueden proteger contra estos
rayos. Los filtros solares son preparados que se aplican en
la piel con el fin de reducir los efectos de la radiación so-
lar actuando de dos formas distintas, desvían la radiación o
la absorben. Los filtros se dividen en dos grupos, filtros fí-
sicos y filtros químicos:
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Es obligación del patrón la prevención de enfermedades y
accidentes en el lugar de trabajo. Con respecto de los tra-
bajos al aire libre y con alta exposición a los rayos solares
se les debe otorgar a los trabajadores un filtro solar para
prevenir cualquier daño a la salud. El trabajador y patrón
correspondiente al apartado A del artículo 123 de la
CPEUM son ciudadanos con necesidades y con obligacio-
nes, por lo que el Estado debe garantizar una sana relación
entre ambos. Ejemplo del cuidado de esta relación está la
creación del mismo artículo 123 de la CPEUM consagran-
te del derecho social en la constitución mexicana y pione-
ra en este rubro en el mundo.

En esta iniciativa pretendemos dar un estímulo fiscal al pa-
trón que realice la compra de protectores solares para el
cuidado de la salud del trabajador, de esta manera como au-
toridad lo que realizamos es crear un entorno para el cum-
plimiento de la norma en beneficio de la sociedad. El obje-
tivo que se busca con la acción es crear un marco accesible
al patrón para dar cumplimiento a una obligación laboral
que ostenta con el trabajador.

El protector solar no es considerado como un insumo para
la salud y es de gran importancia en el cuidado de la salud,
por lo que con facultad constitucional en la fracción XVI
del artículo 73 de la CPEUM, el Congreso de la Unión es-
tá facultado para legislar en materia de salud. Con esta re-
forma se pretende reformar el artículo 194-Bis de la Ley
General de Salud, para que los protectores solares sean
previstos como un insumo para la salud y con ello abrir la
posibilidad de ser requerido por los trabajadores en dado
momento. 

Es por lo anterior que la propuesta de esta iniciativa de ley
tiene tres acciones para atender a una sola problemática:

-Crear la obligación expresa al patrón de brindar la se-
guridad a su salud del trabajador mediante el otorga-
miento de un protector solar al que ostente actividad fí-
sica en un entorno abierto y expuesto a los rayos solares.
Esto se busca mediante la reforma a la Ley Federal del
Trabajo.

-Otorgar un beneficio fiscal en la ley del ISR a los pa-
trones que siendo personas físicas o morales que reali-
cen la compra de protectores solares para dar la protec-
ción a sus trabajadores.

-Agregar en la Ley General de Salud a los protectores
solares como insumos para la salud.

El fin único es la prevención de enfermedades en la piel de
los trabajadores que se exponen a los rayos solares en su
actividad laboral.

La presente iniciativa encuentra base constitucional en los
artículos 4; 5; 73 fracción X; y 123 de la CPEUM. Hay fun-
damento convencional en los tratados suscritos por el Esta-
do mexicano relativos a la Organización Internacional de la
Salud, así como de la Organización Internacional del Tra-
bajo, los mencionados en el cuerpo del presente texto y
demás aplicables. Por lo anterior mencionado es que la pre-
sente iniciativa:

Propone: Reformar la Ley Federal del Trabajo para crear
la obligación del patrón de otorgar protectores solares a los
trabajadores que realicen sus funciones bajo los rayos sola-
res y demás artículos que prevengan una enfermedad de
trabajo teniendo en cuenta las condiciones del lugar en
donde se preste la actividad. Se propone reformar la Ley
del ISR para otorgar un estímulo fiscal al patrón que reali-
ce la compra de los protectores solares.

Tiene como finalidad: Crear una cultura de prevención y
los medios para la misma, frente a las enfermedades cutá-
neas derivadas de la exposición solar por motivo del traba-
jo, favoreciendo la salud de la sociedad.

Por lo anterior se muestra un cuadro comparativo entre el
texto vigente respecto las leyes a modificar, la propuesta a
modificar con esta iniciativa y comentarios al respecto de
la modificación:
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Fundamento Legal

Lo constituyen los artículos 5; 71, fracción X; 78, fracción
III, y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión.

Texto normativo propuesto:

Decreto por el cual se adiciona la fracción XXIX-Ter
del artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, reforma
los artículos 27 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y
el 194-Bis de la Ley General de Salud

Artículo Primero. Se adiciona la fracción XXIX-Ter del
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo para quedar co-
mo sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

…

XIX Ter. Proporcionar a los trabajadores expuestos
a riesgos de irradiación solar previa autorización es-
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crita del médico de la institución de seguridad social
que le corresponda o, en su caso, del servicio de sa-
lud que otorgue el patrón, protectores solares para el
cuidado de su salud.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 27 de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta para quedar como sigue:

Artículo 27. Las deducciones autorizadas en este Título
deberán reunir los siguientes requisitos:

…

XI. Que cuando se trate de gastos de previsión social,
las prestaciones correspondientes se otorguen en forma
general en beneficio de todos los trabajadores. Tratán-
dose de vales de despensa otorgados a los trabajadores,
serán deducibles siempre que su entrega se realice a tra-
vés de los monederos electrónicos que al efecto autori-
ce el Servicio de Administración Tributaria.

…

Tratándose de las prestaciones de previsión social a que
se refiere el párrafo anterior, se considera que estas son
generales cuando sean las mismas para todos los traba-
jadores de un mismo sindicato o para todos los trabaja-
dores no sindicalizados, aun cuando dichas prestaciones
solo se otorguen a los trabajadores sindicalizados o a los
trabajadores no sindicalizados.

Se consideran gastos de prevención social los hechos
en protectores solares otorgados a los trabajadores
que resulten con el número de empleados registrados
ante el Instituto Mexicano de Seguridad Social.

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 194-Bis de la Ley
General de Salud para quedar como sigue:

Artículo 194-Bis. Para los efectos de esta ley se conside-
ran insumos para la salud: los medicamentos, substancias
psicotrópicas, estupefacientes y las materias primas y adi-
tivos que intervengan para su elaboración; así como los
equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales,
agentes de diagnóstico, insumos de uso odontológico, ma-
terial quirúrgico, de curación, los productos para la piel
cuya función primaria sea la protección solar que pro-
tejan contra radiaciones UVB y UVA; y productos higié-

nicos, éstos últimos en los términos de la fracción VI del
artículo 262 de esta ley.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El presente decreto surtirá efectos respecto al
impuesto sobre la renta a partir del primero de enero del
2019.

Notas

1 Cfr. ILO Introductory Report: Global trends and challenges on occu-
pational safety and health, XIX World Congress on Safety and Health
at Work, Estambul, Turquía, 11-15 de septiembre de 2011 (Ginebra,
OIT, 2011), 

http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-ed_protect/—-pro-
trav/—- safework/documents/publication/wcms_162662.pdf.

2 Cfr Idem.

3 Cfr Dirección General de Comunicación Social UNAM “Cancer de
piel el segundo más frecuente en México” UNAM, México 09.07.2019

<http://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2017_237.html>

4 Cfr, Lopez, Flavio, “Derecho humano al trabajo y derechos humanos
en el trabajo”, México, CNDH, 206, P.3

5 Cfr, Idem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de octubre de 2019.— Dipu-
tada Cecilia Anunciación Patrón Laviada (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social, y de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen, y a la Comisión de Salud, para opinión.

Año II, Primer Periodo, 15 de octubre de 2019 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados102



REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma los artículos 169 y 170 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada
Margarita García García, del Grupo Parlamentario del PT

Con fundamento en lo establecido en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como por los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 numeral 1 y 78 del Reglamento Interno de la ho-
norable Cámara de Diputados, se somete a consideración
del pleno de la honorable Cámara de Diputados, la inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 169 y 170 del Reglamento de la Cámara de
Diputados.

Exposición de Motivos

Un reglamento se define como un conjunto reglas que re-
gulan la conducta general, abstracta obligatoria o coerciti-
vamente, en el caso del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados es un reglamento heterónomo ya que está emitido
conforme a la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Anteriormente la Cámara de Diputados se regulaba por el
Reglamento Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sin embargo, no
abarcaba todas las posibilidades del día a día de la Cámara
de Diputados.

El Reglamento que actualmente rige a la Cámara de Dipu-
tados fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el
24 de diciembre de 2010; fue creado para normar la orga-
nización, funciones, actividades parlamentarias, derechos,
obligaciones, prerrogativas, suplencias, vacantes, licen-
cias, inasistencias, sesiones, comisiones, aprobaciones de
la Cuenta Pública, discusiones y resoluciones del pleno,
entre otras. 

Todas las leyes son perfectibles por lo que han sufrido di-
versas reformas desde su promulgación, por lo que el Re-
glamento de la Cámara de Diputados desde su promulga-
ción ha sido reformado un total de 18 ocasiones, la última
pública en mayo del 2018, todas estas para perfeccionar el
funcionamiento interno de ésta.

El objetivo principal del Reglamento de la Cámara de
Diputados es normar la actividad parlamentaria, así como

establecer procedimientos internos para eficientar su es-
tructura y su funcionamiento, establece el funcionamiento
de las reuniones plenarias, así como su convocatoria, del
mismo modo establece obligaciones y derechos de los
diputados entre ellos la de pertenecer a las Comisiones que
la integran.

Considerandos

Para que la Cámara de Diputados pueda tener un trabajo
legislativo óptimo, debe estar conformada por comisiones,
las cuales son encargadas de dictaminar, dar información,
tener un control evaluatorio, dar opiniones y hacer investi-
gación, para el despacho de los asuntos turnados en el ple-
no que son presentados por las diputadas y los diputados.

La Cámara de Diputados está constituida por comisiones,
creadas por el pleno, las cuales pueden ser de carácter or-
dinario o especial según se requiera para su correcto fun-
cionamiento, así lo establece el artículo 39 de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos, las
Comisiones mínimas que la deberán de integrar son:

“Artículo 39.

…

…

Las comisiones ordinarias serán:

I. Asuntos Frontera Norte;

II. Asuntos Frontera Sur;

III. Asuntos Migratorios;

IV. Atención a Grupos Vulnerables;

V. Ciencia, Tecnología e Innovación;

VI. Comunicaciones y Transportes;

VII. Cultura y Cinematografía;

VIII. Defensa Nacional;

IX. Deporte;

X. Derechos de la Niñez y Adolescencia;
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XI. Derechos Humanos;

XII. Desarrollo Metropolitano, Urbano, Ordenamiento
Territorial y Movilidad;

XIII. Desarrollo Social;

XIV. Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Au-
tosuficiencia Alimentaria;

XV. Economía, Comercio y Competitividad;

XVI. Economía Social y Fomento del Cooperativismo;

XVII. Educación;

XVIII. Energía;

XIX. Federalismo y Desarrollo Municipal;

XX. Ganadería;

XXI. Gobernación y Población;

XXII. Hacienda y Crédito Público;

XXIII. Igualdad de Género;

XXIV. Infraestructura;

XXV. Justicia;

XXVI. Juventud y Diversidad Sexual;

XXVII. Marina;

XXVIII. Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio
Climático y Recursos Naturales;

XXIX. Pesca;

XXX. Presupuesto y Cuenta Pública;

XXXI. Protección Civil y Prevención de Desastres;

XXXII. Pueblos Indígenas;

XXXIII. Puntos Constitucionales;

XXXIV. Radio y Televisión;

XXXV. Recursos Hidráulicos, Agua Potable y 
Saneamiento;

XXXVI. Relaciones Exteriores;

XXXVII. Salud;

XXXVIII. Seguridad Pública;

XXXIX. Seguridad Social;

XL. Trabajo y Previsión Social;

XLI. Transparencia y Anticorrupción;

XLII. Turismo, y

XLIII. Vivienda.

…”

Estas comisiones tienen como obligación reunirse una
vez al mes, por lo que de manera anual se presenta un ca-
lendario básico con la programación de las reuniones or-
dinarias, se clasifican como reuniones extraordinarias a
las que se realicen fuera del calendario básico anual,
cualquier reunión de las anteriores puede adquirir el ca-
rácter de permanente, esto para mantener la continuidad
de los trabajos.

La convocatoria para reunión de las comisiones no se en-
cuentra definida como tal en el Reglamento, no así como la
periodicidad, por lo que se hacen las convocatorias con ba-
se a las facultades del presidente de la junta directiva de las
comisiones en el Reglamento de la Cámara de Diputados:

“Artículo 150.

1. Son atribuciones del presidente de la junta directiva:

I. …

II. Convocar a las reuniones ordinarias de la comisión o
comité, con una anticipación mínima de cuarenta y ocho
horas y a reuniones extraordinarias con veinticuatro ho-
ras de anticipación, salvo urgencia determinada por la
junta directiva por mayoría;

…”
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Sin embargo, esta información respecto al tiempo de antici-
pación con que se debe convocar a las reuniones de comi-
sión, siendo de cualquier carácter, debe considerarse en la
Sección Novena, del Carácter de las Reuniones, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, así como se establece ca-
da qué tiempo serán las reuniones de la comisión y no con-
siderarse solamente como una obligación del presidente, ya
que como lo contempla el artículo 151, numeral 1, fracción
II, de este mismo Reglamento, en caso de que el presidente
no convoque a reunión, la secretaría de la junta directiva po-
drá convocar en caso de que el presidente no lo realice, por
lo que no es una atributo exclusivo del presidente.

Por las consideraciones antes expuestas, someto al pleno
de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente inicia-
tiva con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman los artículos 169 y 170
del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión

Único. Se reforman los artículos 169 y 170 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, para quedar como sigue:

Artículo 169.

1. Serán reuniones ordinarias las programadas previamen-
te conforme al calendario básico anual de cada comisión, a
que se refiere el artículo 209 de este Reglamento y convo-
cadas con una anticipación mínima de cuarenta y ocho
horas antes conforme lo establecido en el artículo 150
de este Reglamento.

Artículo 170.

1. Serán reuniones extraordinarias las que se realicen fuera
de las programadas previamente, conforme al calendario
básico anual de cada comisión, a que se refiere el artículo
209 de este Reglamento y convocadas con una anticipa-
ción de al menos veinticuatro horas, conforme lo esta-
blecido en el artículo 150 de este Reglamento.

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Bibliografía

- Fernández Ruiz, Jorge. Derecho Administrativo y administración pú-
blica (Porrúa, 2011).

- Sistema de Información Legislativa, Secretaría de Gobernación.

- Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión

- Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de
2019.— Diputada Margarita García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 153-T de la Ley Federal
del Trabajo, a cargo de la diputada Margarita García Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del PT

Con fundamento en lo establecido en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados y demás disposiciones aplicables, someto a conside-
ración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforma el artículo 153-T de la
Ley Federal del Trabajo.

Exposición de Motivos

La capacitación para los trabajadores es un derecho plas-
mado en nuestra Constitución, además de ser parte de los
Convenios que México signo con la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT), como lo es el Convenio C142 que
habla sobre el desarrollo de los recursos y la Recomenda-
ción R195 que trata sobre el desarrollo de los recursos hu-
manos: educación, formación y aprendizaje permanente,
en este, se establece el adoptar programas y prácticas para
formación y orientación profesional y técnica de los traba-
jadores en las diversas áreas de trabajo.

Este convenio y la recomendación, reconocen que el apren-
dizaje permanente es fundamental para el desarrollo huma-
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no, creación de empleo y el crecimiento económico, ya
que, al estar mejor preparados y capacitados, a los indivi-
duos les será más fácil la inserción laboral.

En la reforma a la Ley Federal del Trabajo publicada el 30
de noviembre de 2012, en el Diario Oficial de la Federa-
ción, se anexa un Capitulo III BIS que habla De la Produc-
tividad, Formación y Capacitación de los Trabajadores en
donde se hace mención de la obligación de los patrones a
proporcionar capacitación a sus trabajadores, ya sea fuera
o dentro del centro del trabajo por medio de instituciones,
escuelas, organismos o adhesión a sistemas.

En el artículo 153-T se menciona que los organismos ins-
tructores tienen el derecho a expedir una constancia, el ar-
tículo en mención a la letra dice:

“Artículo 153-T. Los trabajadores que hayan sido apro-
bados en los exámenes de capacitación y adiestramien-
to en los términos de este Capítulo, tendrán derecho a
que la entidad instructora les expida las constancias res-
pectivas, mismas que, autentificadas por la Comisión
Mixta de Capacitación y Adiestramiento de la Empresa,
se harán del conocimiento de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, por conducto del correspondiente Co-
mité Nacional o, a falta de éste, a través de las autorida-
des del trabajo a fin de que la propia Secretaría las re-
gistre y las tome en cuenta al formular el padrón de
trabajadores capacitados que corresponda, en los térmi-
nos de la fracción IV del artículo 539.”

Rojina Villegas, Rafael (1998) define la obligación como:

“Podríamos decir que los tratadistas modernos definen
la obligación como una relación jurídica por virtud de la
cual un sujeto llamado acreedor, está facultado para exi-
gir de otro denominado deudor, una prestación o una
abstención. Este concepto no prejuzga respecto a la de-
terminación o indeterminación de los sujetos, (...) tam-
poco se exige que el objeto de la obligación sea patri-
monial. Se afirma simplemente que el acreedor está
facultado para exigir al deudor una prestación o una 
abstención.”

Álvarez Ledezma, Mario I. (1995) define derecho como:

“El Derecho es un sistema normativo de regulación de
la conducta social, producido y garantizado coactiva-
mente por el poder político de una autoridad soberana,

que facilita y asegura la convivencia o cooperación so-
cial, y cuya validez (obligatoriedad) está condicionada
por los valores jurídicos y éticos de los cuales es gene-
rador y portador, respectivamente, en un momento y lu-
gar histórico determinados.”

Como podemos observar en una obligación que el deman-
dante puede exigir al adeudado la prestación, que en el te-
ma que nos ocupa aplica al demandante como el capacita-
do y al adeudado como el capacitador o entidad instructora,
por lo que se puede exigir el documento que acredite que
fue capacitado; en caso contrario con la definición de dere-
cho la obligatoriedad queda condicionada por valores jurí-
dicos y éticos.

Si el trabajador cumplió con los requisitos solicitados en
el curso o capacitación, debería ser una obligación por
parte de la entidad instructora expedir su constancia de
los aprendizajes recibidos; al no ser una obligación y si
un derecho, faculta a la entidad instructora a expedirla o
no, con ello se deja en estado de indefensión al trabaja-
dor, ya que al no poder obtener su constancia de capaci-
tación no tiene manera de acreditar su experiencia y pre-
paración, pues estos documentos normalmente son de
valor curricular y es la manera con la que se cuenta para
acreditarse ante el empleador.

También cabe mencionar que en el primer informe del pre-
sidente se mencionó la formación y la certificación en el
trabajo, definiéndolo de la siguiente manera:

“La Certificación de Competencias Laborales es el pro-
ceso a través del cual las personas demuestran por me-
dio de evidencias que cuentan, sin importar cómo hayan
adquirido los conocimientos, habilidades y destrezas ne-
cesarias para cumplir una función a un alto nivel de de-
sempeño, de acuerdo con el definido en un Estándar de
Competencia”

Como podemos observar también la certificación es un te-
ma importante para el Gobierno Federal, para aumentar las
posibilidades de las personas a encontrar un trabajo bien
remunerado considerando mejores capacidades adquiridas
por su preparación, por lo que reiteró la importancia de ha-
cer esta reforma a la Ley Federal del Trabajo.

Por los motivos anteriormente expuestos someto a considera-
ción de este pleno, la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que reforma el artículo 153-T de la Ley
Federal del Trabajo

Artículo Único. Se reforma el artículo 153-T de la Ley Fe-
deral del Trabajo.

Ley Federal del Trabajo

Artículo 153-T. Los trabajadores que hayan sido aprobados
en los exámenes de capacitación y adiestramiento en los tér-
minos de este Capítulo, la entidad instructora tendrá la
obligación de expedir las constancias respectivas, mismas
que, autentificadas por la Comisión Mixta de Capacitación y
Adiestramiento de la Empresa, se harán del conocimiento de
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, por conducto
del correspondiente Comité Nacional o, a falta de éste, a tra-
vés de las autoridades del trabajo a fin de que la propia Se-
cretaría las registre y las tome en cuenta al formular el pa-
drón de trabajadores capacitados que corresponda, en los
términos de la fracción IV del artículo 539.

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Bibliografía

- Convenio C142 sobre el desarrollo de los recursos, OIT.

- Recomendación R195 sobre el desarrollo de los recursos humanos:
educación, formación, y aprendizaje permanente, OIT.

- Rojina Villegas, Rafael, Compendio de derecho civil III (Porrúa
1998)

- Montoya Pérez, Oscar. Diccionario jurídico (2016)

- Álvarez Ledezma, Mario I. Introducción al Derecho (Mc Graw-Hill,
1995)

- Primer Informe de Labores, 2018-2019 1 de septiembre de 2019.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de
2019.— Diputada Margarita García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que deroga diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo, a cargo de la diputada Margarita García
García, del Grupo Parlamentario del PT

Con fundamento en lo establecido en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 6o., numeral 1, fracción 1, 77 numeral 1 y 78
del Reglamento Interno de la honorable Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de la honorable
Cámara de Diputados, la iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se derogan diversos artículos de la Ley Fede-
ral del Trabajo.

Exposición de Motivos

El trabajo es la actividad que el ser humano desempeña pa-
ra conseguir bienes y desarrollo de manera personal y so-
cial, tal es el caso que existe un Organismo Internacional
de Trabajo que consagra la promoción de justicia social,
derechos humanos y laborales.

En noviembre de 2012 se le hicieron modificaciones a la
Ley Federal del Trabajo en donde se legaliza el outsourcing
dicha reforma comienza a tener vigencia en enero de 2013.

La redacción que tenemos actualmente en nuestra ley, le-
galiza el régimen de subcontratación que antes de la refor-
ma de 2013 era ilegal, esto a través de los nombres de sub-
contratación, tercerización, prestadoras de servicios,
administradoras de nómina y outsourcing, entre otros; es-
tos tienen como objetivo el proporcionar mano de obra a
las empresas, en donde si las empresas que contratan al
personal no cumplen con sus obligaciones sociales como
patrones, las empresas que subcontraten tendrán que ocu-
par la condición de patrón si no se cumple con lo estipula-
do en la Ley Federal del Trabajo.

Con esto se elimina uno de los mecanismos de equilibrio
legal y defensa de los trabajadores al desaparecer la res-
ponsabilidad solidaria entre quien contrata al trabajador y
quien se beneficia del mismo, este sistema genera la dis-
criminación ya que en un mismo centro de trabajo habrá
personas que realicen el mismo trabajo, pero el salario y las
prestaciones son diferentes.

En el Partido del Trabajo creemos que es necesario regre-
sar a los trabajadores la seguridad laboral, los logros con-
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quistados por ellos mismos a base de grandes luchas con el
Estado como fueron la contratación colectiva, ya que esta
flexibilización de contratación disminuye los costos labo-
rales a costa de la seguridad y adecuada remuneración de
los trabajadores.

El outsourcing es contrario a los principios fundamentales
del trabajo, como son:

a) El trabajo no es materia de comercio, reconocido en
el artículo 3o. de la Ley Federal del Trabajo y en la De-
claración de Filadelfia de 1944 relativa a los fines y ob-
jetivos de la OIT;

b) Salario igual por un trabajo de igual valor, protegido
en la constitución en su artículo 123, apartado A, frac-
ción VII, artículo 86, de la Ley Federal del Trabajo, pre-
ámbulo de la Constitución de la OIT, Convenio 100 de
la OIT;

c) No discriminación, protegido en el artículo primero
constitucional, 3o. de la Ley Federal del Trabajo, Con-
venio 111 de la OIT, artículo 2 de la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, artículo 3 del Protocolo
de San Salvador, entre otros.

Este tipo de contratación fomenta la discriminación ya que el
trabajador que es subcontratado no recibe el mismo trato que
tienen los trabajadores que pertenecen a la empresa que sub-
contrato, además de no recibir las mismas prestaciones, lo
que también impide un buen ambiente de trabajo.

Este tipo de contratación se considera doloso, ya que puede
ser utilizado para simular salarios, prestaciones menores y
subdeclaraciones, de igual manera permite la creación de em-
presas fantasma que evaden impuestos ante la Secretaria de
Hacienda y Crédito Público, ya que son empresas que solo
duran en promedio tres meses, desaparecen y vuelven a re-
surgir con otro nombre por otros 3 meses, el monto por esta
evasión de impuestos haciende a 21,466 millones 397 mil
722 pesos según una investigación de la Universidad Autó-
noma de Chapingo encargada de elaborar el estudio por el
Servicio de Administración Tributaria (SAT):

“La investigación titulada Evasión de sueldos y salarios in-
dica que entre quienes le dan vuelta al fisco destacan en
primer lugar los corporativos, seguidos de los servicios
educativos, y en tercer lugar las empresas de información
en medios masivos.”

Cabe mencionar que este tipo de contratación ha ido cre-
ciendo en los últimos años en los diferentes ramos labora-
les, por lo que se han visto afectados trabajadores de todos
los sectores y empresas que se han beneficiado a costa de
la seguridad social y explotación de los empleados.

*Tabla obtenida del artículo “Outsourcing irregular será motivo de cár-
cel”, (Dinero en Imagen, 14 de agosto 2019)
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Este tipo de contratación es muy nociva tanto para el tra-
bajador como el gobierno debido a la evasión de impues-
tos, y a los únicos que se benefician es a las empresas, es-
ta forma de contratación debe de desaparecer.

Por lo antes expuesto, someto a consideración de esta ho-
norable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que derogan diversos artículos de la Ley
Federal de Trabajo

Ley Federal del Trabajo

Único. Se derogan el artículo 12, artículo 13, artículo 14,
artículo 15, artículo 15-A, artículo 15-B, artículo 15-C, ar-
tículo 15-D, artículo 16, artículo 17, artículo 18 y artículo
19 de la Ley Federal del Trabajo.

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Bibliografía

-Ley Federal del Trabajo, 2019.

-Evasión de Sueldos y Salarios, Departamento de Estadística Matemá-
tica y Computo (Universidad Autónoma de Chapingo, diciembre
2018).

-Ponce Karla, Outsourcing irregular será motivo de cárcel, (Dinero en
Imagen, 14 de agosto 2019)

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de octubre de 2019.—
Diputada Margarita García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 151 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta, a cargo de la diputada Margarita
García García, del Grupo Parlamentario del PT

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como por los artículos 6o., numeral 1, fracción
1; 77, numeral 1 y 78 del Reglamento Interno de la hono-
rable Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud (OMS), define la
obesidad y sobrepeso como una acumulación anormal o
excesiva de grasa que supone un riesgo para la salud y ha
alcanzado proporciones epidémicas en la región de las
Américas, la OMS menciona que 62 por ciento de los adul-
tos tiene sobrepeso o son obesos, los riesgos causados a la
salud son: asma, diabetes tipo 2, apnea del sueño, enfer-
medades del corazón, trastornos músculo-esqueléticos, ba-
ja autoestima y una baja esperanza de vida, de igual forma
la Organización para la Cooperación y Desarrollo Econó-
micos (OCDE), informó que México ocupa el segundo lu-
gar en prevalencia de obesidad, convirtiéndose en un pro-
blema prioritario.

La obesidad se puede medir por medio del índice de masa
corporal (IMC), que es un indicador entre el peso y la talla
utilizado para identificar la obesidad y el sobrepeso, se cal-
cula dividiendo el peso de las personas en kilos por el cua-
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drado de su talla en metros (kg/m2), esta enfermedad es
causada por la ingesta de alimentos de alto contenido caló-
rico que son ricos en grasa y por un descenso de en la acti-
vidad física debido a una vida cada vez más sedentaria de
formas de trabajo, de medios de transporte y la creciente
urbanización, para contrarrestar este tipo de enfermedades
la OMS emitió Recomendaciones Mundiales sobra la Acti-
vidad Física para la Salud:

“Jóvenes de 5 a 17 años

1. Los niños y jóvenes de 5 a 17 años inviertan como
mínimo 60 minutos diarios en actividades físicas de in-
tensidad moderada a vigorosa.

2. La actividad física por un tiempo superior a 60 minu-
tos diarios reportará un beneficio aún mayor para la 
salud.

3. La actividad física diaria debería ser, en su mayor par-
te, aeróbica. Convendría incorporar, como mínimo tres
veces por semana, actividades vigorosas que refuercen,
en particular, los músculos y huesos.

Adultos de 18 a 64 años

1. Los adultos de 18 a 64 años dediquen como mínimo
150 minutos semanales a la práctica de actividad física
aeróbica, de intensidad moderada, o bien 75 minutos de
actividad física aeróbica vigorosa cada semana, o bien
una combinación equivalente de actividades moderadas
y vigorosas.

2. La actividad aeróbica se practicará en sesiones de 10
minutos de duración, como mínimo.

3. Que, a fin de obtener aún mayores beneficios para la
salud, los adultos de este grupo de edades aumenten
hasta 300 minutos por semana la práctica de actividad
física moderada aeróbica, o bien hasta 150 minutos se-
manales de actividad física intensa aeróbica, o una com-
binación equivalente de actividad moderada y vigorosa.

4. Dos veces o más por semana, realicen actividades de
fortalecimiento de los grandes grupos musculares.

Adultos mayores de 65 años en adelante

1. Los adultos de 65 en adelante dediquen 150 minutos
semanales a realizar actividades físicas moderadas aeró-

bicas, o bien algún tipo de actividad física vigorosa ae-
róbica durante 75 minutos, o una combinación equiva-
lente de actividades moderadas y vigorosas.

2. La actividad se practicará en sesiones de 10 minutos,
como mínimo.

3. Que, a fin de obtener mayores beneficios para la sa-
lud, los adultos de este grupo de edades dediquen hasta
300 minutos semanales a la práctica de actividad física
moderada aeróbica, o bien 150 minutos semanales de
actividad física aeróbica vigorosa, o una combinación
equivalente de actividad moderada y vigorosa.

4. Que los adultos de este grupo de edades con movili-
dad reducida realicen actividades físicas para mejorar su
equilibrio e impedir las caídas, tres días o más a la 
semana.

5. Convendría realizar actividades que fortalezcan los
principales grupos de músculos dos o más días a la se-
mana.

6. Cuando los adultos de mayor edad no puedan realizar
la actividad física recomendada debido a su estado de
salud, se mantendrán físicamente activos en la medida
en que se lo permita su estado.”

En México, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) crearon el Pro-
grama Combate a la Obesidad, publicado el 12 de febrero
de 2018, que se basa en limitar la ingesta energética de gra-
sa total y de azúcares, aumentar el consumo de frutas, ver-
duras, legumbres, cereales integrales y frutos secos, y rea-
lizando una actividad física periódica que consta de 60
minutos para jóvenes y 150 minutos semanales para los
adultos.

En el caso del Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS), cuenta con la Estrategia Nacional para la Preven-
ción y el Control del Sobrepeso, la Obesidad y la Diabetes
creado por el gobierno federal y aplicado por medio del
PrevenIMSS y de DiabetIMSS, además cuenta con una
Clínica de Obesidad del Centro Médico Nacional Siglo
XXI con el objetivo de evitar alteraciones que pongan en
riesgo la vida por consecuencias como apnea obstructiva
del sueño, diabetes, hipertensión o dislipidemias, además
de problemas en la columna vertebral, rodillas, cálculos ve-
siculares, así como desarrollar cáncer de mama y próstata,
todas provocadas por la obesidad y sobre peso, el trata-
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miento se basa en cambiar el estilo de vida modificando
hábitos alimenticios, reducir consumo de azucares, grasas
y con alto contenido calórico, favoreciendo una comida sa-
na, nutritiva, variada y suficiente, además de promover la
actividad física, y en caso de ser necesario se canaliza al
paciente para una cirugía bariátrica.

El acondicionamiento físico consiste en entrenamiento
mediante el que se desarrollan capacidades y habilidades
físicas para la salud como para practicar alguna actividad
deportiva, el entrenamiento debe ser integral para lograr
un desarrollo de todos los músculos y articulaciones y así
obtener un rendimiento óptimo e integral; se puede co-
menzar a cualquier edad, pero es importante realizarse
un chequeo médico antes de para identificar algún pro-
blema de salud, para hacer ciertas actividades físicas, es-
tableciendo metas personales y debe ser acompañado por
una buena alimentación.

Considerandos

El acondicionamiento físico es una alternativa muy reco-
mendable contra la obesidad, que en nuestro país como he-
mos visto y es una epidemia, ya que se calcula que existe
un total de 60.6 millones de personas que sufren de esta
condición, la obesidad genera altas pérdidas económicas y
reduce la competitividad del país, ya que implica un mayor
costo al erario público para el tratamiento de enfermedades
asociadas con esta condición, hay una menor productividad
laboral y tiene un mayor gasto para la población además de
pérdida de calidad de vida.

Las medidas tomadas por el gobierno federal aún no son
suficientes, se necesita mayor recurso para prevenir el so-
brepeso y la obesidad, implementación de lineamientos es-
colares, ampliar restricciones de publicidad, definir qué
productos son saludables, fomentar la actividad física, e
implementar un programa nacional de prevención de esta
enfermedad, cabe mencionar que dentro de la Estrategia
Nacional para la Prevención y el Control del Sobrepeso, la
Obesidad y la Diabetes, se incluyó también a la iniciativa
privada además de diversas dependencias de gobierno don-
de se pretende incorporar el hábito de la activación física
sistemática, mejorar la capacidad funcional y la calidad se
incorporar espacios recreativos o de activación física, de
igual manera en las dependencias de gobierno existen es-
pacios par activación física sin embargo son restringidos a
las personas de base y sindicalizadas, dejando fuera a tra-
bajadores con otro tipo de contrato, por lo que se ven obli-
gados a pagar lugares de activación física para realizar el

deporte de su preferencia, por lo que se considera que el
pago realizado por cada una de las personas para realizar
algún deporte debe ser deducible de impuestos.

En Ecuador en 2015 el gasto en los gimnasios se hizo de-
ducible de impuestos, así como la contratación de entrena-
dores personales y la compra de instrumentos deportivos,
esta acción logró en el primer semestre de implementación
una recaudación de 2 mil 600 millones de dólares.

Con esta reforma a la Ley del Impuesto sobre la Renta obli-
gamos a que los gimnasios comiencen a emitir facturas pa-
ra sus usuarios, y entregar cuentas en la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y así aumentar la recaudación
fiscal.

Por las consideraciones antes expuestas, sometemos a su
consideración la siguiente iniciativa de ley con proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 151 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta

Artículo Único. Se agrega una fracción X al artículo 151
de la Ley del Impuesto sobre la Renta para quedar como
sigue: 

Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo 151. …

I. al VIII. …

X. Los pagos efectuados por concepto de acondicio-
namiento físico, entrenadores personales y compra
de implementos deportivos, para su cónyuge o para
la persona con quien viva en concubinato y para sus
ascendientes o descendientes en línea recta, siempre
que dichas personas no perciban durante el año de
calendario ingresos en cantidad igual o superior a la
que resulte de calcular el salario mínimo general del
área geográfica del contribuyente elevado al año, y
se efectúen mediante cheque nominativo del contri-
buyente, transferencias electrónicas de fondos, desde
cuentas abiertas a nombre del contribuyente en ins-
tituciones que componen el sistema financiero y las
entidades que para tal efecto autorice el Banco de
México o mediante tarjeta de crédito, de débito, o de
servicios.

…
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…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Bibliografía

- Obesidad y sobrepeso (OMS, 2018)

- Prevención de la obesidad (OMS)

- Recomendaciones mundiales sobre la actividad física para la salud
(OMS, 2010)

- Combate la Obesidad (ISSSTE, 2018)

- IMMS Ofrece Tratamiento Especializado para Derechohabientes con
Obesidad Mórbida (IMSS, 2018)

- Kilos de más, pesos menos: Los costos de la obesidad en México
(IMCO)

- Estrategia Nacional para la Prevención y el Control del Sobrepeso. La
Obesidad y la Diabetes (Secretaria de salud, 2013)

- Programa Nacional de Cultura Física y Deporte 2014-2018 (Conade)

- Tavra, Franco, Gasto en gimnasio ya es deducible para el Impuesto a
la Renta (El Universo, 2015)

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de octubre de 2019.— Dipu-
tada Margarita García García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL EN MATERIA DE 
DELITOS ELECTORALES

«Iniciativa que adiciona el artículo 7 Bis a la Ley General
en materia de Delitos Electorales, a cargo de la diputada
María Lucero Saldaña Pérez, del Grupo Parlamentario del
PRI

María Lucero Saldaña Pérez, diputada federal e integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIV legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6 numeral 1, fracción I, artículo 77, artículo 78 y de-
más relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración de esta honorable soberanía, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones a la Ley Gene-
ral de Delitos Electorales, relacionado con violencia
política en razón de género.

Antecedentes

1. El 8 de noviembre de 2012, la suscrita Lucero Saldaña
Pérez, en aquella época como senadora del Grupo Parla-
mentario del PRI, presenté iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reformaba y adicionaban diversas dis-
posiciones a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia y al entonces Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales

La Comisión para la Igualdad de Género dictaminó dicha
iniciativa en positivo y lo presentó al pleno del Senado en
febrero de 2013, misma que fue aprobada y se turnó a la
Cámara de Diputados, la cual no continuó con el proceso
legislativo correspondiente dada la aprobación de la refor-
ma político-electoral por el que se abrogó el Código Fede-
ral de Procedimientos Electorales (Cofipe). 

No obstante lo anterior, con fecha 4 de noviembre de 2014
presenté iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia y de la Ley General en Materia de Delitos Electorales.

En la misma fecha, dicho proyecto de Decreto se turnó a
las Comisiones Unidas para la Igualdad de Género y de Es-
tudios Legislativos Primera.
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En reunión celebrada el 3 de septiembre de 2015, la Mesa
Directiva acordó rectificar el turno de la iniciativa presen-
tada por la suscrita el 4 de noviembre de 2014, para quedar
en la Comisiones Unidas para la Igualdad de Género y de
Estudios Legislativos, Segunda, para su análisis y dicta-
men; mismo que fue recibió el 8 de septiembre del 2015.

2. En fecha 6 de septiembre del 2016, la suscrita presenté
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General del Sistema de
Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la LXIII Legis-
latura determinó turnar el citado proyecto de decreto a las
Comisiones Unidas para la Igualdad de Género y de Estu-
dios Legislativos, Segunda.

3. Cabe señalar que se presentaron otras iniciativas sobre el
mismo tema, por diversas senadoras de los distintos grupos
parlamentarios.

4. Es el caso que el grueso de las iniciativas presentadas
fueron atendidas y dictaminadas por las comisiones unidas
en reunión de 8 de marzo de 2017, remitiéndose al pleno
para efectos de su programación legislativa.

5. El 9 de marzo de 2017 fue discutido y aprobado por el
pleno del Senado con un total de 89 votos a favor; por lo
que en términos de lo dispuesto en el artículo 72, apartado
A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, fue turnado a esta Cámara de Diputados para su de-
bida prosecución.

5. El expediente con la minuta de mérito fue recibido por
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados y turnado a
la Comisiones Unidas de Gobernación y de Igualdad de
Género el 14 de marzo de 2017 para efectos de su análisis
y discusión, siendo recibido en las oficinas de la Comisión
de Gobernación en la misma fecha.

6. El 14 de diciembre de 2017 fue presentado por las Co-
misiones Unidas de Gobernación y de Igualdad de Género
el dictamen de la minuta de referencia ante el pleno de la
colegisladora y aprobado con modificaciones.

7. Con fecha 7 de febrero de 2018 fue recibido por la Me-
sa Directiva del Senado de la República, el expediente con
la minuta de mérito turnada por la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados.

8. A través del Oficio número DGPL-2P3A.-98 de fecha 7
de febrero de 2018, la Mesa Directiva de la LXIII Legisla-
tura determinó turnar la minuta con proyecto de decreto en
comento, a las Comisiones Unidas para la Igualdad de Gé-
nero y de Estudios Legislativos, Segunda.

9. Con fecha 25 de abril de 2018, el dictamen propuesto
por las comisiones dictaminadoras fue aprobado en vota-
ción nominal ante el pleno de la Cámara de Senadores y
turnado a esta Cámara de Diputados.

Exposición de Motivos

Como puede apreciarse de los antecedentes expuestos líne-
as in supra, el tema de violencia política en razón de géne-
ro, es una asignatura pendiente, ya que, si bien se encuen-
tra en un proceso legislativo vigente, la realidad nos indica
que se trata de un tema eminentemente impostergable y de
urgente resolución.

En efecto, basta referir los últimos acontecimientos de vio-
lencia política en razón de género en contra de las mujeres,
dentro del proceso electoral 2017-2018; etapa en la vida
política de este país, en la cual los altos índices de violen-
cia política alcanzados, convirtieron a este proceso en el
más violento en la historia de México. 

Entre el 8 de septiembre de 2017 y el 12 de junio de 2018,
el Indicador de Violencia Política de Etellekt ha registrado
un total de 417 agresiones, de los cuales 106 fueron en con-
tra de mujeres. Estos 106 ataques en contra de mujeres po-
líticas y candidatas abarcaron un total de 22 entidades y 84
municipios del país. Se registraron eventos de tal violencia
que implicaron 16 homicidios de mujeres.

Son seis las entidades de mayor riesgo para la actividad po-
lítica de las mujeres, pues el 65 por ciento de las agresio-
nes se concentraron en las entidades de Guerrero, Puebla,
Oaxaca, Ciudad de México, Veracruz y Michoacán. Situa-
ción que tuvo importantes repercusiones en la seguridad de
candidatas a puestos de elección de los tres niveles de go-
bierno. De las 106 mujeres políticas y candidatas agredi-
das, 59 por ciento pertenecían al ámbito municipal, 29 por
ciento al nivel estatal y 12 por ciento al nivel federal.

De las 106 agresiones registradas en contra de políticas y
candidatas, 92 fueron agresiones directas con un saldo de
16 políticas privadas de la vida. De las cuales 5 eran can-
didatas con registro y dos más precandidatas. Adicional-
mente se presentaron 14 atentados en contra de familiares
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de políticas, con un saldo de por lo menos 11 familiares
muertos. Asimismo, hubo al menos 5 secuestros e intentos
de privación de la libertad, 3 mujeres políticas lesionadas
por arma de fuego y otras 3 mujeres que resultaron ilesas
tras atentados armados. Las amenazas y actos de intimida-
ción fueron el tipo de agresión más recurrente con un total
de 50 mujeres políticas, de las cuales 43 eran candidatas.1

Las cifras hablan por sí solas, sin duda alguna la violencia
sigue siendo hoy en día uno de los principales obstáculos
para el ejercicio pleno de los derechos político electorales
de las mujeres; como puede verse, el aumento de la parti-
cipación de las mujeres en la política y en la vida pública
de nuestro país, se ve reflejado e impacta también en el au-
mento de la violencia en su contra.

Como se ha documentado, la violencia contra las mujeres
en el ámbito de la política tiene rasgos que la distinguen de
otro tipo de agresiones que se dan en un marco de compe-
tencia política y de inseguridad en general. Por ello, la vio-
lencia contra las mujeres durante los procesos político elec-
torales requiere analizar si existieron factores de género
presentes.

En ese sentido, el Protocolo para la atención de la violencia
política contra las mujeres en razón de género (TEPJF, 2017)
establece que deben estar presentes cinco elementos indis-
pensables para considerar que estamos ante un acto de vio-
lencia política basada en el género:

1. El acto u omisión se basa en elementos de género, es
decir: i. Se dirija a una mujer por ser mujer, ii. Tenga un
impacto diferenciado y desventajoso en las mujeres; y/o
iii. Las afecte desproporcionadamente.

2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el
reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos polí-
tico-electorales de las mujeres.

3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos político-
electorales o bien en el ejercicio de un cargo público
(…).

4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físi-
co, sexual y/o psicológico.

5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo de per-
sonas -hombres o mujeres-, en particular: integrantes de
partidos políticos, aspirantes, precandidatos(as), candi-
datos(as) a cargos de elección popular o de dirigencia

partidista; servidores(as) públicos(as), autoridades gu-
bernamentales, funcionarios(as) o autoridades de insti-
tuciones electorales; representantes de medios de comu-
nicación; el Estado o sus agentes. (pp. 49-50)

Bajo este contexto y no obstante que en la Ley General
en Materia de Delitos Electorales existen doscientos ti-
pos penales, no se encuentra tipificado el delito de vio-
lencia política en razón de género.

Cabe recordar que en el Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos existen diversos instrumentos internaciona-
les que garantizan y protegen los derechos humanos de las
mujeres, en especial la Convención Interamericana para
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mu-
jer (en adelante Convención de Belém do Pará o Conven-
ción) fue el primer tratado internacional del mundo que
consagró el derecho de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia, tanto en el ámbito público como en el privado. 

Por medio de la Convención, los Estados Parte acordaron
que la violencia contra las mujeres constituye una viola-
ción de los derechos humanos y es una manifestación de
las relaciones de poder históricamente desiguales entre
mujeres y hombres. Asimismo, la Convención ha dado
pauta para la adopción de leyes y de políticas sobre pre-
vención, sanción y erradicación de la violencia contra las
mujeres en los Estados Parte, y ha sido un aporte significa-
tivo al fortalecimiento del Sistema Interamericano de De-
rechos Humanos. Desde su adopción en 1994, es la Con-
vención Interamericana con mayor número de
ratificaciones de los Estados Miembros de la Organización
de los Estados Americanos; no obstante México la ratificó
hasta 1998.

El instrumento establece para los Estados parte obligacio-
nes específicas, como la adopción de medidas legislati-
vas, administrativas y programas, que tengan por objeto el
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.
Entre las medidas legislativas se puntualiza la necesidad de
incluir en la legislación interna de los Estados parte nor-
mas penales, civiles y administrativas, o de otra naturale-
za, así como la forzosa modificación o abolición de las le-
yes o reglamentos vigentes que permiten la persistencia o
tolerancia de la violencia contra la mujer.

A este respecto, es importante recordar la obligación jurí-
dica internacional que tiene nuestro país, ya que dicha
Convención le impone conductas positivas o negativas, al
momento de su ratificación.
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En virtud de lo anterior, dada la obligación de la forzosa
modificación de la legislación interna (en sede penal) y
ante los acontecimientos recientes del proceso electoral
2017-2018, es indispensable, impostergable y de urgente
resolución, adoptar medidas legislativas a fin de combatir
la violencia política en razón de género.

Por su parte, el artículo 7 de la Ley Modelo Interamerica-
na para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
las Mujeres en la Vida Política (adoptada por el Comité de
Expertas del Mecanismo de Seguimiento de la Convención
de Belém do Pará, en el marco de su Decimotercera Reu-
nión, celebrada en México en octubre de 2016), dispone lo
siguiente:

“Artículo 7. Principios Rectores 

1. Las políticas públicas dirigidas a asegurar una vida li-
bre de violencia contra las mujeres en la vida política
deben guiarse conforme a los siguientes principios: 

a) La igualdad sustantiva y la no discriminación por ra-
zones de género 

b) La paridad de mujeres y hombres en la vida pública
y política 

c) La debida diligencia 

d) La autonomía de las mujeres 

e) La prevención de la violencia contra las mujeres 

f) La participación de las mujeres, de los partidos polí-
ticos y de las organizaciones sociales, incluyendo las or-
ganizaciones de derechos humanos 

g) La centralidad de los derechos de las víctimas

h) La transparencia y rendición de cuentas.

2. Las políticas que se desarrollen en aplicación de esta
ley respetarán y garantizarán a todas las mujeres los de-
rechos reconocidos en la presente ley, y a sus familias y
comunidades cuando sean utilizadas como medio de
presión para vulnerar los derechos de las mujeres, sin
distinción alguna de raza, etnia, color, sexo, orientación
sexual, identidad de género, idioma, religión, opinión
política o de otra índole, origen nacional o social, posi-

ción económica, nacimiento, o cualquier otra condición
social.”

Bajo estos principios debe armonizarse la legislación inter-
na a fin de garantizar cabalmente los derechos humanos de
una o varias mujeres en nuestro país. 

En apoyo a lo anterior la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, ha establecido un criterio mediante la siguiente te-
sis aislada, el cual establece lo siguiente:

“Época: Décima Época 
Registro: 2010006 
Instancia: Pleno 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 22, septiembre de 2015, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: P. XVIII/2015 (10a.) 
Página: 241 

Violencia contra la mujer. Obligaciones positivas de
carácter adjetivo que debe cumplir el Estado 
mexicano.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha esta-
blecido que la obligación de investigar las violaciones a
los derechos humanos debe ser asumida por el Estado co-
mo un deber jurídico propio y no como una simple for-
malidad condenada de antemano a ser infructuosa, o co-
mo una mera gestión de intereses particulares, que
dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus
familiares, o de la aportación privada de elementos pro-
batorios. En esa tesitura, por lo que hace a las investiga-
ciones de los casos de violencia contra la mujer, resulta
menester que: (I) la declaración de la víctima se realice en
un ambiente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y
confianza; (II) dicha declaración se registre de forma que
se evite o limite la necesidad de su repetición; (III) se
brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la vícti-
ma, tanto de emergencia como de forma continuada si así
se requiere, mediante un protocolo de atención cuyo ob-
jetivo sea reducir las consecuencias de la violación; (IV)
se realice inmediatamente un examen médico y psicoló-
gico completo y detallado por personal idóneo y capaci-
tado, en lo posible del sexo que la víctima indique, ofre-
ciéndole que sea acompañada por alguien de su
confianza, si así lo desea; (V) se documenten y coordinen
los actos investigativos y se maneje diligentemente la
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prueba, tomando muestras suficientes, realizando estu-
dios para determinar la posible autoría del hecho, asegu-
rando otras pruebas como la ropa de la víctima, la inves-
tigación inmediata del lugar de los hechos y garantizando
la correcta cadena de custodia; y, (VI) se brinde a la víc-
tima asistencia jurídica gratuita durante todas las etapas
del proceso.

Varios 1396/2011. 11 de mayo de 2015. Mayoría de ocho
votos de los ministros José Fernando Franco González Sa-
las, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su dere-
cho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebo-
lledo, Juan N. Silva Meza, Eduardo Medina Mora I., Olga
Sánchez Cordero de García Villegas, Alberto Pérez Dayán
y Luis María Aguilar Morales; votó en contra José Ramón
Cossío Díaz. Ausentes: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez
Dayán. Secretario: Isidro E. Muñoz Acevedo.

El Tribunal Pleno, el siete de septiembre en curso, aprobó,
con el número XVIII/2015 (10a.), la tesis aislada que ante-
cede. México, Distrito Federal, a siete de septiembre de
dos mil quince. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de septiembre de 2015 a
las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.”

De la transcripción in supra se corrobora de nueva cuenta
la obligación del Estado mexicano para la adopción de me-
didas legislativas que garanticen los derechos humanos; en
la especie, es importante contar con un tipo penal que con-
temple el delito de violencia política en razón de género.

Por lo anteriormente fundado y motivado, la presente ini-
ciativa tiene por objeto adicionar el artículo 7 Bis a la Ley
General en Materia de Delitos Electorales; misma que se
presenta el siguiente cuadro comparativo.
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Proyecto de Decreto

Único. Se adiciona el artículo 7 Bis, correspondiente a la
Ley General en Materia de Delitos Electorales, para quedar
como sigue:

Título Segundo
De los Delitos en Materia Electoral

Capítulo II
Delitos en Materia Electoral

Artículo 7. (…)

Artículo 7 Bis. A quien realice por sí o a través de ter-
ceros cualquier acción u omisión que impida, restrinja,
anule o limite el acceso o ejercicio de uno o varios dere-
chos políticos o derechos electorales, o el ejercicio de las
funciones inherentes a su empleo, cargo o comisión, a
una mujer por razones de género, se impondrán de cien
a cuatrocientos días multa y prisión de tres a siete años.

Para efectos de este artículo, se entenderá que existen
razones de género cuando: 

I. Se ocasione un daño o menoscabo en la igualdad
del ejercicio de los derechos políticos o derechos elec-
torales o de la función pública de la mujer, basándo-
se en elementos de género como son: i. Se dirija a una
mujer por ser mujer, ii. Tenga un impacto diferen-
ciado y desventajoso en las mujeres; y/o iii. Las afec-
te desproporcionadamente.

II. Existan datos que establezcan que hubo amenaza,
acoso, violencia física, psicológica sexual del sujeto
activo contra la víctima;

III. Exista entre el sujeto activo y la víctima una re-
lación de subordinación; 

IV. Exista datos que establezcan un trato diferencia-
do por su condición de mujer;

V. Exista un trato diferenciado por su condición de
mujer; 

VI. En caso de que se utilice violencia o coacción, el
sujeto activo sea superior en fuerza física que la 
víctima; o

VII. El sujeto activo comete el delito por la condición
de género de la mujer víctima.

Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de
este artículo se aumentarán hasta en una mitad si el
delito se comete a través de engaño, o simulación, o
coacción, o amenaza, o violencia o del aprovecha-
miento de una situación de vulnerabilidad en los si-
guientes casos:

a) Que el sujeto activo sea servidor público o fun-
cionario electoral,

b) Que el sujeto activo sea funcionario partidista
o dirigente en términos de la presente Ley; o

c) Que el sujeto activo para cometer el delito uti-
lice cualquier medio de telecomunicación, radio-
difusión o medio impreso. 

Para el caso del inciso a) además de la sanción pre-
vista en el párrafo primero de este artículo se le im-
pondrá destitución e inhabilitación para el desempe-
ño de cualquier cargo, empleo o comisión públicos,
por el mismo lapso de la privación de la libertad 
impuesta.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Primer Informe de Violencia Política contra mujeres en México
2018. Etellekt Consultores. Junio 14, 2018.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a los diez dí-
as del mes de septiembre de dos mil diecinueve.— Diputada María
Lucero Saldaña Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Igualdad de Género, para opinión.
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LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 2 y 41 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, a cargo de la diputada Julieta Kristal Vences Valen-
cia, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Julieta Kristal Vences Valencia, diputada
federal de la LXIV Legislatura, integrante del Grupo Par-
lamentario de Morena, en ejercicio de la facultad que me
otorga el artículo 71, fracción II, y 72, inciso H, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ar-
tículos 6, numeral 1; 77, numerales 1 y 2, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, somete a consideración del pleno la siguiente
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman
y adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

Exposición de Motivos

Hoy en día, en todos lados se habla de la globalización co-
mo forma de explicar los procesos de integración a gran es-
cala, se integran los conocimientos, la información, la
practica económica y comercial. La globalización está
cambiando la manera de ver el mundo como un todo y no
solo como un parte. En este sentido, los procesos de inte-
gración de nuestro continente han generado diversas des-
proporciones derivado de la aplicación errada de policías
públicas, por lo que hoy los países subdesarrollados están
aún más lejos de cambiar su condición, por el adelgaza-
miento de los gobiernos y porque las empresas globales o
trasnacionales en aras de buscar utilidades, han explotado
los recursos naturales, y la mano de obra. Se han formado
grupos facticos, que buscan coartar e imponer sus condi-
ciones, a través de corromper, hostigar y desaparecer a
quienes piensan diferente, ante ese nivel de violencia los
gobiernos han sido superados dejando los llamados “Esta-
dos fallidos”, como los del Triángulo Norte. 

Dicha región, que comprende los países de Honduras, El
Salvador y Guatemala son todos los días victimas de esas
políticas públicas erradas, de la corrupción de manera des-
orbitante y sobre todo de la violencia exacerbada que pro-
voca que año con año, miles de personas se vean en la ne-
cesidad de migrar en aras de una vida digna. De hecho,
según cifras del Instituto Nacional de Migración, cada año
hay cerca de 400 mil cruces irregulares por la frontera sur,
y es que, a lo largo de 576 km de frontera con Guatemala,

se detectaron 56 cruces irregulares, de acuerdo al ““Inven-
tario de los Cruces Fronterizos Vehiculares Informales
existentes en la Línea Divisoria Internacional Terrestre en-
tre México y Guatemala”.

Por su ubicación geográfica y su situación económica Mé-
xico se ha caracterizado por ser un país de origen, destino,
tránsito y retorno de migrantes. Hoy tenemos importantes
avances normativos en la materia, sin embargo, estos no
han contribuido a reducir la situación de vulnerabilidad de
los migrantes. Durante mucho tiempo el gobierno presto
muy poca atención a los derechos humanos y más bien, se
enfocó a la contención del flujo migratorio a fin de detec-
tar, detener y deportar a los migrantes no documentados. 

Con la evolución del fenómeno migratorio en nuestro país,
es imprescindible la instrumentación de políticas públicas
que consideren de manera integral la relación estrecha en-
tre las dimensiones humana, social y económica, y su re-
percusión en el desarrollo regional. Si bien es importante
reconocer que los flujos migratorios de mexicanos hacia el
exterior han disminuido, es necesario tener en cuenta la
persistencia de los transmigrantes de otros países con la in-
tención de llegar a Estados Unidos y Canadá; así como la
presencia creciente de niñas, niños y adolescentes no
acompañados.

En virtud de la magnitud y las características que el fenó-
meno migratorio ha adquirido en México, y de las implica-
ciones que este tiene para el desarrollo de nuestro país, se
requiere trabajar en la elaboración de una agenda que in-
corpore una visión que comprenda a la persona migrante en
sus dos dimensiones: como sujeto de derechos, pero tam-
bién como un aliado para el desarrollo. Por un lado, esta vi-
sión debe reconocer la dimensión humana de la migración,
en el eje central de la discusión. Y por el otro, reconocer a
la migración como un factor de desarrollo y enriqueci-
miento social y cultural.

El principal corredor migratorio en el mundo es el confor-
mado por México-Estados Unidos, con 12.1 millones de
migrantes mexicanos, los cuales representaban 97.7% del
total de mexicanos residentes en el exterior en 2015. En se-
gundo lugar, se encuentra la migración de India a Emiratos
Árabes Unidos (3.5 millones). 
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Los tres países con el mayor número de emigrantes en el
mundo son India (15.6 millones), México (12.3 millones)
y Rusia (10.6 millones). Nuestro país también ocupa la pri-
mera posición tanto entre países miembros de la OCDE co-
mo en América Latina. Reino Unido (4.9 millones) se en-
cuentra en un alejado segundo lugar entre los países de la
OCDE, mientras que, en la región de América Latina, el
Triángulo Norte de Centroamérica (3.1 millones) y Colom-
bia (2.6 millones) ocupan la segunda y la tercera posicio-
nes, respectivamente.

Estados Unidos (46.6 millones), Alemania (12.0 millones)
y Rusia (11.6 millones) son los principales países recepto-
res de inmigrantes a nivel mundial, mientras que, entre paí-
ses miembros de la OCDE, Reino Unido ocupa la tercera
posición (8.5 millones), después de Estados Unidos y Ale-
mania. Por otro lado, la región de América Latina presenta
una dinámica inmigratoria mucho más moderada: Argenti-
na se configura como el principal país de destino de mi-
grantes (2.1 millones), seguido por Venezuela (1.4 millo-
nes) y México (1.2 millones), este último con una dinámica
de inmigración modesta en el marco de países de la OCDE.

En México reside poco más de un millón de personas nacidas
en otro país, de las cuales aproximadamente tres de cada cua-
tro (73.5%) provienen de Estados Unidos de América, lo que
podría estar explicado en función de la vecindad y tradición
migratoria hacia ese país.4 En menor medida, Guatemala
(4.5%) y España (2.3%) son otros de los países de origen de
población nacida en otro país residente en México.

Flujos migratorios extraordinarios

A partir de octubre del 2018, se gestó una nueva modalidad
en la movilidad de las personas, de tal manera que ahora se
organizan para viajar en conjuntos de cientos o miles de
personas, atravesar los países del triángulo norte y de Mé-
xico para alcanzar el “sueño americano”, recorriendo más
de 4,000 kilómetros… travesía que busca enfrentar de ma-
nera más segura a las organizaciones criminales y valerse
del apoyo de la sociedad civil a su paso.

Si bien es cierto, que el gobierno de México ha buscado
atender a esta población para regularizar su ingreso a
nuestro país, también lo es, el que muchos prefieren se-
guir tomando rutas inhóspitas y lejanas al ojo de la auto-
ridad de tal forma que tan solo en 2018 se calcula un in-
greso irregular a nuestro país de cerca de 400,000
personas. Para el caso de 2019, el tema está alcanzando
niveles nunca antes vistos, ya que tenemos reportes de
transmigrantes provenientes de Cuba, Venezuela, Pana-
má, Brasil, Chile o Argentina, pero de igual forma los
hay del continente africano.

En el caso de la Frontera de México con Estados Unidos se
atestiguan diversas problemáticas como dan cuenta algunos
medios ya que, en los últimos seis meses, han sido detenidas
360.000 personas en la frontera sur de Estados Unidos, más
del doble que en el mismo periodo del año anterior.

El sector con más detenciones sigue siendo el este de Te-
xas, el valle del río Grande, con 136.000 detenciones en es-
tos seis meses. Suponen un 106% más que en los mismos
meses del año anterior. En El Paso, la zona desértica al oes-
te de Texas, ha habido 71.000 detenciones hasta marzo, pe-
ro suponen un aumento del 547%1

La situación para la atención del elevado número de mi-
grantes centroamericanos se complica. “Hay protestas, pe-
ro algunas personas hacen mal uso de los permisos que les
otorgaron en la frontera sur y otros, tienen comportamien-
tos fuera de la ley, se salen de las caravanas, de las casas de
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refugio y por fin, el gobierno empezó a meter orden y los
deporta”.

En el caso de la frontera tamaulipeca llegan grupos de 60
a 100 personas diarias a Matamoros, Reynosa y Nuevo
Laredo. No en caravanas. “Pero también se tiene ahora la
presencia de migrantes africanos. Son problemas de idio-
ma, de traducción. Se suman muchos migrantes de Etio-
pía y del Congo. Traen la idea de entrar a México de for-
ma incorrecta, ilegal”, aseveró Martín Carmona,
Coordinador Nacional de las Oficinas Estatales de Aten-
ción a los Migrantes en el país 

En relación con la frontera sur la situación es igualmente
compleja pues de acuerdo a, la Comisión Mexicana de
Ayuda a Refugiados, Andrés Ramírez, al proyectar la re-
cepción de más de 80 mil solicitudes al cierre de 2019.

Considerando que cada mes se está incrementando el nú-
mero de solicitantes, no sería extraño que rebasemos los 80
mil, más del TRIPLE que el año pasado, en una situación
en la que la capacidad operativa de la comisión es muy li-
mitada, comentó a La Jornada.2

Para dimensionar el aumento, basta señalar que durante 2013
el país recibió mil 296 cartas petitorias. Desde entonces, nin-
gún mes había rebasado la franja de los 5 mil expedientes. La
suma de enero a junio de este año es de 42 mil.

De acuerdo a la revisión de la cuenta pública y el Presu-
puesto de Egresos de la Federación, los programas relacio-
nados con la Migración para este año 2019, fueron elimi-
nados o disminuyeron hasta en un 50 % el recurso
autorizado. De tal forma que frente a los flujos migratorios
que están haciendo presión en las fronteras de nuestro 
país, hoy no contamos con las herramientas, ni los recursos
para garantizar la atención del fenómeno migratorio.

Ante la decisión de México de recibir a los migrantes ex-
tranjeros en espera de respuesta a su solicitud de asilo en
Estados Unidos y frente una nueva visión de política mi-

gratoria, es necesario reforzar el presupuesto para fortale-
cer la atención y servicios dirigidos a personas en contexto
de migración internacional, dijeron organizaciones civiles.

Esta situación representa retos enormes para el Estado 
mexicano: 

- Generar condiciones económicas y sociales que eviten
la emigración obligada de millones de personas; 

- Atender a los connacionales en el extranjero; 

- Encontrar soluciones que permitan la protección y la
integración social y económica de los connacionales en
retorno voluntario o forzado; 

- Garantizar una estancia y paso seguro para migrantes
extranjeros en nuestro territorio, garantizando la protec-
ción de sus derechos humanos.

La atención de un fenómeno tan complejo requiere la co-
ordinación de numerosas instancias oficiales y la asigna-
ción de presupuestos de diversas dependencias, para lo
que en el Presupuesto de Egresos de la Federación hay
más de 80 partidas dispersas en casi todos los ramos, pa-
ra programas relacionados con el fenómeno migratorio, a
ejecutar por diversas dependencias, de recursos asigna-
dos sin etiquetar. 

En virtud de la magnitud y las características que el fenó-
meno migratorio ha adquirido en México, y de las implica-
ciones que este tiene para el desarrollo de nuestro país, se
trabajó en la elaboración de una agenda que incorpora una
visión que comprende a la persona migrante en sus dos di-
mensiones: como sujeto de derechos, pero también como
un aliado para el desarrollo. Por un lado, esta visión reco-
noce la dimensión humana de la migración, en el eje cen-
tral de la discusión. Y por el otro, reconoce a la migración
como un factor de desarrollo y enriquecimiento social y
cultural.

Hoy la política migratoria de nuestro país se sostiene so-
bre siete componentes: la responsabilidad compartida;
la movilidad y migración internacional segura, ordenada
y regular; la atención a la migración irregular; el fortale-
cimiento institucional; la protección de connacionales en
el exterior; la integración y reintegración de personas en
contextos de migración y movilidad internacional; y el
desarrollo sostenible.
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La presente iniciativa busca incorporar en los anexos trans-
versales del Presupuesto de Egresos de la Federación los
recursos para la atención del fenómeno migratorio, con el
fin de evitar su dispersión en multitud de partidas sin eti-
quetar en prácticamente diversos ramos presupuestarios
para ser ejercidos por múltiples dependencias.

Desde 2008, como parte de las reformas para la restructu-
ración y orientación del presupuesto en resultados prácti-
cos, se han incluido en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración (PEF) diferentes presupuestos transversales con
el objeto de identificar y clasificar la proporción de recur-
sos destinados a la atención de grupos específicos de la po-
blación o problemáticas nacionales que necesitan ser com-
batidas de manera integral. En enero de 2012 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación una adición a la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria en la
que se obliga a incluir presupuestos transversales en ade-
lante. Además, se determina a través de un ejercicio de
ponderación una metodología permanente que permite
identificar el porcentaje de las asignaciones destinadas a la
atención de los objetivos de los presupuestos transversales.

En síntesis, los presupuestos transversales, que se integran
como anexos técnicos en el PEF, cumplen con tres funcio-
nes fundamentales:3

a) Identifican el conjunto de políticas, programas y ac-
ciones de la Administración Pública Federal para la
atención de una población o de un tema específico.

b) Cuantifican el monto total de los recursos invertidos
en dicho conjunto, y

c) Facilitan la tarea de monitoreo y seguimiento puntual
de los recursos identificados.

Cabe señalar que estas iniciativas posicionan a México co-
mo líder regional y global en la materia, y evidencian el
compromiso del Estado mexicano por garantizar los dere-
chos de los grupos sociales más vulnerables.

Así es que por la importancia que reviste y como muestra
de que para el Grupo Parlamentario de Morena va en serio
la Cuarta Transformación de la República planteada por el
Presidente Andrés Manuel López Obrador, someto a consi-
deración de esta Soberanía, con la esperanza de que se vea
reflejada en el próximo Decreto de Presupuesto de Egresos
de la Federación. 

Por lo fundado y motivado, sometemos a consideración la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversos ar-
tículos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria

Único. Se reforma la fracción III Bis del artículo 2 y se adi-
ciona el inciso w) en la fracción II, del artículo 41 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
para quedar como sigue:

Artículo 2. Para efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. ...

II. …

III. … 

III Bis. anexos del Presupuesto donde concurren Pro-
gramas Presupuestarios, componentes de éstos y/o Uni-
dades Responsables, cuyos recursos son destinados a
obras, acciones y servicios vinculados con el desarrollo
de los siguientes sectores: Igualdad entre Mujeres y
Hombres; Atención de Niños, Niñas y Adolescentes;
Desarrollo Integral de los Pueblos y Comunidades Indí-
genas; Desarrollo de los Jóvenes; Programa Especial
Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable; Pro-
grama de Ciencia, Tecnología e Innovación; Estrategia
Nacional para la Transición Energética y el Aprovecha-
miento Sustentable de la Energía; Atención a Grupos
Vulnerables; y los Recursos para la Mitigación de los
efectos del Cambio Climático, y los Recursos para la
Atención del Fenómeno Migratorio;

I. a LVII … 

…

Artículo 41. El proyecto de Presupuesto de Egresos 
contendrá

I. La exposición de motivos en la que se señale:

a) al e) …

II El proyecto de decreto de Ley de Ingresos, el cual 
incluirá:
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a) al v) …

w) Las previsiones de gasto que correspondan a
la Atención del Fenómeno Migratorio.

III. Los anexos informativos, los cuales contendrán:

a) al d) …

…

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://elpais.com/internacional/2019/04/27/actualidad/1556392406_
034249.html

2 https://www.jornada.com.mx/sin-fronteras/2019/05/05/al-borde-del-
colapso-la-frontera-sur-alerta-la-comar-150.html

3 Los presupuestos transversales como herramienta para garantizar los
derechos humanos. Fundar, Centro de Análisis e Investigación. 2013.

Palacio legislativo de San Lázaro, a 3 de septiembre de 2019.— Dipu-
tada Julieta Kristal Vences Valencia (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD, CÓDIGO PENAL
FEDERAL, LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL

SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS Y
LEY DE LOS IMPUESTOS GENERALES 

DE IMPORTACIÓN Y DE EXPORTACIÓN

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, del Código Penal Federal; y de las Leyes
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, y de
los Impuestos Generales de Importación y de Exportación,
suscrita por los diputados Luis Fernando Salazar Fernán-
dez e Hirepan Maya Martínez, del Grupo Parlamentario de
Morena

Los suscritos, diputados Luis Fernando Salazar Fernández
e Hirepan Maya Martínez, en nombre del Grupo Parla-
mentario de Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso H) de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversas dis-
posiciones de la Ley General de Salud, el Código Penal
Federal, la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios y la Ley de los Impuestos Generales de Im-
portación y de Exportación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 4 de noviembre de 2015, la Suprema Corte de Justicia de
la Nación (SCJN) resolvió un amparo en revisión promovido
por diversas personas, a quienes había sido negada una auto-
rización solicitada a la Comisión Federal para la Protección
contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) para consumir marihua-
na de forma regular y personal, con fines lúdicos o recreati-
vos y realizar las actividades correlativas al autoconsumo, es
decir, la siembra, cultivo, cosecha, preparación, posesión,
transportación y, en general, todo acto relacionado con el
consumo lúdico y personal de la marihuana.

Al respecto, la Primera Sala de la SCJN determinó que la
autorización para el consumo o uso personal de cannabis
debía otorgarse a los quejosos, sin que ello constituyera
permiso alguno para su comercialización, ni para el consu-
mo de otros estupefacientes y psicotrópicos.

Lo anterior, tras estimar que el derecho fundamental al li-
bre desarrollo de la personalidad permite que las personas
mayores de edad decidan, sin interferencia alguna, qué ti-
po de actividades recreativas o lúdicas desean realizar, así
como llevar a cabo todas las acciones o actividades nece-
sarias para poder materializar esa elección, sin que exista la
posibilidad de limitar el ejercicio del derecho, con el fin de
alcanzar objetivos protegidos por la Constitución, como la
salud y el orden público.1

No obstante, se argumentó, el sistema de prohibiciones ac-
tual no constituye una medida necesaria para la protección
de estos objetivos, dado que existen otras alternativas, co-
mo la prohibición de su uso en supuestos específicos, que
afectan en menor grado el derecho vulnerado.
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“Así, a pesar de que se reconoce que el legislador pue-
de limitar el ejercicio de actividades que supongan afec-
taciones a los derechos que protege nuestra Constitu-
ción, en el caso no se encontró que tales afectaciones
fueran de una gravedad tal que ameriten una prohibición
absoluta a su consumo, por lo que la prohibición resul-
ta inconstitucional”.2

De esta forma, se resolvió que pertenece al estricto ám-
bito de la autonomía individual, protegido por el derecho
al libre desarrollo de la personalidad, la posibilidad de
decidir responsablemente si se desea experimentar los
efectos de esa sustancia a pesar de los daños que esta ac-
tividad puede generarle a una persona.

Si bien, dicha resolución sólo beneficiaba a los quejosos,
este caso representó un hito en la discusión sobre el prohi-
bicionismo en materia de drogas, poniendo énfasis, sobre-
todo, en la necesidad de regular el mercado y proteger los
derechos humanos de las personas.

A partir de ese momento, el criterio fue reiterado en diver-
sas sentencias de amparo, por lo que, el 22 de febrero de
2019, fueron publicadas en el Semanario Judicial de la Fe-
deración, ocho tesis en las que se definen los criterios que
deberán aplicar los juzgadores federales, al momento de
dictar sus sentencias sobre el uso recreativo o lúdico de la
marihuana en México.

Así, el máximo Tribunal Constitucional ha concluido que
la prohibición contenida en los artículos 235, último párra-
fo, 237, 245, fracción I, 247, último párrafo, y 248 de la
Ley General de Salud, son inconstitucionales en las por-
ciones normativas que establecen una prohibición para re-
alizar actividades relacionadas con el autoconsumo de ma-
rihuana con fines lúdicos o recreativos, toda vez que
provocan una afectación innecesaria y desproporcionada
en el derecho al libre desarrollo de la personalidad.3

Pues, como ya se ha dicho, la decisión de un individuo ma-
yor de edad de “afectar” su personalidad de esta manera, con
fines recreativos o lúdicos, se encuentra tutelada por el dere-
cho al libre desarrollo de la misma. Sin embargo, no siendo
éste un derecho de carácter definitivo o absoluto, puede ser li-
mitado con el fin de salvaguardar el orden público o derechos
de terceros, siempre y cuando la intervención sea idónea, ne-
cesaria y proporcional en sentido estricto.4

En este orden de ideas, se determinó que el sistema actual
de prohibiciones administrativas ocasiona una afectación

muy intensa al derecho al libre desarrollo de la personali-
dad, dada la privación prácticamente absoluta para consu-
mir marihuana y realizar las actividades relacionadas con
el autoconsumo de ésta (siembra, cultivo, cosecha, prepa-
ración, acondicionamiento, posesión, transporte, etcétera).

Ello, dado que las disposiciones consideradas inconstitu-
cionales no se limitan a regular la forma y lugar en que
pueden realizarse dichas actividades, atendiendo a las fina-
lidades constitucionalmente válidas que efectivamente tie-
nen esos artículos, sino que directamente prohíbe todas
esas conductas.5

Por lo anterior, el Congreso de la Unión fue notificado a efec-
to de que, en un plazo de 90 días naturales, modifique o de-
rogue los artículos de la Ley General de Salud, con el fin de
adaptarlos a los criterios establecidos por la SCJN, constitu-
yendo una oportunidad histórica para corregir el rumbo de las
políticas prohibicionistas con un enfoque de salud pública,
que pueda ser acompañada por políticas públicas educativas
y de protección a la salud de carácter estructural.

Pues no es posible afirmar que existe una protección a los
derechos humanos de los ciudadanos mexicanos, cuando
cada persona requiere solicitar y obtener un amparo para
asegurar la protección de sus derechos.

No es posible tampoco, seguir dejando en manos de la delin-
cuencia organizada las reglas de un mercado que sigue po-
niendo en riesgo la salud y la seguridad de consumidores y
terceros. Por el contrario, el país requiere con urgencia de una
regulación que salvaguarde de manera efectiva los derechos
de los ciudadanos y, a su vez, cause un daño menor a la so-
ciedad que la represión policial y el uso del sistema penal,
que ha probado ser una estrategia fallida en el combate efec-
tivo a los delitos relacionados con la cannabis.

Evidencia de ello, es que México enfrenta hoy, como uno
de sus principales problemas, la inseguridad desencadena-
da a partir de la guerra frontal contra el narcotráfico que,
lejos de terminar con la delincuencia organizada ha creado
una oleada de violencia que parece no tener fin.

Solamente entre enero de 2007 y diciembre de 2014, de
acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi), se registraron 164 mil homicidios en el país.6

En los últimos doce años, se sumaron un total de 211,765
homicidios dolosos.7 De ahí que no quepa duda que la po-
lítica prohibicionista adoptada en nuestro país ha fracasado
rotundamente.
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El enfoque punitivo de la política de drogas en nuestro pa-
ís sólo ha conllevado el fortalecimiento de bandas crimina-
les, con consecuencias trágicas para nuestra sociedad y
nuestra vida comunitaria.

Durante años, las organizaciones criminales se fueron enri-
queciendo en mercados negros que surgieron de las medi-
das que adoptamos para disminuir el consumo y que fraca-
saron en su misión. En vez de proponer medidas de control
a la oferta que el mercado pudiera procesar, optamos por la
prohibición absoluta, cuyo resultado fue generar oferentes
muy poderosos y consumidores muy vulnerables.8

La violencia producida por los enfrentamientos entre las
fuerzas armadas y criminales, así como entre distintos gru-
pos delictivos, se sumó a la criminalización de miles de
consumidores o usuarios que, sin ser el consumo un delito,
han debido incurrir en actividades que sí han sido tipifica-
das, como la posesión, el suministro, la distribución, el cul-
tivo y el transporte, para poder hacer uso de la sustancia.

Así, el régimen de prohibición ha resultado en la detención
y encarcelamiento de miles de consumidores que represen-
tan hoy un porcentaje significativo de la población carcela-
ria en México. Tan solo en 2011, mil 509 personas se en-
contraban internas en centros federales sentenciadas
únicamente por consumo o posesión de cannabis, mientras
mil 537 internos se encontraban en proceso por las mismas
razones.9

El 80 por ciento de los motivos de encarcelamiento de mu-
jeres son los delitos contra la salud. Predominantemente,
las mujeres participan únicamente en delitos de transporte
de baja cuantía de cannabis, que no portaban armas al mo-
mento de su detención y jamás habían cometido un delito
antes, siendo también, las principales proveedoras de sus
hijos.

De esta forma, la prohibición ha afectado negativamente a
la salud, la libertad personal y, en general, los derechos
fundamentales de los usuarios de dicha sustancia.

Por lo anterior, el 8 de noviembre de 2018, la senadora Ol-
ga María del Carmen Sánchez Cordero Dávila, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, sometió a la conside-
ración del pleno del Senado de la República, la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se expide la Ley Gene-
ral para la Regulación y Control de Cannabis.

Conforme a dicha Iniciativa, son finalidades de la ley pro-
puesta, las relativas a establecer lineamientos generales pa-
ra la regulación del cannabis en su siembra, cultivo, cose-
cha, producción, etiquetado, empaquetado, promoción,
publicidad, transporte, distribución, venta y comercializa-
ción; garantizar el derecho a pacientes con enfermedades
de difícil tratamiento a acceder a medicamentos con carac-
terísticas que permitan mejorar sustancialmente su calidad
de vida y bienestar; fomentar la promoción de la educación
para la salud, así como la difusión del conocimiento de los
posibles riesgos atribuibles al consumo de cannabis; des-
alentar las actividades ilegales respecto del mismo; esta-
blecer lineamientos generales para el diseño y evaluación
de legislación y políticas públicas basadas en un diagnósti-
co; y prevenir y disminuir la incidencia de casos de auto-
medicación y envenenamiento por consumo no controlado
de productos personales y medicinales de cannabis y sus
derivados.10

Lo anterior, con el objeto de abandonar la política prohibi-
cionista surgida de una falsa presunción de que el proble-
ma de las drogas debe abordarse desde un enfoque penal y
que en lugar de dar resultados concretos y positivos, ha
motivado el endurecimiento de la violencia en todos los
rincones de nuestro país y la criminalización de sectores
vulnerables de la sociedad a causa de actividades relacio-
nadas con la cannabis.

Para lograrlo, se ha propuesto que el tema se trate con un
enfoque diverso que pase de ser prohibicionista a ser uno
de salud pública, que anteponga el derecho a la autodeter-
minación y la salud del consumidor como principales ejes
rectores de intervención, de forma tal que pueda atenderse
el problema de forma eficaz y acorde a las necesidades del
usuario, reconociendo también que la cannabis tiene pro-
piedades farmacológicas demostradas científicamente.

En este sentido, es preciso advertir que la regulación del
cannabis es una cuestión transversal que no se agota, por
tanto, con el establecimiento de ordenamientos que regulen
las actividades que le son inherentes, pues no puede pasar
desapercibido que en el tratamiento que, desde el punto de
vista jurídico, debe darse a dicho tema, existen otras cues-
tiones como las de carácter fiscal que es necesario consi-
derar y regular.

Es así, que es necesario considerar que existen otros pro-
ductos legales como el alcohol y el tabaco cuya adquisi-
ción, importación y otras actividades relacionadas a ellos
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en materia de prestación de servicios, se encuentran grava-
das por la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, con tasas que tienen fines extrafiscales.

La SCJN ha resuelto en su Jurisprudencia que es constitu-
cional el establecimiento de contribuciones con fines ex-
trafiscales, al constituir razones que orientan a las leyes tri-
butarias al control, regulación y fomento de ciertas
actividades o sectores económicos, matizando sus objeti-
vos con un equilibrio entre la rectoría estatal y las deman-
das del interés público.11

La Constitución y los tratados internacionales en la mate-
ria, reconocen como derecho humano, el relativo a la obli-
gación del Estado mexicano, de garantizar el derecho a la
protección de la salud, lo que lleva a concluir que es una
cuestión de interés público y social, regular las actividades
inherentes al cannabis, equilibrando el enfoque de salud
pública de su regulación, frente al interés del comercio.

La regulación de la cannabis no tiene como fin, fomentar
su consumo, sino reconocer, como se ha sostenido en la ini-
ciativa previamente señalada, que el Estado debe respetar
la autonomía de las personas y, al mismo tiempo, evitar que
dicha autonomía afecte a los demás, para lo cual, resulta
necesaria su intervención en el mercado.

Si se considera que el establecimiento de contribuciones
con fines extra fiscales, más allá del sólo propósito de ob-
tener ingresos para sufragar el gasto público, tiene otros
objetivos diversos, como los relativos a controlar la reali-
zación de determinadas actividades y aún desalentar o li-
mitar el consumo de ciertos productos que pueden tener
efectos negativos en la salud de las personas, así como re-
conocer que existen casos demostrados científicamente,
en los que dichos productos, pueden ser utilizados con fi-
nes medicinales.

Respecto al cannabis, debe reconocerse que aunque puede
utilizarse con fines lúdicos, también puede serlo con fines
curativos, lo que, sin duda, contribuye al cumplimiento de
la obligación de nuestras autoridades, dentro del ámbito de
sus respectivas competencias, de garantizar la salud de las
personas que habitamos en México.

En esta Iniciativa, se propone el establecimiento, a través
de una reforma a la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, de tasas aplicables a la adquisición,
importación, en su caso, y a la prestación de servicios en
materia de las actividades relacionadas con la cannabis.

Lo anterior, para que el Estado Mexicano pueda contar con
un instrumento que además de permitirle controlar, atender
y desalentar el consumo problemático del cannabis, en tan-
to sustancia psicoactiva que la persona usuaria reconoce
provoca trastornos en su salud biológica, psicológica, emo-
cional o social; en la funcionalidad de su familia, escuela,
trabajo; en su economía; con la comunidad en la que vive;
o con la ley, le permitirá obtener ingresos que podrán des-
tinarse, sin distraer los que se obtienen por otros impues-
tos, a la realización de acciones para proteger la salud de
las personas frente a dicha sustancia.

De igual manera, desarrollar investigaciones para impulsar
su uso con fines medicinales y así combatir enfermedades
como la epilepsia, el cáncer, enfermedades terminales y la
diabetes mellitus que, como sabemos, es en la actualidad
un severo problema de salud pública en nuestro país y es-
tablecer, a su vez, programas de rehabilitación y tratamien-
to para quienes lo soliciten.

Los ingresos que se obtuvieran, podrían también, destinar-
se a la reducción de riesgos y daños, a través del estableci-
miento de políticas, programas y prácticas no coercitivas e
incrementales, orientadas a evitar o reducir situaciones de
riesgo o mejorar las condiciones de uso y la gestión res-
ponsable del consumo; a fin de disminuir los posibles da-
ños asociados al consumo de sustancias psicotrópicas lega-
les o ilegales, así como otros dirigidos a los grupos
sociales, étnicos y minoritarios que, históricamente, han
sufrido discriminación a causa de injusticias sociales o po-
líticas prohibicionistas, para lograr que impere el principio
de Justicia social a través de medidas afirmativas.

La reforma que se propone, tiene como objetivo central
contar con un instrumento, como lo es el establecimien-
to de un impuesto con fines extra fiscales, para llevar a
cabo acciones de protección de la salud pública, con es-
pecial énfasis en el interés superior de la infancia y ado-
lescencia; la reducción del consumo problemático del
cannabis y el desplazamiento del mercado informal, al
que hasta ahora han quedado sujetas las actividades que
le son propias o inherentes.

Ello, a través del cumplimiento por parte de quienes la in-
dustrialicen, comercialicen, etc. de las obligaciones instru-
mentales de carácter fiscal, como lo son las relativas a ins-
cribirse en el Registro Federal de Contribuyentes, declarar
sus actividades, y pagar el impuesto correspondiente, entre
otras.
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Cabe señalar que con el fin de impulsar la investigación y
lograr que se garantice verdaderamente el derecho humano
de acceso a la salud, se propone se exenten del pago del im-
puesto, las actividades de investigación y las relativas a la
adquisición del cannabis, su importación y la prestación de
servicios, con fines medicinales.

Asimismo, se proponen reformas a la Ley de los Impuestos
Generales de Importación y Exportación, a fin de realizar
los ajustes correspondientes al marco normativo vigente,
que a la fecha mantiene la prohibición a la importación y
exportación de cannabis. Permitir estas actividades requie-
re fundamentalmente la eliminación de dicha prohibición,
mediante el proceso de modificación a la Tarifa de la Ley
de los Impuestos Generales de Importación y de Exporta-
ción (TIGIE) correspondiente, Facultad que recae exclusi-
vamente en el Congreso de la Unión, o en su defecto, en el
titular del Ejecutivo federal en ejercicio de la atribución
conferida en el artículo 131 constitucional.

Lo anterior, sin perjuicio del establecimiento de las medi-
das de regulación y restricción no arancelarias a la expor-
tación, importación, circulación o tránsito de estas mercan-
cías que, en su momento y con fundamento en la Ley de
Comercio Exterior, pudieran determinarse.

Por lo expuesto y fundado, se propone a la honorable Cá-
mara de Diputados, la aprobación del texto del siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, el Código Penal Federal, la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios
y la Ley de los Impuestos Generales de Importación y
de Exportación

Artículo Primero. Se reforman los artículos 2, 13, 17 Bis,
184 Bis, 194, 199, 234, 235, 245, 247, 393 y 479 de la Ley
General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 2o. El derecho a la protección de la salud, tiene
las siguientes finalidades:

I. El bienestar físico, mental, emocional y social de la
persona, para contribuir al libre desarrollo de su per-
sonalidad y al ejercicio pleno de sus capacidades;

II. a VII. …

Artículo 13. La competencia entre la federación y las enti-
dades federativas en materia de salubridad general quedará
distribuida conforme a lo siguiente:

A. y B. …

C. Corresponde a la federación y a las entidades federa-
tivas la prevención del consumo de narcóticos, atención
a las adicciones y persecución de los delitos contra la sa-
lud, en los términos del artículo 474 de esta Ley, así 
como el control sanitario de estupefacientes y subs-
tancias psicotrópicas conforme al artículo 194 de es-
ta ley.

Artículo 17 Bis. La Secretaría de Salud ejercerá las atribu-
ciones de regulación, control y fomento sanitarios que con-
forme a la presente ley, a la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, y los demás ordenamientos
aplicables le corresponden a dicha dependencia en las ma-
terias a que se refiere el artículo 3o. de esta ley en sus frac-
ciones I, en lo relativo al control y vigilancia de los esta-
blecimientos de salud a los que se refieren los artículos 34
y 35 de esta Ley: XIII, XIV, XXII, XXIII, XXIV, XXV,
XXVI, ésta salvo por lo que se refiere a cadáveres y
XXVII, esta última salvo por lo que se refiere a personas,
a través de un órgano desconcentrado que se denominara?
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios. El control sanitario en materia de cannabis para
usos personales, científicos y comerciales se ajustará a
lo dispuesto en la ley que al efecto expida el Congreso
para la regulación y control de cannabis.

…

I. a XIII. …

Artículo 184 Bis. Se crea el Consejo Nacional Contra las
Adicciones, que tendrá por objeto promover y apoyar las
acciones de los sectores público, social y privado tendentes
a la prevención y combate de los problemas de salud pú-
blica causados por las adicciones que regula la presente
ley, así como proponer y evaluar los programas a que se re-
fieren los artículos 185 y 191 de esta ley, programas de
prevención, tratamiento y reducción de riesgos y daños
por consumo problemático de sustancias psicoactivas,
así como el Programa contra el Tabaquismo previsto en la
Ley General para Control del Tabaco. Dicho Consejo esta-
rá integrado por el Secretario de Salud, quien lo presidirá,
por los titulares de las dependencias y entidades de la ad-
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ministración pública federal cuyas atribuciones tengan re-
lación con el objeto del Consejo y por representantes de or-
ganizaciones sociales y privadas relacionadas con la salud.
El secretario de Salud podrá invitar, cuando lo estime con-
veniente, a los titulares de los gobiernos de las entidades
federativas a asistir a las sesiones del consejo.

…

Artículo 194. Para efectos de este título, se entiende por
control sanitario, el conjunto de acciones de orientación,
educación, muestreo, verificación y en su caso, aplicación
de medidas de seguridad y sanciones, que ejerce la Secre-
taría de Salud con la participación de los productores, co-
mercializadores y consumidores, en base a lo que estable-
cen las normas oficiales mexicanas y otras disposiciones
aplicables.

…

I. a III. …

…

Tratándose de cannabis, el ejercicio del control sani-
tario del cultivo, cosecha, producción, transforma-
ción, etiquetado, empaquetado, almacenamiento,
promoción, publicidad, distribución y venta se ajus-
tará a lo dispuesto en la ley que al efecto expida el
Congreso para la regulación y control de cannabis.
Lo anterior, sin perjuicio de los controles que la le-
gislación vigente otorga a los organismos correspon-
dientes en el ámbito de sus respectivas competencias.

Artículo 199. Corresponde a los gobiernos de las entidades
federativas ejercer la verificación y control sanitario de los
establecimientos que expendan o suministren al público
alimentos y bebidas no alcohólicas y alcohólicas, en esta-
do natural, mezclados, preparados, adicionados o acondi-
cionados, para su consumo dentro o fuera del mismo esta-
blecimiento, basándose en las normas oficiales mexicanas
que al efecto se emitan. Asimismo, la ejercerán para la
cannabis conforme a lo previsto en la ley de la materia
y la normatividad que al efecto emita el órgano encar-
gado de la regulación y control del cannabis.

Artículo 234. Para los efectos de esta ley, se consideran 
estupefacientes:

…

Cannabis sativa, índica y americana entendiéndose por
ésta las sumidades, floridas o con fruto, de la planta de
la cannabis (a excepción de las semillas y las hojas no
unidas a las sumidades) de las cuales se ha extraído la
resina; así como la resina extraída de la misma cuyo
contenido de tetrahidrocannabinol (THC) natural, sea
igual o superior a 2 por ciento de su volumen;

…

Artículo 235. La siembra, cultivo, cosecha, elaboración,
preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión,
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción mé-
dica, suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo
acto relacionado con estupefacientes o con cualquier pro-
ducto que los contenga queda sujeto a:

I. a VI. …

Los actos a que se refiere este artículo sólo podrán rea-
lizarse con fines médicos y científicos y requerirán au-
torización de la Secretaría de Salud, con excepción de
la cannabis sativa, índica y americana que también
podrá realizarse con fines terapéuticos, personales y
comerciales conforme a lo establecido en las leyes de
la materia y la normatividad aplicable.

Artículo 245. En relación con las medidas de control y vi-
gilancia que deberán adoptar las autoridades sanitarias, las
substancias psicotrópicas se clasifican en cinco grupos: 

I. Las que tienen valor terapéutico escaso o nulo y que,
por ser susceptibles de uso indebido o abuso, constitu-
yen un problema especialmente grave para la salud pú-
blica, y son:

IV. Las que tienen amplios usos terapéuticos y constitu-
yen un problema menor para la salud pública, y son: 

…

Tetrahidrocannabinol, los siguientes isómeros:
D6a (10a), D6a (7), D7, D8, D9, D10, D9 (11) y sus
variantes estereoquímicas.
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…

…

V. …

Artículo 247. La siembra, cultivo, cosecha, elaboración,
preparación, acondicionamiento, adquisición, posesión,
comercio, transporte en cualquier forma, prescripción mé-
dica, suministro, empleo, uso, consumo y, en general, todo
acto relacionado con substancias psicotrópicas o cualquier
producto que los contenga, queda sujeto a:

I. a VI. …

Los actos a que se refiere este artículo sólo podrán re-
alizarse con fines médicos y científicos y requerirán, al
igual que las substancias respectivas, autorización de
la Secretaría de Salud, con excepción del tetrahidro-
cannabinol (THC) que también podrá realizarse
con fines terapéuticos, personales y comerciales
conforme a lo establecido en las leyes de la materia
y la normatividad aplicable.

Artículo 393. Corresponde a la Secretaría de Salud y a los
gobiernos de las entidades federativas, en el ámbito de sus
respectivas competencias, la vigilancia del cumplimiento
de esta ley y demás disposiciones que se dicten con base en
ella.

La participación de las autoridades municipales y de las au-
toridades de las comunidades indígenas, estará determina-
da por los convenios que celebren con los gobiernos de las
respectivas entidades federativas y por lo que dispongan
los ordenamientos locales.

Tratándose de cannabis, la vigilancia sanitaria se ajus-
tará a lo dispuesto en la ley de la materia y demás nor-
mas aplicables.

Artículo 479. Para los efectos de este capítulo se entiende
que el narcótico está destinado para su estricto e inmediato
consumo personal, cuando la cantidad del mismo, en cual-
quiera de sus formas, derivados o preparaciones no exceda
de las previstas en el listado siguiente: 

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 198 y 201 del
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 198. Al que dedicándose como actividad princi-
pal a las labores propias del campo, siembre, cultivo o co-
seche plantas de amapola, hongos alucinógenos, peyote o
cualquier otro vegetal que produzca efectos similares, por
cuenta propia, o con financiamiento de terceros, cuando en
él concurran escasa instrucción y extrema necesidad eco-
nómica, se le impondrá prisión de uno a seis años.

…

…

…

La siembra, cultivo o cosecha de plantas de marihuana
no será punible cuando estas actividades se lleven a cabo
con fines médicos, científicos, comerciales y personales
en los términos y condiciones establecidas en las leyes
aplicables.

Las conductas descritas en los párrafos anteriores po-
drán ser investigadas, perseguidas y, en su caso sancio-
nadas por las autoridades del fuero común en los tér-
minos de la Ley General de Salud, cuando se colmen los
supuestos del artículo 474 de dicho ordenamiento.

Artículo 201. Comete el delito de corrupción de menores,
quien obligue, induzca, facilite o procure a una o varias per-
sonas menores de 18 años de edad o una o varias personas
que no tienen capacidad para comprender el significado del
hecho o una o varias personas que no tienen capacidad para
resistirlo a realizar cualquiera de los siguientes actos:

a)…

b) Consumo de sustancias tóxicas, consumo de canna-
bis o al consumo de alguno de los narcóticos a que se re-
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fiere el párrafo primero del artículo 193 de este Código
o a la fármaco dependencia, así como quien emplee a
menores de edad en actividades de producción, co-
mercio, distribución, transportación, promoción, do-
nación, regalo, venta y/o suministro de cannabis o
sus productos.

c) a f)…

…

Artículo Tercero. Se adiciona un inciso K) al artículo 2, un
inciso j) al artículo 8, una fracción XXVI al artículo 3 y una
fracción XXIV al artículo 19; se reforma el inciso A) de la
fracción II del artículo 2, el segundo párrafo del artículo 4,
el segundo párrafo del artículo 5, el primer párrafo del ar-
tículo 5.-A, el tercer párrafo del artículo 7, el inciso d) frac-
ción I del artículo 8, el párrafo segundo y cuarto del ar-
tículo 11, el tercer párrafo del artículo 14, las fracciones II,
VIII, IX, X, XI y XXII del artículo 19 y el artículo 19.-A.,
todos de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas 
siguientes:

I. En la enajenación o, en su caso, en la importación de
los siguientes bienes: 

A) a J) …

K) Cannabis:

1. Cigarros de cannabis ............................... 160%

Adicionalmente a la tasa establecida en este nu-
meral, se pagará una cuota de $0.35 por cigarro
enajenado o importado. Para los efectos de esta
Ley se considera que el peso de un cigarro equi-
vale a 0.35 hasta 0.75 gramos de cannabis.

2. Otros productos derivados de cannabis ........ 15%

Adicionalmente a esta tasa se pagará una cuota de
$1.00 por gramo de cannabis, incluyendo el peso de
otras sustancias con que esté mezclada la sustancia.

II. En la prestación de los siguientes servicios: 

A) Comisión, mediación, agencia, representación,
correduría, consignación y distribución, con motivo
de la enajenación de los bienes señalados en los in-
cisos A), B), C), F), I), J) y K) de la fracción I de es-
te artículo. En estos casos, la tasa aplicable será la
que le corresponda a la enajenación en territorio na-
cional del bien de que se trate en los términos que
para tal efecto dispone esta Ley. No se pagara? el
impuesto cuando los servicios a que se refiere este
inciso, sean con motivo de las enajenaciones de bie-
nes por los que no se esté obligado al pago de este
impuesto en los términos del artículo 8o. de la pro-
pia Ley.

B) y C) …

III. …

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende por: 

I. a XXXVI. …

XXXVII. Cannabis, sativa, índica y americana, las
sumidades, floridas o con fruto, de la planta de la
cannabis (a excepción de las semillas y las hojas no
unidas a las sumidades) de las cuales se ha extraído
la resina; así como la resina extraída de la misma.

a) Cigarros, los elaborados con cannabis, envuel-
tos con papel, papel de arroz, de celulosa, de cá-
ñamo, de goma arábiga u otro material usado en
el armado de cigarrillos.

b) Productos derivados del cannabis, los que se
definen como tales en la ley de la materia, inclu-
yendo, pero no limitado a aceites, cremas, ali-
mentos o cualquier otra sustancia producida con
cannabis. 

Artículo 4o. … 

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto tras-
ladado al contribuyente por la adquisicio?n de los bienes a
que se refieren los incisos A), D), F), G), I) y J) de la frac-
ción I del artículo 2o. de esta ley, así como el pagado por
el propio contribuyente en la importación de los bienes a
que se refieren los incisos A), C), D), F), G), H), I), J) y K)
de dicha fracción, siempre que sea acreditable en los
te?rminos de la citada Ley. 
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…

Artículo 5o. …

El pago mensual será la diferencia que resulte de restar a la
cantidad que se obtenga de aplicar la tasa que corresponda
en los términos del artículo 2o. de esta ley a las contrapres-
taciones efectivamente percibidas en el mes de que se trate,
por la enajenación de bienes o la prestación de servicios
gravados por esta Ley, el impuesto pagado en el mismo mes
por la importación de dichos bienes, así como el impuesto
que resulte acreditable en el mes de que se trate de confor-
midad con el artículo 4o. de esta Ley. Tratándose de la cuo-
ta a que se refiere el párrafo segundo del numeral 1, inci-
so K), así como los párrafos segundo y tercero del inciso
C), de la fracción I, del artículo 2o. de esta Ley, el pago
mensual será la cantidad que se obtenga de aplicar la cuota
que corresponda a los cigarros enajenados en el mes, o la
que se obtenga de aplicar esa cuota al resultado de dividir el
peso total de los otros tabacos labrados enajenados en el
mes, entre 0.75, disminuidas dichas cantidades, en su caso,
con el impuesto pagado en el mismo mes al aplicar la cuo-
ta correspondiente con motivo de la importación de los ci-
garros u otros tabacos labrados, en los términos del segun-
do párrafo del artículo 4o. de esta ley. En el caso de la cuota
a que se refiere el inciso G), de la fracción I, del artículo 2o.
de esta ley, el pago mensual será la cantidad que se obtenga
de aplicar la cuota a los litros de bebidas saborizadas enaje-
nadas en el mes o al total de litros que se puedan obtener por
los concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos de
sabores enajenados en el mes, según corresponda, dismi-
nuida con el impuesto pagado en el mismo mes con motivo
de la importación de dichos bienes o el trasladado en la ad-
quisición de los bienes citados. Tratándose de los bienes a
que se refieren los incisos D) y H), de la fracción I, del ar-
tículo 2o. de esta Ley, el pago mensual será la cantidad que
se obtenga de aplicar las cuotas que correspondan a las uni-
dades de medida de dichos bienes, enajenados en el mes,
disminuida con el impuesto pagado en el mismo mes al
aplicar las cuotas correspondientes con motivo de la im-
portación de esos bienes y, en el caso de los bienes a que
se refiere el inciso D) antes citado, el impuesto traslada-
do en la adquisición de bienes de la misma clase, en tér-
minos del segundo párrafo del artículo 4o. de esta ley.
Tratándose de los bienes a que se refiere el artículo 2o.-A
de esta Ley, el pago mensual será la cantidad que se ob-
tenga de aplicar las cuotas que correspondan a los litros
de combustible enajenados.

…

Artículo 5o.- A. Los fabricantes, productores, envasado-
res o importadores, que a través de comisionistas, me-
diadores, agentes, representantes, corredores, consigna-
tarios o distribuidores, enajenen los bienes a que se
refieren los incisos A), B), C), F), I), J) y K) de la frac-
ción I, del artículo 2o. de esta ley, estarán obligados a re-
tener el impuesto sobre la contraprestación que a éstos
correspondan y enterarlo mediante declaración que pre-
sentarán ante las oficinas autorizadas, de conformidad
con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 5o. de
esta Ley. Cuando las contraprestaciones se incluyan en el
valor de la enajenación por las que se pague este im-
puesto, no se efectuará la retención y no se considerarán
contribuyentes de este impuesto por dichas actividades.

…

Artículo 7o. …

…

Igualmente, se considera enajenación de los bienes a que ha-
ce referencia el inciso C) y el numeral 1 del inciso K) de la
fracción I del artículo 2o., el retiro del lugar en el que se fa-
bricaron o, en su caso, del almacén del contribuyente, cuan-
do los mismos no se destinen a su comercialización y se en-
cuentren empaquetados en cajas, cajetillas u otros
contenedores. En este caso, el impuesto se pagará a más tar-
dar el día 17 del mes siguiente a aquél en el que sean retira-
dos los bienes de los citados lugares, considerando como
contraprestación el precio promedio de venta al detallista, tra-
tándose de cigarros de tabaco labrados o de cigarros de
cannabis, o el precio promedio de enajenación, en el caso de
puros y otros tabacos labrados, de los tres meses inmediatos
anteriores a aquél en el que se efectúe el pago.

…

…

…

Artículo 8o. No se pagará el impuesto establecido en 
esta ley:

I. Por las enajenaciones siguientes:

a) a c)…
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d) Las de cerveza, bebidas refrescantes, cigarros de
cannabis, puros y otros tabacos labrados, así como
las de los bienes a que se refiere el inciso F) de la
fracción I del artículo 2o. de esta ley, que se efectú-
en al público en general, salvo que el enajenante sea
fabricante, productor, envasador, distribuidor o im-
portador de los bienes que enajene. No gozarán del
beneficio establecido en este inciso, las enajenacio-
nes de los citados bienes efectuadas por comercian-
tes que obtengan la mayor parte del importe de sus
ingresos de enajenaciones a personas que no forman
parte del público en general. No se consideran ena-
jenaciones efectuadas con el público en general
cuando por las mismas se expidan comprobantes que
cumplan con los requisitos a que se refiere el artícu-
lo 29-A del Código Fiscal de la Federación.

e) a i)…

j) Las de productos de cannabis, de uso médico,
terapéutico y farmacéutico, a que se refiera la ley
de la materia.

Artículo 11. …

Los productores o importadores de cigarros, incluyendo
los de cannabis, para calcular el impuesto por la enajena-
ción de esos bienes en territorio nacional, considerarán co-
mo valor de los mismos el precio de venta al detallista. Los
fabricantes, productores o importadores de puros y otros
tabacos labrados, para calcular el impuesto por la enajena-
ción de esos bienes en territorio nacional, considerarán co-
mo valor de los mismos la contraprestación pactada.

…

Por las enajenaciones de cerveza en las que el impuesto se
pague aplicando la cuota a que se refiere el artículo 2o.-C
de esta Ley, los contribuyentes calcularán el impuesto so-
bre el total de litros enajenados. Tratándose de la cuota por
enajenaciones de cigarros de cannabis a que se refiere el
segundo párrafo del numeral 1, inciso K), cigarros u
otros tabacos labrados a que se refieren los párrafos segun-
do y tercero del inciso C) de la fracción I del artículo 2o.
de esta ley, se considerará la cantidad de cigarros enajena-
dos y, en el caso de otros tabacos labrados, la cantidad de
gramos enajenados. Por las enajenaciones de los bienes a
que se refiere el inciso G) de la fracción I del artículo 2o.
de esta ley, los contribuyentes calcularán el impuesto sobre
el total de litros enajenados de bebidas saborizadas con

azúcares añadidos; tratándose de concentrados, polvos, ja-
rabes, esencias o extractos de sabores, el impuesto se cal-
culará tomando en cuenta el número de litros de bebidas
saborizadas con azúcares añadidos que, de conformidad
con las especificaciones del fabricante, se puedan obtener,
del total de productos enajenados. Por las enajenaciones de
los bienes a que se refieren los incisos D) y H) de la frac-
ción I del artículo 2o. de esta ley, los contribuyentes calcu-
larán el impuesto sobre el total de las unidades de medida
y, en su caso, fracciones de dichas unidades, según corres-
ponda. Por las enajenaciones de los bienes a que se refiere
el artículo 2o.-A de esta Ley, los contribuyentes calcularán
el impuesto sobre el total de las unidades de medida, según
corresponda.

Artículo 14. …

…

Por las importaciones de cerveza en las que el impuesto se
pague aplicando la cuota a que se refiere el artículo 2o.-C
de esta Ley, los contribuyentes calcularán el impuesto so-
bre el total de litros importados afectos a la citada cuota. En
las importaciones de cigarros u otros tabacos labrados en
las que el impuesto se pague aplicando la cuota a que se re-
fieren el segundo párrafo del numeral 1, inciso K), los
párrafos segundo y tercero del inciso C) de la fracción I del
artículo 2o. de esta ley, se considerará la cantidad de ciga-
rros importados y, en el caso de otros tabacos labrados, la
cantidad de gramos importados. Tratándose de las importa-
ciones de los bienes a que se refiere el inciso G) de la frac-
ción I del artículo 2o. de esta ley, los contribuyentes calcu-
larán el impuesto por el total de litros importados de
bebidas saborizadas o por el total de litros que se puedan
obtener, de conformidad con las especificaciones del fabri-
cante, por el total de concentrados, polvos, jarabes, esen-
cias o extractos de sabores. Tratándose de las importacio-
nes de los bienes a que se refieren los incisos D) y H) de la
fracción I del artículo 2o. de esta ley, los contribuyentes
calcularán el impuesto sobre el total de las unidades de me-
dida y, en su caso, fracciones de dichas unidades importa-
das, según corresponda.

Artículo 19. Los contribuyentes a que se refiere esta ley
tienen, además de las obligaciones señaladas en otros artí-
culos de la misma y en las demás disposiciones fiscales, las
siguientes:

I. …
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II. …

…

…

…

Tratándose de la enajenación de tabacos labrados o ci-
garros de cannabis, en los comprobantes fiscales que
se expidan se deberá especificar el peso total de tabaco
contenido en los tabacos labrados o el contenido de
cannabis, contenido en los cigarros enajenados o, en su
caso, la cantidad de cigarros enajenados.

III. a VII. …

VIII. Los contribuyentes de los bienes a que se refie-
ren los incisos A), B), C), D), F), G), H), I), J) y K) de
la fracción I del artículo 2o. de esta ley, obligados al
pago del impuesto especial sobre producción y servi-
cios a que se refiere la misma, deberán proporcionar al
Servicio de Administración Tributaria, trimestralmen-
te, en los meses de abril, julio, octubre y enero, del año
que corresponda, la información sobre sus 50 princi-
pales clientes y proveedores del trimestre inmediato
anterior al de su declaración, respecto de dichos bie-
nes. Tratándose de contribuyentes que enajenen o im-
porten vinos de mesa, deberán cumplir con esta obli-
gación de manera semestral, en los meses de enero y
julio de cada año.

…

…

IX. Los productores e importadores de tabacos labrados
o de cannabis, deberán informar a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, conjuntamente con su decla-
ración del mes, el precio de enajenación de cada pro-
ducto y el valor y volumen de los mismos; así como
especificar el peso total de tabacos labrados o de can-
nabis enajenados o, en su caso, la cantidad total de ci-
garros enajenados. Esta información se deberá propor-
cionar por cada una de las marcas que produzca o
importe el contribuyente.

X. Los fabricantes, productores o envasadores, de alco-
hol, alcohol desnaturalizado y mieles incristalizables, de
bebidas con contenido alcohólico, cerveza, tabacos la-

brados, cigarros de cannabis y los productos deriva-
dos del mismo a que se refiere esta ley, combustibles
automotrices, bebidas energetizantes, concentrados,
polvos y jarabes para preparar bebidas energetizantes,
bebidas saborizadas con azúcares añadidos, así como de
concentrados, polvos, jarabes, esencias o extractos de
sabores, que al diluirse permitan obtener bebidas sabo-
rizadas con azúcares añadidos, así como combustibles
fósiles y plaguicidas, deberán llevar un control físico del
volumen fabricado, producido o envasado, según co-
rresponda, así como reportar trimestralmente, en los
meses de abril, julio, octubre y enero, del año que co-
rresponda, la lectura mensual de los registros de cada
uno de los dispositivos que se utilicen para llevar el ci-
tado control, en el trimestre inmediato anterior al de su
declaración.

XI. Los importadores o exportadores de los bienes a que
se refieren los incisos A), B), C), D), F), G), H), I) y K)
de la fracción I del artículo 2o. de esta Ley, deberán es-
tar inscritos en el padrón de importadores y exportado-
res sectorial, según sea el caso, a cargo de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

XII. a XXI. …

XXII. Los productores, fabricantes e importadores de
cigarros y otros tabacos labrados, con excepción de pu-
ros y otros tabacos labrados hechos enteramente a ma-
no, así como de cigarros y productos de cannabis a
que se refiere esta ley, deberán imprimir un código de
seguridad en cada una de las cajetillas de cigarros o en-
vases para su venta en México, así como registrar, al-
macenar y proporcionar al Servicio de Administración
Tributaria la información que se genere derivada de los
mecanismos o sistemas de impresión del referido 
código.

Para lo anterior, los productores, fabricantes e importa-
dores de cigarros y otros tabacos labrados, con excep-
ción de puros y otros tabacos labrados hechos entera-
mente a mano, así como de cigarros y los productos de
cannabis a que se refiere esta ley, deberán cumplir con
lo siguiente:

a) a d)…

e)…

…
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…

El Servicio de Administración Tributaria podrá re-
querir a los productores, fabricantes e importadores
de cigarros y otros tabacos labrados, con excepción
de puros y otros tabacos labrados hechos enteramen-
te a mano, así como de cigarros y los productos de
cannabis a que se refiere esta ley, la información o
la documentación a que se refieren los párrafos pri-
mero y segundo de esta fracción, así como la relati-
va a sus sistemas, proveedores, clientes, operaciones
y mecanismos que estime necesaria, relacionada con
el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere
esta fracción. Asimismo, podrá realizar en todo mo-
mento verificaciones en los locales, establecimien-
tos o domicilios de los mismos, a efecto de constatar
el cumplimiento de las obligaciones a que se en-
cuentran afectos.

…

Cuando los productores, fabricantes e importadores
de cigarros y otros tabacos labrados, con excepción
de puros y otros tabacos labrados hechos entera-
mente a mano, así como de cigarros y los produc-
tos de cannabis a que se refiere esta ley, incum-
plan con alguna de las obligaciones establecidas en
esta ley, o bien, cuando no atiendan lo señalado en
las reglas de carácter general que al efecto esta-
blezca el Servicio de Administración Tributaria, di-
cho órgano desconcentrado impondrá las sanciones
que procedan, conforme al Código Fiscal de la 
Federación.

XXIII. …

XXIV. Los fabricantes, productores, envasadores,
distribuidores e importadores de los cigarros o pro-
ductos derivados de cannabis, deberán estar inscri-
tos en el padrón de contribuyentes de productos de-
rivados de cannabis, a cargo de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público. Asimismo, los fabrican-
tes, productores, envasadores, distribuidores e im-
portadores de cigarros o los productos derivados de
cannabis, deberán cumplir con esta obligación para
poder solicitar los marbetes, precintos o códigos de
seguridad que correspondan, debiendo cumplir con
las disposiciones del Reglamento de esta ley y dispo-
siciones de carácter general contempladas en la ley

que al efecto expida el Congreso para la regulación y
control de cannabis.

Artículo 19-A. Cuando el Servicio de Administración Tri-
butaria detecte cajetillas de cigarros, incluidos los de can-
nabis, que no cumplan con la impresión del código de se-
guridad a que se refiere el artículo 19, fracción XXII, las
mismas serán aseguradas y pasarán a propiedad del fisco
federal, a efecto de que se proceda a su destrucción.

Para los efectos de este artículo, el Servicio de Adminis-
tración Tributaria podrá realizar en todo momento verifi-
caciones en el domicilio fiscal, establecimientos, sucursa-
les, locales, puestos fijos o semifijos en la vía pública,
lugares en donde se almacenen mercancías y, en general,
cualquier local o establecimiento que utilicen para el de-
sempeño de sus actividades quienes vendan, enajenen o
distribuyan en México las cajetillas de cigarros y otros ta-
bacos labrados, con excepción de puros y otros tabacos
labrados hechos enteramente a mano, así como las de
cannabis, que deban contener impreso el código de segu-
ridad a que se refiere el artículo 19, fracción XXII de es-
ta Ley, observando para ello el procedimiento que se es-
tablece en el artículo 49 del Código Fiscal de la
Federación.

Artículo Cuarto. Se reforma el Capítulo 12, partidas
12.09 y 12.11; el Capítulo 13, partida 13.02; el capítulo
30, partidas 30.03 y 30.04 de la Ley de los Impuestos
Generales de Importación y de Exportación, para quedar
como sigue:
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Capítulo 12
Semillas y frutos oleaginosos; semillas 
y frutos diversos; plantas industriales 

o medicinales; paja y forraje

Notas. 

1. a 5. …

Nota de subpartida. 

1. …

Capítulo 13
Gomas, resinas y demás jugos 

y extractos vegetales

Notas. 

1. …

Capítulo 30
Productos farmacéuticos

Notas

1. a 4. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan lo dispuesto en el presente Decreto.

Notas

1 Confróntese Amparo en revisión 1115/2017. Disponible en: 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/listas/documento_dos/
2018-03/AR-1115-17-180316.pdf.

2 Comunicado 193/2015. SCJN. Prohibición absoluta del autoconsu-
mo de la marihuana es inconstitucional: Primera Sala. Disponible en: 

http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/comunica-
do.asp?id=3196

3 Confróntese Tesis: 1a./J. 10/2019 (10a.). Registro: 2019365. Décima
Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación. Publica-
ción: viernes 22 de febrero de 2019.
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4 Confróntese Tesis: 1a./J. 7/2019 (10a.). Registro: 2019381. Décima
Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación. Publica-
ción: viernes 22 de febrero de 2019.

5 Confróntese Tesis: 1a./J. 9/2019 (10a.). Registro: 2019382. Décima
Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación. Publica-
ción: viernes 22 de febrero de 2019.

6 “La violencia en México provoca más muertos que las guerras de Af-
ganistán e Irak” Disponible en: 

https://www.abc.es/internacional/20150811/abci-guerra-narco-
muertos-irak-201508101829.html

7 “Cifras de homicidio doloso, secuestro, extorsión y robo de vehícu-
los 1997-2007” Disponible en: 

http://secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/cifras%20de%20ho-
m i c i d i o % 2 0 d o l o s o % 2 0 s e c u e s t r o % 2 0 e t c / H D S E -
CEXTRV_042018.pdf 

8 Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley Gene-
ral para el Control de Cannabis; se derogan y reforman diversas dispo-
siciones de la Ley General de Salud y del Código Penal Federal; y se
agrega el inciso k, en el artículo 2 de la Ley de Impuesto Especial so-
bre Producción y Servicios presentada por diversos Senadores y Sena-
doras. 7 de abril de 2016. Disponible en: 

http://sil.gobernacion.gob.mx/Archivos/Documentos/2016/04/asun
_3356842_20160407_1460037451.pdf 

9 Esta cifra se calcula estimando 10.2 por ciento de 13 mil 50 internos
en la primera instancia del proceso –en etapa de sentencia– más 10.2
por ciento de los 2,02 1 internos en la segunda instancia del proceso
–en medios de impugnación– en centros del fuero federal de acuerdo
con el Inegi. Véase Inegi, Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pú-
blica y Sistema Penitenciario Estatales 201 l. Consulta interactiva: 

http://www.inegi.org.mx/lib/olap/consulta/general__ver4/MDQuer
yDatos.asp?c=29199

10 Iniciativa que contiene Proyecto de Decreto por el que se expide la
Ley General para la Regulación y Control de Cannabis. 8 de noviem-
bre de 2018. Disponible en: 

http://www.senado.gob.mx/64/gaceta_del_senado/documen-
to/85686

11 Confróntese Tesis: 1a./J. 28/2007. Fines extrafiscales. Las faculta-
des del Estado en materia de rectoría económica y desarrollo nacional

constituyen uno de sus fundamentos. Registro: 173020, Novena Épo-
ca, Primera Sala, Jurisprudencia, Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta, Tomo XXV, Marzo de 2007, Materia, Administrativa, Pá-
gina: 79.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de 2019.—
Diputado Luis Fernando Salazar Fernández (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Justi-
cia, para dictamen, y a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para opinión.

LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN
ESTADÍSTICA Y GEOGRÁFICA Y

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS 
HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Y DESARROLLO URBANO

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones de las Le-
yes del Sistema Nacional de Información Estadística y 
Geográfica; y General de Asentamientos Humanos, Orde-
namiento Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo del dipu-
tado Ignacio Benjamín Campos Equihua, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Ignacio Benjamín Campos Equihua, diputado integrante
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración de es-
ta soberanía, iniciativa de ley con proyecto de decreto por
el que se reforma y adicionan diversas disposiciones de la
Ley del Sistema Nacional de Información Estadística y Ge-
ografía y de la Ley General de Asentamientos Urbanos, Or-
denamiento Territorial y Desarrollo Urbano, conforme al
siguiente:

Planteamiento del problema

Los asentamientos humanos irregulares, son aquellos sec-
tores geográficos en los que se establece una persona, fa-
milia o comunidad excluida, dicha exclusión les impide el
reconocimiento social, ya que, al no contar con la autoriza-
ción del Ayuntamiento por las disposiciones establecidas
en la Ley para instaurarse en determinado lugar, son priva-
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dos del acceso a los servicios básicos y de manera general
a los derechos consagrados en nuestra carta magna.

Estos asentamientos humanos se encuentran ubicados en
zonas de alta marginación, pues se generan a través de un
acaparamiento anárquico de la tierra y una obtención ur-
gente de vivienda de las comunidades urbanas de escasos
recursos económicos.1

En ese orden de ideas, es necesaria su regulación, pues es-
ta daría paso a una mayor competitividad y se cumpliría el
objetivo de alcanzar escenarios que se transformen en un
motor de desarrollo económico de cada región, conllevan-
do a la superación de la pobreza urbana, mayor seguridad
en estas zonas y el mejoramiento de la calidad ambiental. 

“La reposición y modernización de la infraestructura ur-
bana y productiva será un factor básico para aumentar la
productividad de las ciudades.”2

De acuerdo a lo anterior, el propósito de la presente inicia-
tiva es:

• Establecer dentro del censo de población y vivienda la
cuantificación de los asentamientos irregulares con da-
tos precisos sobre la magnitud y ubicación del proble-
ma, de tal manera que se facilite la planeación de políti-
cas públicas en materia urbana, que midan alcances y
limitaciones.

• Destinar la recaudación del pago de impuesto predial
en tanto se consolida la regularización de estos predios,
a la satisfacción de derechos humanos universales, co-
mo son la seguridad, la salud, el derecho a un medio am-
biente sano, la protección de las personas, a la vivienda
digna, entre otros.

Consecuentemente, se crean los instrumentos que les per-
miten contar con una mejor planeación urbana para garan-
tizar el derecho a la vivienda digna, consagrado en el ar-
tículo 4o. constitucional, y en caso necesario lograr la
reubicación de las familias en situación de riesgo.

Argumentación

Los asentamientos irregulares en el país son un grave pro-
blema en materia desarrollo urbano, ya que, en México, de
acuerdo a cifras del Instituto Nacional del Suelo Sustenta-
ble (INSUS)3 se considera que existen entre 7 y 7.5 millo-

nes de predios irregulares con un aumento aproximado de
90 mil lotes al año. 

La población generada de los asentamientos irregulares,
ha dado como resultado un total de 29 millones de per-
sonas viviendo en esta condición, siendo en la mayor
parte de los casos, personas de muy bajos ingresos eco-
nómicos, específicamente los que se encuentran en los
primeros deciles de la población; cuya tendencia es pro-
gresiva, debido a que el fenómeno se presenta con una
tasa de crecimiento anual del 1.24%.

Fuente: Elaboración propia con base en el INSUS.

Tal y como demuestran diversos estudios (Fernandes,
2011; Fernández, 2009), las consecuencias e implicaciones
son amplias pues abarcan distintos aspectos; legales, socia-
les, medio-ambientales, políticos y económicos.4 En la
ejemplificación de éstos, se puede comprobar como su cre-
cimiento y la inefectiva intervención de las autoridades co-
rrespondientes han producido espacios de desigualdad, in-
seguridad, marginación y falta de oportunidades, una
acumulación de factores que les imposibilita salir de sus
condiciones de vida actuales. 

El Artículo 2 de la Ley de Vivienda establece: “Se consi-
derará vivienda digna y decorosa la que cumpla con las dis-
posiciones jurídicas aplicables en materia de asentamientos
humanos y construcción, salubridad, cuente con espacios
habitables y auxiliares, así como con los servicios básicos
y brinde a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su
propiedad o legítima posesión, y contemple criterios para
la prevención de desastres y la protección física de sus
ocupantes ante los elementos naturales potencialmente
agresivos”.

Contrario a lo anterior, este fenómeno conlleva a los pro-
blemas sociales en los que la segregación socio espacial,
orilla a las personas a tener pocas alternativas y oportuni-
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dades de desarrollo, dedicándose al comercio informal o a
la delincuencia organizada en gran parte (Egremy, 2010;
Reyes, 2018), haciendo progresiva la cultura de la violen-
cia, la pobreza y la desigualdad social (Arriagada, 2000). 

Es evidente, por tanto, que la carencia de infraestructura y
servicios básicos universales, tales como agua potable,
educación, salud, transporte y alumbrado público, entre
otros, les impide emerger de la exclusión social y margina-
ción en la que se encuentran. 

Citando un ejemplo claro de asentamientos irregulares, que
presenta gran parte de los problemas sociales menciona-
dos, se encuentra en la colonia San Miguel Teotongo, sec-
ción La Joya, delegación Iztapalapa. Mejor conocida como
“El Hoyo”, que es un lugar habitado por alrededor de 405
familias, ubicadas en una cavidad donde alguna vez explo-
to una mina de tezontle, invadida desde 1985.5

Aunque estos asentamientos irregulares no aparecen en el
mapa, eso no significa que no existan y mucho menos que
los sigamos ignorando, pues a la postre la mayoría se con-
virtieron en puntos rojo donde predomina la inseguridad, la
delincuencia, las muertes, la falta de atención ciudadana y
la falta de servicios básicos.

Situaciones como ésta, ponen en riesgo no sólo a quienes
habitan en estos asentamientos irregulares, sino también a
los vecinos aledaños, ante la falta de seguridad, robo de
servicios como la luz o el agua y escasez de los mismos,
generando así una repercusión mayor en el tejido social. 

Se encuentran casos muy particulares y asentamientos que se
instalaron en lo que debía ser una Preparatoria en su momen-
to, un edificio que fue invadido por quizá más de cien fami-
lias, hace más de dos décadas y que con el paso del tiempo se
convirtió en una comunidad que cuenta con antenas para te-
levisión de paga y un centro religioso al interior.

Esto lo que demuestra es que a pesar de estar fuera y al
margen de la Ley, no se ha minado la prevalencia de éste
tipo de asentamientos, tampoco se han regularizado y que
con el paso del tiempo crean derechos sin contar con obli-
gaciones, repitiéndose lamentablemente este tipo de casos
en todas las ciudades de nuestro país.

Por otra parte, respecto al impacto ambiental presentan for-
mas de riesgo para la salud y el entorno de la población, de-
bido a la degradación, por ejemplo, de la tala inmoderada,
la contaminación y el desplazamiento en la fauna,6 deri-
vando en condiciones sanitarias inadecuadas cuyas conse-
cuencias se traducen en múltiples costos económicos y so-
ciales ante los evidentes riesgos para la salud y la
seguridad.

Por la parte económica se tiene un problema considerable,
pues los asentamientos informales no son tomados en
cuenta en los sistemas oficiales de tributación lo que se tra-
duce como una pérdida de ingresos para los municipios. 

Al mismo tiempo, la población no puede exigir ni ser to-
mada en cuenta para el acceso a servicios públicos básicos
y sus mejoras, en algunos no cuentan con ellos, mientras
que, en otros, estos servicios son sustraídos de manera
clandestina creando afectaciones sociales mayores.

Fuente: Elaboración propia con base en la SHCP
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Ahora bien, si analizamos el comportamiento histórico del
impuesto predial con el promedio de los organismos inter-
nacionales como la OCDE, podemos observar que los in-
gresos no han aumentado, pero además se encuentran lejos
del promedio.

Fuente: Elaboración propia con base en la OCDE

La causa, es el crecimiento desorganizado de las grandes ciu-
dades de países en vías de desarrollo (Smolka y De Cesare
2006), como el caso de México, en donde las poblaciones con
ingresos bajos, tienen escasas oportunidades de asentarse en
terrenos urbanizados en existencia, por lo que se asientan en
las zonas periféricas, con poco o incluso nulo planeamiento
urbano y sin derecho legal sobre la propiedad.

Lo que implica que estén en riesgo permanente de desalo-
jo, tal como la evidencia empírica demuestra, en un estudio
realizado por el Centro por el Derecho a la Vivienda y Con-
tra los Desalojos (COHRE) de 2003-2006, que considera
que al menos 10,3747 personas fueron desalojadas, algunas
de forma tal, que violaron sus derechos humanos con el uso
de la fuerza; y ya en 2009, los números incrementan al pre-
sentarse 4,425 personas desalojadas en casos cuantitativa-
mente documentados aunque exponen casos donde son co-
munidades enteras las que han sido desalojadas de forma
violenta; en cambio, las personas que fueron amenazadas o
se planeó su desalojo cifran alrededor de 9,033.8

La inefectiva intervención del Estado logra ser explicada
por la poca información estadística, que no permite tener
un control exacto ni una proyección segura de los asenta-
mientos irregulares, debido a que el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (INEGI) no cuenta con datos de la
existencia de los asentamientos informales en el territorio
nacional, estatal, el número de familias y sobre todo la ca-
rencia de los servicios públicos que presentan.9

Para poder establecer políticas y programas públicos, en ma-
teria urbana eficientes, es necesario contar con métodos de
evaluación con elementos cuantitativos para ver cambios y
modificaciones, ya que, si no se puede medir, no se garantiza
un perfecto alcance de los efectos de tales políticas.

Finalmente, la presente iniciativa establece la creación de un
padrón que permita la cuantificación de los asentamientos
irregulares con datos precisos para facilitar la planeación de
políticas públicas en materia urbana, estableciendo al mismo
tiempo la recaudación del pago de impuesto predial en tanto
se consolida la regularización de estos predios.

El propósito fundamental de la reforma, es lograr la satis-
facción de derechos humanos, como son la seguridad, la
salud, el derecho a un medio ambiente sano, la protección
de las personas, la vivienda digna, así como dotar de servi-
cios básicos a este sector de la población, por lo anterior,
presento la siguiente iniciativa de ley con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo a la
fracción I del artículo 22 de la Ley del Sistema Nacional
de Información Estadística y Geografía y se adiciona
un segundo párrafo a la fracción III del artículo 77 de
la Ley General de Asentamientos Urbanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo segundo a la frac-
ción I del artículo 22 de la Ley del Sistema Nacional de In-
formación Estadística y Geografía para quedar como sigue:

Artículo 22.- El Instituto elaborará, con la colaboración de
las Unidades, los indicadores a que se refiere el artículo an-
terior, a partir de la información básica que se obtenga de: 

I. El censo nacional de población y vivienda, o de los es-
quemas alternativos que pudieran adoptarse en el futuro
para sustituirlo total o parcialmente.

El censo nacional de población y vivienda, deberá
contener la información estadística sobre la situación
legal de las viviendas, misma que permita la elabo-
ración la obtención de datos precisos sobre asenta-
mientos irregulares para la planeación de políticas
públicas en materia urbana;

I. Un sistema integrado de encuestas nacionales de los
hogares, y 
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II. Los registros administrativos que permitan obtener
Información en la materia.

Artículo Segundo. Se adiciona un segundo párrafo la frac-
ción III del artículo 77 de la Ley General de Asentamien-
tos Urbanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urba-
no para quedar como sigue:

Artículo 77. La Federación, las entidades federativas, los
municipios y las Demarcaciones Territoriales llevarán a ca-
bo acciones coordinadas en materia de Reservas territoria-
les para el Desarrollo Urbano y la vivienda, con objeto de:

I. …

II. …

III. Reducir y abatir los procesos de ocupación irregular
de áreas y predios, mediante la oferta de suelo con in-
fraestructura y servicios, terminados o progresivos, que
atienda preferentemente, las necesidades de los grupos
de bajos ingresos.

Para este propósito se tomará en cuenta el censo na-
cional de población y vivienda, con los datos de la
ocupación irregular de predios que llevará a cabo el
INEGI; previendo la infraestructura a que se refiere
el párrafo anterior y ampliando la base tributaria
que permita eficientar dicho propósito siendo sujetos
al pago del impuesto predial y al derecho a acceder a
una vivienda digna, bienes y servicios y a su reubica-
ción en caso de habitar zonas geográficas de riesgos
naturales;

IV. …

V. …

VI. …

Transitorio

En un plazo de 12 meses contados a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, los municipios y las demarca-
ciones territoriales de la Ciudad de México llevarán a cabo
la recaudación correspondiente a la ocupación irregular de
predios con independencia de las regularizaciones a que se
refiere la presente Ley.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2019.—
Diputado Ignacio Benjamín Campos Equihua (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación y Po-
blación, y de Desarrollo Metropolitano, Urbano, Orde-
namiento Territorial y Movilidad, para dictamen.
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